[bookmark: _Toc366755199]Nº 11-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del siete de marzo de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, del Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta y del Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas. 
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc97242189]ARTÍCULO I
Documento N° 260-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc97242191]ARTÍCULO II
Documento N° 261-2022
Aprobación del Acta N° 10-2022 de la sesión celebrada el lunes 28 de febrero de 2022.
Por mayoría, se acordó: Aprobar el acta N° 10-2022 de la sesión celebrada el lunes 28 de febrero de 2022.
El máster Alexander Arguedas Vindas, se abstiene de votar por no haberse encontrado presente en esa sesión.
[bookmark: _Toc97242197]ARTÍCULO III
Documento Nº 817-2021 / 241-2022
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 27-2021 celebrada el 28 de junio de 2021, artículo XI, solicitó a la Dirección de la JUNAFO que cada seis meses elaborara este tipo de informes y los haga de conocimiento del máster Raúl Hernández González para que sean considerados en los informes actuariales por el realizados y que presenta a conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
En relación con lo anterior, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 08-SAF/DJA-2022 de fecha 25 de febrero de 2022, informaron:
“Según acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 27-2021 celebrada el 28 de junio de 2021, en el punto 2, que literalmente dice: 

“2.) Solicitar a la Dirección de la JUNAFO que cada seis meses elabore este tipo de informes y los haga de conocimiento del máster Hernández González para que sean considerados en los informes actuariales por el realizados y que presenta a conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme.”

Conforme establece la Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 9544 capítulo I artículo N.° 226, las personas funcionarias judiciales que han laborado fuera del Poder Judicial, tienen la posibilidad que se les reconozca ese tiempo servido, tal como se indica a continuación:

“Para el cómputo del tiempo laborado no será necesario que los funcionarios hayan servido para el Poder Judicial consecutivamente ni en puestos de Igual categoría. Se tomarán en cuenta todos los años de trabajo remunerado, debiendo el servidor haber servido al Poder Judicial al menos los últimos veinte años. Se reconocerá, únicamente, el tiempo servido y cotizado en las dependencias o las Instituciones públicas estatales. En ningún caso, podrá computarse el tiempo servido en las instituciones de derecho públicos no estatales de base corporativa. Si la prestación del servicio, por parte del funcionarlo, se dio a tiempos parciales, se reconocerá la proporción que corresponda respecto de ese salario. Será admisible todo medio de prueba para comprobar el tiempo servido por el trabajador. Al valorar la prueba se tomará en consideración el principio in dubio pro fondo.

Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial. En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y el Estado no alcanzará el monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante el período reconocido.” Lo resaltado no pertenece al original.

El citado artículo es el que permite que las personas funcionarias judiciales que han laborado en otras instituciones del estado puedan reconocer sus anualidades para efectos jubilatorios, de tal forma que los interesados deben cancelar al Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el equivalente de esas anualidades a valor presente, generándose de esa forma una cuenta por cobrar a favor del citado Fondo.

Al respecto, es importante acotar que el Consejo Superior en sesión N.° 84-2020 artículo XVI, acordó lo siguiente:

“Se acordó: Acoger el informe presentado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino en oficio N° DJ-C-524-2020 del 19 de agosto de 2020 y hacerlo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y de la Secretaría General de la Corte, para que remitan a este Consejo todas las gestiones pendientes referente al Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en El Estado y sus Instituciones en el entendido que será únicamente para efectos de anualidades.” Lo resaltado no pertenece al original.

En virtud de lo anterior, se estableció una separación en cuanto al otorgamiento de Reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, para efectos “jubilatorios” y para “reconocimiento de anualidades”; además, con la entrada en vigencia de la ley N.° 9544 en mayo del 2018, las condiciones jubilatorias para todo el personal del Poder Judicial cambiaron, de lo cual se ha percibido una importante cantidad de solicitudes para esa Junta Administradora, en las cuales se requiere dejar sin efecto el rebajo de las deducciones que vienen a amortizar las cuentas por cobrar que mantiene el citado Fondo, por concepto de Reconocimiento de Tiempo Servido (RTS), causando una importante disminución en los ingresos del Fondo.

Sobre este particular, a continuación, se muestra el resumen de los casos para el segundo semestre de 2021 (julio – diciembre 2021), se han aprobado por la Junta Administradora del FJPPJ (se adjunta anexo con el detalle de los casos individualizados):

Resumen RTS dejados sin efecto
II Semestre 2021

[image: ]

Fuente: Auxiliar Sistema Contable.

Cabe indicar, que el monto ajustado se refiere al saldo de la cuenta por cobrar que las personas funcionarias judiciales mantenían, a la fecha de recibo de la información por parte de la Secretaría de la Corte; asimismo, las amortizaciones mensuales son sujetas de variación, por cuanto corresponden a un porcentaje del salario devengado de cada uno de los casos, razón por la cual no se muestran.

Lo anterior, para lo que a bien se estime.

Anexo:
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 08-SAF/DJA-2022 del 25 de febrero de 2022, sobre el Informe de las cuentas por cobrar de Reconocimientos de Tiempo Servido (RTS) que se han dejado sin efecto.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc97242199]ARTÍCULO IV
Documento Nº 405-2020 / 246-2022
En relación con lo anterior, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0037-SAF/DJA-2022 del 28 de febrero de 2022, comunicaron lo siguiente:
“En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de enero 2022, de lo cual es importante indicar: 

Para que esta Dirección realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el BCR Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema Integrado de Carteras de Inversión (SCI).

Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio agrupa algunos casos por fecha de vencimiento.

Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones y UDES, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales han sido presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección.

Por último, es importante destacar que se continua con la mejoría significativa en cuanto a las diferencias detectadas en meses anteriores, de lo cual la Custodia del Banco de Costa Rica aplicó mejoras en la información presentada, conforme se había comprometido.




…”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0037-SAF/DJA-2022 del 28 de febrero de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, referente al análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio, con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de enero 2022. 2.) Deberá la Dirección de la JUNAFO, continuar con la subsanación de las diferencias presentadas conforme al compromiso de la entidad bancaria. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Riesgos, Comité de Inversiones y del Comité de Auditoría para el respectivo seguimiento.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc97242201]ARTÍCULO V
Documento Nº 1439-2021 / 251-2022
En sesión N° 49-2021 celebrada el 06 de diciembre de 2021, artículo X, se tomó el artículo que dice:
[bookmark: _Hlk72152731][bookmark: _Hlk69809919][bookmark: _Hlk68521121]“El licenciado Eric Enrique Loría Campos, Gerente General de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de Servidores Judiciales R.L (COOPEJUDICIAL R.L), mediante oficio N° GGC4014-2021 del 26 de noviembre de 2021, informó lo siguiente:

[bookmark: _GoBack]“El suscrito, ERIC ENRIQUE LORIA CAMPOS, mayor, casado una vez, Administrador de Empresas, portadora de la cédula de identidad número uno-ochocientos once-cero cero diecinueve, vecino de Heredia, en Mercedes Norte, en su condición de GERENTE GENERAL con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma, personería inscrita en el Registro Público, Sección de Personas, al tomo dos mil veinte, asiento treinta y ocho mil seiscientos cuarenta y seis, de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de Servidores Judiciales R.L., denominada COOPEJUDICIAL R.L., con cedula de persona jurídica número tres-cero cero cuatro-cero cuarenta y cinco mil quinientos sesenta y cuatro, domiciliada en la ciudad de San José, de la Clínica Santa Rita, cincuenta metros al oeste y setenta y cinco metros al sur, inscrita en los Libros que al efecto lleva el Departamento de Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, bajo la resolución número C- cuatrocientos setenta y cuatro, con todo respeto me presento a manifestar:

1.- Se solicita revisar el orden de aplicación de los códigos de las entidades deductoras para rebajos de planilla a los jubilados y pensionados, con que cuenta mi representada al día de hoy.

Lo anterior, primero porque somos una ASOCIACION COOPERATIVA es decir, ostentamos el carácter de asociación en sentido lato y asociación cooperativa en sentido estricto. Así lo establece expresamente la Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Infocoop, en sus artículos 1 y 2 que expresamente señalan:

Artículo 1.-

Declárase de conveniencia y utilidad pública y de interés social, la constitución y funcionamiento de asociaciones cooperativas, por ser uno de los medios más eficaces para el desarrollo económico, social, cultural y democrático de los habitantes del país.

Artículo 2.-

Las cooperativas son asociaciones voluntarias de personas y no de capitales, con plena personalidad jurídica, de duración indefinida y de responsabilidad limitada, en las que los individuos se organizan democráticamente a fin de satisfacer sus necesidades y promover su mejoramiento económico y social, como un medio de superar su condición humana y su formación individual, y en las cuales el motivo del trabajo y de la producción, de la distribución y del consumo, es el servicio y no el lucro.

Pero además formamos parte de las agrupaciones gremiales del Poder Judicial (así reconocido por el Poder Judicial y dentro del proceso judicial relacionado a la huelga del Poder Judicial de julio del año 2019) por lo tanto las asociaciones gremiales del Poder Judicial, de la casa de la justicia deberían tener prioridad, que fue uno de los motivos por los cuales los códigos de las entidades deductoras fueron trasladados del Ministerio de Hacienda al Poder Judicial.

2.- En adición a lo antes mencionado, la ley nos otorga un orden preferente a cualquier otra entidad para efectos de la prioridad en la deducción de planilla, por ser una entidad de la economía social.

En efecto la Ley de promoción de la competencia y defensa efectiva del consumidor, de 20 de diciembre de 1994 fue reformada en junio de 2020 por la ley 9859, conocida popularmente como Ley de Usura, sin embargo, esa ley por carecer de varios aspectos fundamentales, como dimensionar los efectos de la entrada en vigencia -operaciones vigentes antes de la entrada en vigencia- y el tema de las asociaciones de la economía social, fue reformada a su vez por la Ley 9918 del 18 de noviembre del año 2020, es decir, cinco meses después.

Dentro de los artículos importantes que sufrieron modificación fue el artículo 44 ter y la introducción de un transitorio que paso a transcribir:

“ARTÍCULO 2- Se reforma el artículo 44 ter de la Ley 7472, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, de 20 de diciembre de 1994. El texto es el siguiente:

Artículo 44 ter- Derecho del trabajador consumidor financiero. Los trabajadores tienen derecho a solicitar al patrono la deducción de las cuotas para el pago de sus créditos, siempre que exista acuerdo de voluntades entre el trabajador y la entidad acreedora, hasta el límite inembargable.

Los patronos no podrán discriminar ni dejar de aplicar las deducciones al salario de las cuotas debidamente autorizadas previamente por el trabajador, para el pago de las operaciones financieras de crédito, voluntariamente contraídas por este o para el pago de su afiliación a organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro, respetando el derecho y la libertad de contratación y de asociación del trabajador.

El trabajador demostrará a los oferentes de crédito, para determinar la viabilidad del crédito, su capacidad de pago, no solo con sus ingresos salariales brutos sino además sus otras fuentes que le permitan demostrar su capacidad de endeudamiento. El oferente de crédito no podrá limitar los medios probatorios para valorar la capacidad de pago del trabajador.

3.- Todo este marco legal integrado por la reforma a la ley 7472 mediante ley 9918 del 18 de noviembre de 2020, los artículos 69 inciso k y 174 del código de trabajo, el voto 11996-2021 de la Sala Constitucional, así como la naturaleza de ser una asociación gremial del Poder Judicial hace que definitivamente el orden de asignación y prelación en la deducción por planilla a nuestra Cooperativa deba ser revisado y mejorado.

4.- Llama la atención que entidades de lucro puro u otras ajenas al Poder Judicial estén en una mejor posición o preferente en cuanto al orden de aplicación de la deducción por planilla

que nuestra organización, que además es la Cooperativa del Poder Judicial. Es un tema de reconocer la cercanía a la casa de la justicia, pero además de ser coherentes con la naturaleza jurídica de una asociación cooperativa.

5- Es importante señalar que la Dirección de Gestión Humana procedió con la revisión y ajuste del orden de prelación de las entidades deductoras, en cumplimiento a lo dispuesto por el Consejo Superior en las sesiones: No. 06-2020 del 23 de enero del 2020 artículo V, No. 42-2020 del 30 de abril del 2020 artículo XXI y No. 08-2021 del 28 de enero de 2021 artículo XXIII.

En concordancia con lo expuesto, se solicita de la manera más respetuosa se gire la instrucción correspondiente a la Unidad de Pagos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para que proceda a hacer una valoración y revisión del orden de aplicación de los códigos de deducción que fueron asignados para el rebajo por planilla, de manera que en apego a la razón social y el ordenamiento jurídico mencionado líneas arriba, se pueda mejorar sustancialmente nuestra posición en el orden de prelación.

…”
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En sesión N° 37-16 del 19 de abril 2016, artículo XLIII, ante la gestión planteada por el Gerente General del Coopejudicial, mediante oficio N° GGC 2493/2016 del 29 de marzo del 2016, se acordó que, de previo a resolver, se solicitaría a la Dirección de Gestión Humana un informe que contuviera la lista detallada, por orden cronológico, de las entidades deductoras del Poder Judicial y los parámetros utilizados para seguir ese orden.

Luego en sesión N°62-16 celebrada el 28 de junio de 2016, artículo LXXX, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, así mismo se solicitó a esa dirección remitiera una propuesta de reorganización de las prioridades en las entidades deductoras dando prioridad a las deducciones de interés institucional, considerando los entes en que estén involucrados recursos de este Poder de la República y en segundo nivel a las organizaciones laborales debidamente inscritas y que tienen incluida en su membresía únicamente a servidores y servidoras judiciales, así como personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, quedando en tercer nivel las otras unidades deductoras. 

En sesión N.º 113-17 celebrada el 19 de diciembre del 2017, en artículo LXXXIII, el Consejo Superior, se tomó nota del oficio N° 2599-UD-AS-2017 del 27 de julio de 2017 de la Dirección de Gestión Humana y se reiteró lo resuelto en la sesión 62-17 celebrada el 28 de junio de 2017, artículo LXXX, en cuanto a que en la aplicación de las entidades deductoras se debe dar prioridad a las deducciones de interés institucional, considerando los entes en que estén involucrados recursos de este Poder de la República y en segundo nivel a las organizaciones laborales debidamente inscritas y que tienen incluida en su membresía únicamente a servidores y servidoras judiciales, así como personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, quedando en tercer nivel las otras entidades, por lo que la Dirección de Gestión Humana deberá presentar una propuesta de orden de aplicación considerando estos criterios.

Luego, en sesión Nº 103-19 celebrada el 26 de noviembre de 2019, artículo LXXXIII, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana, modificar el orden de prelación tomando en cuenta la antigüedad de cada gremio y colocando la cuota del Colegio de Abogados en el primer lugar de los Colegios Profesionales y lo remita a este Consejo Superior para su respectiva aprobación.

Posteriormente, en sesión N° 06-2020 celebrada el 23 de enero de 2020, artículo V, se trascribe literalmente su parte dispositiva:

“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el término de diez días, remita a este Consejo Superior una lista con la prelación siguiente: A.) Los primeros 32 cupos mantenerlos igual. B.) Un segundo bloque que estará conformado por las organizaciones gremiales, distribuido en dos subgrupos: 1b.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros. 2.b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones externas. C.) En el tercer bloque los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que, salvo las prioridades previamente señaladas en cada bloque, el orden se establecerá respetando la antigüedad. 3) Aclarar, a la citada Dirección que el tema de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales ya fue ratificado en sesión 103-19, celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo LXXXIII.

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales.”
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Finalmente, en sesión N° 42-2020 celebrada el 30 de abril de 2020, artículo XXI, se dispuso lo que literalmente dice:

“ARTÍCULO XXI

DOCUMENTO N° 3695-16, 4771-2020

Informa la Secretaría General que en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV, respectivamente, en que se conoció el estudio efectuado por la Auditoría Judicial, denominado “Evaluación de la efectividad del proceso de seguimiento de las disposiciones emitidas por Corte Plena y Consejo Superior, que requieren estudios de algunos despachos para su resolución final, se procedió a solicitar a la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio Nº 2799-2020 del 19 de marzo del año en curso, que en el plazo de 10 días contados a partir del recibo de la comunicación, remitiera el informe solicitado en la sesión Nº 103-19 celebrada el 26 de noviembre de 2019, artículo LXXXIII o indicara los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y defina un plazo prudencial para su remisión.

Relacionado con lo anterior, la máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Maureen Siles Mata, por su orden, Directora interina de Gestión Humana, Subdirectora interina de Proceso de Administración y Jefa de Subproceso de Administración Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-1449-2020 del 1 de abril de 2020, gestionaron lo siguiente:

[bookmark: _Toc501036482]“En sesión N.º 103-19 celebrada el 26 de noviembre del 2019, en artículo LXXXIII, el Consejo Superior, acordó:

Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que modifique el orden de prelación tomando en cuenta la antigüedad de cada gremio y colocando la cuota del Colegio de Abogados en el primer lugar de los Colegios Profesionales y lo remita a este Consejo Superior para su respectiva aprobación.”

Así mismo, en sesión N.º 06-2020 celebrada el 23 de enero del 2020, en artículo V, el Consejo Superior, indicó:

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el término de diez días, remita a este Consejo Superior una lista con la prelación siguiente: A.) Los primeros 32 cupos mantenerlos igual. B.) Un segundo bloque que estará conformado por las organizaciones gremiales, distribuido en dos subgrupos: 1b.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros. 2.b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones externas. C.) En el tercer bloque los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que, salvo las prioridades previamente señaladas en cada bloque, el orden se establecerá respetando la antigüedad. 3) Aclarar, a la citada Dirección que el tema de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales ya fue ratificado en sesión 103-19, celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo LXXXIII.

Por lo anterior, esta Dirección procedió a realizar el orden de prelación, de tal manera que se prioricen las deducciones de interés institucional. Por lo anterior, la propuesta de orden de aplicación sería la siguiente:

Prioridad número 1: Rebajos establecidos como preferentes por ley:

	Descripción Deducción
	Orden de Aplicación
	Nombre Entidad Deductora

	IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO
	1
	TESORERIA NACIONAL-IMPTO. SOBRE LA RENTA

	IMPUESTO DE RENTA SOBRE DIETAS
	2
	TESORERIA NACIONAL-IMPTO. SOBRE LA RENTA

	FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, PORCENTAJE FIJO
	3
	FONDO JUBILACIONES-PODER JUDICIAL- (%) -

	FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, SALARIO ESCOLAR
	4
	FONDO JUBILACIONES-PODER JUDIC. SAL.ESC.

	FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, MONTO VARIABLE
	5
	FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES- (¢)

	AJUSTE FONDO JUBILACIONES PODER JUDICIAL
	6
	FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES-(¢)

	SEGURO DE ENFERMEDAD
	7
	CAJA COSTARRICENSE SEGURO SOCIAL-(5.5%)

	SEGURO DE ENFERMEDAD, SALARIO ESCOLAR
	8
	CAJA COSTARRICENSE SEGURO SOCIAL-SAL.ESC

	AHORRO OBLIGATORIO (Bco. POPULAR)
	9
	BANCO POPULAR-AHORRO OBLIGATORIO-(1%)

	AHORRO OBLIGATORIO (Bco. POPULAR), SALARIO ESCOLAR
	10
	BANCO POPULAR-AH. OBLIG. -SALARIO ESCOLAR

	COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES
	11
	JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES

	AJUSTE COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES
	12
	JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES

	COMISIÓN GASTOS ADM. FONDO JUBILACIONES SALARIO ESCOLAR
	13
	JUNTA ADMINISTRATIVA FONDO JUBILACIONES

	REBAJO DE SUBSIDIO POR INCAPACIDAD
	14
	PODER JUDICIAL SUBSIDIO POR INCAPACIDAD

	DEDUCCIÓN SUBSIDIOS SALARIO ESCOLAR
	15
	PODER JUDICIAL SUBSIDIO POR INCAPACIDAD

	PENSION ALIMENTARIA
	16
	PODER JUDICIAL

	PENSION ALIMENTARIA AGUINALDO
	16
	PODER JUDICIAL

	PENSION ALIMENTARIA SALARIO ESCOLAR
	16
	PODER JUDICIAL

	EMBARGO
	17
	PODER JUDICIAL

	EMBARGO SALARIO ESCOLAR
	17
	PODER JUDICIAL

	FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA
	18
	FONDO DE SOCORRO MUTUO

	FONDO DE SOCORRO MUTUO-FONDO DE RESERVA
	19
	FONDO DE SOCORRO MUTUO

	FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUENTAS POR COBRAR
	20
	FONDO DE SOCORRO MUTUO

	FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUENTAS POR COBRAR-FONDO DE RESERVA
	21
	FONDO DE SOCORRO MUTUO

	OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-CP-FJP
	22
	FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES-(%)-CP

	OBLIC POR COBRAR-RTSFPJ (%)-LP-FJP
	23
	FONDO JUBIL. Y PENSIONES-RTSF-(%)-LP

	REINTEGROS VARIOS CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
	24
	FINANCIERO CONTABLE-REINTEGROS VARIOS

	REINTEGROS VARIOS-DEPTO.PERSONAL
	25
	DEPTO.PERSONAL-REINTEGROS VARIOS

	RECUPERACION DE CUENTAS POR COBRAR FONDO ROTATORIO
	26
	FINANCIERO CONTABLE-FONDO ROTATORIO

	CUENTAS POR COBRAR, DEPTO.PERSONAL
	27
	DEPARTAMENTO PERSONAL-CTAS. POR COBRAR

	IMP.SOBRE LA RENTA COBRADO DE MENOS, DEPTO. PERSONAL
	28
	DEPTO.PERSONAL-IMP.SOBRE LA RENTA

	CUENTAS POR COBRAR FINANCIERO CONTABLE
	29
	DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE

	CUENTAS POR COBRAR INCAPACIDADES CCSS
	30
	DEPTO.FINANCIERO CONTABLE-CCSS

	Amortización a Préstamo Convenio ANEJUD-Poder Judicial
	31
	ANEJUD-FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES



Prioridad número 2: Cuotas de Organizaciones Gremiales del Poder Judicial:

0. Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros:

	Descripción Deducción
	Orden de Aplicación
	Nombre Entidad Deductora

	CUOTAS ASOCIADOS, ASOSEJUD
	32
	ASOSEJUD

	CUOTAS ASOCIADOS, ASOSEJUD-SALARIO ESCOLAR
	33
	ASOSEJUD-SALARIO ESCOLAR

	AHORRO COOPEJUDICIAL R.L.
	34
	COOPEJUDICIAL R.L.

	CUOTAS FIJA ASEJUQUE
	35
	ASEJUQUE

	AMORTIZACION PRESTAMO, ASEJUQUE
	36
	ASEJUQUE

	CUOTAS ASOCIADOS, ADEJUG
	37
	ADEJUG

	POLIZA COLECTIVA, ANEJUD
	38
	ANEJUD

	CUOTAS ASOCIADOS, ANEJUD
	39
	ANEJUD

	CUOTAS ASOCIADOS, ANEJUD-SALARIO ESCOLAR
	40
	ANEJUD-SALARIO ESCOLAR

	AMORTIZACION A PRESTAMOS, ANEJUD
	41
	ANEJUD

	CUOTAS ASOCIADOS, ASOC. NAL. PROF. PODER JUDICIAL
	42
	ASOC. NAL. PROF.PODER JUDICIAL

	CUOTA ASOCIADO, ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP)
	43
	ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP)

	CUOTAS ASOCIADOS, ANIC
	44
	A.N.I.C

	AMORTIZACION A PRESTAMOS. ASOSEJUD
	45
	ASOSEJUD

	AHORRO CAPREDE
	46
	CAPREDE

	COMPRA ACCIONES CAPREDE-Porcentaje variable
	47
	CAPREDE

	AMORTIZACION A PRESTAMO CAPREDE
	48
	CAPREDE

	AMORTIZACION A PRESTAMO COOPEJUDICIAL R.L.
	49
	COOPEJUDICIAL R.L.

	AHORRO A.N.I.C
	50
	A.N.I.C

	CREDITO A.N.I.C
	51
	A.N.I.C

	ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP) CUOTA EXTRAORDINARIA
	52
	ASOC.NAL.EMP PUBLICOS (ANEP) Cuota Extra

	AHORRO VOLUNTARIO ASOSEJUD
	53
	ASOSEJUD AHORRO VOLUNTARIO

	Cuota de Afiliación SITRAJUD
	54
	SINDICATO TRABAJADORES PODER JUDICIAL

	ACCIONES CUOTA FIJA CAPREDE
	55
	Caprede

	CUOTA POLIZA INS-SITRAJUD
	56
	SINDICATO TRABAJADORES PODER JUDICIAL

	CUOTA VARIABLE, CENTRO INFANTIL PODER JUDICIAL
	57
	CENTRO INFANTIL PODER JUDICIAL

	CUOTAS ASOCIADOS, ASOC.DEPORT.DEL POD.JUDICIAL
	58
	ASOC.DEPORT.DEL POD.JUDICIAL

	CUOTA ASOCIADO, ASOC. TRAB. SOCIALES P.J.
	59
	ASOC.TRABAJADORES SOCIALES, PODER JUD.

	CUOTA OIJ-TELETON
	60
	PODER JUDICIAL-OIJ-TELETON

	CUOTA ASOCIADO, ASOC. PROFES. PSICOLOGIA P.J.
	61
	ASOC. PROFES. PSICOLOGIA, PODER JUDICIAL

	CUOTA AFILIACIÓN SINDEPU
	62
	SINDEPU

	CONVENIOS CAPREDE
	63
	Caprede

	CUOTA AFILIACIÓN SINDICATO DE LA JUDICATURA 
	64
	SINDICATO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUD

	AMORTIZACION A PRÉSTAMO CESANTÍA COOPEJUDICIAL R.L.
	65
	COOPEJUDICIAL R.L.



2.2. Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial, seguido las otras asociaciones externas, así como el bloque de los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica:

	Descripción Deducción
	Orden de Aplicación
	Nombre Entidad Deductora

	CUOTA ASOCIADO, ANDE
	66
	ANDE

	CUOTA ASOCIADO, ROBLEALTO
	67
	ROBLEALTO

	CUOTA ASOCIADO COLEGIO DE ABOGADOS
	68
	COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA

	CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO BIOLOGOS COSTA RICA
	69
	COLEGIO BIOLOGOS COSTA RICA

	CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO CONTADORES PRIVADOS
	70
	COLEGIO CONTADORES PRIVADOS

	CUOTA ASOCIADO, COLEGIO LIC. PROF EN LETRAS, FILOS, CIENC.
	71
	COLEGIO LIC. PROF EN LETRAS, FILOS, CIENC

	CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO MEDICOS CIRUJANOS
	72
	COLEGIO MEDICOS CIRUJANOS

	CUOTAS ASOCIADOS, COLEGIO MICROB.Y QUIM.CLINS.C.R.
	73
	COLEGIO MICROB.Y QUIM.CLINS.C.R.

	CUOTAS ASOCIADOS, COL. PROF.CIENCIAS ECONOMICAS
	74
	COL.PROF. CIENCIAS ECONOMICAS

	CUOTA ASOCIADOS, COLEGIO PSICOLOGOS DE C.R.
	75
	COLEGIO PSICOLOGOS DE C.R.

	CUOTA ASOCIADOS, COLEGIO TRABAJADORES SOCIALES
	76
	COLEGIO TRABAJADORES SOCIALES

	CUOTA ASOCIADO, UNION MEDICA NACIONAL
	77
	UNION MEDICA NACIONAL

	PLAN BN VITAL, BANCO NACIONAL
	78
	BN VITAL, BANCO NACIONAL

	OPERACIONES BANCO POPULAR
	79
	BANCO POPULAR-CREDITOS

	AHORRO VOLUNTARIO BANCO POPULAR
	80
	BANCO POPULAR-AHORRO VOLUNTARIO

	FONDO PENS. COMPLEMENTAR. BANCO POPULAR
	81
	BANCO POPULAR-OPERADORA PENS.COMPLEM.

	AHORROS MAYORES ANDE
	82
	CAJA AHORRO Y PRESTAMOS- ANDE

	AMORTIZACION PRESTAMO ANDE
	83
	CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE

	AHORRO VIVIENDA ANDE
	84
	CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE

	COMPRA ACCIONES EXTR. ANDE
	85
	CAJA DE AHORRO Y PRESTAMOS-ANDE

	AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEALIANZA R.L.
	86
	COOPEALIANZA R.L.

	AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEANDE NO.5
	87
	COOPEANDE NO.5

	AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOCIQUE R.L.
	88
	COOCIQUE R.L.

	AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEESPARTA R.L.
	89
	COOPEESPARTA R.L.

	AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOP.MA P PENS S M STA CRUZ
	90
	COOP.MA P PENS S M STA CRUZ

	AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEMEP R.L.
	91
	COOPEMEP R.L.

	AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPENACIONAL R.L.
	92
	COOPENACIONAL R.L.

	AMORTIZACION A PRESTAMO COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.
	93
	COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 

	AMORTIZACION A PRESTAMO COOPESANRAMON R.L.
	94
	COOPESANRAMON R.L.

	AMORTIZACION A PRESTAMO COOPENAE R.L.
	95
	COOPENAE R.L.

	AHORRO Y/O AMORTIZACIÓN A PRÉSTAMO COOPE SAN GABRIEL R.L.
	96
	COOP. SERV. MULTIPLES SANGABRIEL R.L.

	AMORTIZACION A PRESTAMO COOPESERVIDORES R.L.
	97
	COOPESERVIDORES R.L.

	AHORRO COOP. AHOR. CRED. ALIANZA PZ
	98
	COOPEALIANZA R.L.



	Descripción Deducción
	Orden de Aplicación
	Nombre Entidad Deductora

	AMORTIZACION PRESTAMO COOPEANDE No.1
	100
	COOPEANDE No.1

	AHORRO COOPE ANDE NO. 5
	101
	COOPEANDE NO.5

	AHORRO GRUPO COOCIQUE R.L.
	102
	COOCIQUE R.L.

	AHORRO COOPEESPARTA R.L.
	103
	COOPEESPARTA R.L.

	AHORRO COOP.MA.P.PENS.S.M.STA.CRUZ
	104
	COOP.MA.P.PENS.S.M.STA.CRUZ

	AHORRO COOPEMEP R.L.
	105
	COOPEMEP R.L.

	FONDO DE DESARROLLO COOPEMEP R.L.
	106
	COOPEMEP R.L.

	AHORRO COOPENACIONAL R.L.
	107
	COOPENACIONAL R.L.

	AHORRO COOP. SERVICIOS COOPERATIVOS
	108
	COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 

	DIVERSOS RUBROS COOP. SERV. COOPERATIVOS
	109
	COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 

	AHORRO COOPESANRAMON R.L.
	110
	COOPESANRAMON R.L.

	AHORRO COOPENAE R.L.
	111
	COOPENAE R.L.

	SEGURO MUTUO SOLIDARIO COOPENAE R.L.
	112
	COOPENAE R.L.

	AHORRO COOPESANGABRIEL R.L.
	113
	COOPESANGABRIEL R.L.

	AHORRO COOPESERVIDORES R.L.
	114
	COOPESERVIDORES R.L.

	AHORRO NAVIDEÑO COOPESERVIDORES R.L.
	115
	COOPESERVIDORES R.L.

	SEGURO ANUAL RENOVABLE COOPESERVIDORES R.L.
	116
	COOPESERVIDORES R.L.

	PENS. COMPLEM. COLONES VIDA PLENA
	117
	VIDA PLENA

	POLIZAS Y AMORTIZACION INS
	118
	INS

	AHORRO INS BANCREDITO PENSIONES OPC S.A.
	119
	INS BANCREDITO PENSIONES OPC S.A.

	AMORTIZACION VIVIENDA INVU
	120
	INVU-HIPOTECARIO

	AHORRO INVU
	121
	INVU-AHORRO

	CLUB DE AHORROS BANCO POPULAR
	122
	BANCO POPULAR-CLUB AHORROS

	SOMUCOOP-COOPESPARTA R.L.
	123
	COOPESPARTA R.L.

	PROG.FAMILIAS CONTRIBUYENTES, CRUZ ROJAS COSTARRICENSE
	124
	CRUZ ROJA COSTARRICENSE

	CUOTA ASOCIADO, ASOC. PROF. CIENCIAS CRIMIN.
	125
	ASOC. PROFES. CIENCIAS CRIMINALISTICAS

	AHORRO COOPECAJA R.L.
	126
	COOPECAJA R.L.

	AMORTIZACIÓN PRESTAMOS COOPECAJA R.L.
	127
	COOPECAJA R.L.

	CUOTA FONDO POBLACIONES INDIGENAS
	128
	PODER JUDICIAL - FONDO SOLID. POB.INDIG.

	AMORTIZACIÓN PRÉSTAMOS COOPEAFM
	129
	COOPEAFM

	CUOTA COLEGIATURA, COL.PROF. INFORMAT. -COMPUTAC.
	130
	COLEGIO PROF. INFORMAT. -COMPUTAC.

	CUOTA ASOCIACION OBRAS DEL ESPIRITU SANTO
	131
	ASOCIACION OBRAS DEL ESPIRITU SANTO

	PÓLIZA DE VIDA - COLEGIO DE ABOGADOS
	132
	COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA

	AFILIACION SITHOSAJUDI
	133
	SIND. TRAB. SALUD INSTITUC.PUBLIC. Y PRIV.

	SERVICIOS SOCIALES SITHOSAJUDI
	134
	SIND.TRAB. SALUD INSTITUC.PUBLIC. Y PRIV.

	OPERACIONES COOPESERVICIOS
	135
	COOPESERVICIOS R.L.

	Cuota Ordinaria, Coleg. Prof. en Criminología
	136
	COLEGIO PROFESIONALES EN CRIMINOLOGÍA

	MEMBRESÍA ASC. COSTARR. DE INFORMATICOS Y AFINES PJ
	137
	ASOC. COST. INFORMÁTICOS Y AFINES DE PJ

	MUCAP CRÉDITO Y AHORRO
	138
	MUCAP

	CUOTA AFILIACIÓN SINDICAL
	139
	UNIÓN NACIONAL DE TRAB. SECT PUBL Y PRIV

	CUOTA AFILIACIÓN PRO. BIENESTAR ANIMAL
	140
	ASOC. EMPLEA. JUDIC.PRO BIENESTAR ANIMAL



	Descripción Deducción
	Orden de Aplicación
	Nombre Entidad Deductoras

	CUOTA COOPEFUNEVIDA R.L
	141
	COOPEFUNEVIDA R.L

	APOYO DEL PROGRAMA HOGAR DE LA ESPERANZA
	142
	ASOCIACIÓN HUMANISTA DE COSTA RICA

	CUOTA AFILIACIÓN PROMOTORA DESARROLLO EMP
	143
	COOP SERV MULT PROMOC DESARROLLO EMPRES

	AMORTIZACIÓN PRÉSTAMO PROMOTORA DESARROLLO EMP
	144
	COOP SERV MULT PROMOC DESARROLLO EMPRES

	CRÉDITOS GLOBALCOOP R.L
	145
	COOPER. DE SERV. MULT. GLOBALES DE CR. RL



Por lo anterior, quedamos a su disposición para todo aquello en la Dirección de Gestión Humana sea competente.”

- 0 -

En sesión N° 37-16 del 19 de abril 2016, artículo XLIII, ante la gestión planteada por el Gerente General del Coopejudicial, mediante oficio N° GGC 2493/2016 del 29 de marzo del 2016, se acordó que, de previo a resolver, se solicitaría a la Dirección de Gestión Humana un informe que contuviera la lista detallada, por orden cronológico, de las entidades deductoras del Poder Judicial y los parámetros utilizados para seguir ese orden.

Luego en sesión N°62-16 celebrada el 28 de junio de 2016, artículo LXXX, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, así mismo se solicitó a esa dirección remitiera una propuesta de reorganización de las prioridades en las entidades deductoras dando prioridad a las deducciones de interés institucional, considerando los entes en que estén involucrados recursos de este Poder de la República y en segundo nivel a las organizaciones laborales debidamente inscritas y que tienen incluida en su membresía únicamente a servidores y servidoras judiciales, así como personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, quedando en tercer nivel las otras unidades deductoras. 

En sesión N.º 113-17 celebrada el 19 de diciembre del 2017, en artículo LXXXIII, el Consejo Superior, se tomó nota del oficio N° 2599-UD-AS-2017 del 27 de julio de 2017 de la Dirección de Gestión Humana y se reiteró lo resuelto en la sesión 62-17 celebrada el 28 de junio de 2017, artículo LXXX, en cuanto a que en la aplicación de las entidades deductoras se debe dar prioridad a las deducciones de interés institucional, considerando los entes en que estén involucrados recursos de este Poder de la República y en segundo nivel a las organizaciones laborales debidamente inscritas y que tienen incluida en su membresía únicamente a servidores y servidoras judiciales, así como personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, quedando en tercer nivel las otras entidades, por lo que la Dirección de Gestión Humana deberá presentar una propuesta de orden de aplicación considerando estos criterios.

Luego, en sesión Nº 103-19 celebrada el 26 de noviembre de 2019, artículo LXXXIII, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana, modificar el orden de prelación tomando en cuenta la antigüedad de cada gremio y colocando la cuota del Colegio de Abogados en el primer lugar de los Colegios Profesionales y lo remita a este Consejo Superior para su respectiva aprobación.

Finalmente, en sesión N° 06-2020 celebrada el 23 de enero de 2020, artículo V, se trascribe literalmente su parte dispositiva:

“Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el término de diez días, remita a este Consejo Superior una lista con la prelación siguiente: A.) Los primeros 32 cupos mantenerlos igual. B.) Un segundo bloque que estará conformado por las organizaciones gremiales, distribuido en dos subgrupos: 1b.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros. 2.b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones externas. C.) En el tercer bloque los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que, salvo las prioridades previamente señaladas en cada bloque, el orden se establecerá respetando la antigüedad. 3) Aclarar, a la citada Dirección que el tema de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales ya fue ratificado en sesión 103-19, celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo LXXXIII.

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales.”

- 0 -

La Directora Ejecutiva Romero Jenkins, comenta: “Me parece que en términos generales si se ajustaba a las directrices de este Consejo Superior, solo tengo una observación, en el apartado 31 que es la amortización el prestamos de la ANEJUD esa ahorita no se está utilizando, supongo que lo dejan ahí en espera que tenga un lugar en la lista y lo otro que me quedó la duda es que aparece una cuota asociado ANDE en la 66 y Roble Alto antes que las colegiaturas, solo esa es mi observación que me parece que se había dicho que las colegiaturas iniciando por el Colegio de Abogados tenía una prelación con respecto a lo que son cuotas, de estas entidades externas, de lo demás me parece que está bien.”

El integrante Montero, expresa: “Tuve un par de observaciones que se las hice a la licenciada Maureen Siles, encargada de rendir este informe, por ejemplo en la casilla 36 viene amortización prestamos ASEJUQUE, que es la Asociación de Servidores Judicial de Quepos y son 16 los afiliados y ellos la pusieron ahí por ser la más antiguas, tuve mis dudas pero al final de cuentas, por 16 personas y los pocos créditos que pueden dar no vale la pena moverlas, en la misma línea de la Directora Ejecutiva Romero Jenkins, en cuanto a la amortización de préstamo ANEJUD, sugiero que a manera de cambiarle el nombre, porque ya no hay préstamos para ANEJUD, sino ponerle amortización de préstamos del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, muy general porque eventualmente exista una alta posibilidad de que la Junta con recursos del Fondo darle préstamos a las organizaciones financieras del Poder Judicial. Pero, si eventualmente podremos dar préstamos podríamos dejarlo con prioridad independiente cual sea la organización gremial que los tramita que tengan prioridad para garantizar la recuperación del dinero del Fondo. En conclusión, lo que rigieron que en la casilla 31 en lugar de llamarse amortización de préstamos convenio ANEJUD, sería amortización de préstamos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, de forma general por si eventualmente se ocupa para darle prioridad sobre otros, y sobre cuotas de asociados en las instituciones externas como ANEP etcétera, poner las cuotas de afiliación del Colegio de abogados y profesionales, para garantizarnos que los empleados judiciales que tiene que estar incorporados a los colegios respectivos, estén al día con esos pagos de las cuotas.” 

La Directora Ejecutiva Romero Jenkins, indica: “Que en el punto 2.2 donde comienza la 66 que dice cuota asociado ANDE y cuota asociado Roble Alto que son organizaciones externas que ellos deberían de pasar a lugares posteriores para adelantar la cuota de asociado del Colegio de Abogados, porque estás otras son obligaciones con organizaciones externas a la institución y habíamos dicho que las colegiatura tenían que tener una prevalencia, entonces tendría que ir todas la colegiatura hasta donde dice cuota asociados Unión Médica, me parece que es la última de las colegiatura, pasar la 66 y 67 Ande y Roble Alto, esa es la observación que tenía.”

Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-SAS-1449-2020del 1 de abril de 2020 de la Dirección de Gestión Humana y aprobar la propuesta con los siguientes cambios: 2.) Modificar el nombre de la casilla 31 de amortización de préstamo convenio ANEJUD por Amortización de préstamos del Fondo de Pensiones y Jubilaciones. 3.) Dar prioridad a los Colegios de Profesionales, lo anterior, para garantizar la incorporación de los empleados judiciales a los colegios respectivos por lo que ocuparán los lugares del 66 en adelante. 4.) Trasladar a casillas posteriores a las cuotas de pagos a Colegios Profesionales, los apartados de cuotas asociados ANDE y cuota asociado Roble Alto, con el fin de darle prioridad a las colegiaturas.

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.”

- 0 -

Se acordó: 1) Tomar nota de la solicitud presentada por el licenciado Eric Enrique Loría Campos, Gerente General de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de Servidores Judiciales R.L (COOPEJUDICIAL R.L), mediante oficio N° GGC4014-2021 del 26 de noviembre de 2021. 2) Trasladar la citada gestión a la Dirección de la JUNAFO para que en coordinación con el área legal, realice el estudio e informe técnico.

Los integrantes suplentes Alexander Vindas Arguedas y Parris Quesada Madrigal.”

- 0 -
En relación con lo anterior, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante oficio N° 107-JP/DJA-2022 de fecha 21 de febrero de 2022, informó:
“En relación con el oficio N° 1037-2021 del 15 de diciembre de 2021 de esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual se traslada el acuerdo adoptado en sesión N° 49-2021, celebrada el 06 de diciembre de 2021, artículo X, se dispuso lo siguiente:

“[…] Se acordó: 1) Tomar nota de la solicitud presentada por el licenciado Eric Enrique Loría Campos, Gerente General de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de Servidores Judiciales R.L (COOPEJUDICIAL R.L), mediante oficio N° GGC4014-2021 del 26 de noviembre de 2021. 2) Trasladar la citada gestión a la Dirección de la JUNAFO para que en coordinación con el área legal, realice el estudio e informe técnico. […]”

Del análisis de la solicitud presentada por el señor Erick Loría Campos, Gerente General de Coopejudicial R.L. mediante oficio N° GGC4014-2021 del 26 de noviembre de 2021, se extrae el siguiente detalle:

“[…] 1.- Se solicita revisar el orden de aplicación de los códigos de las entidades deductoras para rebajos de planilla a los jubilados y pensionados, con que cuenta mi representada al día de hoy.

2.- En adición a lo antes mencionado, la ley nos otorga un orden preferente a cualquier otra entidad para efectos de la prioridad en la deducción de planilla, por ser una entidad de la economía social. 3.- Todo este marco legal integrado por la reforma a la ley 7472 mediante ley 9918 del 18 de noviembre de 2020, los artículos 69 inciso k y 174 del código de trabajo, el voto 11996-2021 de la Sala Constitucional, así como la naturaleza de ser una asociación gremial del Poder Judicial hace que definitivamente el orden de asignación y prelación en la deducción por planilla a nuestra Cooperativa deba ser revisado y mejorado.

4.- Llama la atención que entidades de lucro puro u otras ajenas al Poder Judicial estén en una mejor posición o preferente en cuanto al orden de aplicación de la deducción por planilla que nuestra organización, que además es la Cooperativa del Poder Judicial. Es un tema de reconocer la cercanía a la casa de la justicia, pero además de ser coherentes con la naturaleza jurídica de una asociación cooperativa.

5- Es importante señalar que la Dirección de Gestión Humana procedió con la revisión y ajuste del orden de prelación de las entidades deductoras, en cumplimiento a lo dispuesto por el Consejo Superior en las sesiones: No. 06-2020 del 23 de enero del 2020 artículo V, No. 42-2020 del 30 de abril del 2020 artículo XXI y No. 08-2021 del 28 de enero de 2021 artículo XXIII.

En concordancia con lo expuesto, se solicita de la manera más respetuosa se gire la instrucción correspondiente a la Unidad de Pagos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para que proceda a hacer una valoración y revisión del orden de aplicación de los códigos de deducción que fueron asignados para el rebajo por planilla, de manera que en apego a la razón social y el ordenamiento jurídico mencionado líneas arriba, se pueda mejorar sustancialmente nuestra posición en el orden de prelación.”

Dado lo anterior se procede a informar lo siguiente:

[bookmark: _Hlk95213214]Se procedió a generar el detalle de las deducciones que se aplican a todas las personas jubiladas y pensionadas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en total se aplican 105 tipos de deducciones el detalle se puede observar en el archivo adjunto denominado “Anexo I”; en este se puede verificar que: 

Las primeras 27 posiciones corresponden a deducciones de Ley, obligatorias o de seguridad social, que son ineludibles por lo cual no se recomienda su modificación.

A partir de la deducción 28 se enlistan las deducciones de entidades gremiales, financieras, colegios profesionales, entre otras, que han sido aplicadas conforme su fecha de solicitud (primero en tiempo, primero en derecho). 

Las deducciones de Coopejudicial denominadas Amortización a Préstamo Coopejudicial R.L. se ubican en la posición N°. 52 y el Ahorro Coopejudicial R.L. en la N°. 82 del citado listado.

Que el procedimiento vigente para el registro de las deducciones voluntarias se realiza conforme el principio de primero en tiempo, primero en derecho, conforme a la solicitud efectuada por cada una de las entidades deductoras.

Que adicionalmente en reunión sostenida con representantes de la Dirección de Gestión Humana (DGH) el pasado 03 de febrero de 2022, se confirmó que dicha Dirección realizó una adecuación del orden de prelación para la aplicación de las deducciones voluntarias que se le rebajan a las personas trabajadoras del Poder Judicial, conforme a lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV y demás directrices emanadas de dichos órganos.

Aunado a lo anterior, es importante traer a colación que esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre de 2020, artículo XII, se manifestó con relación a las deducciones aplicables a las jubilaciones y pensiones, indicando lo siguiente: 

“[…] Por unanimidad se acordó: 1.) Deberá el Macroproceso Financiero Contable, establecer las deducciones de ley, conforme el siguiente orden de prelación: a) Aporte del 13% obligatorio al FJPPJ. b) Comisión del 5 por 1000 para la Junta Administradora del FJPPJ. c) Deducciones del Impuesto sobre la Renta, conforme a la tabla definida por el Ministerio de Hacienda anualmente. d) Deducción del Fondo de Socorro Mutuo conforme a lo que acuerde el estimable Consejo Superior del Poder Judicial. e) Deducciones del Seguro de Salud de la CCSS. f) Deducción por contribución solidaria; todas las anteriores no pueden superar el 55% del monto bruto del beneficio otorgado y en caso de superar dicho límite, se ha establecido que sea, esta última deducción, la que se ajuste para respetar el máximo posible definido por Ley. g. Pensiones Alimenticias. h.) Todas las deducciones de voluntarias. 2.) El orden de prelación de las deducciones se aplicará a partir de la quincena en que ese Macroproceso coordine con la Dirección de Tecnología de la Información el ajuste en el sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 3) Deberá el Macroproceso Financiero Contable hacer un estudio desde que se aplica la Contribución Solidaria (Ley 9544 y Ley 9796), y remitir el informe respectivo a esta Junta Administradora para que se determine lo que corresponda.” (El resaltado se adiciona). 

Como se puede destacar en los antecedentes anteriormente indicados, en cuanto a las deducciones voluntarias, véase inciso h.), ese estimable Órgano Colegiado no determinó cuál es el orden de prelación de estas deducciones, por lo que, esta Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, las aplica desde que el SIGA-FJP entró en producción en el año 2010, de forma análoga a lo que realizaba la Dirección de Gestión Humana en los salarios de las personas trabajadoras del Poder Judicial a ese momento.

Es importante señalar que la naturaleza de la persona trabajadora y de la persona jubilada no es igual, aplican diferentes deducciones y ambos son sujetos de crédito para distintas instituciones, no siempre para las mismas, en ese sentido, se aplica el orden de prelación que lleva la Dirección de Gestión Humana como una guía, pero aún a lo interno de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no se ha establecido una política específica sobre este tema. 

En esta misma línea de ideas el Poder Judicial emitió las siguientes directrices al respecto: 

El 26 de noviembre del 2019, el Consejo Superior en sesión N.º 103-19, artículo LXXXIII, acordó:

“[…] Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que modifique el orden de prelación tomando en cuenta la antigüedad de cada gremio y colocando la cuota del Colegio de Abogados en el primer lugar de los Colegios Profesionales y lo remita a este Consejo Superior para su respectiva aprobación.”

El 23 de enero del 2020, el Consejo Superior en sesión N.º 06-2020, artículo V acordó:

“[…] Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el término de diez días, remita a este Consejo Superior una lista con la prelación siguiente: A.) Los primeros 32 cupos mantenerlos igual. B.) Un segundo bloque que estará conformado por las organizaciones gremiales, distribuido en dos subgrupos: 1b.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte Estatal y luego los demás entes gremiales financieros. 2.b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones externas. C.) En el tercer bloque los Colegios Profesionales encabezados por el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que, salvo las prioridades previamente señaladas en cada bloque, el orden se establecerá respetando la antigüedad. 3) Aclarar, a la citada Dirección que el tema de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales ya fue ratificado en sesión 103-19, celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo LXXXIII.”
 
El 30 de abril del 2020, el Consejo Superior en sesión N°. 42-2020 artículo XXI, acordó: 

“[…] 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-SAS-1449-2020d el 1 de abril de 2020 de la Dirección de Gestión Humana y aprobar la propuesta con los siguientes cambios: 2.) Modificar el nombre de la casilla 31 de amortización de préstamo convenio ANEJUD por Amortización de préstamos del Fondo de Pensiones y Jubilaciones. 3.) Dar prioridad a los Colegios de Profesionales, lo anterior, para garantizar la incorporación de los empleados judiciales a los colegios respectivos por lo que ocuparán los lugares del 66 en adelante. 4.) Trasladar a casillas posteriores a las cuotas de pagos a Colegios Profesionales, los apartados de cuotas asociados ANDE y cuota asociado Roble Alto, con el fin de darle prioridad a las colegiaturas.”

El cambio en el orden de prelación de las deducciones que se aplica en el salario quincenal de todas las personas servidoras judiciales, empezó a regir a partir del 16 de noviembre de 2021, según lo señalado por la Dirección de Gestión Humana.

Así las cosas, con base en los antecedentes antes mencionados se propone efectuar una “Política para el Servicio de Deducciones Automáticas” que, recopile las mejores prácticas efectuadas por el Poder Judicial con respecto a la aplicación de las deducciones y el orden de prelación, para posteriormente contemplarlas a nivel de sistemas en el pago de los beneficios de las personas jubiladas y pensionadas judiciales que administra esta Dirección. 

Por todo lo antes descrito, se remite el presente informe y se anexa borrador de la “Política para el Servicio de Deducciones Automáticas”, así como la propuesta inicial (anexo II) de readecuación de la estructura de aplicación de las deducciones, es importante hacer ver a estar honorable Junta que con los cambios propuestos puede alterar la liquidez de las personas al modificar la posición de instituciones externas que poseen una alta afiliación crediticia como el Banco Popular, todo con el fin que se haga de conocimiento de esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para lo que a bien estime resolver.

(…)

Anexos:





[bookmark: _MON_1708256125][bookmark: _MON_1708256137]   

(…)”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, indica que él estaría de acuerdo con la propuesta del máster Oslean Mora Valdez, y que se plasma en el oficio N° 107-JP/DJA-2022 de fecha 21 de febrero de 2022,por lo que estaría aprobando la “Política para el Servicio de Deducciones Automáticas”, sin embargo, señala que le queda la duda sobre el tema que se ha tratado en otras oportunidades, sobre cuando una persona solicita al fondo que le dejen de aplicar un rebajo que ellos suscribieron con una de esas entidades, ya que no se observa en el documento y sí es una política, la Junta debería tenerlo definida. Además, dice que, sigue creyendo, que sí la persona suscribe con una empresa la autorización de rebajo, es con esa entidad deductora a la que debe acudir la persona.
Manifiesta el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que la duda que tiene él es sobre si la prelación de orden de deducciones, la potestad la tiene la Junta o el Ministerio de Hacienda, además, que según lo que indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, le parece haber leído que cuando una persona autoriza el rebajo, ya no puede desautorizarlo.
Informa el licenciado Eduardo Chacón Monge, que solicitó reunión con los compañeros de deducciones de la Dirección de Gestión Humana, para saber cómo estaban tramitando estos temas, sin embargo, no lo han podido atender.
Aclara el máster Oslean Mora Valdez, sobre la consulta de don Arnoldo, que eso viene en un acuerdo más adelante de la agenda, es un criterio de la Dirección Jurídica, que se comunicó al Consejo Superior, y este informa a la Junta. Básicamente tiene que ver con la Ley de Usura, donde se establece un salario mínimo inembargable, pero que solamente protege a las personas judiciales activas. 
Además, indica que hay que recordar que el dictamen C3010-2022 de la Procuraduría General de la República, fue clara en establecer, que la naturaleza jurídica del salario es distinta a la de los beneficios económicos de un régimen jubilatorio, por lo que mientras una jubilación no está protegida por un salario mínimo inembargable, si lo está de toda forma de embargo, salvo por pensión alimentaria, entonces, todas las deducciones que se apliquen son voluntarias de las personas, inclusive si esas deducciones le absorbieran el total del monto de jubilación, esta Junta no podría hacer nada, porque fue voluntad de la persona, y que la posición que se tomó por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en sesión N° 35-2022 fue establecer, precisamente que eso era una negociación entre las partes, entre la persona jubilada y la entidad. Sí una persona desea eliminar el permiso de deducción automática, la Junta Administradora decidió que había un procedimiento que esa persona debía de seguir, que era, manifestarle a la entidad deductora, su deseo de retirar esa deducción de su beneficio económico, en el entendido que entidad debería de respectar el deseo de la persona.
Señala el máster Alexander Arguedas Vindas, que la Ley de CAPREDE sí permite las deducciones automáticas no voluntarias, tanto para afiliación como para créditos, y que en ese sentido, cómo lo manejaría la Junta.
Responde el máster Oslean Mora Valdez, que se da un rango de ley contra ley, en principio debería de darse la excepción porque CAPREDE tiene una ley que lo ampara, sin analizar profundamente el caso. 
Interviene el licenciado Parris Quesada Madrigal, refiriéndose a que aquí se está solicitando una propuesta de una entidad, para hacer un cambio en la estructura de las deducciones, que existe un acuerdo formal del Consejo Superior y de la Corte Plena, donde eso lo hizo la Dirección de Gestión Humana, por lo que esto no es de resorte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y que se debería velar solamente por las deducciones del fondo, la distribución de las deducciones del fondo, están en los primeros lugar, ya si otra organización, quien sea, hace una gestión, no sería competencia de la Junta, si no de Gestión Humana, con Consejo Superior y Corte Plena. Asimismo, dice que esta Junta no puede velar por otras organizaciones en ese sentido.
Añade el licenciado Freddy Chacón Arrieta, que no es que se está pidiendo que se hagan favoritismos, ni que se haga al extraordinario ni diferente a lo que ha sido aprobado por el Consejo Superior y demás instancias. Que lo que está solicitando CoopeJudicial, es que se unifiquen las deducciones, que queden en un solo código, para ordenarlas y que sea más eficiente, además que, para efectos de la SUPEN, sería una mejor gestión de la Cooperativa.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el informe presentado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante oficio N° 107-JP/DJA-2022 de fecha 21 de febrero de 2022, y aprobar la “Política para el Servicio de Deducciones Automáticas”, así como la propuesta inicial de readecuación de la estructura de aplicación de las deducciones. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de CoopeJudicial, así como del Consejo Superior del Poder Judicial.
El licenciado Parris Quesada Madrigal vota en contra por ser una gestión de una organización, y opina que la votación está viciada, por haber un integrante, además, que se está tomando un acuerdo del fondo para hacer una modificación a la estructura de deducciones, la cual no compete a este Órgano colegiado.
Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría.
[bookmark: _Toc97242203]ARTÍCULO VI
Documento N° 248-2022
El master Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 28 de febrero de 2022, remitió lo siguiente:
“La Comisión Permanente de Asuntos Sociales, ha dispuesto consultarles su criterio sobre el proyecto de Ley, Expediente N. º 22.738, “REFORMA PARCIAL DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL (LEY 7333), Y DE LA LEY DEL SISTEMA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL (LEY 7531)”, el cual me permito copiar de forma adjunta. 

Contarán con ocho días hábiles para emitir la respuesta de conformidad con lo establecido por el artículo 157 del Reglamento de la Asamblea Legislativa; que vencen el día 11 de marzo de 2022. 

La Comisión ha dispuesto que, en caso de requerir una prórroga, nos lo haga saber respondiendo este correo, y en ese caso, contará con ocho días hábiles más, que vencerán el día 23 de marzo de 2022. Esta será la única prórroga que esta comisión autorizará.

De requerir información adicional, favor comunicarse por los teléfonos 2243-2427 2243-2426 o 2243-2421, o bien, al correo electrónico COMISION-SOCIALES@asamblea.go.cr donde con todo gusto se la brindaremos.
 
De no confirmar el documento que se adjunta se tendrá por notificado a partir de su envío, siendo este correo comprobante de la transmisión electrónica, para todos los efectos legales. La seguridad y manejo de las cuentas destinatarias son responsabilidad de las personas interesadas.
 
(…)
 
PROYECTO DE LEY
 
REFORMA PARCIAL DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL (LEY 7333) Y DE LA LEY DEL SISTEMA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL (LEY 7531)
 
Expediente N.° 22.738

ASAMBLEA LEGISLATIVA:

Las diferentes concepciones sobre la seguridad social, así como las experiencias prácticas en la concesión de estos servicios sociales, son responsables de la evolución de lo que históricamente se ha organizado como un sistema de pensiones. En la región latinoamericana, y particularmente en el caso de Costa Rica, se ha experimentado dicho proceso de configuración de manera desigual.
 
Del análisis de estos desafíos se extraen lecciones para el futuro de la política de los Estados con respecto a la prestación de los servicios asociados a la seguridad social y de pensiones que el país debe atender con prontitud y responsabilidad, para garantizar su permanencia y estabilidad en el tiempo.
 
Contexto e historia de los sistemas de pensiones
 
A finales del siglo XIX, en Alemania, el entonces canciller Otto von Bismarck estableció un sistema de protección de los trabajadores contra los riesgos sociales de vejez, invalidez y enfermedad. Entre los principios originales del seguro social estaban la obligatoriedad, la cotización de empleadores y trabajadores y el papel regulador del Estado. El modelo bismarckiano se desarrolló gradualmente en Europa y otros países industrializados. Impulsadas por su creador son refrendadas tres leyes sociales que representan hasta hoy la base del sistema de seguridad social universal, estas son: el seguro por enfermedad (1883), el seguro para accidentes de trabajo (1884) y el seguro para la invalidez y la vejez (1889).
 
Ya para 1935 Estados Unidos promulgó la Ley de Seguridad Social, la primera en utilizar ese término. Sin embargo, el concepto moderno de seguridad social fue desarrollado por el economista inglés William Beveridge, en su informe titulado El seguro social y sus servicios conexos, publicado en 1942, que proponía un plan de «seguridad social» integrando los seguros sociales, la asistencia social y los seguros voluntarios complementarios. Dentro del conocido «Plan Beveridge» se contemplan las situaciones de necesidad producidas por cualquier contingencia y se intenta remediarlas sin importar su origen, al ampliar el enfoque bismarckiano. El plan de seguridad social, concebido en este informe (Beveridge, 1943) utiliza este concepto para:
 
(…) significar la consecución de un ingreso destinado a reemplazar las entradas, cuando estas dejan de percibirse, sea por desocupación, por enfermedad o por accidente; a prevenir el retiro por edad y la pérdida del sustento, causada por muerte de otras personas; y a hacer frente a gastos extraordinarios, como los relacionados con nacimientos, muerte o casamiento. Originalmente, «seguridad social» significa seguridad de ingresos hasta un mínimo, pero la previsión de ingresos debiera estar asociada con medidas destinadas a terminar, a la brevedad posible, con la interrupción de entradas (p. 69).
 
En 1944, la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo congregada en Filadelfia presentó la declaración de los fines y objetivos de la OIT y de los principios que debieran inspirar la política de sus miembros, en su título III establece: “La conferencia reconoce la obligación solemne de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) de fomentar, entre todas las naciones del mundo, programas que permitan extender medidas de seguridad social para garantizar ingresos básicos a quienes los necesiten y prestar asistencia médica completa (OIT, 1944)”.
 
La seguridad social adquiere tal relevancia que aparece en 1948 como parte integrante de la Declaración de los Derechos Humanos. El Convenio 102 del año 1952, aprobado por la OIT, proporciona y define en forma global los elementos centrales que incluyen las nueve ramas de la seguridad social: asistencia médica, prestaciones monetarias de enfermedad, prestaciones de desempleo, prestaciones de vejez, prestaciones en caso de accidente del trabajo y de enfermedad profesional, prestaciones familiares, prestaciones de maternidad, prestaciones de invalidez, y prestaciones de sobrevivientes.
 
La Organización Internacional del Trabajo ha definido cinco principios fundamentales, los cuales, para los efectos de la presente iniciativa de ley, deberán comprenderse como sus principios de interpretación jurídica: solidaridad, universalidad, igualdad de trato, participación o administración democrática y responsabilidad del Estado.
 
Asimismo, estos cinco principios han sido ratificados en el Código Europeo de Seguridad Social, aprobado por el Consejo de Europa en 1964 y revisado en 1990, continuando vigentes a la fecha de presentación de la presente iniciativa. La propia OIT ha añadido en posteriores documentos el concepto de obligatoriedad, que sugiere la necesidad de mantener, sin perjuicio de la cobertura optativa y voluntaria, algunos regímenes obligatorios indispensables (OIT, 2001).
 
Adicionalmente, Mesa-Lago, 2004, identificó seis principios convencionales de la seguridad social, entre los que hay tres con una particularidad y una relevancia especiales, pues son los principios conductores de la presente iniciativa de ley:
 
· Igualdad, equidad o uniformidad en el trato: se traduce en el trato igualitario a todas las personas ante la misma contingencia.
· Unidad, responsabilidad, eficiencia y participación social: la sociedad debe involucrarse en la administración y dirección de la seguridad social.
 
· Sostenibilidad financiera: se traduce en el equilibrio de los ingresos y egresos a largo plazo de los sistemas que se incluyen en la seguridad social.
 
Situación general del sistema de pensiones en Costa Rica
 
Las reformas de los regímenes de jubilaciones y pensiones en América Latina se han llevado a cabo sobre regímenes en curso y no han incluido a los segmentos poblacionales de menor cobertura histórica; tampoco han eliminado la mayoría de los sistemas de privilegio de grupos especiales, como es el caso de Costa Rica. Esto ha causado que en nuestro país subsistan mosaicos de regímenes compuestos por combinaciones de: población no cubierta, regímenes de privilegio, otros regímenes no reformados (funcionarios judiciales, educadores, etc.), regímenes antiguos reformados, nuevos regímenes reformados, regímenes profesionales, entre otros.
 
Costa Rica enfrenta, entonces, un doble desafío: expandir la cobertura a toda su población de adultos mayores y garantizar la sostenibilidad financiera, a corto y largo plazo, del sistema en su conjunto.
 
El problema de fondo que amenaza esa sostenibilidad tiene que ver con las disparidades introducidas al sistema de pensiones por la vía de leyes particulares que configuraron, en su momento, una contribución estatal (es decir, un aumento) a las pensiones del magisterio nacional y del Poder Judicial cuando suba el aporte del Estado a las pensiones mínimas del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), lo que podría denominarse como un tipo de “enganche”.
 
Los “enganches” a los que hace mención el párrafo anterior fueron creados sin ninguna razón técnica o actuarial y tampoco una conexión entre los regímenes, al menos no existe una constatación de tal. Es decir que, en el pasado, bastó la voluntad política para crear este tipo de distorsiones, pero que hoy la realidad demuestra una urgencia en corregir esa disparidad y eliminar tales “enganches”, no solo por un tema de la sostenibilidad de los regímenes, sino de la difícil situación de la Hacienda Pública y de las finanzas del Estado costarricense.
 
Dichos “enganches” consisten en aumentos artificiales para producir periódicos beneficios a regímenes que, desde el inicio, ya suponían mejores condiciones económicas para sus beneficiarios. El efecto que propician es el mantener la distancia social y económica entre los pensionados más ricos del país y los más necesitados, es decir, que funcionan, además, como catalizadores de la desigualdad.
 
La Contraloría General de la República (CGR) ha sugerido, mediante un informe especial (Informe Técnico sobre el Proyecto de Ley de Presupuesto de la República 2022), revisar la procedencia legal del enganche que obliga al Gobierno a aumentar la contribución estatal para las pensiones del Magisterio Nacional y del Poder Judicial cuando incrementa la cuota para las pensiones mínimas del régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la CCSS.
 
Los dos últimos ajustes automáticos de este tipo, aplicados en el 2016 y el 2019, le demandaron al Gobierno más de ¢13.000 millones anuales en favor de estos regímenes exclusivos.
 
La Contraloría se refirió al problema en un análisis acerca del peso de las pensiones sobre las finanzas estatales, en el informe citado líneas más arriba, el cual envió a los legisladores de la Comisión de Asuntos Hacendarios, para la discusión del presupuesto ordinario de la República del 2022. Entre sus principales conclusiones, el órgano contralor destacó lo siguiente:
 
Al respecto, dicho incremento en la contribución estatal fue acordado “para el financiamiento de pensiones mínimas que otorgue el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte en aquellos casos donde la pensión resultante es menor al monto mínimo vigente” (subrayado añadido); no obstante, al conceptualizarse dicho aporte dentro de la cuota del Estado como tal, del mismo también se benefician otros regímenes, como el de Capitalización del Magisterio Nacional y el del Poder Judicial, lo cual sería apropiado revisar en cuanto a si procede para estos otros casos.
 
En conclusión, frente al déficit de estos sistemas de beneficios, las medidas de ajuste se orientan a los montos de las jubilaciones, a la edad de retiro, y a las contribuciones de los beneficiarios, y en materia de pensiones hay subvenciones del Estado que se extienden en forma automática hacia regímenes como el de Capitalización del Magisterio Nacional, y el del Poder Judicial, situación que requiere ser revisada. (Es destacado no pertenece al original).
 
La situación actual del enganche y su problemática para la Hacienda Pública
 
En el 2016, la Junta Directiva de la Caja acordó aumentar de forma escalonada la contribución estatal para tapar un hueco de ¢54.000 millones anuales en el financiamiento de las pensiones mínimas, las de ¢130.000 mensuales, que perciben 80.500 beneficiarios que no cotizaron lo suficiente para recibir el mínimo monto vital. Así, el aporte estatal pasó del 0,58% del salario de cada trabajador a 1,24%. La cuota subió nuevamente en el 2020 a un 1,41% y, ahora, subirá gradualmente hasta alcanzar el 1,91% en 2035, situación insostenible para las dificultosas y precarias finanzas del Estado.
 
Sin embargo, pese a que las pretensiones iniciales de las modificaciones eran en beneficio de las pensiones del IVM, el enganche ajustó al alza automáticamente las contribuciones para el régimen de pensiones del Poder Judicial y el Régimen de Capitalización Colectiva (RCC), administrado por la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional (Jupema).

Así, ocurre pese a que los cotizantes de los citados regímenes tienen salarios y pensiones mayores que los del IVM, además de que el Estado, en su condición de patrono, les aporta mucho más dinero. La pensión promedio en el Poder Judicial es casi seis veces mayor que en el IVM (¢1.560.000 frente a ¢278.000).[footnoteRef:1][1] [1: [1] Periódico La Nación: “Ajustar jubilaciones de ¢130.000 beneficia a pensiones de privilegio”. Consultado de https://www.nacion.com/el-pais/politica/contraloria-pide-frenar-aumentos-automaticos-para/B3EFM7SYGNE63MNTA3GIYNVTOA/story/ el 14 de octubre 2021.] 

 
En la Corte el salario promedio de un funcionario es de ¢1,6 millones, lo que hoy exige un aporte estatal de ¢22.370 para las pensiones, equivalente al 1,41% del salario.
 
Sin embargo, el mismo Estado, como patrono, le aporta a este mismo empleado una cotización equivalente al 14,36%, casi ¢230.000. Esta contribución casi triplica el 5,25% que pagan los patronos a los demás trabajadores cubiertos por el régimen del IVM.
 
En el RCC del Magisterio, el Estado también aporta más en su condición de patrono, un 6,75%. Este régimen, además, permite a los cotizantes retirarse mucho más jóvenes, incluso con 55 años, en comparación con los 65 que exige el IVM.
 
La Contraloría estima que podría existir una interpretación, de manera que el Estado no esté obligado a aumentar su cuota para los regímenes especiales cuando lo hace para el IVM.
 
El incremento en la contribución estatal fue acordado para el financiamiento de pensiones mínimas que otorgue el IVM en aquellos casos donde la pensión resultante es menor al monto mínimo vigente. No obstante, al conceptualizarse dicho aporte dentro de la cuota del Estado como tal, del mismo también se benefician otros regímenes, como el de Capitalización del Magisterio Nacional y el del Poder Judicial.
 
Por lo anterior, este tipo de subvenciones del Estado, que se extienden en forma automática hacia otros regímenes, deben ser revisadas con el fin de detener su progresividad y su coste para las finanzas públicas.
 
La modificación de la legislación actual cobra más relevancia al considerar que la CCSS tiene previsto aumentar el aporte estatal para las pensiones del IVM a un 1,91% para el 2035 en forma progresiva (1,57% en 2025; 1,75% en 2030; y 1,91% en 2035).
 
Del 2016 al 2019, la cuota estatal pasó de un 0,58% a un 1,41% del salario. El ajuste obligó al Gobierno a aumentar de ¢1.589 millones a ¢3.863 millones los giros para cubrir la contribución estatal. Para 2035, cuando la contribución se eleve al 1,91%, esa cifra subirá a unos ¢5.233 millones.
 
En el caso del Magisterio, tomando en cuenta la planilla actual, la contribución estatal demandará casi ¢23.000 millones en el 2035, en vez de los ¢18.000 millones actuales. No obstante, el peso del ajuste puede ser mayor, pues también cotizan para el RCC funcionarios del Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), algunos profesores de universidades estatales y educadores de instituciones educativas del sector privado.
 
Producto de la información expuesta por el órgano contralor y bajo la evidencia cuantificable de los recurrentes desequilibrios fiscales, la diputada proponente considera que los datos y las advertencias presentadas en esta exposición de motivos obligan a la Asamblea Legislativa, por su compromiso con la ciudadanía y la estabilidad del Estado, a reformar las leyes que ocasionan distorsiones en el adecuado uso e inversión sobre los recursos públicos.
 
Las presiones en contra de un ajuste ordenado serán numerosas, pero se debe legislar sobre la premisa del bienestar de las presentes y futuras generaciones y del bien común, aspectos que constituyen el norte de las políticas públicas y la acción legislativa.
 
Por las razones expuestas, sometemos a la consideración de la Asamblea Legislativa el siguiente proyecto de ley.
 
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA
DECRETA: 
 
REFORMA PARCIAL DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL (LEY 7333) Y DE LA LEY DEL SISTEMA DE PENSIONES Y JUBILACIONES
DEL MAGISTERIO NACIONAL (LEY 7531)
 
CAPÍTULO ÚNICO
REFORMAS
 
ARTÍCULO 1-   Se reforme el inciso 3) del artículo 236 de la Reforma Integral a la Ley Orgánica del Poder Judicial, N.º 7333, y que en adelante se lea de la siguiente manera:
 
Artículo 236- El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tendrá los siguientes ingresos:
 
[...]
 
3)  Un aporte del Estado que será un porcentaje del uno punto cuarenta y uno por ciento (1.41%) sobre los sueldos y los salarios.
 
[...].
 
ARTÍCULO 2- Se reforme el párrafo primero del artículo 15 de la Ley del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, Ley 7531, y que en adelante se lea de la siguiente manera:

Artículo 15- Contribución del Estado y plazos
 
El Estado, en su calidad de tal, cotizará un porcentaje de uno punto cuarenta y uno por ciento (1.41%), del total de los salarios de los servidores públicos y privados.
 
[...].
 
Rige a partir de su publicación.

(…)”.

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
Manifiesta el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que, en su caso el propondría solicitar la prórroga, por medio de la Dirección de la JUNAFO, con la finalidad de que se prepare una respuesta fundamentada y se valore el impacto en el Fondo del PJ, por los ajustes que se desean aplicar, y que la Dirección responda, informando a esta Junta cuando se entregue la copia.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Encomendar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para solicitar prórroga a la Asamblea Legislativa, con el fin de poder rendir criterio, en conjunto con el Asesor Jurídico y Actuario de la JUNAFO, sobre el proyecto de Ley, Expediente Nº 22.738 “REFORMA PARCIAL DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL (LEY 7333), Y DE LA LEY DEL SISTEMA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL (LEY 7531)”.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc97242205]ARTÍCULO VII
Documento N° 247-2022
El máster David Zeledón González, Profesional en Derecho de la Dirección Jurídica, mediante correo electrónico del 01 de marzo de 2022, remitió lo siguiente:
“Con instrucciones superiores del Máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, cordialmente remito la consulta infra, relacionada al proyecto de ley denominado “LEY DE IDONEIDAD Y EXPERIENCIA EN LA GESTIÓN DE FONDOS Y OPERADORAS DE PENSIONES", que se tramita por la Asamblea Legislativa bajo el expediente No. 22.760. 

Lo anterior, con el fin de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial remita las consideraciones que estime pertinentes dentro de las siguientes 24 horas, debido al plazo que otorga el Poder Legislativo y a la importancia de contar con el criterio de la Junta de previo a remitir a conocimiento de la Corte Plena los informes correspondientes. 

(…)

La Comisión Permanente de Asuntos Sociales, ha dispuesto consultarles su criterio sobre el proyecto de Ley, Expediente N. º 22.760, “LEY DE IDONEIDAD Y EXPERIENCIA EN LA GESTIÓN DE FONDOS Y OPERADORAS DE PENSIONES”, el cual me permito copiar de forma adjunta. 

Contarán con ocho días hábiles para emitir la respuesta de conformidad con lo establecido por el artículo 157 del Reglamento de la Asamblea Legislativa; que vencen el día 11 de marzo de 2022. 

La Comisión ha dispuesto que, en caso de requerir una prórroga, nos lo haga saber respondiendo este correo, y en ese caso, contará con ocho días hábiles más, que vencerán el día 23 de marzo de 2022. Esta será la única prórroga que esta comisión autorizará.

De requerir información adicional, favor comunicarse por los teléfonos 2243-2427 2243-2426 o 2243-2421, o bien, al correo electrónico COMISION-SOCIALES@asamblea.go.cr donde con todo gusto se la brindaremos.
 
De no confirmar el documento que se adjunta se tendrá por notificado a partir de su envío, siendo este correo comprobante de la transmisión electrónica, para todos los efectos legales. La seguridad y manejo de las cuentas destinatarias son responsabilidad de las personas interesadas.
 
(…) 

PROYECTO DE LEY
 
LEY DE IDONEIDAD Y EXPERIENCIA EN LA GESTIÓN DE FONDOS Y OPERADORAS DE PENSIONES
 
 
Expediente N.° 22.760
 
 
ASAMBLEA LEGISLATIVA:
 
Las buenas prácticas en la gestión de fondos y operadoras de pensiones son fundamentales para el funcionamiento de entidades financieras; se requiere un adecuado gobierno corporativo, con una gestión enfocada en mejorar los procesos críticos de las principales actividades del negocio, sus riesgos y consecuente mitigación.
 
Costa Rica ha hecho avances en el tema, sobresaliendo el Reglamento de Gobierno Corporativo, aprobado en 2018 por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), que ha sido de aplicación general en el sector financiero, de valores, seguros y pensiones, donde se establecen los primeros lineamientos orientados a inclinar el gobierno corporativo de las entidades hacia una gestión basada en riesgos.
 
No obstante, las buenas prácticas siguen evolucionando, con énfasis, actualmente, en la regulación y supervisión de la idoneidad y experiencia de las personas a cargo de entidades, considerando la relevancia de su gestión.
 
Al respecto, es fundamental para el sistema de pensiones, actualizar la normativa pertinente, en virtud de que tiene a su cargo activos financieros, cercanos a la mitad de la economía nacional, que se mantendrán en crecimiento en las próximas décadas. De igual forma, manejan pasivos, tales como el compromiso de pago de pensión, que representa un riesgo para la estabilidad económica e interés social de no gestionarse adecuadamente. Una adecuada gestión de riesgos implica, además, un beneficio directo para futuros pensionados, es decir, pensiones mejores y más estables, que son extensibles para el resto de participantes del Sistema Nacional de Pensiones.
 
Si bien es cierto que hemos avanzado en la implementación de buenas prácticas de Gobierno Corporativo, aún falta camino por recorrer. Un caso concreto son las debilidades en el principal régimen básico del sistema nacional de pensiones, el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte, que no ha logrado responder a tiempo a los vertiginosos cambios demográficos del país, con una esperanza de vida que prácticamente se duplicó desde la creación del régimen, con un número de trabajadores que pasó de 32 a 6,7 por cada pensionado y que, en lugar de ajustar sus beneficios, ha aprobado pensiones anticipadas sin castigo. Esto ha llevado que de cada 2 colones que se pagan en pensiones en el IVM solamente 1 está garantizado con la reserva del régimen o contribuciones futuras, lo que provoca un déficit actuarial de importancia sistémica, al representar 3 veces toda la economía nacional, según la valuación actuarial que realizó la propia entidad en 2019 y que, por lo tanto, subestima los efectos desfavorables de la pandemia del 2020-21 asociada a la covid-19.
 
Por casos como el expuesto es que se hace necesario orientar la legislación hacia el cumplimiento de las buenas prácticas citadas supra.
 
En ese sentido, para garantizar esta idoneidad y experiencia, a nivel mundial diversos países han aprobado facultades regulatorias puntuales en los últimos años. En el Reino Unido, la Autoridad Regulatoria Prudencial (PRA, por sus siglas en inglés), establece requisitos de idoneidad y experiencia (fit and proper, en inglés) para los candidatos a desempeñar ciertas funciones de control (controlled functions, en inglés).[footnoteRef:2][1] Estos requisitos abarcan criterios de honestidad, integridad y reputación; competencia y capacidad; y solidez financiera del candidato. Para tomar su decisión, la PRA tendrá en consideración el tipo de actividad que realiza la entidad solicitante y podrá mantener un proceso de diálogo con la entidad para obtener información adicional. El candidato no puede asumir funciones hasta que no cuenta con aprobación de la PRA y con el consentimiento de la Autoridad de Conductas Financieras (FCA, en inglés). Una vez que las personas han sido aprobadas, se espera que se comporten de acuerdo con un Código de prácticas y con una Declaración de Principios (Statement of Principles, en inglés), que establecen, entre otras cosas, que se comportarán con integridad, con el debido cuidado, habilidades y diligencia en el desarrollo de sus actividades[footnoteRef:3][2]. [2: [1] Ver en : https://www.handbook.fca.org.uk/handbook/FIT/1/3.html ]  [3: [2] Referencias: i) requisitos de idoneidad y experiencia (https://www.handbook.fca.org.uk/handbook/FIT/1/3.html ); ii) criterios de honestidad, integridad y reputación, competencia y capacidad y solidez financiera (https://www.handbook.fca.org.uk/handbook/FIT/2/?view=chapter ); y iii) Declaración de Principios para las personas que han sido aprobadas (https://www.handbook.fca.org.uk/handbook/APER/ ).
 ] 

 
Por su parte, en Canadá la Ley Bancaria establece las condiciones generales que deben cumplir las personas para ser nombradas directores y miembros de la alta gerencia. Además, la Oficina del Superintendente de Instituciones Financieras (OSFI, por sus siglas en inglés), cuenta con una guía sobre sanas prácticas de gobierno corporativo, la cual se aplica con un criterio de proporcionalidad a las distintas entidades. La guía establece a nivel de principios, las cualidades que deben cumplir las personas que se desempeñan como directores y miembros de la alta gerencia.
 
Adicionalmente, las entidades financieras deben comunicar a su supervisor de la OSFI, de manera temprana y por escrito, los cambios de directores y miembros de la alta gerencia. Como parte de esa notificación escrita, la entidad debe enviar a la OSFI el currículo vitae del candidato, que debe demostrar que este tiene cualidades y experiencia apropiadas para el puesto; la justificación de la elección del candidato; y la fecha efectiva de la designación. Respecto a la remoción de miembros en Canadá, la Ley establece que, si el superintendente es de la opinión de que sobre la base de la competencia, registro de negocios, experiencia, entre otros, esta no es adecuada para la posición, el superintendente puede descalificar a la persona para ser elegido o nombrado como director de la entidad financiera. En la formación de una opinión, el Superintendente debe considerar el bienestar de los interesados en la entidad si la persona fuera a tomar posesión del cargo o si continúa en este, según sea el caso.[footnoteRef:4][3] [4: [3] Para mayor referencia del caso de Canadá, ver: i) Gobierno corporativo (https://laws-lois.justice.gc.ca/eng/acts/B-1.01/page-22.html#h-11846); ii) descalificación y separación de directores o alta gerencia (https://laws-lois.justice.gc.ca/eng/acts/B-1.01/page-112.html#h-19241); iii) buenas prácticas financieras, negocio y gobierno corporativo (http://www.osfi-bsif.gc.ca/Eng/fi-if/rg-ro/gdn-ort/gl-ld/Pages/CG_Guideline.aspx); y iv) revisión de antecedentes de directores y alta gerencia en entidades reguladas a nivel federal (http://www.osfi-bsif.gc.ca/Eng/fi-if/rg-ro/gdn-ort/gl-ld/Pages/E17_final.aspx). 
 ] 

 
A nivel latinoamericano, se cuenta con referencias a la idoneidad y experiencia en las entidades financieras en la normativa de México, Uruguay y Argentina. En el caso de México, la Ley de Instituciones de Crédito (LIC) establece el número máximo y mínimo de directores que deben tener las entidades, de los cuales al menos 25% deben ser independientes. La LIC establece de manera general que los directores y miembros de alta gerencia deben ser personas que cuenten con calidad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfactorio y con amplios conocimientos y experiencia en materia financiera, legal o administrativa. También describe las condiciones generales que impiden que una persona acceda a un cargo en el directorio o en la alta gerencia. De igual forma, la LIC otorga facultades a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores para que determine si se procede a la remoción de los miembros del directorio, alta gerencia y otros funcionarios que puedan comprometer con su firma a la institución.[footnoteRef:5][4] [5: [4] Para mayor referencia del caso mexicano ver: i) Ley de Instituciones de Crédito. (https://www.senado.gob.mx/comisiones/finanzas_publicas/docs/LIC.pdf)] 

 
Para el caso de Uruguay, la Superintendencia de Servicios Financieros (SSF) establece, a nivel de principios, las responsabilidades y experiencia que deben tener los miembros del directorio y la alta gerencia de las entidades financieras. De manera más específica, las normas de la SSF establecen que las entidades financieras públicas y privadas deben comunicar a la SSF la designación de nuevos directores y gerente general o persona que ejerza la máxima autoridad ejecutiva. Las personas designadas no podrán tomar posesión del cargo hasta tanto la SSF comunique que no objeta la designación. A efectos de otorgar la no objeción, la SSF evaluará los antecedentes personales y profesionales de los candidatos. Los altos estándares deberán mantenerse durante todo el período en que la persona ejerza el cargo. Las entidades financieras deben comunicar a la SSF cualquier circunstancia que pueda afectar tales estándares, que establecen, a nivel de principios, las responsabilidades, habilidades y experiencia que deben tener los miembros del directorio y la AG de las entidades financieras. Si la SSF constata que hay hechos que afecten la idoneidad de una persona para continuar desempeñando los cargos enumerados, la SSF -cumpliendo con las garantías del debido procedimiento- instruirá a la entidad para que adopte las medidas necesarias a los efectos de que la misma corrija la situación detectada.[footnoteRef:6][5] [6: [5] Para mayor referencia al caso uruguayo consultar: i) recopilación de normas de regulación y control del sistema financiero (http://www.bcu.gub.uy/Acerca-de-BCU/Normativa/Paginas/Reordenamiento_Instituciones.aspx); y ii) estándares mínimos de gestión para instituciones de intermediación financiera (http://www.bcu.gub.uy/Servicios-Financieros-SSF/Paginas/Est%C3%A1ndares-M%C3%ADnimos.aspx).
 ] 

 
Por último, en el caso argentino, las normas de idoneidad y experiencia refieren al nivel de principios, las responsabilidades, habilidades y experiencia que deben tener los miembros del directorio, de manera individual y colectiva, y los integrantes de la alta gerencia. Las normas particulares del Banco Central de la República Argentina (BCRA) establecen que las entidades financieras deben someter a la consideración del BCRA los antecedentes de las personas que ocuparán cargos como directores o consejeros, promotores o fundadores, gerente o subgerente general. Los directores deben ser personas con idoneidad para el ejercicio de la función, que será constada sobre la base de sus antecedentes de desempeño en la actividad financiera o sus cualidades profesionales y trayectoria en la función pública o privada, en áreas afines que resulten relevantes para el perfil de la entidad. Al menos dos tercios de la totalidad de los directores deben acreditar experiencia en puestos directivos, gerenciales o en otras posiciones destacadas en materia financiera en la función pública o privada, en el país o en el exterior. El gerente general o, en su defecto, subgerente general que posea facultades resolutivas, deberán acreditar idoneidad y experiencia previa en esas actividades.
 
Dentro del plazo de 30 días de recibidos los antecedentes, el directorio del BCRA se referirá en forma expresa. A tal efecto, tomará en cuenta la opinión de la respectiva Comisión del Directorio, la cual podrá efectuar las consultas que estime convenientes. Hasta tanto se notifique a la entidad financiera la resolución y se cumpla con las exigencias legales de aplicación, el nuevo director o consejero no podrá asumir el cargo para el cual fue designado. Los directores de bancos públicos, cuya designación depende de un acto del Poder Ejecutivo y los gerentes generales de estas entidades, pueden asumir los cargos mientras se tramite su autorización en el BCRA, considerando su designación en comisión, “ad referéndum” de la resolución de autorización y sin perjuicio de la validez de los actos en que participen durante ese período. La ley, además, otorga facultades amplias al BCRA para sancionar las infracciones a la ley, o a sus normas reglamentarias y resoluciones.[footnoteRef:7][6]  [7: [6] Para mayor referencia al caso argentino, ver: i) Gobierno Corporativo (http://www.bcra.gov.ar/pdfs/texord/t-lingob.pdf); ii) idoneidad y experiencia (http://www.bcra.gov.ar/pdfs/comytexord/A4061.pdf); iii) directores en entidades financieras públicas. (http://www.bcra.gov.ar/pdfs/comytexord/A4490.pdf); iv) creación, funcionamiento y expansión de entidades financieras (http://www.bcra.gov.ar/pdfs/comytexord/A2241.pdf); y v) Ley de Entidades Financieras. Artículo 10 — Inhabilitación para desempeñarse como director o gerente general. (http://www.bcra.gob.ar/Pdfs/Marco_legal_normativo/MarcoLegalCompleto.pdf). 
 ] 

Ese breve recorrido por en la legislación de otros países evidencia que varios asuntos, el primero es que es una práctica ya implementada y que con esta se busca mejorar el desempeño de los regímenes de pensiones.
 
Sobre el articulado
 
Para alcanzar estos estándares en materia de idoneidad y experiencia en Costa Rica es importante que se otorguen facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supen) para evaluar la idoneidad y experiencia de los miembros del órgano de dirección y alta gerencia de los fondos y operadoras de pensiones. Para ello, se requieren potestades que complementen las potestades de supervisión otorgadas en el artículo 38 de la Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias  (N.° 7523).
 
En el artículo 1 se adiciona un 38 bis para recalcar la responsabilidad de cumplir con los requisitos mínimos en materia de gobierno corporativo según el reglamento que emita el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (actualmente corresponde al Reglamento de Gobierno Corporativo). Adicionalmente, se agrega un 38 ter para establecer la posibilidad de objetar el nombramiento de miembros de juntas directivas y alta gerencia en caso de que se compruebe falta de idoneidad y experiencia para llevar a cabo estas labores. De igual forma, previa resolución fundada por parte de la Superintendencia, el Consejo podrá remover las personas de estos cargos, una vez se evidencia la falta de idoneidad y experiencia en el puesto o cuando se demuestre que han incurrido en omisiones o actuaciones contrarias a las leyes y los reglamentos, que atenten contra la seguridad, estabilidad y solvencia del régimen, en estricto apego al debido proceso.
 
Por otro lado, en el artículo 2 se agregan elementos de gobierno corporativo a la CCSS por medio de una reforma al artículo 39 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, de forma que se fortalezca las funciones del Comité de Vigilancia a la hora de evaluar la gestión hecha de los regímenes por parte del gerente de Pensiones y plantearle recomendaciones a la Junta Directiva de la CCSS, quien deberá valorar las recomendaciones en un plazo no menor a 30 días hábiles, incluyendo la posible remoción del gerente ante incumplimiento de sus deberes.
 
De igual forma, se deben ajustar las leyes especiales que regulan los regímenes de importancia sistémica, como es el caso del Magisterio Nacional, el IVM y el Poder Judicial para que sean coherentes con la modificación realizada en el artículo 1.
 
Por lo tanto, en el artículo 2 se agregan las reformas al Régimen del IVM para reforzar la responsabilidad de la Gerencia de Pensiones en la buena administración del Régimen (literal A), para introducir la idoneidad dentro de la responsabilidad administrativa.
 
Para el Magisterio Nacional, en el literal B se agregan dos miembros independientes, según la normativa de Conassif que podrá ser verificada por Supen ex ante. Similar prerrogativa se le otorga a Supen en el literal C para la elección del Director Ejecutivo. En el literal D se le da la preponderancia que le corresponde en la estructura de gobierno de riesgo a la Junta Directiva, en particular, para que las instancias que conforman la segunda y la tercera línea de defensa, dependan exclusivamente de esta y no de la Dirección Ejecutiva. 
 
Por último, en el literal E se reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial para incorporar dos miembros independientes en su Junta Administrativa y que a estos no les aplique la prohibición del pago de dietas.
 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA
DECRETA:
 
LEY DE IDONEIDAD Y EXPERIENCIA EN LA GESTIÓN DE
FONDOS Y OPERADORAS DE PENSIONES
 
TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES
 
CAPÍTULO ÚNICO
DISPOSICIONES GENERALES
 
ARTÍCULO 1-   Adiciones 
 
a)  Adiciónense dos artículos 38 bis y 38 ter a la Ley del Régimen Privado de Pensiones Complementarias, N.° 7523, de 18 de agosto de 1995, y sus reformas, para que en adelante se lea de la siguiente manera:
 
[…]
 
Artículo 38 bis-   Gestión de gobierno corporativo
 
El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero dictará normas de gobierno corporativo en relación con los requisitos de idoneidad, experiencia, evaluación y capacitación continua que deben satisfacer los miembros del órgano de dirección y de la alta gerencia de las entidades reguladas, tanto al momento de su designación como durante todo el período que permanezcan en sus cargos. El reglamento que al efecto dicte el Consejo será de acatamiento obligatorio para todas las entidades reguladas.
 
Artículo 38 ter-   Sobre la objeción a nombramientos y remoción
 
La Superintendencia tendrá la atribución de objetar, mediante resolución fundada, el nombramiento de los miembros del órgano de dirección, así como de las personas designadas para ocupar cargos en la alta gerencia de las entidades reguladas, todo conforme al reglamento que se disponga al efecto.
 
La no objeción será un requisito de eficacia jurídica del nombramiento respectivo. Para estos efectos, las entidades reguladas o los órganos encargados del nombramiento de los miembros del órgano de dirección y de la alta gerencia deberán enviar a la Superintendencia un expediente que contendrá la información y las valoraciones que se dispongan reglamentariamente. Esta información deberá ser remitida con al menos treinta días hábiles de antelación a la fecha de entrada en posesión del cargo. Si la Superintendencia no comunica su objeción respecto de un nombramiento en el plazo de veinte días hábiles contados a partir de la fecha en que recibe de manera completa y oficial la información requerida reglamentariamente, este se entenderá por no objetado sin necesidad de pronunciamiento alguno.
 
Previa recomendación del Superintendente, el Consejo removerá los miembros del órgano de dirección o de la alta gerencia, mediante resolución fundada, de conformidad con lo que establezca la normativa que emita el Consejo y respetando el debido proceso, cuando dejen de cumplir con las condiciones de idoneidad y experiencia exigidas por el reglamento que se emita al efecto o cuando se demuestre que han incurrido en omisiones o actuaciones contrarias a las leyes y los reglamentos, que atenten contra la seguridad, estabilidad y solvencia del régimen.
 
En caso de remoción de uno o más directores, el órgano de dirección se tendrá integrado válidamente con cinco de sus miembros como mínimo, mientras que el cuórum se formará con la presencia en la sesión de un mínimo de cuatro de esos miembros, quienes podrán tomar acuerdos válidos por mayoría simple de los votos presentes, salvo respecto de aquellos asuntos que por disposición legal exijan otro tipo de votación. En caso de empate, el presidente tendrá doble voto. Si el director removido se desempeña como presidente del órgano de dirección, se deberá nombrar un nuevo presidente en la sesión inmediata posterior a la remoción, lo cual se hará según las normas de elección establecidas en la entidad regulada.
 
a)  Se adiciona un inciso h) y dos párrafos al artículo 98 de la Ley N.° 2248, Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, de 5 de setiembre de 1958, y sus reformas, y en adelante se lea de la siguiente manera:
 
Artículo 98- Composición del órgano colegiado
 
La administración y el gobierno de la institución corresponden a una Junta Directiva, compuesta de la siguiente manera:
 
[…]
 
h)  Dos directores independientes, electos de acuerdo con la normativa del Consejo de Supervisión del Sistema Financiero.
 
Para efectos de realizar estos nombramientos, Jupema deberá enviar a la Superintendencia de Pensiones un expediente del candidato donde se acredite la idoneidad y experiencia en áreas afines que resulten relevantes para el perfil de la entidad, todo de conformidad con la reglamentación emitida por el Consejo.
 
Esta información deberá ser remitida con al menos treinta días hábiles de antelación a la fecha de entrada en posesión del cargo. Si la Superintendencia no comunica su objeción respecto de este nombramiento en el plazo de veinte días hábiles contados a partir de la fecha en que recibe de manera completa y oficial la información requerida reglamentariamente, este se entenderá por no objetado sin necesidad de pronunciamiento alguno.
 
ARTÍCULO 2-   Reformas
 
a)  Refórmese el párrafo final del artículo 39 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, N.° 17, de 22 de octubre de 1943, y sus reformas, para que en adelante se lea de la siguiente manera:
 
Artículo 39- La Caja, en la inversión de sus recursos, se regirá por los siguientes principios:
 
[…]
 
De igual forma, se crea un Comité de Vigilancia, integrado por representantes democráticamente electos por los trabajadores y los patronos, siguiendo el procedimiento del reglamento respectivo. Adicionalmente, contará con dos miembros independientes a la Caja, que serán nombrados según la normativa que emita el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. El Comité deberá evaluar la gestión realizada por el gerente de Pensiones, para lo cual la Superintendencia de Pensiones elaborará un informe que servirá de insumo para que el Comité de Vigilancia evalúe la situación del régimen y la gestión del gerente de Pensiones. Los resultados de dicha evaluación se harán de conocimiento del gerente de Pensiones, quien podrá rendir su opinión sobre el resultado de la evaluación y el contenido del informe de la Superintendencia. Cumplido este trámite, la evaluación debe ser presentada ante la Junta Directiva de la CCSS, instancia que está obligada a conocerla en un plazo máximo de treinta días hábiles. La Junta podrá fundamentarse en estas evaluaciones para remover el gerente de Pensiones y deberá adoptar medidas correctivas para adecuar la gestión del régimen y garantizar su sostenibilidad en el tiempo, en caso de que sean recomendadas. La remoción procederá cuando se demuestre que el gerente de Pensiones ha incurrido en omisiones o actuaciones contrarias a las leyes y los reglamentos, que atenten contra la seguridad, estabilidad y solvencia del régimen, así como cuando incumpla los requisitos de idoneidad, para lo cual deberá garantizarse el cumplimiento del debido proceso. 
 
b)  Refórmese el artículo 27 de la Ley N.° 2248, Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, de 5 de setiembre de 1958, y sus reformas, y en adelante se lea de la siguiente manera: 
 
Artículo 27- Responsabilidad administrativa
 
La violación de lo establecido en cuanto a las limitaciones de inversión a que se refieren los artículos 21, 22 y 23 de la presente ley facultará a la Superintendencia de Pensiones para destituir a los miembros de la Junta Directiva que hayan concurrido, con su voto, a tomar la decisión ilegal, sin perjuicio de las sanciones civiles y penales procedentes. La misma atribución tendrá la Superintendencia de Pensiones cuando los miembros de la Junta Directiva dejen de cumplir con las condiciones de idoneidad y experiencia exigidas por el reglamento que se emita al efecto o cuando se demuestre que han incurrido en omisiones o actuaciones contrarias a las leyes y los reglamentos, que atenten contra la seguridad, estabilidad y solvencia del régimen, previo cumplimiento del debido proceso.
 
c)   Se reforma el artículo 111 de la Ley N.° 2248, Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, de 5 de setiembre de 1958, y sus reformas, y en adelante se lea de la siguiente manera:
 
Artículo 111- Dirección Ejecutiva
 
El director ejecutivo estará a cargo de la Dirección Ejecutiva de la Junta. Será nombrado mediante concurso público de antecedentes por un período de cinco años y podrá ser reelegido.
 
Para estos efectos, Jupema deberá enviar a la Superintendencia de Pensiones un expediente del candidato donde se acredite la idoneidad y experiencia en áreas afines que resulten relevantes para el perfil de la entidad, de conformidad con el reglamento que se emita al efecto.
 
Esta información deberá ser remitida con al menos treinta días hábiles de antelación a la fecha de entrada en posesión del cargo. Si la Superintendencia no comunica su objeción respecto de este nombramiento en el plazo de veinte días hábiles contados a partir de la fecha en que recibe de manera completa y oficial la información requerida reglamentariamente, este se entenderá por no objetado sin necesidad de pronunciamiento alguno.
 
Previa recomendación de la Superintendencia, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero podrá remover al Director Ejecutivo del cargo, cuando deje de cumplir con las condiciones de idoneidad y experiencia exigidas por el reglamento que se emita al efecto o cuando se demuestre que ha incurrido en omisiones o actuaciones contrarias a las leyes y los reglamentos, que atenten contra la seguridad, estabilidad y solvencia del régimen.
 
d)  Se reforma el artículo 113 de la Ley N.° 2248, Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, de 5 de setiembre de 1958, y sus reformas, y en adelante se lea de la siguiente manera:
 
Artículo 113- Departamentos
 
La institución contará con los departamentos que su Junta Directiva considere necesarios para el buen funcionamiento, los cuales dependerán de la Dirección Ejecutiva, con excepción de los que correspondan a la segunda y tercera líneas de defensa, según lo establecido en la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, que dependerán de la Junta Directiva.
 
e)  Se reforman los párrafos primero y cuarto y se añade un párrafo quinto al artículo 240 de la Ley N.° 8, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 29 de noviembre de 1937, y sus reformas, y en adelante se lea de la siguiente manera:
 
Artículo 240- La Junta Administradora estará conformada por tres miembros que serán electos democráticamente por el colectivo judicial, así como por cinco miembros designados por la Corte Plena, dos de los cuales deberán ser miembros independientes, nombrados de conformidad con lo dispuesto en la reglamentación emitida por el Conassif sobre directores independientes. Con excepción de los directores independientes, cada integrante titular tendrá un suplente para que lo sustituya en sus ausencias, quien deberá cumplir con los mismos requisitos del titular.
 
[…]
 
Los miembros de la Junta Administradora devengarán dietas por cada sesión a la que asistan. Cuando así lo requieran, los miembros de la Junta Administradora que sean servidores judiciales activos contarán con los permisos necesarios para atender las sesiones. Estos últimos no devengan dietas cuando las sesiones coincidan con el horario en que ejecutan sus labores diarias.
 
Para ser miembro de la Junta se deberá cumplir con los requisitos de idoneidad y experiencia establecidos en el reglamento que emita el Conassif. Previa resolución fundada por parte de la Superintendencia, el Consejo podrá remover a los miembros de su cargo cuando dejen de cumplir con las condiciones de idoneidad y experiencia exigidas por el reglamento que se emita al efecto o cuando se demuestre que han incurrido en omisiones o actuaciones contrarias a las leyes y los reglamentos, que atenten contra la seguridad, estabilidad y solvencia del régimen. Para ello, deberá cumplirse con el debido proceso.
 
Rige a partir de su publicación. 

(…)” 

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
Indica el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que hay tres situaciones claras, una, no estar de acuerdo, en cuanto a la remoción de las personas, por cuanto en el caso propio, el colectivo judicial, elige democráticamente, a las personas, entonces sería el colectivo, quien debería presentar una moción para moverlos. En el caso de la parte patronal, es la Corte Plena, la encargada, así que cómo un ente externo que no tiene nada que ver con la elección, viene a indicar que se destituye a alguna persona por alguna razón que no consideren correcta, para eso es la supervisión, no para destituir. Además, señala que el pago de dietas debería tener un reglamento.
Señala el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que ante la remisión que hace la Dirección Jurídica del Poder Judicial, y siendo que el plazo vence el 11 de marzo, le parece que debe procederse a solicitar una prórroga al plazo, y que esta propuesta sea evaluada de forma urgente, por la Asesoría Jurídica y la Dirección de la JUNAFO. 
Manifiesta el licenciado Parris Quesada Madrigal, llamando a la reflexión, que esto es un Órgano de fiscalización simulado con voz y voto, dentro de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, son visores del que hacer como directores, además que ese documento dicta de manera abrupta, y que podría afectar el funcionamiento de la Junta, por lo que hay que tener mucho cuidado, porque se tendrían visores de fondo, dentro de la organización teniendo ya supervisión como tal, comenta que le parece contraproducente ese proyecto de ley, por lo que recomienda que se revise bien por parte de la asesoría legal para que se pueda dar una respuesta.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Encomendar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para solicitar prórroga a la Asamblea Legislativa, con el fin de poder rendir criterio indicado, en conjunto con el Asesor Jurídico de la JUNAFO, sobre la ley denominado “LEY DE IDONEIDAD Y EXPERIENCIA EN LA GESTIÓN DE FONDOS Y OPERADORAS DE PENSIONES", que se tramita bajo el expediente No. 22.760. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc97242208]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 242-2022
El licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0075-JP/DJA-2022 del 14 de febrero de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Claudia Gabriela Carballo Gómez, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Antonio Patricio Gómez Mena, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 9 de junio de 2021.

I. Origen.

Esta Dirección en fecha 29 de junio de 2021, recibió la gestión de la señora Carballo Gómez, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente. 

II. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe N° 21-001506-0732-TS suscrito por la Licda. Violeta Vásquez Rivera, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Carballo Gómez. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

La señora Claudia Gabriela Carballo Gómez tiene 63 años de edad, cuenta con estudios técnicos en secretariado comercial y se desempeña como ama de casa. 

Ella y el señor Antonio Patricio Gómez Mena contrajeron matrimonio el 5 de mayo de 1984 y procrearon dos descendientes: Marco Antonio Gómez Carballo, quien actualmente cuenta con 42 años, trabaja, tiene dos hijos de 14 y 13 años y reside de manera independiente; y Mariela Gómez Carballo, quien cuenta con 41 años, se encuentra casada, es madre de dos hijos de 21 y 14 años, es ama de casa y reside de manera independiente. 

Aunado a lo anterior, se aclara que la evaluada aportó una hija de otra relación al grupo familiar, recibe el nombre de María Gabriela Carballo Gómez, cuenta con 46 años, casada, madre de una hija de 12 años, se desempeña como ama de casa y reside de manera independiente. María Gabriela permaneció a cargo de sus abuelos maternos manteniendo contacto constante con la evaluada. En la actualidad doña Claudia Gabriela no reporta pareja afectiva.

El señor Gómez Mena laboraba como juez en el Juzgado Penal de Turrialba y rentaban una vivienda en dicho lugar, la señora Carballo Gómez se encargaba del cuido de los descendientes y labores domésticas del hogar. Tiempo después, compraron una finca en Pocora de Guácimo la cual incluía una vivienda, el grupo familiar se ubicó en la misma, aproximadamente en el año 1989, adquirieron la propiedad mediante préstamo bancario y empezaron a pagar las cuotas de la hipoteca. Además, con el transcurso del tiempo le efectuaron arreglos y remodelaciones.

Con respecto a la relación de pareja, al inicio, se describe la convivencia de pareja como positiva, se indica que los descendientes se adaptaron al lugar de manera adecuada, asistieron a la escuela y colegio, mientras que el señor Antonio solicitó traslado a dicho lugar, a fin de mantener cercanía domiciliar, siendo que el siguiente año ocupó el cargo como juez de familia en el Juzgado de Familia de Pococí, puesto en el cual se desempeñó, alcanzando la jubilación aproximadamente en el año 2005. 

Una vez jubilado, el señor Gómez Mena se dedicó a la finca mediante un proyecto de reforestación y venta de árboles maderables, amigables con el ambiente, mientras que ella continuaba asumiendo labores como ama de casa y coordinando labores con los peones de la finca. 

Con el transcurso del tiempo, según indica doña Claudia Gabriela en el ámbito emocional su esposo (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 

Posteriormente, continuó en seguimiento profesional y el 17 de febrero de 2020 tomó la decisión de salir del hogar mediante autorización del Juzgado de Familia de Cartago, siendo que estableció proceso de divorcio, (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Debido a lo anterior, rentó una habitación en Tejar del Guarco en busca de apoyo familiar, ya que su hija mayor residía en Cartago. Luego, gestionó la pensión alimentaria, la cual le fue aprobada a partir del 22 de mayo de 2020 por un monto mensual de ¢900,000.00 (novecientos mil colones con 00/100).
 
El mes siguiente rentó un apartamento en el Carmen de Cartago, donde a la fecha reside, indica cubría los gastos de manutención con la pensión que le aportaba el señor Gómez Mena, sin embargo, señala que en el ámbito económico sus ingresos disminuyeron sustancialmente, ya que desde el fallecimiento de este último no ha logrado recibir la pensión alimentaria. 

Posterior al fallecimiento del señor Gómez Mena, doña Claudia Gabriela continuó residiendo en el apartamento que rentó, mientras que su hijo Marco Antonio continuó habitando en la casa del progenitor y su hija Mariela también habita en la misma propiedad, pero en vivienda independiente. 

En lo que respecta a su estado de salud, se reporta un estado regular, dado que presenta diagnóstico de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)", para lo cual asiste a controles médicos privados y de la CCSS. También, se menciona (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). 

En ese sentido, (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Al respecto, ha recurrido a ayuda por parte de su hija María Gabriela en varias ocasiones, mientras gestiona la presente solicitud de pensión por viudez. Aclara que, mediante ahorros que poseía el excónyuge logró pagar una parte del proceso sucesorio, pero a la fecha debe la renta del apartamento, de varios meses, mientras que la alimentación la cubre con ayuda de su hija y ahorros propios; siendo que se ha visto afectada de manera sustancial.

La señora Carballo Gómez reside en grupo unifamiliar, integrado por ella, prefiere residir sola en el Carmen de Cartago, ya que su hijo se encarga de la finca. Además, la evaluada manifiesta que posterior a la separación conyugal no compartían, pero ocasional conversaban vía telefónica, para efectos de coordinar asuntos relativos a los descendientes y a la pensión alimentaria que el señor Antonio le brindaba. En atención de lo cual, solicita el beneficio por viudez, ya que no posee ingresos propios e indica que existía codependencia del señor Antonio. 

En cuanto a sus actividades diarias, señala que es ama de casa, realiza las labores domésticas del hogar y realiza caminatas diarias. Los fines de semana visita a sus familiares incluyendo a sus descendientes, anteriormente asistía a clases cardio funcionales y cursos de bisutería, pero posterior al fallecimiento del cónyuge suspendió las lecciones al no contar con medios económicos suficientes. En cuanto a los cuidados físicos y de alimentación que requiere, indica que algunos medicamentos los compra y otros los obtiene por medio del Seguro Social, siendo que se encontraba asegurada por medio del excónyuge. Al respecto, asiste a consulta médica por medio de seguro privado de su hija mayor, información reafirmada por la misma, quién también la apoya en el ámbito emocional o bien cuando enferma y requiere de su ayuda.

Con respecto a la organización de la economía familiar, según explicó doña Claudia Gabriela el señor Antonio asumía la manutención del hogar, pagaba la hipoteca de la finca y vivienda que habitaban, cubría los estudios de los hijos, pago de los servicios públicos, pago de los peones, gastos personales y médicos de todos los miembros del grupo familiar. 

Según estudio socioeconómico, se reporta que posterior al fallecimiento del señor Gómez Mena el ingreso del grupo unifamiliar corresponde a ahorros propios por un monto mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

A partir de lo anterior, se identifica entonces que el grupo unifamiliar de la señora Carballo Gómez maneja un déficit mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Este faltante, indica que le ha generado afectación emocional, ya que se ha visto en la necesidad de cubrir los gastos mediante aporte de familiares y créditos personales.

Los egresos para cubrir la manutención del hogar, consisten en: gastos básicos de alimentación, pago de servicios públicos de teléfono, energía eléctrica, atención médica privada, así como también, medicamentos, compra de mobiliario y pago de tarjeta crediticia. En cuanto al alquiler del apartamento, la señora Carballo Gómez optó por atrasar el pago del mismo, a la fecha adeuda ocho meses que equivalen a un monto de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Asimismo, indica haber establecido un acuerdo con el arrendatario para cancelar los meses pendientes al momento que reciba la pensión correspondiente.

Como red de apoyo se identifica a su hija María Gabriela, la cual durante estos meses le ha brindado ayuda en especie o mediante préstamos de dinero para cubrir diversos gastos. Además, en cuanto a ropa y calzado dice que una hermana se los obsequia, al no disponer de dinero suficiente para su adquisición.

Finalmente, en cuanto a la vivienda que ocupa, se ubica en los Apartamentos Ana Laura, en El Carmen de Cartago. Se trata de un apartamento ubicado en la segunda planta, cuenta con sala-comedor-cocina, un baño completo, cuarto de pilas y dos habitaciones, una la ocupa la evaluada y la otra para cuando los descendientes la visitan. Se encuentra instalada en zona urbana, cuenta con fácil acceso a diferentes servicios públicos, las condiciones de orden e higiene son adecuadas. La construcción se observa en regular estado de conservación, en cuanto al mobiliario y electrodomésticos es adecuado.

IV.  Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

 “Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

V. Conclusiones.

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Claudia Gabriela Carballo Gómez, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Antonio Patricio Gómez Mena, era él quien asumía los gastos del hogar, y posterior a su separación (a partir del 17 de febrero de 2020) esta recibía una pensión alimentaria por parte del señor Gómez Mena, lo que comprueba dependió de los ingresos del mismo y al amparo de la Ley N° 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas por la señora Carballo Gómez, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· El estudio revela que el fallecimiento del señor Gómez Mena, le ha causado a la señora Carballo Gómez una gran afectación en el área económica, ya que todos los gastos de manutención eran cubiertos por él, de forma tal que, la ausencia de su aporte no puede ser cubierta por la valorada toda vez que la misma no cuenta con ingresos propios.

· A partir del estudio socioeconómico realizado, se identifica como factor de vulnerabilidad la condición etaria y de salud de la señora Carballo Gómez, debido a que es una persona adulta mayor de 63 años, con padecimientos físicos y afectación mental, lo cual imposibilita a la misma poder optar por una responsabilidad laboral y por tanto le limita la obtención de ingresos para suplir sus necesidades básicas.

· De acuerdo con la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, se identifica como factor protector que la evaluada cuenta con apoyo emocional y en especie por parte de algunos familiares; no obstante, en caso de faltar estas ayudas, las condiciones de salud, económicas y emocionales de doña Claudia Gabriela se verían aún más afectadas, sobre todo tomando en cuenta que la manutención del grupo unifamiliar dependía del apoyo económico brindado por el excónyuge fallecido; razón por la cual en términos generales prevalece el estado de necesidad de la misma.

VI. Datos de interés.

· De acuerdo con el estudio socioeconómico, la señora Carballo Gómez el 17 de febrero de 2020 tomó la decisión de salir del hogar mediante autorización del Juzgado de Familia de Cartago, siendo que estableció proceso de divorcio, (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante); no obstante, según consulta de la página WEB del Tribunal Supremo de Elecciones no se registra como divorciada por lo que se presume que al momento de la muerte del señor Gómez Mena el proceso de divorcio no había finalizado.

· [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Antonio Patricio Gómez Mena era de ¢3,459,189.99 (tres millones cuatrocientos cincuenta y nueve mil ciento ochenta y nueve colones con 99/100) mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Carballo Gómez de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢2,767,351.99 (dos millones setecientos sesenta y siete mil trescientos cincuenta y un colones con 99/100) mensuales en bruto.

· Es importante destacar, que el estudio del Departamento de Trabajo Social determinó como egresos mensuales la suma de ¢598,000.00 (quinientos noventa y ocho mil colones con 00/100) como gastos corrientes de la persona gestionante, lo que sería equivalente a un 17.28% aproximadamente del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Gómez Mena. Por otra parte, considerando que la señora Carballo Gómez recibía pensión alimentaria (tramitada con el expediente judicial (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) según constancia aportada en su solicitud que evidencia dicha condición), la cual fue aprobada por un monto mensual de ¢900,000.00 (novecientos mil colones con 00/100), esta es equivalente a un 26.02% aproximadamente del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Gómez Mena.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 29 de junio de 2021, un total de 14 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Gómez Mena. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Carballo Gómez, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que cree que aquí el factor clave, es que ellos no estaban divorciados, por lo que claramente es aplicable el artículo 228 pero, con lo resuelto por el despacho judicial de Cartago, además, señala que le queda el vacío del inciso a aplicar, si es el a) o el c), siendo pro-fondo diría que a ella le alcanza el inciso c), por lo que propone se le asigne el monto que está resuelto en sede judicial, que responde a las necesidades que ella venía manteniendo en el tiempo.
Informa el licenciado Eduardo Chacón Monge que, en este caso, sería aplicable el inciso c.
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Claudia Gabriela Carballo Gómez, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Antonio Patricio Gómez Mena, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0109-JP/DJA-2022 del 24 de febrero de 2022, suscrito por el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: De conformidad con el artículo 228, inciso c de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y de acuerdo con la sentencia judicial del Juzgado de Familia de Cartago, de proceso de divorcio, expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), donde se le impuso un monto de pensión de ¢900,000.00 (novecientos mil colones exactos), asignar a la señora Carballo Gómez el 42% del 80% del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Gómez Mena, con el fin de que se siga percibiendo esa misma cantidad.
Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 10 de junio de 2021.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc97242211]ARTÍCULO IX
Documento Nº 957-2021 / 243-2022
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo XI, se tuvo por recibido el informe N° PJ-DGH-SAS-0184-2022 del 27 de enero de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, la máster Adriana Steller Hernández, por su orden, Directora, Subdirectora, y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, correspondiente al reconocimiento de tiempo servido en instituciones del Estado para efectos de jubilación, del señor Rodolfo Vásquez Vásquez, Jubilado Judicial, en el entendido que no se realizan estos reconocimientos a las personas jubiladas judiciales, que en el caso en estudio acaeció a un atraso en la remisión del informe por parte de la Dirección de Gestión Humana, ya que la gestión se presentó antes de acogerse el señor Vásquez a su jubilación. Además, se le solicitó al señor Vásquez Vásquez, que manifestara sí tenía interés en la actualización del monto de la jubilación, para lo cual debería de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el monto de ₡ 7,438,058.94 (siete millones cuatrocientos treinta y ocho mil cincuenta y ocho colones con noventa y cuatro céntimos), en un solo tracto, ya que al ser una persona jubilada no se le puede aplicar la deducción del 10% sobre el beneficio, como se le aplica a las personas servidoras activas.
En relación con lo anterior, el señor Rodolfo Vásquez Vásquez, mediante correo electrónico del 27 de febrero de 2022, indicó:
“El suscrito Rodolfo Vásquez Vásquez, portador de la cedula de identidad 2 459 314, jubilado judicial, en atención al oficio 0142 JUNAFO 2022, conocido en la sesión N 07 2022 celebrada el 14 de febrero del año en curso, notificado a mi personal el viernes recién pasado, con todo respeto, procedo a su contestación:

A) Con relación al punto 1 del acuerdo, es importante señalar, que efectivamente, la gestión del tiempo servido en otras Instituciones del Estado se presentó según se refiere en el oficio en fecha 14 de octubre del 2020, siendo que antes a dicha fecha, mi persona presento certificaciones relacionadas al tiempo servido en el Ministerio de Educación tal y como se puede corroborar en el expediente de la gestión. Por ello, la gestión de tiempo servido se presentó con mucha antelación a la declaratoria de mi jubilación acaecida el 31 de julio del 2021. Siendo que mi persona para la fecha que se presentó la gestión de reconocimiento de tiempo servido en favor de otras instituciones del Estado, ante el Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, me encontraba como servidor activo, en función en el Juzgado Agrario de Alajuela. Deseo recalcar, que como se indica en citado punto, acaeció un atraso en la remisión del informe por parte de la Dirección de Gestión Humana, lo cual no es atribuible al suscrito,

B) Con relación al punto 2 del acuerdo, deseo manifestar mi total interés en la actualización del monto de la jubilación, para lo cual estoy de acuerdo en reintegrar el monto correspondiente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en un solo trato como se me indica. Solicito de manera respetuosa y con fundamento en lo expresado en el punto anterior, al ser el suscrito funcionario activo al momento de la presentación de la gestión del citado reconocimiento, que se me aplique el beneficio de la deducción del 10 % sobre el monto a pagar, como se ha aplicado a los funcionarios activos que presentan la gestión, por cuanto reitero no es un hecho atribuido a mi persona, que se haya resuelto con antelación la gestión de mi jubilación, por sobre la del reiterado reconocimiento. Por último, solicito, se me brinde, el numero IBAN de la cuenta bancaria a la que corresponde realizar el depósito del pago del monto que corresponda.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
Consulta el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que ¿cuál es la política o norma que se aplica en la actualidad?, y que le parece que, en el primer punto, que es lo de anualidades, y que, si el atraso fue un tema de la Administración, parece oportuno ejecutar el rebajo como en otros casos. Pero que, en la actualización de la Jubilación, considera que eso ya no es posible.
El máster Oslean Mora Valdez, aclara que en el pasado el Consejo Superior, por error permitió ese tipo de situaciones, pero que, en la práctica actual, una persona debidamente jubilada no tiene derecho a realizar un reconocimiento de tiempo servido, y si realizó el reconocimiento antes de jubilarse, lo que se hace es que, al momento de que los cálculos se encuentran listos, se le informa a la persona, que si quiere que se le reconozca el tiempo servido, debe reintegrar al fondo, la suma indicada, y al momento de que se le cancele al fondo, el monto, se le recalcula el monto de la jubilación. Esto por cuanto, si la persona fallece, las personas beneficiarias de la pensión, no reintegrarían al fondo, el monto adeudado por reconocimiento de tiempo, ya que, al morir la persona, moriría la deuda.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, comunicarle al señor Rodolfo Vásquez Vásquez, Jubilado Judicial que, de conformidad con el Reglamento General del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, si desea que se le aplique el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación, deberá de cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el monto de ₡ 7.438.058,94 (siete millones cuatrocientos treinta y ocho mil cincuenta y ocho colones con noventa y cuatro céntimos), en un solo tracto. Por lo que debe informar a esta Junta Administradora, si mantiene el interés en la actualización del monto de la jubilación, en esas condiciones.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc97242214]ARTÍCULO X
Documento N° 723-2021 / 239-2022
En la sesión N° 50-2021, del 13 de diciembre de 2021, artículo XIV, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana los informes de avance de personas jubiladas judiciales que tienen irregularidad con los montos girados, dada la necesidad de esta Junta por contar con esa información a fin de que iniciara con las acciones administrativas y judiciales correspondientes.
La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora, la licenciada Maureen Siles Mata, Subdirectora y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe de Administración de Personal, todos de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-0535-2021, del 11 de febrero de 2022, remitieron el siguiente informe:
“La Secretaría General de la Corte, por medio del oficio 892-2022, comunica a la Dirección de Gestión Humana el acuerdo del Consejo Superior de la sesión 4-2022, celebrada el 13 de enero 2022, artículo XXX, en el cual se dispone:

“Turnar al integrante que por rol corresponda con la finalidad que se realice un acercamiento con las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, así como con el Despacho de la Presidencia, con el propósito de resolver el tema a la mayor brevedad posible. Lo anterior tomando en cuenta que en reiteradas ocasiones este órgano ha externado su preocupación por el tiempo transcurrido para rendir el citado informe, así como en consideración que el tema es prioridad institucional, por las repercusiones económicas que su incumplimiento generaría.”

En atención al acuerdo anterior, la Dirección de Gestión Humana desea señalar, que esta oficina cumplió con los informes de seguimiento solicitados, esto por medio de los oficios PJ-DGH-AP-4129-2021, conocido por el Consejo Superior en la sesión 90-2021, artículo XX, celebrada el 19 de octubre 2021. Seguidamente, por medio del oficio PJ-DGH-AP-5286-2021, conocido en sesión del Consejo Superior 105-2021, artículo XLV, celebrada el 7 de diciembre 2021. Por último, con oficio PJ-DGH-AP-5529-2021, conocido por el Consejo Superior en la sesión 4-2022, artículo XXX, celebrada el pasado 13 de enero 2022.

Conforme a lo anterior, el presente documento constituye el cuarto informe que la Dirección de Gestión rinde con relación a los estudios denominados 2 x 1, aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.

Seguidamente, en tiempo y forma se procede a realizar la actualización del estado y las labores de los estudios encomendados a la Dirección de Gestión Humana.

I. Uso de los recursos aprobados.

Al igual que en los meses anteriores, se informa sobre las tareas realizadas por parte de los recursos aprobados para la ejecución de los estudios “2 x 1”, lo anterior conforme el programa de trabajo establecido y coordinado entre la Dirección Jurídica y esta Dirección.

· Revisión de expedientes digitales en Sistema Visión 2020.

· Revisión de antecedentes (documentación de cálculos, tiempos de servicio y otros) en los respaldos de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones.

· Revisión de maestro de jubilados en Sistema SIGA Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

· Verificación y extracción de información sobre acuerdos de aprobación de beneficios, Sistema Nexus.

· Elaboración de carpetas digitales y llenado con la documentación requerida por la Dirección Jurídica para el procedimiento de su competencia.

· Elaboración del informe para la Dirección Jurídica sobre el caso en específico; un informe por cada caso cuya aplicación del Transitorio de determine incorrecta.

· Extracción de datos del maestro de jubilados para la alimentación de la hoja de estimación de sumas de más.

· Verificación de aplicación de costos de vida por medio de la hoja de cálculo.

· Establecimiento de las sumas de más entre el monto pagado y el nuevo monto recalculado sin la aplicación del descuento por el Transitorio.

II. Informe sobre avances.

Para el conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como del Consejo Superior, de detallan el progreso del proyecto asignado a la fecha del presente informe.

Es importante reiterar que en reuniones con la Dirección Jurídica se llegó al acuerdo que, la información se trasladara de manera segmentada o en tractos después de revisiones de al menos 100 o más casos. Es por esta razón que la Dirección de Gestión Humana realiza el envió de bloques anuales conforme lo solicitado por la Dirección Jurídica. En ese sentido, presentamos a continuación los diferentes cortes trabajados y entregados a la Dirección Jurídica.

Primer corte entregado a la Dirección Jurídica:

Año 2015.

Total de jubilaciones estudiadas 156.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 83 casos.

Año 2014.

Total de jubilaciones estudiadas 99.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 40 casos.

Resumen primer corte:

Total de jubilaciones estudiadas; 255 expedientes.
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica; 123 carpetas*.

Segundo corte entregado a la Dirección Jurídica:

Año 2014. (Segundo corte).

Total de jubilaciones estudiadas 73.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 73 casos.

Año 2013.

Total de jubilaciones estudiadas 185.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 104 casos.

Año 2012.

Total de jubilaciones estudiadas 173.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 107 casos.

Resumen:

Total de jubilaciones estudiadas; 431 expedientes.
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica; 284 carpetas*.

Tercer corte entregado a la Dirección Jurídica:

Año 2011

Total de jubilaciones estudiadas 121.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 76 casos.

Año 2010

Total de jubilaciones analizadas 73.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 0 casos.

Resumen:

Total de jubilaciones estudiadas; 194 expedientes.
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica; 76 carpetas*.

Recuento total de casos analizados y comunicados a la Dirección Jurídica.

Año 2015; 156 jubilaciones estudiadas, 83 casos con aplicación incorrecta de Transitorio.
Año 2014; 172 jubilaciones estudiadas, 113 casos con aplicación incorrecta de Transitorio.
Año 2013; 185 jubilaciones estudiadas, 104 casos con aplicación incorrecta de Transitorio.
Año 2012; 173 jubilaciones estudiadas, 107 casos con aplicación incorrecta de Transitorio.
Año 2011; 121 jubilaciones estudiadas, 76 casos con aplicación incorrecta de Transitorio.
Año 2010; 73 jubilaciones estudiadas, 0 casos con aplicación incorrecta de Transitorio.

Total de jubilaciones estudiadas; 880 expedientes.
Total de casos a trasladados a la Dirección Jurídica; 483 carpetas*.

III. Estimación de sumas de más.

Con base en los acuerdos alcanzados, se inició la fase de estimación de sumas de más, esto para los casos de jubilación cuyos antecedentes permiten el recalculo del monto inicial. De esta forma, al igual que con el análisis de aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, se trabajan las sumas de más por bloque de casos estudiados y comunicados a la Dirección Jurídica.

Conforme a lo anterior, se detalla en la siguiente tabla, el resumen del primer bloque calculado, correspondiente a los casos del año 2015 y primer corte estimable del año 2014, donde se muestra el monto inicial de jubilación conforme la fecha de retiro; el nuevo monto recalculado sin la aplicación del descuento del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones y una última columna que muestra el detalle de la suma de más estimada al 31 de diciembre 2021:

	Nombre
	Fecha de jubilación
	Monto inicial
	Monto recalculado sin 2 x 1
	Monto por recuperar al 31 de diciembre 2021

	Ana Patricia Araya Umaña
	18 de octubre 2015
	3,806,137.45
	3,615,830.58
	14,742,055.32

	Bernal Garro Vindas
	29 de junio 2015
	742,372.70
	705,254.06
	3,015,053.30

	Carlos Salazar Solís
	16 de julio 2015
	905,130.11
	859,873.61
	3,630,533.64

	Carlos Luis Arce Cubillo
	16 de enero 2015
	1,109,270.81
	1,053,807.26
	4,802,929.77

	Carlos Manuel Ardón Mena
	16 de julio 2015
	940,971.57
	893,923.00
	3,788,883.21

	Danilo González Villalobos
	16 de agosto 2015
	3,115,203.07
	2,959,442.91
	12,387,811.64

	Danilo Ramírez Bonilla
	16 de enero 2015
	959,343.29
	911,376.12
	4,153,771.56

	Douglas Bolandi Sojo
	16 de octubre 2015
	2,383,279.33
	2,264,115.36
	9,238,940.09

	Douglas Henry Vargas
	31 de enero de 2015
	905,349.27
	860,081.80
	3,897,354.76

	Edivete Quesada Rojas
	16 de julio 2015
	850,295.24
	807,780.48
	3,423,769.48

	Eladio Sánchez Guerrero
	16 de septiembre 2015
	3,604,788.22
	3,424,548.81
	14,154,439.66

	Elías Fallas Ureña
	16 de febrero de 2015
	897,597.81
	852,717.91
	3,841,546.43

	Fernando Retana Bejarano
	01 de septiembre 2015
	2,968,958.75
	2,820,510.81
	11,732,036.85

	Francisco Arroyo Meléndez
	01 de julio 2015
	3,657,715.11
	3,474,829.35
	14,689,146.23

	Francisco Segura Montero
	01 de julio 2015
	6,369,992.23
	5,839,159.55
	42,635,789.59

	Franklin Arias Hernández
	01 de julio 2015
	970,029.96
	906,085.58
	5,181,498.03

	Fredy Vargas Ruiz
	01 de julio 2015
	2,999,753.25
	2,849,765.59
	12,163,420.94

	Gilda Quesada Venegas
	30 de septiembre 2015
	1,054,884.44
	1,002,140.22
	4,117,459.22



	Nombre
	Fecha de jubilación
	Monto inicial
	Monto recalculado sin 2 x 1
	Monto por recuperar al 31 de diciembre 2021

	Gustavo Ramírez Redondo
	13 de junio 2015
	3,342,138.40
	3,175,031.48
	13,651,991.81

	Irene Morales Barboza
	21 de septiembre 2015
	906,177.82
	860,868.93
	3,550,615.57

	Javier Montero Herrera
	18 de enero 2015
	3,179,033.04
	3,020,698.19
	13,700,632.38

	Jhonny Rodríguez Villalobos
	25 de septiembre 2015
	2,714,313.68
	2,533,359.43
	14,156,290.42

	Jimmy Mendoza Mendoza
	19 de septiembre 2015
	1,632,317.12
	1,550,701.26
	6,409,400.73

	Johnny Acevedo Duarte
	18 de mayo 2015
	882,866.71
	838,723.37
	3,643,126.30

	Jorge Berrocal Arquín
	01 de noviembre 2015
	1,049,613.09
	997,132.44
	2,808,169.94

	Jorge Cambronero Jiménez
	01 de octubre 2015
	3,194,917.93
	3,035,172.03
	12,465,184.75

	Jorge Múñoz Quesada
	16 de septiembre 2015
	1,442,809.78
	1,370,668.91
	5,665,317.83

	José Carranza Medina
	31 de agosto 2015
	1,298,012.77
	1,233,112.20
	5,129,178.51

	José Guevara Solano
	01 de marzo 2015
	3,173,520.00
	3,014,844.00
	13,502,717.43

	José Oviedo Álvarez
	12 de octubre 2015
	1,049,867.87
	997,374.47
	4,076,881.89

	José Solano Gutiérrez
	01 de julio 2015
	2,960,699.70
	2,812,664.72
	12,005,067.01

	Juan Picado Ajoy
	28 de junio 2015
	2,167,277.46
	2,058,913.59
	8,798,728.88

	Leda Cordero Tenorio
	06 de abril 2015
	899,957.30
	854,959.44
	3,776,647.79

	Luis González Rojas
	01 de enero 2015
	2,408,718.08
	2,248,136.88
	14,117,473.16

	Magaly Arce Morales
	01 de marzo 2015
	1,092,686.59
	1,038,052.26
	4,649,171.31

	Manuel Rojas Salas
	16 de agosto 2015
	3,472,438.22
	3,298,816.31
	13,808,380.34

	Marco Barboza Roldán
	01 de febrero 2015
	2,573,073.20
	2,444,419.54
	11,076,584.77

	María Morales Barquero
	01 de julio 2015
	3,169,154.60
	2,957,877.63
	17,133,747.80

	María Rodríguez Villalobos
	01 de julio 2015
	3,204,490.95
	3,044,266.40
	12,993,593.02

	Marta Asch Corrales
	01 de julio 2015
	3,695,252.75
	3,510,490.12
	14,839,894.02

	Maynord Marchena Espinoza
	31 de julio 2015
	909,511.43
	864,035.86
	3,639,470.55

	Milton Castro Serrano
	16 de octubre 2015
	3,808,290.19
	3,617,875.68
	14,763,089.36

	Nidia Piedra Ramírez
	01 de marzo 2015
	2,948,757.07
	2,801,319.21
	12,546,394.76

	Osvaldo Henderson García
	01 de septiembre 2015
	3,387,500.33
	3,218,125.32
	13,385,930.97



	Nombre
	Fecha de jubilación
	Monto inicial
	Monto recalculado sin 2 x 1
	Monto por recuperar al 31 de diciembre 2021

	Osvaldo Madrigal Mora
	01 de julio 2015
	1,375,497.24
	1,306,722.38
	5,577,376.32

	Patricia Chavarría Barquero
	01 de julio 2015
	3,197,296.43
	3,037,431.61
	12,964,421.45

	Rafael Gómez Castro
	16 de marzo 2015
	879,564.73
	835,769.88
	3,704,875.64

	Rafael Gullock Vargas
	01 de julio 2015
	3,900,572.50
	3,705,543.88
	15,023,312.48

	Rafael Sanabria Rojas
	31 de julio 2015
	6,560,223.67
	6,232,212.48
	26,251,170.00

	Randall Gómez Villalobos
	16 de septiembre 2015
	3,223,593.65
	3,062,413.97
	12,657,653.89

	Ricardo Chacón Cuadra
	01 de julio 2015
	3,060,665.41
	2,907,632.14
	12,410,408.82

	Rodolfo Arias Alvarado
	01 de julio 2015
	3,055,791.30
	2,903,001.73
	12,390,644.80

	Rodolfo Chinchilla Moya
	16 de agosto 2015
	902,770.37
	857,631.85
	3,589,925.85

	Rommel Ocampo Vargas
	01 de enero 2015
	1,198,774.07
	1,118,855.80
	7,026,002.62

	Rosa Herrera Noguera
	16 de agosto 2015
	899,030.48
	854,078.96
	3,847,677.11

	Roxana Meneses Ramírez
	01 de septiembre 2015
	1,929,900.64
	1,801,240.59
	10,168,174.07

	Sara González Ramírez
	31 de agosto 2015
	899,253.85
	854,291.16
	3,553,460.50

	Sonia Sánchez Solano
	16 de marzo 2015
	832,002.18
	790,402.08
	3,519,208.39

	Victoria Saborio Chaves
	23 de enero 2015
	3,126,873.23
	2,918,415.02
	18,003,038.44

	Ana Isabel Jiménez Salazar
	01 de enero de 2014
	2,718,059.20
	2,536,855.25
	18,809,501.18

	Ana Rita Valverde Zeledón
	01 de enero de 2014
	3,032,602.44
	2,830,428.95
	20,986,199.74

	Carlos Ato. Zamora Sánchez
	01 de enero de 2014
	3,063,706.19
	2,859,459.12
	21,201,443.86

	José Ángel Salazar Navas
	31 de enero de 2014
	3,392,150.51
	3,166,007.14
	23,248,200.15

	María Ramírez Brenes
	17 de enero de 2014
	939,628.44
	876,838.64
	6,484,276.76

	Marvin Quirós Leitón
	13 de enero de 2014
	1,693,567.98
	1,567,198.79
	8,785,182.24

	Rosa Elena Zúñiga Vargas
	20 de enero de 2014
	3,016,213.80
	2,842,489.69
	12,036,759.14

	Sergio Arnoldo Mata Carpio
	16 de enero de 2014
	1,381,449.65
	1,302,246.53
	5,498,278.22

	Shirley Paniagua Gómez
	22 de enero de 2014
	1,005,460.80
	947,511.37
	4,013,189.64

	Sonia Carrillo Gutiérrez
	01 de enero de 2014
	1,142,783.69
	1,066,598.11
	5,329,433.23

	
	Totales
	704,969,935.54



El corte mostrado se compone de un total de 69 casos que aritméticamente permiten el recalculo del monto inicial y por lo tanto su posterior afectación por ajustes de costo de vida, los cuales, luego de la estimación proyectada al 31 de diciembre 2021, generan una suma de más global por recuperar de ¢704,969,935.54 (Setecientos cuatro millones novecientos sesenta y nueve mil novecientos treinta y cinco colones con 54/100).

Finalmente, se muestra una tabla que resume el total de expedientes de jubilación analizados por año, la cantidad de casos con aplicación incorrecta del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones y de esos casos, la cantidad que permiten el recalculo del monto y cuantos no es posible el recalculo dado que al momento de la jubilación no cumplían ni con el tiempo de servicio ni con la edad para acogerse a la jubilación.

	
	Año 2010
	Año 2011
	Año 2012
	Año 2013
	Año 2014
	Año 2015
	Totales

	Total jubilaciones analizadas
	73
	121
	173
	185
	172
	156
	880

	Total de jubilaciones con aplicación incorrecta del 2 x 1
	0
	76
	107
	104
	113
	83
	483

	Total con recalculo de monto
	0
	60
	74
	71
	83
	59
	347

	Total sin recalculo de monto
	0
	16
	33
	33
	30
	24
	136

	Total con estimación de sumas de más.
	0
	0
	0
	0
	10
	59
	69



…”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Alexander Arguedas Vindas, solicita que se le explique más a fondo el tema para poder entender y dar su criterio.
Procede el máster Oslean Mora Valdez a dar una explicación de los antecedentes de esta gestión, indicando que la SUPEN, previo a la modificación de la ley, tenía discrepancia con la Corte Plena y el Consejo Superior, sobre el uso correcto de la regla del 2 x 1 que, para su criterio, estaba siendo utilizada de forma indebida por los Órganos del Poder Judicial. Además, señala que después de la modificación de la ley, y antes de que sea creara la Junta, como tal, el Consejo Superior y la Administración del Poder Judicial, no ejecutan mayor seguimiento a la situación, y es hasta enero de 2021 que, a raíz de una solicitud de la Dirección de Planificación, de un permiso con goce de salario y sustitución de 6 a 9 meses, para la revisión de más de 816 expedientes que habían ese momento, es que la SUPEN, se da cuenta que después de tantos años la situación no se había resuelto. Por lo que, al ser una situación heredad y de años atrás, la posición de la Junta fue que, la Administración del Poder Judicial diera revisados, los expedientes a la Junta, para su trámite, en razón de ello, es que el Consejo Superior, encomienda a la Dirección de Gestión Humana, la revisión e investigación de dichos expedientes, de las personas jubiladas, para posteriormente pasar a cobro los casos en que se deba de realizar.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del informe rendido por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora, la licenciada Maureen Siles Mata, Subdirectora y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe de Administración de Personal, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-0535-2021 del 11 de febrero de 2022. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, continuar con la labor que fue encomendada, en relación a los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, y que brinde los resultados a la mayor brevedad posible. 3.) Con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que remita un informe de los casos que ya tiene, y el trámite en que se encuentran. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, como seguimiento del plan de acción de la aplicación del 2 x 1, así como al Consejo Superior y la Corte Plena.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc97242217]ARTÍCULO XI
Documento Nº 250-2022
Conoce esta Junta Administradora, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 12-2022 del 10 de febrero del 2022, artículo XI, que literalmente dice:
[bookmark: _Toc62488530]“En sesión N° 08-2021 celebrada el 28 de enero de 2021, artículo XXIII, en lo conducente, se acogió en todos sus extremos el criterio jurídico N° DJ-C-26-2021 del 20 de enero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y el licenciado Roberth Fallas Gamboa; por su orden, Director Jurídico y Profesional en Derecho 3B, relacionado con las deducciones por planilla a salarios que afecten el mínimo establecido en el artículo 172 del Código de Trabajo.

El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, por su orden, Director Jurídico y Profesional en Derecho 3B, en oficio N° DJ-C-44-2022 de 1 de febrero de 2022, indicaron:

[bookmark: _Hlk93927036]“Esta Dirección Jurídica emitió el criterio DJ-C-26-2021 del 20 de enero 2021 en el que se analizaron las modificaciones introducidas por las leyes 9859 y 9918 a la Ley de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor (Ley 7472). En dicho criterio se concluyó:

“a. Esta Dirección Jurídica considera que únicamente para las obligaciones crediticias contraídas después del 18 de noviembre de 2020, ningún patrono podrá realizar deducciones del salario inembargable que surgieran de autorizaciones que los deudores hayan otorgado en cualquier operación crediticia, según exige el artículo 44 ter párrafo primero de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor vigente, porque eso sería materialmente imposible. Véase que en tesis de principio no podrían el deudor y acreedor consensuar tales deducciones porque la misma norma exige que el acuerdo está sujeto al “límite inembargable”

b. En el oficio DJ-3038-2020 se hizo alusión al criterio DJ-C-213-2020, el cual estimó una similitud con el de la Procuraduría General de la República C-078-2020 y es que se reconoce por regla general que las deducciones consentidas al salario solo pueden darse en la misma proporción en que es embargable y en tal sentido se da la existencia de un salario mínimo “intocable”.

c. El legislador determinó que las contrataciones de crédito en curso previas a la ley de usura (ley 9859) “deberán seguir siendo deducidas de los salarios” en estricto apego a las condiciones pactadas en esos contratos y hasta el respectivo cumplimiento de la obligación, sea el pago total de la operación crediticia (artículo transitorio de la ley 9918).

d. El párrafo segundo del numeral 44 ter vigente, establece la imposibilidad para las personas deudoras de solicitar que se les deje de deducir de sus salarios “las cuotas debidamente autorizadas previamente” “para el pago de las operaciones financieras de crédito, voluntariamente contraídas por este o para el pago de su afiliación a organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro, respetando el derecho y la libertad de contratación y de asociación del trabajador”. Esa imposibilidad va en dos sentidos, uno en el que cualquier autorización previa hecha por las personas deudoras en los contratos crediticios realizados con cualquier ente financiero no puede ser discriminada por el patrono ni tampoco este último puede dejar de “aplicar las deducciones al salario” que surjan de tales autorizaciones. El otro sentido, en el que tampoco puede el patrono discriminar ni dejar de aplicar las deducciones del salario con motivo del pago de las afiliaciones a “organizaciones de base asociativa social cuyo fin no es el lucro”, lo cual hace eco de lo establecido en el numeral 69 inciso k) del Código de Trabajo.

e. Sobre las deducciones a las jubilaciones que refiere el transitorio único de la ley 9918, debe tenerse presente que, en acatamiento del bloque de legalidad vigente y en aplicación de lo dispuesto en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones el órgano competente para decidir lo que en derecho corresponda en relación con la materia de jubilaciones, los montos que se concedan por tal concepto y si puede verse afectada por algún tipo de deducciones o rebajos o embargos. Por ello, considera esta Dirección Jurídica que en este aspecto deberá analizarse por parte de dicha Junta si lo establecido en la Ley de Usura y sus reformas afectan de manera alguna lo que corresponda sobre las deducciones consentidas por las personas jubiladas en las distintas operaciones crediticias.” (Se agrega lo resaltado).

El Consejo Superior en la sesión 08-2021 del 28 de enero de 2021, artículo XXIII acogió el anterior criterio y ordenó su comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), a la Auditoría Judicial y a la Dirección de Gestión Humana (DGH). Por su parte la JUNAFO en la sesión 09-2021 del 01 de marzo del mismo año, artículo XV tomó nota del acuerdo del Consejo Superior citado y mantuvo lo resuelto por esa Junta en la sesión número 35-2020 del 26 de octubre 2020, artículo IX.

Ahora bien, la Procuraduría General de la República (PGR) vertió el dictamen C-017-2021 del 21 de enero del 2021, es decir un día después de la emisión y comunicación del criterio de esta Dirección Jurídica número DJ-C-26-2021. Ese dictamen de la PGR trató sobre una consulta realizada por el Alcalde Municipal de Abangares en la que se inquirió sobre la vigencia del pronunciamiento C-078-2020 de esa procuraduría relativo a las deducciones posibles de practicar sobre el salario para la amortización de operaciones de crédito previamente adquiridas por las personas servidoras públicas. 

Sobre esa consulta la PGR señaló en el dictamen C-017-2021 que antes de las modificaciones a la ley 7472 “ni siquiera a solicitud del trabajador resultaría posible retener de su salario sumas que afecten el salario mínimo intocable al que se refiere el párrafo primero del artículo 172 del Código de Trabajo.”, empero; cita que con la entrada en vigencia de la ley 9918: 

“…aun cuando existan dudas acerca del ajuste de la ley n.° 9918 a disposiciones de rango superior (como el artículo 57 constitucional, relacionado con el derecho de los trabajadores a recibir un salario mínimo “…que le procure bienestar y existencia digna”; o el artículo 10 del Convenio n.° 95 de la OIT, según el cual, “El salario deberá estar protegido contra su embargo o cesión en la proporción que se considere necesaria para garantizar el mantenimiento del trabajador y de su familia”) lo cierto es que, en virtud del control concentrado de constitucionalidad que impera en nuestro país, los operadores jurídicos no pueden desacatar, por razones de constitucionalidad, lo dispuesto en una ley vigente. Así las cosas, lo procedente es aplicar lo dispuesto en el artículo 44 ter de la Ley contra la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, reformado por la ley n.° 9918 de 11 de noviembre del 2020, mientras se resuelve la acción de inconstitucionalidad que se tramita en el expediente n.° 20-21844-0007-CO. Del resultado de esa acción de inconstitucionalidad dependerá, en definitiva, si las deducciones salariales destinadas a amortizar las operaciones de crédito contraídas por los trabajadores pueden abarcar la totalidad de su salario, o si deben respetar el menor salario mensual establecido en el decreto de salarios mínimos, según lo dispuesto en el artículo 172, párrafo primero, del Código de Trabajo, en relación con el artículo 174 de ese mismo Código.” (El resaltado no es prístino). 

En este punto hay que detenerse porque la Sala Constitucional mediante el voto 11996-2021 del 26 de mayo de 2021, dictado dentro del expediente 20-21844-0007-CO declaró sin lugar la acción de inconstitucionalidad mencionada por la PGR, por lo que en palabras de la PGR “las deducciones salariales destinadas a amortizar las operaciones de crédito contraídas por los trabajadores pueden abarcar la totalidad del salario”. 

En otro orden de ideas, sobre las jubilaciones la PGR explicó que, el “transitorio al artículo 44 ter de la ley n.° 7472 que permite deducir sin límite del salario del trabajador, y de las pensiones, todas las operaciones de crédito constituidas antes de la entrada en vigencia de la “Ley contra la Usura”, independiente de que el acreedor sea una organización de base asociativa social sin fines de lucro, o que se trate de una casa comercial, de una financiera, de una institución bancaria, etc.” (el resaltado se suple). Al respecto la Sala Constitucional en el voto señalado en el parágrafo anterior consideró que:

“…el transitorio impugnado, no resulta inconstitucional, toda vez que, lo único que asegura es la posibilidad de que se continúen aplicando las deducciones ya autorizadas por el propio trabajador, en todas aquellas operaciones de crédito vigentes, antes de la entrada en vigencia de la ley n.° 9859, hasta su cancelación. El Estado protegió al trabajador asegurándole la fijación de un salario mínimo para atender sus necesidades básicas, y en el marco del ordenamiento jurídico vigente en ese momento, fue el mismo trabajador, quien, en su derecho a la libre disposición de ese salario, es el que suscribió tales créditos y autorizó tales deducciones. De ese modo, este transitorio no solo respeta lo pactado en su oportunidad por el trabajador consumidor financiero, sino también los derechos fundamentales de la otra parte de la relación contractual. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo se refiere.”.

Finalmente, la PGR concluyó:

“1.- El artículo 44 ter de la Ley contra la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, reformado por la ley n.° 9918 de 11 de noviembre del 2020, autoriza que se deduzcan directamente del salario del trabajador las cuotas que éste se haya comprometido a cancelar a las organizaciones de base asociativa social cuyo fin no sea el lucro, sin importar si tales deducciones llegan al punto de abarcar la totalidad del salario. 

2.- El Transitorio adicionado al artículo 44 ter de la Ley contra la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor por la ley n.° 9918 citada, permite deducir del salario y de la pensión, sin límite alguno, todas las operaciones de crédito constituidas antes de la entrada en vigencia de la “Ley contra la Usura” n.° 9859 de 16 de junio del 2020, independiente de que el acreedor sea una organización de base asociativa social sin fines de lucro, o que se trate de una casa comercial, de una financiera, de una institución bancaria, etc. 

3.- Mientras las disposiciones legales citadas se encuentren vigentes, privan sobre lo resuelto por esta Procuraduría en dictámenes anteriores a la promulgación de la ley n.° 9918, en relación con la existencia de una porción del salario (la equivalente al menor salario mensual establecido en el decreto de salarios mínimos) que no es susceptible de deducciones para la amortización de créditos adquiridos por los trabajadores.”. (Se adhiere el subrayado).

De lo expuesto se constata consistencia entre lo expresado por esta Dirección Jurídica en el criterio DJ-C-26-2021 del 20 de enero del 2021 y el criterio C-017-2021 del 21 de enero del mismo año vertido por la PGR. Aunado a ello, es de trascendental importancia reiterar que el voto de la Sala Constitucional 11996-2021 del 26 de mayo del año anterior no encontró inconstitucionalidades en la reforma determinada por la ley 9918; por lo que, se considera pertinente que este análisis jurídico comparativo sea comunicado al Consejo Superior del Poder Judicial, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a la Auditoría Judicial y a la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, para los efectos informativos correspondientes y que consideren dar al mismo.”
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Se acordó: 1.) Tener por presentado el oficio N° DJ-C-44-2022 de 1 de febrero de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, por su orden, Director Jurídico y Profesional en Derecho 3B, en adición al criterio DJ-C-26-2021 del 20 de enero 2021 en el que se analizaron las modificaciones introducidas por las leyes 9859 y 9918 a la Ley de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor (Ley 7472). 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Auditoría Judicial y de la Dirección de Gestión Humana, para los efectos informativos correspondientes y que consideren dar al mismo. Se declara acuerdo firme.”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 12-2022 del 10 de febrero del 2022, artículo XI, sobre el análisis de las modificaciones introducidas por las leyes 9859 y 9918 a la Ley de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor (Ley 7472).
La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc97242219]ARTÍCULO XII
Documento Nº 245-2022
Conoce esta Junta Administradora, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 16-2022 del 24 de febrero del 2022, artículo XI, que dice:
“En sesión N° 04-2022 celebrada el 13 de enero del 2022, artículo XXX este Consejo indicó: “Una vez analizado el oficio número PJ-DGH-AP-5529-2021, remitido a la Secretaría General de la Corte el 5 de enero de 2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefe interino de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana y en razón de lo apremiante que resulta para este Consejo Superior la resolución de la revisión de casos de personas jubiladas judiciales que tienen irregularidad con los montos girados, se acordó: Turnar al integrante que por rol corresponda con la finalidad que se realice un acercamiento con las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, así como con el Despacho de la Presidencia, con el propósito de resolver el tema a la mayor brevedad posible. Lo anterior tomando en cuenta que en reiteradas ocasiones este órgano ha externado su preocupación por el tiempo transcurrido para rendir el citado informe, así como en consideración que el tema es prioridad institucional, por las repercusiones económicas que su incumplimiento generaría.

Las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, así como el Despacho de la Presidencia, tomarán nota para los fines correspondientes.”

[bookmark: _Hlk95827926]También, en sesión N° 13-2022 celebrada el 15 de febrero del 2022, artículo XXII, el Consejo Superior acordó: “Turnar a la integrante Pizarro Gutiérrez, a fin de que se tramite conjuntamente con el estudio y diligencias que señala y remita el informe correspondiente, para elevar a la Corte Plena. Se declara acuerdo firme.”
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[bookmark: _Hlk95375230]En razón de estos acuerdos, la Integrante de este Consejo, Sandra Pizarro Gutiérrez promovió la realización de una reunión el día miércoles 16 de febrero del año en curso, en la cual participaron el máster Roger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia de la Corte, máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, la máster Roxana Arrieta Meléndez y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden Directora interina, y Jefe interino de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana. 

En dicha reunión la Directora de Gestión Humana expuso los avances del proyecto para determinar los casos donde se aplicó de manera incorrecta el transitorio III del Régimen General de Pensiones con cargo al Presupuesto Nacional, informando que en total, deben hacer un estudio de 2330 casos (desde que se empezó a aplicar el transitorio indicado en 1994 hasta la suspensión de su aplicación en el año 2015). Señaló que de la totalidad de estos casos, ya efectuaron 880, de los cuales detectaron 483 casos con problemas de aplicación incorrecta del transitorio indicado. También indicó que llevan 69 casos terminados referente a la estimación de sumas de más.

Con dicha información, se concluye que a la fecha falta realizar el estudio de 1450, por lo que se le consultó a la Directora de Gestión Humana cuándo estimaba que iban a terminar de efectuar estos estudios, manifestando que los 880 casos que ya concluyeron tardaron seis meses en estudiarlos y expuso la dificultad que enfrentan para realizar estos estudios con los dos recursos con que cuentan, debido a que también se encuentra realizando la estimación de sumas pagadas demás en los casos donde pudo haberse excedido los alcances de la norma.

 En razón de lo anterior y de la necesidad de que este estudio culmine lo más pronto posible, se considera pertinente suspender el trabajo que se encuentra realizando Gestión Humana referente a la estimación de sumas pagadas de más que se había ordenado en la sesión Nº 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XX, donde este Consejo indicó que debía la Dirección Jurídica en coordinación con la Dirección de Gestión Humana, determinar las sumas giradas demás a las personas jubiladas judiciales que se vieron beneficiadas con la aplicación del TRANSITORIO III (dos por uno) de la Ley denominada Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional N°7302. Lo anterior, en el entendido de que, por el momento, esta información no es necesaria, puesto que sería hasta que en el proceso correspondiente (en sede administrativa o jurisdiccional) se anulen los actos administrativos que correspondan, que se podría proceder con un eventual cobro de esas sumas pagadas de más. De igual forma, sería hasta que en dichos procesos se concrete que requieren esa información, que se tendría que brindar. De esta forma, si Gestión Humana se avoca a realizar ese trabajo atinente a la estimación de sumas de más, cuando la misma sea requerida por la sede jurisdiccional o administrativa, se encontraría desfasada y tendría que actualizarse, lo que representaría un doble trabajo, y en la actualidad una subutilización del recurso humano que se brindó para este tema. Así las cosas, siendo que la estimación de sumas de más no constituye un tema esencial para instaurar el proceso de anulación, y dada la prontitud con que se requiere la información con los elementos necesarios para que la Corte Plena tome una decisión, es que se considera necesario dar un mejor uso del recurso humano otorgado para estos efectos, destinándolo para que se avoque de manera célere y eficaz a terminar los casos de estudio que faltan de enviar a la Dirección Jurídica.
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe PJ-DGH-AP-5529-2021, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden Directora interina, Subdirectora interina y Jefe interino de Administración Salarial, todos de la Dirección de Gestión Humana, donde se detalla el progreso del proyecto para determinar los casos cuya aplicación del transitorio III de la Ley Marco de Pensiones se realizó de manera incorrecta y en razón de lo apremiante que resulta para este Consejo Superior la culminación del estudio de revisión de los 1450 casos faltantes, es que se considera pertinente que la Dirección de Gestión Humana suspenda el trabajo que ha venido realizando de la estimación de sumas de más que han percibido estas personas y se avoque únicamente a finalizar el estudio indicado, modificándose de esta forma el acuerdo tomado en la sesión Nº 70-18 celebrada el 7 de agosto de 2018, artículo XX, en el que se había dispuesto realizar las estimaciones de sumas pagadas al ser información que se requiere a la brevedad posible para poder remitirla a Corte Plena y que realice la valoración que estime pertinente sobre la anulación de los actos administrativos que aprobaron las jubilaciones indicadas. 2) La Dirección de Gestión Humana deberá en el plazo de 10 días hábiles contados a partir de la notificación de este acuerdo, presentar ante este Consejo un cronograma o plan de trabajo razonable donde indique la forma y el tiempo en que se atenderán los estudios de los 1450 casos de personas jubiladas judiciales que falta realizarles el respectivo estudio para determinar si se les aplicó de manera incorrecta el transitorio III de la Ley Marco de Pensiones. 3) Tener por rendido el criterio jurídico Nº DJ-41-2022 del 28 de enero de 2022, y elevarlo a la Corte Plena con el fin de que defina el procedimiento a seguir para efectos de dictar la nulidad eventual de los actos administrativos que otorgaron jubilaciones donde la aplicación del Transitorio III indicado podría haber excedido los alcances de esta norma, sea la nulidad en sede administrativa en caso de vicios evidentes y manifiestos o bien la declaratoria de lesividad en sede administrativa con el fin de que se interponga un proceso de lesividad en la vía jurisdiccional. 4) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana remitir los avances del Proyecto a la brevedad posible, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a la Dirección Jurídica con copia a este Consejo Superior. 5) Comunicar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana, al Director del Despacho de la Presidencia, a la Dirección Jurídica y a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 16-2022 del 24 de febrero del 2022, artículo XI. 2.) Comunicar al Consejo Superior, que en el artículo X, de esta acta, se conoció un avance preliminar, remitido por la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-0535-2021 del 11 de febrero de 2022. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, para que continúe con la labor que fue encomendada, en relación a los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, y que brinde los resultados a la mayor brevedad posible.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc97242221]ARTÍCULO XIII
Documento N° 220-2022
El señor Jorge Monge Bonilla, Secretario de la Junta Directiva del Banco Central, en oficio N° JD-6048/07 del 23 de febrero de 2022, informó lo siguiente:
“La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 7 del acta de la sesión 6048-2022, celebrada el 16 de febrero del 2022,

considerando que:

I.	De conformidad con el artículo 400, inciso c) del Código de Comercio, las bolsas de comercio quedan sometidas a la vigilancia del Banco Central de Costa Rica (BCCR). Esa facultad de vigilancia se ejercerá de acuerdo con los reglamentos de operación y funcionamiento que emita el Banco Central, a propuesta de la bolsa interesada. En detalle, esta norma indica lo siguiente: 

ARTÍCULO 400.- Además de los requisitos indicados en los dos artículos anteriores, para la formación de una bolsa de mercancías, se requieren los siguientes:

a)…

c) La sociedad quedará sometida a la vigilancia permanente del Banco Central de Costa Rica y será ejercida de acuerdo con los reglamentos que esa institución promulgue, los cuales se referirán a las normas que deban seguirse para efectuar las operaciones de bolsa; a las normas que deben seguirse para el ordenado funcionamiento de la bolsa y a las tarifas del Estado o de sus instituciones que sean colocadas por su medio.

Estos reglamentos los autorizará el Banco Central de Costa Rica, a propuesta de la bolsa interesada.

[bookmark: _Hlk96282865]II.	Con fundamento en la normativa indicada en el punto anterior, en el artículo 2 del acta de la sesión de 4558-92, celebrada por Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica el 13 de febrero de 1992, se aprobó el Reglamento General de la Bolsa de Productos Agropecuarios, publicado en el diario oficial La Gaceta 48, del 9 de marzo de 1992.

III.	De conformidad con la información que Bolcomer, Bolsa de Comercio, S.A. expone en su página Web, específicamente en la dirección http://www.bolcomer.com/wp-content/uploads/2019/03/Reglamento-General-Gaceta-24-09-05.pdf, por reforma a sus Estatutos inscrita al tomo 1666, folio 294, asiento 399 del Registro Mercantil del Registro Público, el 25 de marzo de 2003 la razón social de Bolsa de Productos Agropecuarios cambió a Bolsa de Comercio, S.A., que es la que utiliza actualmente. 

IV.	La entrada en vigencia de la Ley Reguladora del Mercado de Valores en enero de 1997 derogó tácitamente el deber de vigilancia del BCCR sobre las bolsas de comercio, al establecerse en el Transitorio IX de esa ley que éstas serían supervisadas por la Superintendencia General de Valores. 

V.	En el voto de la Acción de Inconstitucionalidad 2011-005966, en lo que interesa, se anuló por inconstitucional el citado Transitorio IX de la Ley 7732, así como el Reglamento para las Bolsas de Comercio, emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. Ello provocó un periodo de incertidumbre, luego del cual se concluyó que la decisión judicial implicaba la restitución de la facultad del Banco Central de vigilar a las bolsas de comercio, de conformidad con el inciso c) del artículo 400 del Código de Comercio, y también el restablecimiento de la vigencia del Reglamento General de la Bolsa de Productos Agropecuarios. 

VI.	El Reglamento General de la Bolsa de Productos Agropecuarios está desactualizado y no es apto para regular ni la realidad actual ni los planes futuros de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A. Por ejemplo, este reglamento tiene como objetivo principal de la Bolsa el organizar un mercado eficiente para la negociación de productos agropecuarios (artículo 2). En línea con ella, en su artículo 3 establece que los bienes negociables en dicha bolsa serían “…los bienes y productos de origen o destino agropecuario, de producción nacional o extranjera, y los documentos mercantiles que, de cualquier manera representen, constituyan o concedan derechos sobre bienes, servicios o productos de la naturaleza indicada”. En contraste con estas disposiciones, Bolcomer planea incursionar en temas muy distintos a la negociación de productos agropecuarios, entre los que están el descuento de facturas, darles liquidez a contratos de crédito hipotecario e incursionar en el mercado de cambio de monedas que no involucren al colón. 

VII.	Al ser evidente que el actual reglamento para la bolsa de productos agropecuarios no satisface las necesidades y expectativas de Bolcomer, se decidió que lo pertinente era emitir un nuevo reglamento operativo y funcional para Bolcomer, Bolsa de Comercio, S.A. Para ello, Bolcomer y los equipos técnicos del BCCR emprendieron un trabajo conjunto para la actualización del reglamento. Como consecuencia de este esfuerzo, el 30 de junio de 2021, Bolcomer, Bolsa de Comercio, S.A., propuso al Banco Central el Proyecto de Reglamento Operativo de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A., para la eventual aprobación y emisión por parte de la Junta Directiva del BCCR.

VIII.	La Administración del BCCR explicó en detalle el contenido de esta propuesta de normativa a esta Junta Directiva, que está de acuerdo en su contenido. Por lo tanto, esta Junta Directiva avala enviar la propuesta de Reglamento a consulta pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, por el plazo de diez días hábiles. 

resolvió en firme:

1.	Remitir en consulta pública, a la luz de lo establecido en el numeral 3, artículo 361 de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, por un plazo máximo de 10 días hábiles, contado a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta, la siguiente propuesta de Reglamento Operativo de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A., que seguidamente se detalla:

“REGLAMENTO OPERATIVO DE BOLCOMER BOLSA DE COMERCIO, S.A.

TÍTULO I
CONSIDERACIONES GENERALES Y BOLCOMER BOLSA DE COMERCIO, S.A.

CAPÍTULO I
GENERALIDADES

Artículo 1.  Objeto

El presente reglamento tiene como objeto determinar las normas a seguir para efectuar las operaciones de bolsa y el ordenado funcionamiento de Bolcomer Bolsa de Comercio, S.A.

Artículo 2.  Potestad de vigilancia del Banco Central de Costa Rica

Bolcomer queda sometida a la vigilancia permanente del Banco Central de Costa Rica, de conformidad con lo establecido en el inciso c) del artículo 400 del Código de Comercio y el Reglamento. Para tales efectos, Bolcomer proveerá toda la información que sea requerida por el Banco Central de Costa Rica directamente o con motivo de las inspecciones que realice en ejercicio de este deber.

Artículo 3.  Conceptos

ADMISIÓN DE OFERTA: Autorización para que una oferta sea comunicada al medio y negociada en los mercados que administra Bolcomer.

AGENTE DE BOLSA: Persona física representante de un puesto, titular de una credencial otorgada por la bolsa.

AGENTE DE BOLSA ACTIVO: Es el agente de bolsa que, aparte de cumplir con los requisitos indicados en el inciso anterior, mantiene una relación contractual vigente con un puesto de bolsa, con el que será solidariamente responsable por las operaciones que realice y no podrá actuar en más de un puesto de bolsa a la vez.

ALMACEN GENERAL DE DEPÓSITO: Los Almacenes Generales de Depósito son aquellos constituidos de conformidad con la Ley de Almacenes Generales, del quince de Octubre de mil novecientos treinta y cuatro, sus reformas y su Reglamento.

BANCO CENTRAL DE COSTA RICA: El Banco Central de Costa Rica es la organización estatal cuyo principal objetivo es controlar la inflación. Realiza labores conjuntamente con el Consejo Nacional de Supervisión de Sistema Financiero para cumplir con sus objetivos. Se encarga también de promover la eficiencia del sistema de pagos internos y externos y mantener su normal funcionamiento, entre otras tareas.

BIEN NEGOCIABLE: es todo aquello que puede ser negociado en la bolsa de comercio: toda clase de metales, toda clase de mercancías, toda clase de objetos de arte, toda clase de productos agropecuarios, toda clase de activos no financieros, toda clase de bienes, bienes muebles, inmuebles y semovientes, así como los documentos mercantiles que, de cualquier manera representen, constituyan o concedan derechos sobre bienes muebles, bienes inmuebles, semovientes, activos no financieros, servicios o mercancías y productos de las naturalezas indicadas; contingentes de importación, derivados tanto de los casos de Desabastecimiento, como de las negociaciones comerciales bilaterales o multilaterales que haya suscrito o suscriba el país en el futuro.

BOLCOMER: BOLCOMER BOLSA DE COMERCIO, S.A.

BOLSA DE COMERCIO: Mercado organizado para la libre transacción de bienes negociables.

CÁMARA DE COMPENSACIÓN: La compensación es el proceso, posterior a la rueda de negociación, mediante el cual se determinan saldos netos acreedores y deudores de los participantes en el mercado, así como las comisiones debidas a la bolsa en virtud de la operación compensada y las garantías de cumplimiento y márgenes que debe aportar cada parte. Entidad que se encarga de compensar y liquidar las operaciones realizadas por medio de Bolcomer.

CENTRO DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE CONFLICTOS (RAC): Institución que, en virtud de la Ley sobre Resolución Alternativa de Conflictos y Promoción de la Paz Social, se dedica a la administración institucional de procesos o técnicas de resolución de conflictos, tales como la mediación, la conciliación o el Arbitraje.

CENTROS DE DEPÓSITO: instalaciones que ofrecen condiciones adecuadas para ofrecer a terceros el almacenamiento de bienes o productos. Se incluye también las empresas proveedoras de servicios fiduciarios.

CLAUSULA PENAL: convenio en virtud del cual el deudor se compromete a una prestación accesoria cualquiera, consistente por lo común en el pago de una suma de dinero, para el caso en que no satisfaga su deuda de manera convenida, o que fuere constituido en mora.

COMISIÓN: Pago que reciben la bolsa, los puestos y los agentes por el servicio que brindan a otro participante.

COMITÉ DISCIPLINARIO: comité nombrado por la Junta Directiva de la bolsa a quien le corresponde conducir los procesos de investigación e instrucción de causas por actos contrarios a su reglamento sancionatorio.

COMPRAVENTA: contrato por el cual se transfiere la propiedad de algo a cambio de un precio.

CONTRATO BURSATIL: Acuerdo de las partes para llevar a cabo una operación en la bolsa. Documento físico o anotación digital que demuestra la existencia de dicho acuerdo.

CORRO: Lugar específico dentro de la bolsa o plataforma virtual de negociación donde se realizan las operaciones encomendadas a los puestos.

CUENTA PROPIA: quien actúa para si o para su grupo de interés económico.

CUMPLIMIENTO: dar o hacer correctamente aquello que se acordó y de lo cual se es responsable.

DOMICILIO BURSATIL: Lugar que señalan los puestos y agentes de bolsa para recibir comunicaciones sobre operaciones, así como notificaciones en procesos administrativos y judiciales relacionados con la bolsa.

EJECUCION COACTIVA: facultad que permite a la bolsa ejecutar forzosamente un contrato bursátil incumplido. Por la ejecución coactiva o forzosa, la bolsa ejecuta el contrato incumplido a partir de la ejecución de los márgenes o garantías.

GARANTIA: Cosa que asegura y protege contra algún riesgo. Específicamente se refiere a los instrumentos financieros, bienes y depósitos que los agentes participantes en el sistema bursátil entregan a la bolsa para asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de su propia condición o surgidas en virtud de las operaciones bursátiles en las que participan.

GESTOR DE NEGOCIOS: Individuo que, sin tener credencial de agente de bolsa, actúa a nombre y por cuenta de un puesto de bolsa en la promoción de sus negocios.

LIQUIDACIÓN DE OPERACIONES: Terminación definitiva del contrato derivado de una operación bursátil por haber surtido todos los efectos jurídicos y económicos programados por las partes desde la constitución del mismo. Entrega de lo acordado a cada parte.

MARCO NORMATIVO: Disposiciones legales, reglamentarias, administrativas y procedimentales aplicables a Bolcomer y a los agentes que efectúan o participan en las operaciones realizadas en la bolsa.

MARGEN, MARGENES: El margen son los fondos necesarios para abrir y mantener una posición en la bolsa. Diferencia entre el valor total de una posición y el financiamiento recibido.

aa)	MERCADO DE DERIVADOS: lugar físico o virtual en que se transan derechos que derivan de los bienes que se negocian en el mercado de físicos.
bb)	MERCADO DE FISICOS: lugar físico o virtual en el que se negocian los bienes en si mismos. El resultado de las operaciones en este mercado es la transferencia de los bienes como tales.
cc)	OFERTA ADMITIDA: propuesta de operación aprobada para ser negociada en bolsa. 
dd)	OFERTA EN FIRME: propuesta de operación bursátil que no está sujeta a ninguna condición.
ee)	OFERTA VIGENTE: oferta admitida que se encuentra en el plazo definido para ser negociada.
ff)	OPERACIONES A PLAZO: Operaciones en las que las partes acuerdan realizar la entrega del dinero y/o la de los bienes o títulos en una determinada fecha en el futuro.
gg)	OPERACIONES ACORDADAS: operación en la que el comprador está representado por un puesto y el vendedor está representado por otro puesto.
hh)	OPERACIONES CRUZADAS: Operaciones en las que el mismo puesto representa tanto al cliente que compra como al que vende.
ii)	ORDEN DE TRANSACCION: documento suscrito física o digitalmente por el mandante que respalda la operación realizada por un puesto de bolsa.
jj)	PERITO: Persona autorizada por la bolsa para extender certificaciones o constancias sobre las características de los bienes.
kk)	PLATAFORMA DE NEGOCIACION: programa automatizado para la realización virtual de operaciones de bolsa.
ll)	PUESTO DE BOLSA: Persona jurídica autorizada por la Bolsa para realizar actividades bursátiles.
mm)	RECOMPRA: Contrato en el que una parte vende hoy bienes negociables y mantiene el derecho o el deber de comprarlo de nuevo en un plazo determinado, reconociendo a su contraparte un sobreprecio por el tiempo que estuvo vigente el contrato.
nn)	REGLAMENTO GENERAL: Disposiciones de carácter general que norman el funcionamiento de la bolsa y la vigilancia que ejerce el Banco Central.
oo)	RUEDA: sesión de negociación en la bolsa, entendida como toda reunión pública física o virtual, dirigida y reglamentada por Bolcomer, en donde los agentes efectúan operaciones comerciales de naturaleza bursátil.
pp)	VIGILANCIA: función y competencia que ejerce el Banco Central sobre Bolcomer, todo de conformidad con el artículo 400 inciso c) del Código de Comercio y este reglamento.

CAPÍTULO II

PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE LA BOLSA Y NORMAS DE CONDUCTA

Artículo 4.	Principios fundamentales de la Bolsa

Los siguientes principios fundamentales deberán ser observados por quienes operen en el mercado bursátil de comercio.

Autorregulación: La Bolsa de Comercio se regula a sí misma y está sometida a la vigilancia del Banco Central.

Protección al cliente: Los clientes son la razón de ser de la Bolsa y por eso gozan de la protección del sistema bursátil, que deberá garantizarles el acceso a los mecanismos internos necesarios para velar por sus intereses.

Información: El crecimiento, profundización y consolidación de los mercados bursátiles depende de la producción y suministro al cliente de información cierta, suficiente y oportuna.

Transparencia: Las reglas de operación del mercado son las mismas y se aplican de igual forma para todos los participantes del mercado.

Competencia: La sana competencia fomenta una mayor participación de oferentes y demandantes, con la consecuente formación eficiente de precios en el mercado.

Cumplimiento de las operaciones en bolsa: Los mercados deben estructurarse de manera tal que se garantice la liquidación de las operaciones.

Artículo 5.  Normas de conducta

La Junta Directiva de Bolcomer emitirá las normas de conducta que deberán observar todos los participantes en el mercado.

Estas normas deberán contener las disposiciones necesarias para regular, al menos, los conflictos de interés, el acceso y el uso de información confidencial y privilegiada, las conductas necesarias para promover la integridad y el funcionamiento efectivo del mercado, así como los esfuerzos en la lucha contra la legitimación de capitales.

CAPÍTULO III

BOLCOMER BOLSA DE COMERCIO

Artículo 6.  Funciones, atribuciones y responsabilidades.

Bolcomer tendrá las siguientes funciones, atribuciones y responsabilidades:

Autorizar el funcionamiento de los puestos y agentes de bolsa que participan en ella; regular y supervisar sus operaciones en bolsa, y velar porque cumplan la normativa vigente, ejerciendo las facultades de fiscalización, corrección y disciplina sobre estos y sus agentes autorizados.

Establecer los medios, infraestructura y procedimientos que faciliten la realización de las transacciones.

Llevar el registro de los productos negociables, de las transacciones y de los contratos realizados; así como de cualquier otro elemento que sea necesario para facilitar la labor de vigilancia del Banco Central.

Mantener actualizada y difundir la información sobre lo admitido a negociación, sus normas de calidad o descripciones, el volumen, el precio y los puestos de bolsa participantes en las operaciones.

Velar por la transparencia en la formación de los precios en el mercado y la aplicación de las normas legales y reglamentarias en las negociaciones.

Ejercer la ejecución coactiva o la resolución contractual de las operaciones bursátiles, así como efectuar la liquidación de las operaciones y, en su caso, ejecutar las garantías que los puestos de bolsa deban otorgar, todo de conformidad con los plazos y procedimientos internos determinados reglamentariamente por la bolsa y en el presente Reglamento.

Tomar las medidas pertinentes para garantiza la posibilidad de que los conflictos patrimoniales que surjan por operaciones entre los puestos de bolsa, entre los agentes de Bolsa y sus puestos o entre estos últimos y sus clientes, puedan ser sometidos a un proceso de solución mediante alguno de los mecanismos regulados en la Ley Resolución Alterna de Conflictos y Promoción a la Paz Social.

Comunicar al Banco Central toda transgresión a las disposiciones legales o reglamentarias de la que tenga conocimiento.

Suspender la negociación cuando existan condiciones desordenadas u operaciones no conformes con los sanos usos o prácticas del mercado que pongan en peligro a los participantes o la correcta operación de las actividades de la bolsa. La bolsa deberá definir y publicar las condiciones o parámetros objetivos y cuantificables bajo las cuales se puede suspender la negociación del instrumento o la sesión, y el tiempo que se mantendrá suspendida; adicionalmente, cuando se presenten suspensiones, la Bolsa deberá notificar de inmediato al Banco Central y al resto de participantes la suspensión decretada, sus debidas justificaciones y las medidas aplicadas.

Aprobar los laboratorios para certificar la calidad de los productos a negociar y las calificadoras de bienes de todo tipo.

Cumplir con la normativa y reglamentos referentes a la “Ley de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas” que resulten aplicables.

Artículo 7.  Limitaciones de Bolcomer

Bolcomer no podrá realizar por cuenta propia o por representación de terceros, operaciones comerciales de compraventa de lo que en ella se negocie. Tampoco podrá fijar o recomendar las tarifas que los puestos de bolsa cobrarán a sus clientes.

Artículo 8.  Registro de productos, mercancías, bienes y derechos

Bolcomer llevará un registro de los productos, mercancías, bienes y derechos negociables, así como de los puestos de bolsa y agentes que participan en ella. Asimismo, emitirá las normas con los requisitos y características de inscripción correspondientes. Esta información será pública y deberá ser difundida periódicamente de oficio o a solicitud del Banco Central. En todo caso, Bolcomer podrá negociar productos no registrados bajo responsabilidad de las partes intervinientes, al amparo de lo establecido en el artículo 406 del Código de Comercio.

Artículo 9.  Registro de servicios de los puestos de bolsa

Bolcomer llevará un registro de los servicios propios que los puestos de bolsa brindan a sus clientes. Los puestos de bolsa no podrán ofrecer servicios con un nombre igual al registrado por otro Puesto.

CAPÍTULO IV

PARTICIPANTES

Artículo 10.	Participantes autorizados

Se consideran participantes en Bolcomer, los puestos de bolsa y los agentes de bolsa debidamente autorizados e inscritos ante ella.

Artículo 11.	Inscripción de los puestos de bolsa

La inscripción de los puestos de bolsa deberá hacerse a solicitud de éstos, previo cumplimiento de los siguientes requisitos y condiciones:

Constituirse como sociedad anónima conforme a lo dispuesto en el Código de Comercio y utilizar el nombre de “Puesto de Bolsa de Comercio” en su razón social.

Establecer un objeto social limitado a las actividades autorizadas por la normativa vigente relacionada con las bolsas de comercio y los puestos de bolsa.

Que ninguno de sus directivos, gerentes o personeros haya sido condenado por delitos contra la propiedad o la buena fe, en los últimos 10 años, y que cuenten con amplia capacidad y experiencia en materia bursátil.

Constituir las garantías que determine Bolcomer.

Cumplir con los requisitos operativos que Bolcomer establezca reglamentariamente.

Pagar los cargos correspondientes a la autorización en los términos y condiciones establecidos por Bolcomer.

Artículo 12.	Obligaciones de los puestos de bolsa

Son obligaciones de todo puesto de bolsa:

Mantener vigente la garantía que le corresponda de acuerdo con lo establecido reglamentariamente por Bolcomer.

Contar con los libros y registros actualizados que determinen los reglamentos de Bolcomer y proporcionar información fidedigna y oportuna sobre las actividades que se registren en ellos.

Cumplir con la normativa prudencial que reglamentariamente establezca Bolcomer. Dicha normativa considerará entre otras cosas, la naturaleza de sus operaciones, su cuantía y el tipo de bienes, mercancías, productos o derechos que se negocien.

Verificar la conformidad de los certificados de calidad y la legítima procedencia de lo negociado.

Mantener en reserva la información suministrada por sus clientes, salvo que esta sea solicitada por Bolcomer o una autoridad judicial competente.

Actuar de acuerdo con las sanas prácticas del mercado.

Cumplir con la liquidación de las operaciones.

Cumplir con la normativa y reglamentos referentes a la Ley de estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas.

Cumplir las demás disposiciones que Bolcomer establezca internamente.

CAPÍTULO V

AGENTES DE BOLSA

Artículo 13. Concepto

Son agentes de Bolsa las personas físicas que gozan de una autorización otorgada por Bolcomer y que actúan como representantes de un puesto de bolsa, a nombre de quien realizan personalmente las actividades que se les encarguen.

Artículo 14. Capacidad

Los agentes de bolsa podrán realizar todas las actividades autorizadas por Bolcomer, como representantes del puesto de bolsa de que se trate. Sin embargo, la Junta Directiva de Bolcomer podrá establecer, en cualquier tiempo y de manera general, distintas categorías de agentes de bolsa, según la naturaleza de las atribuciones y obligaciones que se estipulen. El acuerdo que apruebe la creación de categorías de agentes de bolsa deberá establecer las disposiciones generales que regulen cada categoría.

Los agentes de bolsa que hayan obtenido la autorización al amparo del presente reglamento, con anterioridad al acuerdo de la Junta Directiva referido, deberán elegir entre alguna de las categorías que se constituyan, salvo que cumplan los requisitos establecidos para obtener cada una de ellas.

Artículo 15. Requisitos

Para obtener la credencial de agente de bolsa es necesario cumplir con los siguientes requisitos:

ser mayor de edad;

ser costarricense o extranjero con al menos tres años de residencia permanente en el país;

ser de reconocida solvencia moral y además, no haber sido condenado por sentencia firme por delitos contra el honor, el ámbito de la intimidad, la libertad, la propiedad, la buena fe en los negocios y los delitos bursátiles.

poseer un título académico que lo faculte para la función de agente, expedido por una Institución universitaria reconocida por el CONARE o CONESUP;

aprobar el curso de formación de agentes de Bolsa, así como los cursos de especialización y actualización que establezca Bolcomer;

suscribir el contrato con Bolcomer para el ejercicio de la autorización;

ser aprobado por la Junta Directiva de la Bolsa.

Artículo 16. Contrato

El interesado deberá suscribir un contrato con Bolcomer mediante el cual manifieste conocer y aceptar el marco normativo que regula a Bolcomer, las disposiciones de la Junta Directiva y los demás departamentos de la Bolsa. Asimismo, el interesado deberá comprometerse al cumplimiento de las disposiciones, reglamentos y acuerdos que dicte Bolcomer, y en general, a respetar el ordenamiento jurídico de Costa Rica.

Artículo 17. Inscripción de los agentes de bolsa.

Para ser inscrito ante Bolcomer, el agente de bolsa debe ser persona de reconocida solvencia moral, contar con la preparación académica correspondiente y cumplir con cualquier otro requisito exigido en el Reglamento.

Artículo 18. Agente de bolsa activo

Para ejercer como agente de bolsa activo, además de cumplir con todos los requisitos establecidos en este capítulo, el agente de bolsa deberá mantener una relación contractual vigente con un puesto de bolsa, con el que será solidariamente responsable por las operaciones que realice y no podrá actuar en más de un puesto de bolsa a la vez.

TÍTULO II

OPERACIONES BURSÁTILES DE COMERCIO

CAPÍTULO I

MECANISMOS DE NEGOCIACIÓN

Artículo 19. Elementos de la Operación

Toda operación de bolsa para ser válida y eficaz requiere del contrato de operación y su respectivo registro ante la Cámara de Compensación.

Artículo 20. Tipos de Operación

Podrán ejecutarse en la rueda operaciones acordadas y operaciones cruzadas.

Operación Acordada: Operaciones bursátiles que surgen a partir de un acuerdo entre dos agentes de distintos puestos de bolsa, uno asumiendo el papel de comprador y el otro como vendedor.
Operación Cruzada: Operaciones bursátiles que surgen de un acuerdo en el cual un mismo puesto de bolsa representa los intereses tanto del cliente con posición de venta, como los del cliente con posición de compra.

Artículo 21. Bienes negociables no inscritos

Podrán negociarse en Bolcomer todo tipo de bienes negociables no inscritos en esta. En tal caso, las operaciones se realizarán al amparo y con las limitaciones que establece el artículo 406 del Código de Comercio.

Artículo 22. Contratos

En Bolcomer se podrán realizar los siguientes contratos, sean estos estandarizados o no:

Compraventa de contado: se refiere al acuerdo de cosa y precio para la transferencia de la propiedad de un bien negociable existente al momento de la operación y que será pagado en un plazo máximo de dos días hábiles y entregado en un plazo no mayor de 15 días naturales, dependiendo de la naturaleza del bien transado. Ambos plazos contarán a partir de la fecha del registro de la operación.

Compraventa Diferida: se refiere al acuerdo de cosa y precio para la transferencia de la propiedad de un bien negociable que puede existir o no existir al momento de la operación, pero que existirá en la fecha o fechas futuras pactadas para la entrega. El pago se hará al realizarse la operación.

Compraventa a plazo: se refiere al acuerdo de cosa y precio para la transferencia de la propiedad de un bien negociable existente al momento de la operación; cuyo pago o pagos se realizará en fecha o fechas futuras pero ciertas. La entrega del bien se hará al momento de la operación.

Futuros: Contrato estandarizado en el que las partes se obligan a comprar o vender un número determinado de bienes negociables existentes o no al momento de la operación, pero existentes al momento de la ejecución del contrato. Esta ejecución se hará en una fecha futura y determinada y con el precio establecido al momento de la operación.

Forward: Contrato no estandarizado en donde las partes se obligan a comprar o vender un número determinado de bienes negociables existentes o no al momento de la operación, pero existentes al momento de la ejecución del contrato. Esta ejecución se hará en una fecha futura y determinada y con el precio establecido al momento de la operación.

Permuta o swap: Contrato por el cual se transmite la propiedad de bienes o derechos negociables mediante su intercambio.

Opción de compra o call: Contrato por el cual el comprador de la opción mediante el pago de una prima adquiere el derecho, pero no la obligación, de comprar el bien subyacente, a un precio de ejecución y con un plazo de vencimiento previamente determinados.

Opción de Venta o put: Contrato por el cual el comprador de la opción, mediante el pago de una prima, adquiere el derecho, pero no la obligación, de vender el bien subyacente, a un precio de ejecución y con un plazo de vencimiento previamente determinados.

Cualquier otro contrato relacionado con el giro normal de las bolsas de comercio y que se ajuste a nuestro ordenamiento jurídico.

Artículo 23. Compraventa

Las compraventas que se podrán realizar en la bolsa serán:

Compraventa por muestra: Las partes contratantes acuerdan las condiciones de calidad de los bienes negociables, de acuerdo a la muestra de lo que se ofrece.

Compraventa por descripción: Las partes acuerdan las condiciones de la contratación tomando en cuenta lo siguiente:

Para bienes negociables registrados, las partes se ajustarán a las normas de calidad establecidas en el registro de bienes negociables.

Para bienes negociables no registrados, las partes se ajustarán a los pliegos de especificaciones que el puesto oferente presente a Bolcomer.

CAPÍTULO II

OFERTAS

Artículo 24. Oferta en firme

El proceso de transacción bursátil de cualquier bien negociable se iniciará en Bolcomer con la presentación de una oferta en firme de compra o venta por medio de un puesto de bolsa autorizado y activo.

Artículo 25. Requisitos de la oferta

Toda oferta presentada se considerará en firme y Bolcomer determinará, para cada uno de los contratos y productos, la información mínima requerida, incluyendo los términos de su vigencia.

Artículo 26. Orden de transacción

Los puestos deberán documentar con sus clientes, conforme a los requisitos legales pertinentes, la orden de transacción correspondiente, debiendo entregar una copia de este documento a la Bolsa y otra a su cliente. Los puestos son responsables de custodiar los mandatos originales y tenerlos a disposición de Bolcomer, cuando esta los requiera.

Artículo 27. Contenido mínimo de la orden de transacción

La orden de transacción contendrá, al menos, la siguiente información:

Nombre, número de cédula, dirección y teléfono del cliente y del representante legal del puesto de bolsa.
Descripción detallada del bien negociable que se desea transar. Si es un bien inscrito, deberá indicarse la Norma Técnica bajo la cual se negocia; de lo contrario, deberá consignarse la aceptación de que la negociación se realice al amparo del artículo 406 del Código de Comercio, en una Rueda de Negociación Extraordinaria.

Garantías mínimas definidas previamente por Bolcomer o aquellas otras determinadas por ésta en atención a la naturaleza de cada mercado.

La documentación relacionada con la política de Conozca su Cliente.

Artículo 28. Valoración de la Oferta

Recibida la oferta y antes de darle publicidad, en el plazo máximo de veinticuatro horas se valorará su contenido debiéndose tomar en cuenta la naturaleza del objeto de la oferta, la oportunidad de la negociación para el bienestar del mercado y su concordancia con las disposiciones legales y reglamentarias vigentes.

Si la oferta contiene errores u omisiones de forma se rechazará y comunicará inmediatamente tal condición al puesto oferente para que su subsanación y vuelva a presentarla en el plazo máximo de veinticuatro horas so pena de que la oferta quede rechazada de plano.

Si la oferta resulta inconveniente por razones de fondo u oportunidad a criterio de Bolcomer, se rechazará de plano y se comunicará tal decisión inmediatamente al interesado.

Artículo 29. Admisión de la Oferta

Una vez aprobado satisfactoriamente el proceso de valoración de la oferta, esta se tendrá por admitida y se dejará constancia del día y la hora de su admisión.

Artículo 30. Divulgación

Toda oferta admitida deberá ser divulgada por Bolcomer al mercado en igualdad de condiciones de previo a la realización de la operación y dentro de los plazos que se establezcan, considerando para ello el tipo de producto y las características de la operación.

Artículo 31. Ofertas vigentes

Toda oferta vigente implica, para el puesto de bolsa oferente, la obligación de comprar o vender a cualquier otro puesto de bolsa con las condiciones establecidas para su realización. La negativa del oferente a suscribir el contrato de operación constituirá, para todos los efectos legales, el incumplimiento de la operación.

Artículo 32. Retiro de la Oferta

Toda oferta en firme y admitida, mientras no haya sido calzada, podrá ser retirada por el puesto de bolsa que la propuso, siguiendo los mecanismos previamente establecidos por Bolcomer para cada mercado.

CAPÍTULO III

RUEDAS DE NEGOCIACIÓN

Artículo 33. Disposiciones sobre las ruedas de negociación

Bolcomer deberá dictar los reglamentos operativos de las ruedas de negociación, garantizando su transparencia, seguridad y la libre participación de todos los interesados.

Dicha normativa deberá cubrir al menos los siguientes elementos:

La existencia de órdenes de transacción firmadas por los clientes.

Mecanismos y plazos para anunciar la información relevante para los clientes sobre las propuestas y transacciones de compra y de venta.

Las garantías que los puestos deberán depositar para respaldar sus ofertas y contratos.

Período de vigencia de las propuestas de negociación.

Procedimientos mediante los cuales se llevarán a cabo las ruedas, incluyendo plazos, responsables, funciones y número mínimo de participantes para celebrarlas.

Las disposiciones que aseguren la correcta y transparente formación de precios, incluidos los mecanismos de remate o puja.

Procedimientos y formalidades para la ejecución de los contratos celebrados en la rueda.

CAPÍTULO IV

REGISTRO, COMPENSACIÓN, PAGO Y LIQUIDACIÓN DE OPERACIONES

Artículo 34. Obligación de Registro

Todo contrato que se realice por intermedio de Bolcomer deberá ser registrado por los puestos de bolsa que los celebren ante la cámara de compensación que proceda. inmediatamente después de cerrada la operación respectiva.

Artículo 35. Mecanismo de compensación, liquidación y pago

Bolcomer reglamentará la organización y funcionamiento del mecanismo de compensación, liquidación y pago, bien sea interno o a través de terceros a su estructura organizativa, para lo cual deberá definir el alcance de las responsabilidades de la estructura que se adopte. Esta reglamentación incluirá como mínimo lo siguiente: administración de garantías, control de pagos a clientes, supervisión de liquidaciones, cumplimiento de órdenes de negociación, casos en que procede la liquidación forzosa y modificación acordada por las partes en los términos de liquidación

CAPÍTULO V

GARANTÍAS

Artículo 36. Obligatoriedad de la garantía

Las operaciones en que una de las partes o ambas mantengan una posición deudora frente a la contraparte, deberán garantizarse siempre. Para el mercado de físicos, se utilizará la garantía de cumplimiento. Para el mercado de derivados, se utilizarán los márgenes.

Artículo 37. Obligaciones de los puestos de bolsa

El puesto de bolsa deberá exigir, como mínimo, las garantías de cumplimiento o los márgenes establecidos por Bolcomer, según corresponda, en las operaciones que pacte con sus clientes, constituyéndose el puesto en el único responsable frente a la Bolsa por su mantenimiento. Estas garantías podrán utilizarse a su vez por el puesto de bolsa representante frente a Bolcomer.

SECCIÓN I

GARANTÍAS DE CUMPLIMIENTO

Artículo 38. Garantía de cumplimiento

Las garantías de cumplimiento podrán ser establecidas como un porcentaje de la operación correspondiente o como una suma fija. En todo caso, el cálculo del monto procurará:

ser un disuasivo al incumplimiento e indemnizar a quien tenga derecho.

Artículo 39. Ejecución de garantía de cumplimiento para operaciones con bienes tangibles o con derechos

El incumplimiento de una operación con bienes tangibles o derechos, acarreará automáticamente la ejecución de la garantía de cumplimiento correspondiente y se entregará como cláusula penal a favor de la contraparte.

Artículo 40. Ejecución de garantías de cumplimiento de las operaciones bursátiles

En todo caso, la cámara de compensación iniciará el trámite a que se refiere este capítulo ejecutando a su favor las garantías otorgadas por la parte contratante que incumplió, en respaldo de la obligación incumplida.

SECCIÓN II

OPERACIÓN DE LOS MÁRGENES

Artículo 41. Objetivo de los márgenes

Los márgenes procurarán el cumplimiento de las operaciones cuando ese cumplimiento esté en riesgo producto de cambios de precio en los activos subyacentes.

Los márgenes deben cubrir ampliamente la volatilidad de precios esperada del activo subyacente.

Artículo 42. Elementos sustantivos de los márgenes

Para el establecimiento de los márgenes en una operación, se deberán considerar, como mínimo, la liquidez y profundidad del mercado, la volatilidad de precios y las condiciones de riesgo de crédito.

Artículo 43. Tipos de márgenes

Los márgenes podrán ser de tres tipos conforme a lo siguiente:

De apertura: Es el mayor o más amplio de los márgenes y el necesario para abrir una posición.

De mantenimiento: Es el mínimo necesario para poder mantener una posición al cierre de la sesión

De liquidación: Es el margen al cual se liquida la posición de forma inmediata.

Artículo 44. Operación de los márgenes

Cuando un margen sea inferior al margen de mantenimiento pero superior al de liquidación, se deberá dar aviso al comprador o vendedor de manera inmediata por medio de una plataforma electrónica o correo electrónico previamente convenida, de la necesidad de completar el margen requerido a más tardar 15 minutos antes de cierre de la sesión.

De no completarse el depósito correspondiente en el momento máximo indicado el en párrafo anterior, la posición se liquidará automáticamente para que todas las posiciones queden debidamente cubiertas al cierre de la sesión.

En cualquier momento en que se llegue al margen de liquidación, se deberá liquidar automáticamente la posición.

Artículo 45. Definición de los márgenes

Corresponderá a la Bolsa la definición de los márgenes específicos para cada instrumento, aplicando para ello las reglas indicadas en este Capítulo.

Artículo 46. Establecimiento de márgenes

Los márgenes se fijarán como un porcentaje sobre el precio del activo subyacente de forma dinámica y de acuerdo con las variaciones del precio. El margen deberá permitir liquidar la posición incumplida del cliente.

Artículo 47. Liquidados contra efectivo y contra entrega

Los mercados de derivados podrán ser liquidados contra efectivo o liquidados contra entrega física de acuerdo a los procedimientos que establecerá Bolcomer para cada activo subyacente y para cada tipo de contrato.

La Bolsa definirá cuando un contrato en el mercado de derivados podrá ser considerado una operación de físicos, caso en el cual el margen mantenido hasta el momento se convertirá automáticamente en garantía de cumplimiento de la operación para ambas partes.

Artículo 48. Incumplimiento de la llamada a margen

El incumplimiento de una llamada a margen acarreará automáticamente la liquidación de la posición correspondiente, sin responsabilidad para la Bolsa.

CAPÍTULO VI

CÁMARA DE COMPENSACIÓN

Artículo 49. Concepto

Compensación es el proceso, posterior a la rueda de negociación, mediante el cual se determinan saldos netos acreedores y deudores de los participantes en el mercado, incluyendo las comisiones que se deben pagar a la Bolsa y las garantías de cumplimiento que se deben aportar.

Artículo 50. Operación y designación

Bolcomer operará como cámara de compensación de todas las operaciones que se realicen por su intermedio, entregando a cada parte el precio convenido y los bienes, productos u objetos transados.

Sin embargo, Bolcomer podrá contratar la realización parcial o total de las labores de la Cámara de Compensación, a una o varias entidades financieras, que funjan como cámaras de compensación, y que serán las únicas responsables por las actividades que se les encomienden.

Artículo 51. Obligaciones de la Cámara de Compensación

La Cámara de Compensación tendrá las siguientes obligaciones:

Procurar el cumplimiento, por parte de los puestos de bolsa, de los compromisos que hayan adquirido en virtud de los contratos de Bolsa que concierten.
Liquidar los pagos de las sumas de dinero en virtud de operaciones bursátiles realizadas que correspondan, al vencimiento del plazo acordado entre las partes, de acuerdo con la naturaleza de dichas operaciones. Si el día en que vence el plazo del contrato es inhábil, el pago deberá realizarse el siguiente día hábil.

Artículo 52. Tarifa de comisiones

La Junta Directiva de Bolcomer fijará sus comisiones para las operaciones que se celebren en ella. Estas comisiones podrán ser un monto fijo o un porcentaje sobre el valor transado.

Los acuerdos de la Junta Directiva de Bolcomer que varíen el monto de sus comisiones, entrarán a regir quince días naturales después de haber sido comunicados oficialmente al mercado.

En aquellos casos en los que los participantes y Bolcomer acuerden una comisión distinta a la vigente, la administración de Bolcomer podrá variar el monto de la comisión dentro de los límites fijados previamente por su Junta Directiva.

Los puestos de bolsa y sus clientes fijarán libremente las comisiones que regirán entre ellos.

CAPÍTULO VII

OPERACIONES EXTRAORDINARIAS

Artículo 53. Negociación de bienes no registrados

Cualquier bien no registrado en la bolsa podrá negociarse en ella siempre y cuando:

se lleven a cabo bajo la responsabilidad exclusiva de las partes que intervienen en la contratación; 

se paguen los derechos correspondientes establecidos por la bolsa; 

y la participación de la Bolsa se limite a dar a conocer, en la forma que estime conveniente, datos relativos a tales operaciones.

Artículo 54. Ámbito de Aplicación

Los aspectos no regulados expresamente en el presente Capítulo, se regirán por las disposiciones relativas a las operaciones ordinarias, en lo que resulten aplicables.

Artículo 55. Rueda de Negociación Extraordinaria.

La Rueda de Negociación Extraordinaria es la reunión pública dirigida y reglamentada por Bolcomer, celebrada a solicitud expresa de un puesto de bolsa y exclusivamente para la transacción de un bien negociable, según el artículo 406 del Código de Comercio, cuando:

El objeto de la operación no esté debidamente registrado ante Bolcomer.

Por razones calificadas el puesto interesado solicite a Bolcomer que la negociación se efectúe con normas o procedimientos diferentes a los establecidos para las operaciones ordinarias. La decisión de la Bolsa deberá quedar debidamente fundamentada.

Artículo 56. Responsabilidad exclusiva de las partes

Los contratos de Bolsa que se realicen en el marco de las Ruedas Extraordinarias, se harán al amparo del artículo 406 del Código de Comercio, bajo la exclusiva responsabilidad de las partes, en cuanto a la información disponible sobre el bien negociado, su estado, conservación, calidad, precio y demás características.

Bolcomer no asumirá ninguna responsabilidad por las negociaciones realizadas en este tipo de Ruedas, recayendo en los puestos contratantes la obligación de constatar la información que sirve de base a la negociación. Esta condición deberá constar expresamente en los mandatos de transacción así como en los contratos de operación.

Artículo 57. Pliego de especificaciones

De todo bien negociable que se ofrezca transar en una operación extraordinaria, se deberá brindar en forma previa, suficiente información para que cualquier interesado pueda conocer las características fundamentales de lo que se ofrece y sobre esta base, tomar una decisión de negociación. De esta manera, todo Pliego de Especificaciones deberá contener, al menos:

La descripción detallada de lo que se ofrece transar, indicando claramente el nombre del bien, unidad de medida, precio por unidad de medida, calidad, condición, ubicación, procedencia, y toda otra información necesaria o conveniente para identificar y negociar el objeto a que se refiere el pliego.

El marco normativo que se pretende utilizar en la negociación.

La declaración de que se libera expresamente a Bolcomer de toda responsabilidad derivada de las operaciones que se realicen al amparo de esta modalidad.

Artículo 58. De las comunicaciones en las ruedas extraordinarias

Los puestos de bolsa tendrán la obligación de comunicar y advertir a sus clientes sobre la naturaleza de estas operaciones, en particular, en relación con el contenido de los mandatos de transacción respectivos, que deberán contener una advertencia expresa a los clientes sobre le exclusión de responsabilidad de Bolcomer en torno a la calidad y cantidad de información que se suministre para la realización de las operaciones.

Artículo 59. Presentación de oferta en firme

Una vez que la solicitud de Rueda Extraordinaria es aceptada por Bolcomer, el puesto interesado podrá presentar una oferta en firme para rueda de negociación extraordinaria. La Bolsa, atendiendo a la naturaleza del bien negociable que se solicita transar, establecerá para cada operación el plazo de divulgación que se le deberá dar a cada oferta.

Artículo 60. Solución de diferencias

Las controversias que surjan con ocasión de estas operaciones serán resueltas por las partes en la vía arbitral.

CAPÍTULO VIII

OPERACIONES POR CUENTA PROPIA

Artículo 61. Definición

Se entenderá que opera por cuenta propia, el puesto que realice operaciones para sí, para sus socios, para sociedades o entidades sometidas a su mismo control, o para las personas físicas o jurídicas que, directa o indirectamente, controlen la concesión.

Artículo 62. Requisitos para la realización de Operaciones por cuenta propia.

Los puestos de bolsa podrán realizar operaciones por cuenta propia bajo las siguientes condiciones:

siempre que, al momento de ingresar la orden al puesto, lo comuniquen a Bolcomer;

el puesto de bolsa deberá llevar un registro detallado de las operaciones de este tipo y remitir un informe quincenal a Bolcomer.

TÍTULO III

RECURSOS

Artículo 63. Recursos de revocatoria y apelación

Las decisiones sobre las negociaciones bursátiles, incluyendo su trámite y liquidación, así como la fiscalización de los puestos y los agentes de Bolsa, tendrán recurso de revocatoria ante quién las dictó y de apelación ante el Gerente General de Bolcomer. El recurrente podrá optar por utilizar ambos recursos o sólo el de apelación.

Artículo 64. Recurso de reconsideración

Las decisiones de la Junta Directiva en el ejercicio de sus potestades como autoridad superior del mercado bursátil tendrán únicamente recurso de reconsideración.

Artículo 65. Trámite y plazos de los recursos

Los recursos de revocatoria y apelación deberán ser interpuestos ante quien corresponda dentro del día hábil siguiente a la notificación de la decisión que se recurre. Los recursos serán resueltos por quien corresponda en un plazo máximo de dos días hábiles.

El recurso de reconsideración deberá ser interpuesto ante la Junta Directiva dentro de los ocho días hábiles siguientes a la notificación del acto impugnado y será resuelto en un plazo máximo de 30 días hábiles.

En todos los casos, el recurso se sustanciará por escrito y deberá ser acompañado de la prueba que se ofrezca.

TÍTULO IV

RÉGIMEN SANCIONATORIO

Artículo 66.  Facultad Sancionatoria de la Junta Directiva

Corresponde a la Junta Directiva de Bolcomer ejercer la potestad sancionatoria de la Bolsa, para lo cual se apoyará en el informe que rinda el Comité Disciplinario integrado al menos por un miembro, nombrados por esa misma Junta Directiva por períodos de un año.

En el trámite de estos procedimientos disciplinarios, la Junta Directiva y el Comité Disciplinario deberán observar fielmente los principios del debido proceso definidos por la Sala Constitucional para la instrucción de las causas y la sanción de los infractores.

También corresponderá a la Junta Directiva de Bolcomer, conocer, de oficio, situaciones, actuaciones, hechos o indicios de hechos que perjudiquen o puedan perjudicar los mercados que administra la Bolsa.

Artículo 67. Facultad Sancionatoria de la Gerencia

Corresponde a la Gerencia de Bolcomer, en su calidad de jerarca administrativo, ejercer la potestad sancionatoria disciplinaria en relación con el personal administrativo de la Bolsa y aplicar el régimen sancionatorio de los temas administrativos surgidos de las relaciones comerciales ordinarias de la sociedad.

Artículo 68. Funciones del Comité Disciplinario

Corresponde al Comité Disciplinario llevar a cabo la instrucción de los procedimientos sancionatorios cuya apertura ordene la Junta Directiva de Bolcomer, los que concluirán con un informe con los hechos probados y no probados resultantes de la investigación, así como un análisis de las posibles faltas cometidas y las sanciones que le correspondan en caso de existir. Este informe se remitirá a la Junta Directiva de Bolcomer para ser considerado en la resolución del asunto.

Artículo 69. Deberes del Comité Disciplinario

Son deberes del Comité Disciplinario los siguientes:

Recibir denuncias que cualquier persona física o jurídica presente por actuaciones aparentemente irregulares de los miembros de la Junta Directiva o del Gerente de Bolcomer y de los puestos o agentes de Bolsa participantes en el mercado.

Informar a la Asamblea de Accionistas de Bolcomer sobre las denuncias recibidas contra los miembros de su Junta Directiva; y a la Junta Directiva las denuncias recibidas contra los demás sujetos indicados en el punto anterior.

Instruir los procesos de conocimiento de las supuestas faltas cometidas por los denunciados en el desempeño de sus funciones y en el cumplimiento de los deberes que la normativa del sistema bursátil les impone.

Proponer a la Junta Directiva de Bolcomer la aprobación de un Reglamento de procedimientos disciplinarios, así como sus modificaciones.

Requerir a los agentes, puestos y funcionarios de la Bolsa cualquier información que estime pertinente para el cumplimiento de sus funciones, lo que deberá ser atendido de forma inmediata y en los términos solicitados.

Artículo 70. Reglamentos sancionatorio y disciplinario

La Junta Directiva de Bolcomer dictará un reglamento sancionatorio que abarcará las conductas prohibidas y las sanciones correlativas a esas conductas, aplicables a los puestos de bolsa y agentes de bolsa; además, dictará un reglamento disciplinario para ejercer la disciplina y corregir las faltas cometidas por los colaboradores de la bolsa y la Gerencia de Bolcomer.

En el caso de los miembros de la Junta Directiva de la Bolsa, las faltas serán conocidas y sancionadas por la Asamblea de Accionistas de Bolcomer, previo informe del Comité Disciplinario y en atención al régimen de confianza que caracteriza su relación.

Artículo 71. Vigencia

De conformidad con lo dispuesto en el inciso c) del artículo 400 del Código de Comercio, este reglamento rige a partir de su autorización y promulgación por parte de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica.”

2.	Es entendido que se deberán enviar a la Gerencia del Banco Central de Costa Rica, al correo electrónico correo-gerencia@bccr.fi.cr, los comentarios y observaciones sobre el particular.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido lo informado por el señor Jorge Monge Bonilla, Secretario de la Junta Directiva del Banco Central, en oficio N° JD-6048/07 del 23 de febrero del 2022. 2.) De previo, hacer este acuerdo de conocimiento de los Comités de Riesgos, Inversiones y Auditoría, para que rindan un informe a esta Junta, con el fin de dar respuesta a la Junta Directiva del Banco Central.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc97242223]ARTÍCULO XIV
Documento Nº 259-2022
El máster Óscar Edo. Víquez Trejos, en su calidad de Presidente del Comité de Auditoría de la JUNAFO, mediante correo electrónico del 3 de marzo de 2022, comunicó:
“Reciban un cordial saludo de parte de quien suscribe, y una felicitación por la labor que llevan a cabo a favor del Conglomerado Judicial, en la administración del Fondo de Pensiones. 

Este servidor ha sido honrado al permitirme formar parte del Comité de Auditoría de esa Junta durante los últimos dos años. Sin embargo, por razones puramente personales, ha llegado el momento de presentar mi renuncia al cargo que ejerzo en el Comité, a partir del día de hoy. 

Con la seguridad de que tanto el Comité de Auditoría como la Junta seguirán por el camino del engrandecimiento de nuestro Fondo, me suscribo atento servidor”.
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida la renuncia del máster Óscar Edo. Víquez Trejos, como Presidente del Comité de Auditoría de la JUNAFO, en consecuencia, agradecer a don Oscar, los servicios prestados durante este tiempo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XV
Documento N° 320-2022
En razón de la renuncia del máster Óscar Edo. Víquez Trejos, como Presidente del Comité de Auditoría de la JUNAFO, esta Junta, dispone solicitar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que realice a la brevedad la contratación de un asesor externo, para que integrar la presidencia del Comité de Auditoría. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc97242226]ARTÍCULO XVI
Documento N° 1341-2021 / 237-2022 / 240-2022
El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, las licenciadas Hazel Montero Rodríguez y Silvia Calvo Solano, por su orden, Director interino, Asesora y Coordinadora interina, todos de la Dirección Jurídica, mediante criterio Nº DJ-AJ-C-78-2022, del 24 de febrero de 2022, remitieron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk83368391][bookmark: _Hlk84230855][bookmark: _Hlk88815346]“Mediante el oficio N° 984-2021 del 9 de noviembre de 2021, suscrito por la Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas, secretaria de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se comunicó el acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tomado en la sesión N° 45-2021 del 8 de noviembre de 2021, artículo VIII, mediante el cual se solicita a la Dirección Jurídica, criterio jurídico respecto a la fecha en que se realiza la declaratoria del estado de invalidez del señor Vincenzi Antillón en el año 2017 según sentencia 539-2017 del Juzgado Primero de Familia de Primer Circuito Judicial de San José, en relación con la fecha de fallecimiento del causante, debido a que conforme lo indica el artículo 228, en el punto 1.3 indica: “1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.” y 229, que en lo que interesa indica: “Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.” 

De conformidad con lo solicitado, se remite el presente criterio.

I.	De la Gestión.
 
[bookmark: _Hlk82079948]En el oficio N° 954-2021 del 9 de noviembre de 2021, se transcribe y comunica el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N° 45-2021 del 8 de noviembre de 2021, artículo VIII, que dice lo siguiente: 

[bookmark: _Hlk96095578]El licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso Financiero de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0475-PF-2021 del 25 de octubre de 2021, comunicó que se trasladó a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por el señor Luis Carlos Vincenzi Antillón para que se establezca si se aprueba o deniega la pensión a su favor en virtud de la muerte de la señora Lylia Antillón Pérez (madre del señor Luis Carlos), quien recibía el beneficio de pensión por viudez del exjubilado judicial Attilio Vincenzi Peñaranda.

En esa oportunidad, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, le solicitó a la Dirección Jurídica un criterio jurídico, respecto a la fecha que le correspondería el beneficio de la pensión solicitado por el señor Luis Carlos Vincenzi Antillón.

Posteriormente, Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mediante el oficio N° 954-2021 (reproducido por error), del 16 de noviembre de 2021, comunicó el acuerdo tomado en la sesión N° 45-2021 del 8 de noviembre de 2021, artículo VIII, que señala que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el oficio N° 0475-PF-2021 del 25 de octubre de 2021, comunicó las siguientes conclusiones:

[bookmark: _Hlk90281877]“[…] El peritaje socioeconómico practicado reveló que debido a su discapacidad el señor Vincenzi Antillón adquirió una condición de dependencia tanto en el plano físico como en lo económico, motivo por el cual fue declarado que su estado es permanente, según sentencia 539-2017 del 17 de junio de 2017. Es esta una de las condiciones plasmadas en el artículo N°228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual el solicitante se encuentra facultado a presentar la gestión.

· Según certificaciones aportadas por el señor Vincenzi Antillón, se constató que no es beneficiario de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía, y en razón de su condición, tampoco está capacitado para ejercer ninguna actividad remunerada, por lo cual se establece que no tiene fuentes de ingresos.

De acuerdo con el informe socioeconómico, el señor Vincenzi Antillón posterior a la muerte de su madre, quién era la proveedora del hogar, ha subsistido gracias a la ayuda económica de su grupo fraterno quienes manifestaron que debido a sus responsabilidades y gastos propios de sus núcleos familiares se les imposibilita mantener dicho aporte de forma continua, lo que ocasionaría que el señor Vincenzi no logre solventar sus necesidades básicas. […]” (Énfasis agregado).

En relación con lo antes señalado, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dio a conocer los siguientes datos de interés, relacionados con el presente caso:

“[…]

· La revisión del maestro de pensionados muestra que el monto de pensión que recibía la señora Lylia Antillón Pérez (madre del señor Vincenzi Antillón) al 3 de abril de 2021, fecha de su muerte, era de ¢1,510,864.40 (un millón quinientos diez mil ochocientos sesenta y cuatro colones con 40/100) mensuales en bruto, equivalente a un 100% del monto de jubilación que recibía su esposo, el ex jubilado judicial fallecido Attilio Vincenzi Peñaranda, beneficio que en el 2002, año en que le fue aprobado era de ¢440,410.65 (cuatrocientos cuarenta mil cuatrocientos diez colones con 65/100)

· No se reporta que durante el tiempo que su madre estuvo con vida se solicitara pensión por parte del señor Vincenzi Antillón como hijo mayor con discapacidad.

· Se traslada la gestión a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que se establezca si se aprueba o deniega la pensión a favor del señor Luis Carlos Vincenzi Antillón ya que según se muestra, la solicitud es presentada en virtud de la muerte de su madre quien recibía la pensión por viudez producto de la muerte del exjubilado judicial Attilio Vincenzi Peñaranda.

· Es importante valorar, que el hecho generador que plantea la solicitud es con la vigente reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N°9544) por lo que de aprobársele la pensión al señor Vincenzi Antillón esta no puede superar el 80%.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 19 de abril de 2021, un total de 7085 días naturales posteriores al fallecimiento del señor Vincenzi Peñaranda y 17 días posterior a la muerte de su madre, la señora Lylia Antillón Pérez quien recibía el beneficio de pensión en principio. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión al señor Vincenzi Antillón, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas. […]” (Énfasis agregado).
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[bookmark: _Hlk89325633]En el oficio N° 954-2021 (que se reproduce por error), del 16 de noviembre de 2021, se indica que previo a resolver lo que corresponda, se acordó: “Solicitar criterio a la Dirección Jurídica, conforme a lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en sus artículos 228 y 229, respecto a la fecha en que se realiza la declaratoria del estado de invalidez del señor Vincenzi Antillón en el año 2017 según sentencia 539-2017 del Juzgado Primero de Familia de Primer Circuito Judicial de San José, en relación con la fecha de fallecimiento del causante, debido a que conforme lo indica el artículo 228, en el punto 1.3 indica: “1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.” (subrayado no es del original) y 229, que en lo que interesa indica: “Toda pensión por sobrevivencia caducará por la muerte del beneficiario, a excepción de lo dispuesto en este artículo para la pensión que corresponde a los hijos.”

II. Criterio Jurídico:

De previo a la exposición del criterio, se considera oportuno recordar que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, circular N° 251-2017, aprobado por la Corte Plena en la sesión N°47-14, da el 6 de octubre del 2014, artículo XXXIII, debe entenderse que esta Dirección Jurídica cumple las funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente, dando una orientación jurídica general sobre la base de la información y solicitud que se plantea, de manera que este criterio no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor, sin que se prejuzgue o sustituya la capacidad de toma de decisiones que le compete a la Corte Plena, como órgano superior con funciones de gobierno y de reglamento o a los órganos interesados en la consulta.
[bookmark: _Hlk89938969][bookmark: _Hlk89854564]
1. Sobre la solicitud del beneficio de la pensión en favor del señor Luis Carlos Vincenzi Antillón.

Antes de empezar con el análisis del presente caso, es necesario indicar que la “pensión” es el derecho de la familia del trabajador o de sus beneficiarios a recibir una prestación periódica como consecuencia de la muerte del trabajador.” (Sala Constitucional resolución Nº 10513 – 2011 del 10 de agosto del 2011). 

[bookmark: _Hlk89173454]Debido al fallecimiento del exservidor judicial Atilio Vincenzi Peñaranda, el 25 de noviembre del 2001, el Consejo Superior en la sesión N° 4-2002 del 23 de enero del 2002, artículo XXIII, autorizó la pensión para la señora Lylia Antillón Pérez. 

Dicha decisión fue tomada, después de que el Consejo Superior[footnoteRef:8] conociera el oficio N° 001-DLJ-02 recibido el 18 de enero del 2002, suscrito por los licenciados Manuel Sequeira Sequeira, Ronald Calvo Coto y Francisco Arroyo Meléndez, jefes de las Secciones de Derechos Laborales y de Planillas y del Departamento de Personal, el informe presentado señalaba lo siguiente: [8:  Sesión N° 4-2002 del 23 de enero del 2002, artículo XXIII.] 


“ASUNTO: Solicitud de pensión que formula la señora Lylia Antillón Pérez, cédula N° 1-180-225, en su condición de cónyuge supérstite del ex servidor judicial fallecido Atilio Vincenzi Peñaranda.

Para tal efecto la señora Antillón Pérez presenta la siguiente documentación:

1. Solicitud del beneficio pretendido.
2. De defunción del licenciado Atilio Vincenzi Peñaranda quien falleció el 25/11/01.
3. Del Registro Civil donde consta su matrimonio con don Atilio.
4. Del Registro Público de la Propiedad donde consta que no aparecen bienes inscritos a su nombre y tampoco a nombre de don Atilio.
5. De la Caja Costarricense del Seguro Social haciendo constar que no devenga salario y tampoco disfruta de pensión.
6. Del Depto. Nal. De Pensiones en que consta que no recibe pensión.

Don Atilio a la fecha de su fallecimiento, disfrutaba de una jubilación mensual de ¢440.410.65 (equivalente al 100% del salario promedio).

MONTO DE PENSION: ¢440.410.65 (100% de la jubilación).

Norma Legal:

“Cálculos efectuados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 232 de la Ley Orgánica Actual, párrafo primero”.

Fórmula aplicada:

100% del monto de jubilación que venía percibiendo el causante.”

--- o ---

Se acordó: Acoger el anterior informe y autorizar la pensión para la señora Antillón Pérez, cédula (valor 2), por el monto propuesto, la cual será efectiva a partir del 26 de noviembre del 2001.

El Departamento Financiero Contable tomará nota para lo de su cargo.

Se declara firme este acuerdo.” (Énfasis agregado).

[bookmark: _Hlk89172973][bookmark: _Hlk95917490][bookmark: _Hlk89359529]De manera que, la señora Lylia Antillón (madre del señor Vincenzi Antillón), era quien -en vida- recibía la pensión en su condición de cónyuge supérstite del exservidor judicial Atilio Vincenzi Peñaranda, quien falleció el 25 de noviembre del 2001[footnoteRef:9]. [9:  Acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 4-2002 del 23 de enero del 2002, artículo XXIII.] 


Para la fecha en que falleció el causante, no se señala sobre la condición del señor Luis Carlos. Tómese en cuenta que, es con la solicitud del proceso de declaratoria de insania[footnoteRef:10] presentado en estrados judiciales el 6 de julio del 2015, donde la promovente Lylia Antillón Pérez, es quién indica que Luis Carlos desde su nacimiento presentó diversos síntomas que denotaban algún tipo de alteración mental y física[footnoteRef:11]. [10:  La Ley N° 9379, reforma y deroga varios artículos de diferentes leyes, dentro de ellos se encuentran el artículo 30 que derogación los artículos 868, 869 y 870 de la Ley N° 7130 que conforman la sección segunda: "Curatela", del capítulo V, del título segundo, del libro cuarto de la Ley N° 7130, Código Procesal Civil, de 16 de agosto de 1989, y sus reformas. Así como la reforma al artículo 32, que reforma el epígrafe del capítulo IV del título segundo del libro IV de la Ley N° 7130. "Insania", del título segundo, del libro cuarto de la Ley N° 7130, Código Procesal Civil, de 16 de agosto de 1989, y sus reformas. El texto dirá: "Capítulo IV. Salvaguardia para la igualdad jurídica de las personas con discapacidad"]  [11:  Información tomada de la sentencia N° 539-2017 del 17 de junio de 2017, del Juzgado Primero de Familia del Primer Circuito Judicial de San José.] 

 
En la sentencia N° 539-2017 del 17 de junio de 2017 del Juzgado Primero de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, se señala que se cuenta con un dictamen social forense rendido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial del San José en el que se concluye que, el señor Vicenzi Antillón es un adulto que no pudo desarrollar un proyecto de vida independiente, además que no generó acciones afirmativas que le permitiera adquirir destrezas para la vida, inclusive se indica que el señor Vicenzi Antillón se mantuvo a cargo de su progenitora.
 
[bookmark: _Hlk95912810]Aunado a lo anterior, la sentencia[footnoteRef:12] incorpora la valoración pericial psicológica forense realizada por la Dra. Karina Vargas Lepe, que concluye que, Luis Carlos Vicenzi Antillón presenta (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) de manera que, está debidamente demostrada la incapacidad mental del señor Luis Carlos Vincenzi Antillón. [12:  Sentencia N° 539-2017 del 17 de junio de 2017 del Juzgado Primero de Familia del Primer Circuito Judicial de San José.] 


Para los efectos del presente estudio es importante hacer referencia sobre las preguntas realizadas por el Órgano Jurisdiccional a la Dra. Karina Vargas Lepe, la cual expone que el señor Luis Carlos Vincenzi Antillón no tiene capacidad de tomar decisiones en forma adecuada en varias áreas. Debido a lo anterior, necesita una persona que lo supervise constantemente en los quehaceres diarios, supervisión en la ingesta de mediación, así como administrar todos los bienes que posea o llegue a poseer en algún momento. 

También, manifiesta que debido a la edad de la promovente del proceso Lylia Antillón Pérez -madre de Luis Carlos-, se nombra como curadora (garante) para la igualdad Jurídica de Luis Carlos Antillón a su hermana la señora Ligia Vicenzi Antillón, cédula de identidad N° (valor 1).

2.- Sobre la aplicación del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el presente caso.

[bookmark: _Hlk89417503]La Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia ha señalado que el derecho a la pensión “no se trata de un derecho automáticamente derivado de la muerte de la persona fallecida, sino de un beneficio autónomo, que se concede en el tanto se cumplan las exigencias previstas.” (Resolución de la Sala Segunda N° 935 – 2020 del 29 de mayo del 2020). 

De manera que, para el otorgamiento de una pensión, deben cumplirse los requisitos y existir las circunstancias previstas por el legislador. Para esto, es fundamental señalar que la legislación que estaba vigente a la fecha del fallecimiento (25 de noviembre del 2001) del exservidor Atilio Vincenzi Peñaranda es la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333 de 5 de mayo de 1993 y sus reformas. Esto se indica porque, aunque el trámite de solicitud de pensión por orfandad en beneficio del señor Luis Carlos Vincenzi Antillón, fue presentado luego del fallecimiento de la progenitora, la señora Lylia Antillón Pérez quien falleció el 3 de abril del 2021, sin embargo, el derecho a recibir pensión deriva de su padre. 

El artículo 232 de la ley N° 7333, establecía lo siguiente:

“Artículo 232.- El fallecimiento de un servidor judicial, activo o jubilado, da derecho a sus beneficiarios a una pensión que el Consejo fijará prudencialmente, pero que no podrá ser superior a las dos terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar ni inferior a la tercera parte del último sueldo que percibió, salvo cuando se tratare del cónyuge sobreviviente, en cuyo caso el monto de la pensión será igual al monto de la jubilación que venía disfrutando o tenía derecho a disfrutar el exservidor.

Por beneficiarios, se entienden las personas que el servidor o exservidor judicial designe, si se tratare de su cónyuge, de su compañero o compañera de convivencia durante al menos dos años, de sus hijos o de sus padres. Tal designación deberá hacerse por escrito y dirigida al Consejo.

A falta de esa designación o si la última, por cualquier motivo racional, evidentemente no representare los deseos del causante, se tendrá por beneficiarios a la persona o personas dichas y se distribuirá la pensión entre ellas, en la forma en que el Consejo reglamente y que se ajuste, en lo posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares. 

No podrá ser beneficiario quien no forme parte del grupo de personas a que se refiere este artículo, ni aquél que no necesite de la pensión, porque su trabajo o sus rentas le permiten proveer sus alimentos sin ella, a no ser que el trabajo o las rentas que reciba sean insuficientes, en cuyo caso el Consejo rebajará la pensión en el tanto que estime necesario. 

Toda asignación caducará por la muerte del beneficiario; porque éste llegue a no necesitarla para su subsistencia, a juicio del Consejo; en cuanto a los hijos de uno u otro sexo, por la mayoridad, salvo que sean inválidos o que no hubieren terminado sus estudios para una profesión u oficio, mientras obtengan buenos rendimientos en ellos y no sobrepasen la edad de veinticinco años. 

Todo sin perjuicio de las asignaciones que a la fecha de vigencia de esta Ley se hubieran acordado. El Consejo, previa investigación, podrá hacer los cambios o ajustes necesarios en las cuotas asignadas y disponer respecto de los beneficiarios que lo necesitaren que sus porciones acrezcan en todo o en parte las que caducaren.”

En el caso analizado, interesa destacar la condición especial que -desde su nacimiento el 29 de noviembre de1966- presentó el señor Luis Carlos Vincenzi Antillón, tal y como lo señaló su madre ante el Juzgado Primero de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, en el proceso judicial de insania. Sobre esto, la sentencia N°539-2017 de 17 de junio del 2017 dictada por el Juzgado Primero de Familia de Primer Circuito Judicial de San José de 17 de junio del 2017 señala lo siguiente:

“Ligia Vincenti Antillón apoya sus pretensiones, principalmente en los siguientes hechos: I) Que Luis Carlos presentó desde su nacimiento diversos síntomas que denotaron algún tipo de alteración mental y física, que a él en el seno familiar siempre se le trató como a cualquiera de sus hermanos, curso primaria y parte de la secundaria, no obstante, presentó importantes dificultades de aprendizaje, aunado a esto, sus frecuentes quebrantos de salud tornaron más difícil su proceso educativo. Expone que de manera constante ha estado sometido a tratamientos médicos para estabilizarlo.” (Sentencia N° 539-2017 de 17 de junio del 2017). 

Es importante observar que la declaratoria de insania se dictó en fecha anterior a la aprobación de la Ley N° 9544 y que la situación especial que tiene don Luis Carlos viene desde su nacimiento en el año 1966.

Para lograr una mejor comprensión de las características que presenta el caso analizado, seguidamente se hace un resumen cronológico de los antecedentes fácticos y del marco normativo:
[bookmark: _Hlk96331213]
· La Ley Orgánica del Poder Judicial que estaba vigente en el 2001 era la Ley N° 7333.

· La condición del señor Luis Carlos Vincenzi Antillón, lo hacía dependiente de sus progenitores desde antes del fallecimiento de su padre el exservidor judicial Atilio Vincenzi Peñaranda, debido a que no tiene capacidad de “funcionar en forma independiente[footnoteRef:13]”. [13:  Información tomada de la sentencia N° 539-2017 del 17 de junio de 2017 del Juzgado Primero de Familia del Primer Circuito Judicial de San José.] 


· El 25 de noviembre del 2001 fallece el señor Atilio Vincenzi Peñaranda.[footnoteRef:14] [14:  Acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 4-2002 del 23 de enero del 2002, artículo XXIII.] 


· [bookmark: _Hlk96514849]El derecho de Luis Carlos Vincenzi Antillón a ser beneficiario de una pensión, jurídicamente nace, el 25 de noviembre del 2001 con el fallecimiento del señor Atilio Vincenzi Peñaranda[footnoteRef:15] (su padre). [15:  Acuerdo del Consejo Superior en la sesión N° 4-2002 del 23 de enero del 2002, artículo XXIII.] 


· Es en el año 2017 que se dicta la sentencia del Proceso de Salvaguardia para la igualdad jurídica de las personas con discapacidad N°539-2017 por parte del Juzgado Primero de Familia de Primer Circuito Judicial de San José del 17 de junio del 2017.

· La Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, (ley que reformó el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333), entró a regir el 22 de mayo de 2018, por su parte, el Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial entró a regir el 14 de octubre del 2020.

· La fecha de la muerte de la señora Lylia Antillón Pérez (madre del señor Vincenzi Antillón) fue 3 de abril de 2021. Según se señaló en la solicitud de jubilación y en la citada sentencia, con el dinero que la viuda recibía de la pensión se mantenía ella y su hijo inválido Luis Carlos.

·  La solicitud de la pensión en favor del señor Luis Calos Vincenzi Antillón es presentada luego de fallecida su madre. 

Lo anterior, puede graficarse de la siguiente manera:

[image: Interfaz de usuario gráfica, Texto, Aplicación, Chat o mensaje de texto

Descripción generada automáticamente]

Continuando con el análisis, hay que mencionar que con la entrada en vigencia de la Ley N° 9544 (el 22 de mayo de 2018), se reformó el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Posteriormente se aprobó el Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial que entró a regir el 14 de octubre del 2020,

Lo anterior debe ser tomado en cuenta porque los citados cuerpos normativos dispusieron nuevos requisitos para obtener un derecho a la pensión.

Al respecto el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según reforma introducida por la Ley N° 9544 establece lo siguiente:

[bookmark: _Hlk95921052]“Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.

c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este.” (Énfasis suplido).

Por su parte, el nuevo Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial[footnoteRef:16], el cual establece la vigencia del derecho de pensión y señala lo siguiente:  [16:  Nota de Sinalevi. La Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobó un nuevo Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, publicado en La Gaceta N° 143 del 27 de julio de 2021.] 


“Artículo 37. - Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto el causante, como la persona solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio.

[bookmark: _Hlk90292973]Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa, en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.”

A lo anterior, se suman las reglas dispuestas en los artículos 28 y 29 del mismo reglamento, las cuales establecen que tiene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:
 
[bookmark: _Hlk89349863]“[…] c) Personas Mayores de edad que, previo al fallecimiento de la persona causante, se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas.” (artículo 28). (Énfasis agregado).

Cuando la solicitud es de una persona mayor de edad que se encuentra inválida e incapaz para ejercer labores remuneradas, previo al fallecimiento de la persona causante, debe presentar una certificación emitida por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS)[footnoteRef:17]. (Énfasis agregado). [17:  Artículo 29 del “Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial”.] 


Seguidamente se muestra un cuadro comparativo de la normativa para facilitar la comprensión sobre el tema de los requisitos para obtener la pensión cuando se trata de las hijas o hijos que tienen la situación especial de la invalidez.

[image: ]
Conforme se observa en la información contenida en el cuadro anterior, a partir de la entrada en vigencia de la Ley N° 9544, es decir, a partir del 22 de mayo de 2018, y con la entrada en vigencia del Reglamento supra citado, se establecen nuevos requisitos para las personas que son hijas e hijos de una persona servidora o jubilado judicial que quieran obtener el derecho a una pensión por orfandad. 

Los nuevos requisitos que deben cumplir las personas interesada en el beneficio de una pensión son los siguientes:

· La solicitud de pensión se debe realizar en los primeros 15 días (hábiles), del fallecimiento de la persona servidora o jubilada.
· En caso de que la solicitud se presente con posterioridad a los 15 días, el beneficio se debe otorgar a partir de la fecha en que se presenta la solicitud. 
· Que los hijos e hijas se encuentren inválidas e incapaces para ejercer labores remuneradas.
· Que los hijos e hijas dependan económicamente de este.
· Que cuente con un documento idóneo emitido por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad (CONAPDIS), en donde certifique que la persona gestionante se encuentra discapacitada.

Aquí es relevante señalar que conforme establece el artículo 34 de la Constitución Política, según el cual, “ninguna ley tiene efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna”. Asimismo, la Sala Constitucional en reiteradas ocasiones ha señalado que el Principio de irretroactividad de la ley está “orientado a garantizar el respeto de los derechos adquiridos y de las situaciones jurídica consolidadas”. (Sentencia N° 12001-2005).

También la Sala Constitucional ha dicho que, se viola el principio de irretroactividad, cuando una nueva norma o la reforma de una anterior altera ilegítimamente derechos adquiridos o situaciones consolidadas al amparo de la dicha norma anterior, también cuando los efectos, la interpretación o la aplicación de esta última produce un perjuicio irrazonable o desproporcionado al titular del derecho o situación que ella misma consagra. (Sentencia N° 12001-2005). (Énfasis agregado).

De manera que, un hijo o una hija que sea inválido, adquiere su derecho a la pensión de orfandad a partir de la fecha del fallecimiento de su padre o madre, del cual proviene su derecho, por haber sido exservidor o exservidora, exjubilado o exjubilada judicial. A los requisitos no se les puede dar efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, tal y como lo estableció el constituyente (artículo 34 de la Constitución Política). 

De manera que, el estado de invalidez es un tema diferente a una declaratoria de insania, la cual se realiza cuando las personas que rodean a la persona que presenta la incapacidad o la invalidez apoyan a la persona que la padece y realizan la gestión (los trámites formales antes las autoridades competentes), no obstante, es fundamental no confundirlas, por cuanto podría suceder que existan casos de personas que se encuentren en un estado de invalidez que no tengan documentos que lo acrediten. Esto se resalta porque, en el caso analizado del señor Luis Carlos, se observa que según fue señalado por su madre ante la autoridad judicial que dicta la sentencia en el 2017, don Luis Carlos presentó condición especial desde su nacimiento (29 de noviembre de 1966), siendo que su padre falleció en el año 2001. De ahí que, su derecho a recibir pensión por orfandad por tratarse de una persona en estado de invalidez (proveniente de una situación de discapacidad mental crónica y permanente que no tiene tratamiento, según fue señalado por la Medicatura Forense y que consta en la citada sentencia del Juzgado Primero de Familia del Primer Circuito Judicial de San José), nace a la vida jurídica a partir del fallecimiento de su padre Atilio Vincenzi Peñaranda ocurrida el 25 de noviembre del 2001. En esa fecha, la normativa vigente (ley N° 7333) hace referencia a que el derecho de los hijos a recibir pensión caduca con la mayoridad, salvo que sean inválidos. Obsérvese que el legislador únicamente hace referencia a que “sean inválidos”, es decir, fue en forma posterior (con la aprobación de la ley N° 9544 que se adiciona la norma en el sentido de establecer como requisito que los hijos o hijas se encuentren inválidos o incapaces para desempeñar labores remuneradas.

A todo lo dicho, debe señalarse que en cuanto a la solicitud y a la fecha de los efectos de esta, se regulan de acuerdo a lo establecido en las normas vigentes a la fecha de presentarse la solicitud, porque lo contrario generaría una violación del Principio Pro Fondo. El Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial[footnoteRef:18] señala que: [18:  Nota de Sinalevi. La Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobó un nuevo Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, publicado en La Gaceta N° 143 del 27 de julio de 2021.] 


“Artículo 37. - Sobre el derecho de pensión. El derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del exservidor (a) judicial o de la persona jubilada fallecida siempre y cuando tanto el causante, como la persona solicitante, cumplan con todos los requisitos establecidos tanto en la LOPJ, este reglamento y demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio.

Lo anterior, en caso de que la solicitud respectiva se presente durante los primeros quince días hábiles de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora activa, en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión. Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución inicial realizada por la Junta Administradora, se presenten solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión, éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.”

III.- Consideraciones relevantes adicionales.

El caso analizado plantea la situación de las personas con capacidades especiales, tema que cuenta con una normativa internacional pública orientada a proteger a las personas que integran esta población vulnerable. Al respecto, deben recordarse los siguientes instrumentos internacionales:

· La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, de las Naciones Unidas, 2007, destaca en el punto t) que “el hecho de que la mayoría de las personas con discapacidad viven en condiciones de pobreza y reconociendo, a este respecto, la necesidad fundamental de mitigar los efectos negativos de la pobreza en las personas con discapacidad.” 

Cabe resaltar que en el artículo 28 se reconoce el derecho de las personas con discapacidad a un nivel de vida adecuado y protección social, al respecto señala lo siguiente:

“1.  Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de sus condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes para salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin discriminación por motivos de discapacidad.

2.  Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la protección social y a gozar de ese derecho sin discriminación por motivos de discapacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas:

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, dispositivos y asistencia de otra índole adecuados a precios asequibles para atender las necesidades relacionadas con su discapacidad;

b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular las mujeres y niñas y las personas mayores con discapacidad, a programas de protección social y estrategias de reducción de la pobreza;

c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad y de sus familias que vivan en situaciones de pobreza a asistencia del Estado para sufragar gastos relacionados con su discapacidad, incluidos capacitación, asesoramiento, asistencia financiera y servicios de cuidados temporales adecuados;

d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad a programas de vivienda pública;

e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las personas con discapacidad a programas y beneficios de jubilación.” (Énfasis agregado).

· La Declaración de los Derechos de los Impedidos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1975, proclama la necesidad o obligación de los Estados parte de adoptar medidas en los planos nacional e internacional para que la Declaración sirva de base y de referencia común para la protección de estos derechos:

“[…] 3. El impedido tiene esencialmente derecho a que se respete su dignidad humana. El impedido, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastornos y deficiencias, tiene los mismos derechos fundamentales que sus conciudadanos de la misma edad, lo que supone, en primer lugar, el derecho a disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea posible.” (Énfasis agregado).

[…]

“7. El impedido tiene derecho a la seguridad económica y social y a un nivel de vida decoroso. Tiene derecho, en la medida de sus posibilidades, a obtener y conservar un empleo y a ejercer una ocupación útil, productiva y remunerativa, y a formar parte de organizaciones sindicales. […]” (Énfasis agregado).

· Las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidad el 20 de diciembre de 1993, dispuso lo siguiente: 

“Artículo 8. Mantenimiento de los ingresos y seguridad social.
Los Estados son responsables de las prestaciones de seguridad social y mantenimiento del ingreso para las personas con discapacidad.

1. Los Estados deben velar por asegurar la prestación de apoyo adecuado en materia de ingresos a las personas con discapacidad que, debido a la discapacidad o a factores relacionados con ésta, hayan perdido temporalmente sus ingresos, reciban un ingreso reducido o se hayan visto privadas de oportunidades de empleo. Los Estados deben velar por que la prestación de apoyo tenga en cuenta los gastos en que suelen incurrir las personas con discapacidad, y sus familias, como consecuencia de su discapacidad.

2. En países donde exista o se esté estableciendo un sistema de seguridad social, de seguros sociales u otro plan de bienestar social para la población en general, los Estados deben velar por que dicho sistema no excluya a las personas con discapacidad ni discrimine contra ellas.

[…]

4. Los sistemas de seguridad social deben prever incentivos para restablecer la capacidad para generar ingresos de las personas con discapacidad. Dichos sistemas deben proporcionar formación profesional o contribuir a su organización, desarrollo y financiación. Asimismo, deben facilitar servicios de colocación.” (Énfasis agregado).

De manera que, las autoridades públicas deben velar por que se cumplan los derechos de las personas con discapacidad y para que estas vivan en condiciones de dignidad. 

Por última ha de indicarse que, corresponde a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial valorar y tomar la respectiva decisión administrativa.

III. Conclusiones:

De conformidad con todo lo expuesto y con fundamento el artículo 51 de la Constitución Política, 28 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, la Declaración de los Derechos de los Impedidos, la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N° 7333 de 5 de mayo de 1993 y sus reformas (que comprenden la ley N° 9544 de 24 de abril de 2018), artículo 1 de la Ley para la Promoción de la autonomía personal de las personas con discapacidad, los artículos 28, 29, 37 del Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, se concluye lo siguiente:

1. Con motivo del fallecimiento del exservidor judicial Atilio Vincenzi Peñaranda ocurrida el 25 de noviembre del 2001 y en virtud de la solicitud que presentó la viuda la señora Lylia Antillón Péreza, fue que el Consejo Superior en la sesión N° 4-2002 del 23 de enero del 2002, artículo XXIII, autorizó la pensión por viudez a partir del 26 de noviembre del 2001. 

2. El Juzgado Primero de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, en el proceso de insania del señor Luis Carlos Vincenzi Antillón (tramitado por su madre), dictó la sentencia N° 539-2017 del 17 de junio del 2017, en la cual se incorporó como prueba el dictamen pericial psiquiátrico forense, que indica que el señor Luis Carlos Vincenzi Antillon posee una discapacidad de tipo intelectual, retraso leve, que es una condición de carácter permanente y es por medio de dicha sentencia que se declara el estado de interdicción de Luis Carlos.

3. El señor Luis Carlos Vicenzi Antillón solicitó la pensión por orfandad a partir de la fecha del fallecimiento de la señora Lylia Antillón Pérez ocurrida el 3 de abril del 2021. Según se indica en la solicitud, don Luis Carlos por su discapacidad mental depende de la ayuda fraternal que recibe, ya que en vida de su madre, ella atendía las necesidades de don Luis Carlos y las suyas con el dinero proveniente de la pensión por viudez que recibía de quien en vida fue su esposo el exservidor judicial Atilio Vincenzi Peñaranda.

4. De conformidad con el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (antes de la reforma realizada por la Ley N° 9544), el Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial establecido en la ley N° 7333 del 5 de mayo de 1993, establece que el fallecimiento de la persona jubilada judicial da derecho a sus beneficiarios a una pensión. Dispone además que, toda asignación caduca por la muerte del beneficiario y que en cuanto a los hijos o hijas caduca con la mayoridad, salvo que sean inválidos. De manera que, el derecho de don Luis Carlos nació a partir del fallecimiento de quien en vida fue su padre el exservidor judicial Atilio Vincenzi Peñaranda. Sin embargo, de los antecedentes del caso analizado se desprende que con el dinero de la pensión por viudez que recibía su madre se cubrían también las necesidades económicas de don Luis Carlos. Luego, con motivo de la muerte de su madre, don Luis Carlos presenta la solicitud para que se le reconozca y otorgue el derecho a recibir pensión por orfandad en situación de hijo en condición de invalidez, pero aquí hay que dejar claro que el derecho a cobrar esta pensión proviene del fallecimiento de su padre.

5. El estado de invalidez es un tema diferente a una declaratoria de insania, la cual se realiza cuando las personas que rodean a la persona que presenta la incapacidad o la invalidez apoyan a la persona que la padece y realizan la gestión (los trámites formales antes las autoridades competentes), no obstante, es fundamental no confundirlas, por cuanto podría suceder que existan casos de personas que se encuentren en un estado de invalidez que no tengan documentos que lo acrediten. 

6. Ahora bien, el tema de la solicitud y la fecha de los efectos de esta, se regulan de acuerdo a lo establecido en las normas vigentes a la fecha de presentarse la solicitud, porque lo contrario generaría una violación del Principio Pro Fondo. Es decir, debe respetarse lo dispuesto en el artículo 37 del Reglamento general del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial[footnoteRef:19] [19:  Nota de Sinalevi. La Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobó un nuevo Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, publicado en La Gaceta N° 143 del 27 de julio de 2021.] 


7. En el caso de las resoluciones jurisdiccionales citadas ut supra tienen efecto declarativo y no constitutivo por lo que se reafirma la precondición de la persona a que se refieren las mismas. 

8. Corresponde a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, valorar y tomar la respectiva decisión administrativa correspondiente.

Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.

Advertencias:

•	El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes. 

•	El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mediante el oficio N° 984-2021 del 9 de noviembre de 2021. Por lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información. 

•	Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

•	No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.”
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Por su parte, la señora Ligia Vincenzi Antillón, mediante nota recibida el 25 de febrero de 2022, remitió lo siguiente:
“…
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…”
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En sesión N° 45-2021 del 8 de noviembre de 2021, artículo VIII, se solicitó a la Dirección Jurídica que remitiera un criterio conforme a lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en sus artículos 228 y 229, respecto a la fecha en que se realiza la declaratoria del estado de invalidez del señor Vincenzi Antillón en el año 2017, según sentencia 539-2017 del Juzgado Primero de Familia de Primer Circuito Judicial de San José.
Posteriormente, en sesión N° 02-2022 del 10 de enero de 2022, se le indicó a la señora Ligia Vincenzi Antillón, que se estaba a la espera del informe de la Dirección jurídica, además se reiteró a citada dirección que esta Junta Administradora se encontraba a la espera del mismo, solicitado en sesión N° 45-2021 celebrada el 8 de noviembre de 2021. 
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por rendido el criterio Nº DJ-AJ-C-78-2022, del 24 de febrero de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, las licenciadas Hazel Montero Rodríguez y Silvia Calvo Solano, por su orden, Director interino, Asesora y Coordinadora interina, todos de la Dirección Jurídica. 2.) Con fundamento en la ley actual, otorgar el 80% del 100% monto de pensión que recibía la madre, Lylia Antillón Pérez, al señor Luis Carlos Vincenzi Antillón. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 19 de abril de 2021. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda. 4.) Comunicar a la señora Ligia Vincenzi Antillón.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XVII
Documento Nº 291-2022
Mediante correo electrónico del 4 de marzo de 2022, el máster Oslean Mora Valdez, Director de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, comunicó:
“Respetuosamente, me permito remitir la última versión del presupuesto de la JUNAFO 2023, conforme la autorización en el incremento de plazas acordado el lunes de esta semana. Lo anterior para sí a bien lo estiman, sea conocido en la sesión N°. 11-2022 del lunes 07 de marzo de 2022, como un tema fuera de agenda.”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Aprobar el presupuesto 2023 debidamente ajustado, presentado por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en consecuencia, autorizar a dicha Dirección para que realice las diligencias correspondientes al presupuesto 2023.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XVIII
Documento Nº 294-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0079-DJA-2022 del 4 de marzo de 2022, comunicó:
“Como es de su conocimiento, la Superintendencia de Pensiones remitió el pasado 14 de febrero de 2022, el oficio N°. SP-135-2022 mediante el cual comunica los resultados de la visita de campo efectuada durante el periodo 2021. Al respecto conviene destacar que en el anexo N°. 1 de dicho oficio, se presentan 13 requerimientos específicos que deben ser atendidos por la administración o por la propia JUNAFO a la mayor brevedad posible. El punto N°. 3 del citado anexo establece el siguiente requerimiento:

PUNTO N.° 3 

Hecho Observado “La Junta Administradora no le encomendó al director a. i. (Alta Gerencia) las responsabilidades del Manual de puestos, además en dicho manual no consta el control de versiones ni las respectivas aprobaciones.”

Requerimiento “Se solicita incorporar en el Manual de puestos, la revisión y la aprobación con la finalidad de oficializarlo, seguidamente, hacer de conocimiento de los futuros colaboradores las responsabilidades que deberá cumplir en concordancia con el perfil del puesto contratado.

Plazo de atención: 15 días hábiles.”

ANTECEDENTES

Para la atención oportuna del requerimiento citado, conviene destacar los siguientes elementos:

I. En sesión N°. 007-2021, artículos XVI y XXXV del 15 de febrero de 2021, decide acoger el producto de la consultoría contratada a la empresa PricewaterhouseCoopers y en lo referente al perfil del Director decide puntualmente, acoger el mismo para su designación inmediata, conforme se aprecia a continuación:

Artículo XVI

“Una vez finalizada la reunión, acuerda lo siguiente por unanimidad: Tener por recibida la presentación realizada por la Empresa PriceWatersHouse, referente a el diseño de organización, manuales de puestos, clasificación y valoración de puestos, así como las escalas salariales, propuestas para esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”

Artículo XXXV

“…de forma unánime se acordó: 1.) Conforme al producto presentado por la consultoría externa, acoger los perfiles, roles, actividades y demás documentación emitida por la consultoría especializada de la firma PricewaterhouseCoopers de los puestos de Director (Gerente) del FJPPJ y Oficial de Cumplimiento.” El resaltado no es del original.

II. Mediante sesión N°. 14-2021, artículo II del 24 de marzo de 2021, la JUNAFO acuerda de manera unánime, designar al máster Oslean Mora Valdez para asumir labores gerenciales a partir del día 15 de abril de 2021, conforme puede apreciarse en el siguiente extracto:

“5.) Solicitar al Consejo Superior la prórroga del permiso con goce de salario y sustitución de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al máster Oslean Mora Valdez, por tres meses más, para que se dedique a las labores gerenciales relacionadas con el Fondo, a partir del 15 de abril de 2021, con el fin de dar cumplimiento a los requerimientos inmediatos de la Superintendencia de Pensiones y se coordine la conformación inicial en cuanto a estructura de la Junta Administradora.” El resaltado no es del original. 

III. Por acuerdo unánime tomado en sesión N°. 17-2021, artículo XXV del 19 de abril de 2021, la JUNAFO ratifica la designación del máster Oslean Mora Valdez como Director a.í. de

“1) Ratificar el nombramiento del MPM. Oslean Mora Valdez como Director Interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir del 15 de abril 2021, ajustando sus funciones y competencias, conforme a las funciones que dicho cargo demanda.” El resaltado no es del original.

IV. La JUNAFO determina en acuerdo unánime tomado en sesión N°. 18-2021, artículo X del 26 de abril de 2021, otorgar un “Poder de Apoderado Generalísimo con límite de suma” al máster Oslean Mora Valdez, con el fin de agilizar el cumplimiento de sus funciones en calidad de Director a.í., el detalle de dicho acuerdo se aprecia a continuación:

“2.) Conforme a la justificación presentada, así como dadas las funciones propias de su cargo, se autoriza otorgar un “Poder de Apoderado Generalísimo con límite de suma de once millones de dólares” al máster Oslean Mora Valdez para que actúe en representación y pudiendo administrar los activos de ambas personalidades jurídicas instrumentales (JUNAFO 3-007-792932 y FJPPJ 3-110-759688), habilitando en este acto al Lic. César Azofeifa Anchía para la emisión y trámite del poder respectivo.” El resaltado no es del original.

V. La JUNAFO acuerda de forma unánime en sesión N°. 37-2021, artículo XVI del 06 de septiembre de 2021, realizar las votaciones internas para la determinación del cuerpo gerencial de la Dirección de la JUNAFO a partir del periodo 2022, determinado lo siguiente:

“a.) Para el puesto de director interino de la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, se procede a realizar la siguiente votación: 

[…]

Como resultado de la votación anterior y al contar con un total de 5 votos, se tiene por designada a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, como Directora interina del Fondo De Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir del 1 de enero de 2022, la cual contó con un total de 5 votos.

“b.) Se procede a realizar la designación del puesto de subdirector interino de la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme al siguiente detalle:

[…]

Contabilizados los votos emitidos anteriormente, de forma unánime se tiene por designado como subdirector interino de la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, al MPM. Oslean Mora Valdez, a partir del 1 de enero de 2022.”

VI. Conforme al análisis efectuado al criterio jurídico N° DJ-C-560-2021 del 5 de octubre de 2021 de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, referente a la clasificación del puesto de Director de la JUNAFO (Gerente) como un puesto de confianza, este cuerpo colegiado en sesión N°. 42-2021, artículo VI del 18 de octubre de 2021, toma el siguiente acuerdo de forma unánime:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido y acoger el criterio N° DJ-C-560-2021 del 5 de octubre de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en el cual señala que no existe norma que indique a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que los puestos de Director y Subdirector deban ser considerados como puestos de confianza.” El resaltado no es del original.

VII. La Sra. Ana Eugenia Romero Jenkins, mediante nota del 18 de noviembre de 2021, presenta su renuncia a la designación anterior, debido a lo cual mediante acuerdo tomado en sesión N°. 47-2021, artículo V del 22 de noviembre de 2021, la JUNAFO procede a realizar una nueva votación, referente a la designación del Director a.í. y la Subdirectora a.í. a partir del periodo 2022, destacándose lo que a continuación se señala:

“3) Se designa por mayoría de cinco votos a uno de los presentes al máster Oslean Mora Valdez, como Director interino de la JUNAFO a partir del 1 de enero de 2022.” El resaltado no es del original.

[…]

5) Una vez analizados los currículos de las personas participantes los antecedentes, la experiencia, se procede a la votación para la elección de quien asumirá el puesto de la subdirección interina de la JUNAFO, a partir del 1 de enero de 2022, quedando conformada la terna por las siguientes personas postulantes:

[…]

En la elección para el puesto de la subdirección se votó con cinco votos a favor de la designación para el nombramiento a la Licenciada Ingrid Moya Aguilar.” El resaltado no es del original.

Conforme a los puntos anteriormente enumerados, es posible confirmar la designación del MPM. Oslean Mora Valdez como Director a.í. desde el 15 de abril de 2021 hasta la fecha del presente oficio, de manera ininterrumpida, no obstante, a criterio de la SUPEN dicha designación no se ha efectuado con las atribuciones propias que dicho cargo demanda.

PERFIL GERENTE / DIRECTOR GENERAL

La elaboración del proyecto de definición de la estructura administrativa de la JUNAFO elaborado por la empresa consultora, permite desarrollar un perfil de mercado altamente competitivo y a su vez se analiza el mercado costarricense para determinar las características más deseables en un profesional que asuma esta posición:




Así mismo, como parte de los insumos para la determinación de este perfil, se toma en consideración el propio establecido para el Director Ejecutivo del Poder Judicial, el cual se determina es el que se desea homologar en esta etapa de conformación de la estructura administrativa inicial. El detalle de este puede ser apreciado a continuación: 




Conviene destacar que, dado que se homologan es esta etapa los perfiles propios del Poder Judicial, su estructura salarial, entre otros elementos, se valora necesario que el Director de la JUNAFO posea al menos, los mismos requisitos que existen para el puesto administrativo de mayor jerarquía dentro del Poder Judicial. Al respecto conviene destacar que, debe valorarse si la escala salarial, perfil y responsabilidades asociadas a los puestos de la Alta Gerencia de la Dirección de la JUNAFO, deben mantenerse en el mediano plazo idénticos a los definidos para el Poder Judicial o acoger los establecidos en el mercado.

NORMATIVA APLICABLE A LA ALTA GERENCIA

La normativa aplicable para los órganos regulados por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), establece algunos requisitos, responsabilidades y obligaciones particulares que asumir el puesto de Director o Gerente de un régimen regulado conlleva, dentro de los cuales se pueden destacar:

I-REGLAMENTO DE GOBIERNO CORPORATIVO

Conviene destacar sobre el rol de la Alta Gerencia, lo establecido en los artículos 29, 30 y 31 del citado reglamento, conforme al siguiente detalle:

“Artículo 29. Responsabilidad general 

Bajo la supervisión del Órgano de Dirección, la Alta Gerencia debe gestionar las actividades de la entidad de forma coherente con la estrategia empresarial, el Apetito de Riesgo y las políticas aprobadas por dicho Órgano. Asimismo, debe supervisar las áreas operativas de la entidad para garantizar el cumplimiento de sus objetivos. 

Artículo 30. Idoneidad y proceso de selección 

Los miembros de la Alta Gerencia deben contar con la experiencia, las competencias y la integridad necesaria para gestionar y supervisar los negocios y las actividades bajo su responsabilidad. 

Los miembros de la Alta Gerencia deben ser seleccionados por medio de un proceso transparente, formal de promoción o contratación, aprobado por el Órgano de Dirección, que tenga en cuenta las condiciones y competencias requeridas para el puesto en cuestión. Debe contar con acceso a formación continua para mantener y mejorar sus competencias relacionadas con sus áreas de responsabilidad.

Artículo 31. Responsabilidades de la Alta Gerencia 

Entre otras funciones, corresponde a la Alta Gerencia: 

31.1 Implementar el plan de negocios o actividades, revisarlo periódicamente y asegurar que la organización y los recursos son los adecuados para su implementación. 
31.2 Rendir cuentas sobre la gestión de la entidad a las Partes Interesadas. 
31.3 Promover y velar por la supervisión adecuada del recurso humano. 
31.4 Delegar tareas al personal y establecer una estructura de gestión que promueva una cultura de control adecuada, la rendición de cuentas y la transparencia en toda la entidad.
31.5 Implementar la gestión integral de los riesgos a que está expuesta la entidad y asegurar el cumplimiento de leyes, reglamentos, políticas internas y demás normativa, así como la atención de los requerimientos de los Órganos de Control y del supervisor
31.6 Proporcionar, al Órgano de Dirección, la información necesaria para llevar a cabo sus funciones y cumplir sus responsabilidades. Entre esta información se encuentra: 

(i) Desviaciones de objetivos, estrategias y planes de negocio o actividades. 
(ii) Desviaciones en la estrategia de gestión de riesgos y en el Apetito de Riesgo declarado. 
(iii) Los niveles de capital, liquidez y solidez financiera de la entidad y de los Vehículos de Administración de Recursos de Terceros. 
(iv) Inobservancia del cumplimiento de la regulación, de los planes de acción presentados a la Superintendencia y a los Órganos de Control, de las políticas y de otras disposiciones aplicables a los Vehículos de Administración de Recursos de Terceros administrados y a la entidad. 
(v) Fallas del sistema de control interno. 
(vi) Preocupaciones sobre temas legales o reglamentarios. 
(vii) Cualquier otra que a juicio de la Alta Gerencia o del Órgano de Dirección sea necesaria para la toma de decisiones por parte de este último. 

31.7 Implementar las políticas aprobadas por el Órgano de Dirección para evitar o administrar posibles conflictos de intereses y establecer los procesos de control que aseguren su cumplimiento. 
31.8 Implementar y mantener un sistema de información gerencial que cumpla con las características de oportunidad, precisión, consistencia, integridad y relevancia. 
31.9 Implementar las recomendaciones realizadas por el supervisor, auditores internos y auditores externos.”

II-REGLAMENTO DE RIESGOS

De igual forma, el Reglamento de Riesgos vigente establece para la Alta Gerencia en su artículo N°. 7, las siguientes responsabilidades:

“Artículo 7. Responsabilidades de la Alta Gerencia 

Entre otras funciones, corresponde a la Alta Gerencia: 

a) Gestionar las actividades de la entidad regulada de forma coherente con el Apetito de Riesgo y las políticas aprobadas por el Órgano de Dirección con respecto a la gestión de riesgos de los fondos administrados. 
b) Implementar la gestión integral de los riesgos a que están expuestos los fondos administrados por la entidad regulada. 
c) Proporcionar, al Órgano de Dirección, la información necesaria para llevar a cabo sus funciones y cumplir sus responsabilidades. Dentro de esta información se encuentran las desviaciones en la estrategia de gestión de riesgos y en el Apetito de Riesgo declarado. 
d) Aprobar los controles necesarios para que las decisiones de inversión se tomen y se ejecuten en el marco de la declaración del apetito de riesgo y de las políticas de inversión aprobadas. Igualmente debe establecer los controles necesarios para que se lleve a cabo una gestión adecuada de los riesgos a los que están expuestas las inversiones. 
e) Identificar, gestionar, controlar y dar seguimiento a los factores de riesgo operativo que pudieran obstaculizar o impedir el logro de los objetivos de la organización. 

Los factores de riesgo incluyen, entre otros: fraude, relaciones laborales o contractuales, errores del recurso humano, estructura organizacional, cambios en la industria, la regulación, tecnología de la información, avances tecnológicos, fallos y errores en los sistemas de información y de contabilidad y, eventos externos. 

f) Desarrollar las políticas, procesos y procedimientos destinados a la gestión de riesgos para todos los productos, actividades, procesos y sistemas relevantes de la entidad regulada. 
g) Establecer y aplicar procedimientos para prevenir, identificar e informar oportunamente al Órgano de Dirección, sobre irregularidades en la generación de la información financiera o actividades fraudulentas relacionadas. 
h) Velar porque se disponga de un patrimonio suficiente para cubrir eventuales pérdidas derivadas de su giro de negocio o de otras fuentes. 
i) Establecer planes de contingencia y de continuidad de las actividades significativas, que aseguren su capacidad operativa y limiten las pérdidas en caso de una interrupción de sus operaciones. 
j) Velar porque exista un proceso de reclutamiento y selección que permita contratar el personal con las competencias, cualidades morales, la independencia y los conocimientos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades. De igual manera, debe mantener un proceso de inducción, capacitación periódica y evaluación del desempeño para todos los colaboradores. En dicha inducción y capacitación periódica, debe incluirse a los miembros del Órgano de Dirección y de los comités técnicos. 
k) Proporcionar información suficiente, oportuna y precisa al Órgano de Dirección, comités técnicos, unidades de apoyo, entidades supervisoras y a los afiliados o pensionados, que les permitan tomar decisiones, evaluar las estrategias de gestión definida, o realizar análisis generales, según corresponda. 
l) Gestionar la seguridad de la información mediante medidas preventivas, correctivas y compensatorias que le permitan resguardar y proteger la información, buscando su confidencialidad, disponibilidad e integridad. 
m) Asegurar que se implementen sistemas de información que satisfagan los requerimientos de la entidad regulada, de los fondos administrados, del afiliado o pensionado, del ente supervisor y de otras partes interesadas. Además, debe gestionar una efectiva administración de datos que garantice la integridad, calidad, oportunidad y disponibilidad de la información. 
n) Implementar un marco para la gestión de los recursos de infraestructura tecnológica que asegure la continuidad, disponibilidad y oportunidad de los recursos de Tecnologías de Información que dan soporte a la entidad regulada y a los fondos administrados. 
o) Identificar y gestionar situaciones que puedan ocasionar exposición a litigios, sanciones, o reclamos de cualquier naturaleza, que puedan generar eventuales consecuencias financieras y de reputación.”

Adicionalmente es importante resaltar que la Alta Gerencia, es la responsable de garantizar el correcto funcionamiento y cumplimiento de los requerimientos normativos y particulares que la Superintendencia de Pensiones presente, coadyuvando al Órgano de Dirección (JUNAFO) en el cumplimiento de sus objetivos.

AJUSTE AL PERFIL DE GERENTE – DIRECTOR DE LA JUNAFO

Conforme se ha apreciado en los puntos anteriores, el producto remitido por la empresa consultora contratada desarrollo un manual de puestos y en específico un perfil para el Gerente – Director de la JUNAFO, el cual fue acogido en sesión N°. 007-2021, no obstante, dicho perfil no poseía control documental, que permita conocer el estatus de su aprobación o versión correspondiente. Dado lo anterior, se remite el citado perfil ajustando dicho requerimiento:




CONSIDERACIONES FINALES

Según manifestaciones efectuadas por personas funcionarias de la SUPEN en diversos ámbitos de reunión, el puesto de Gerente – Director de la JUNAFO, requiere contar con plena autoridad para la ejecución de sus funciones, con los derechos y responsabilidades que la normativa otorga a la Alta Gerencia de un régimen con las características del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Así mismo, conviene dotar de estabilidad en el nombramiento de la persona que reúna las características más adecuadas para asumir dicho puesto y que a su vez, permita brindar estabilidad, control y seguimiento a las actividades propias de la organización.

Dado lo anterior, respetuosamente se insta a que sea analizado por los integrantes de la JUNAFO y si a bien lo estiman, puedan proceder conforme a las siguientes sugerencias:

1. Valorar si el perfil referido, mantiene la vigencia, características, responsabilidades, formación académica y experiencia necesaria que los estimables integrantes de la JUNAFO consideran ineludibles debe poseer la persona que asuma el rol de Gerente – Director de la JUNAFO.
2. En caso de no presentarse modificaciones al mismo por parte de los estimables integrantes del cuerpo colegiado que usted preside, se sugiere acoger la modificación al perfil adjunto en cuanto a la inclusión del cuadro de control de cambios necesario en dicho documento.
3. Al momento del respectivo nombramiento, se sugiere brindar con claridad a la (s) persona (s) que asuma (n) el rol de la Alta Gerencia, las potestades, derechos y obligaciones que la normativa aplicable establece, conforme a los elementos enumerados en el presente documento.
4. Por último, si a bien estiman que el suscrito y la Licda. Ingrid Moya Aguilar continúen desempeñando los roles de Director y Subdirectora respectivamente de la Dirección de la JUNAFO, se tome un acuerdo donde de manera clara y precisa se nos brinde las potestades, derechos y obligaciones que la normativa aplicable establece para los roles de Alta Gerencia de un régimen supervisado.

En espera de que la información aquí contenida le resulte de utilidad, me despido.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Señala el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que donde se indica "Por último, si a bien estiman que el suscrito y la Licda. Ingrid Moya Aguilar continúen desempeñando los roles de Director y Subdirectora respectivamente de la Dirección de la JUNAFO, se tome un acuerdo donde de manera clara y precisa se nos brinde las potestades, derechos y obligaciones que la normativa aplicable establece para los roles de Alta Gerencia de un régimen supervisado.", quiere dejar manifiesto, que avala y se da por satisfecho con las labores de quienes han ocupado las dos tareas, llámese Director y Subdirectora de la Junta, así como todo el equipo que, a la fecha, laboran para la Junta, y que propondría respetuosamente un acuerdo donde, para estas dos plazas, se indique que se brindan las potestades, derechos y obligaciones que la normativa aplicable establece para los roles de Alta Gerencia de un régimen supervisado, hasta que se nombren en la forma que correspondan esas plazas, toda vez que a la fecha, tienen carácter interino. Por otra parte, le parece que, en el acuerdo sobre el ajuste, debe indicarse que se varia el acuerdo tomado en sesión N° 7-2021 del 15 de febrero de 2021, artículo XXXV, para que se proceda a ajustar el perfil del puesto.
Dice el licenciado Parris Quesada Madrigal, que él tiene una disyuntiva, ya que no estuvo en la aprobación anterior de esos documentos, por lo que vota en contra.
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0079-DJA-2022 del 4 de marzo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Aprobar la modificación del perfil de Gerente – Director de la JUNAFO, en los términos señalados, variando lo acordado en sesión N° 7-2021 del 15 de febrero de 2021, artículo XXXV. 3.) Brindar, al máster Oslean Mora Valdez, y a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, las potestades, derechos y obligaciones que la normativa aplicable establece para los roles de Alta Gerencia de un régimen supervisado, en el desempeño de los roles de Director y Subdirectora, respectivamente, de la Dirección de la JUNAFO, hasta que se nombren en la forma que correspondan esas plazas, toda vez que, a la fecha tienen carácter de interinas.
El licenciado Parris Quesada Madrigal se abstiene de votar por no haber participado de la aprobación anterior del perfil de Gerente – Director de la JUNAFO.
Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIX
Documento Nº 297-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0084-DJA-2022 del 4 de marzo de 2022, comunicó:
“La Superintendencia de Pensiones, ente supervisor de la JUNAFO y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con oficio N° SP-135-2022, del 10 de febrero de 2022, comunicó que con base en el estudio de supervisión para aplicar el “Modelo de Supervisión Basado en Riesgos” se identificaron los riesgos inherentes y la efectividad de las acciones de mitigación que el Fondo lleva a cabo para las actividades significativas de Acumulación, Desacumulación, Gestión de Activos, Actuarial, Comunicación y Tecnologías de Información.

Además, incluye un anexo donde se delimitan varios hechos observados que requieren de la atención de la JUNAFO.

Uno de los puntos que se incluye en dicho anexo es el 10, que indica:

HECHOS OBSERVADOS Y REQUERIMIENTOS

	Hecho observado
	Responsable
	Requerimiento

	10)  Los miembros de la Junta Administradora que tienen dentro de sus labores como funcionarios judiciales, gestiones específicas relacionadas con el proceso de contratación de la valuación actuarial, deben comunicar a la Junta Administradora dicha situación.
	Órgano de Dirección
	Formalizar el proceso para que los miembros de la Junta Administradora comuniquen si se inhibieron como parte de sus labores o si lo harán en la Junta Administradora.



Por lo anterior, esta Dirección presenta la propuesta de procedimiento para que las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial comuniquen al Órgano de Dirección cuando se encuentren con una causal de inhibición o abstención, por el desempeño de su cargo como persona servidora del Poder Judicial.

Lo anterior, para que si a bien lo estima el honorable Órgano de Dirección se brinde la aprobación respectiva, con el fin de informar a la SUPEN y cumplir con el requerimiento solicitado.



…”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el informe sobre procedimiento de inhibitorias por parte de las personas integrantes de la JUNAFO que son servidoras judiciales en casos de conflictos de interés, presentado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0084-DJA-2022 del 4 de marzo de 2022. 2.) Acoger la propuesta de procedimiento para que las personas integrantes de esta Junta Administradora, comuniquen al Órgano de Dirección cuando se encuentren con una causal de inhibición o abstención, por el desempeño de su cargo como persona servidora del Poder Judicial. 3.) Remitir este acuerdo a la Dirección de la JUNAFO, para que rinda respuesta a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, sobre el requerimiento solicitado.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XX
Documento Nº 283-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0086-DJA-2022 del 4 de marzo de 2022, comunicó:
“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, me permito referirme al requerimiento planteado en oficio N°. SP-135-2022 de fecha 10 de febrero 2022 y recibido el 14 de febrero del 2022, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por el ente supervisor del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense.

1. Mediante el oficio citado, la SUPEN comunica el resultado de la visita de campo realizada durante el periodo 2021, comunicando la necesidad puntual de atender 13 requerimientos específicos, adicionales a la comunicación del resultado general de dicha valoración.

2. Al respecto de la atención de dichos requerimientos conviene destacar:

a. De los puntos N°. 4, 5, 9, 10, 11 y 13 se adjunta la evidencia donde se confirma que estos hallazgos se encuentran cien por ciento atendidos, se realizan acciones de seguimiento, control y verificación de forma constante, por parte de cada uno de los Procesos y Subprocesos de la Dirección de la JUNAFO. 

b. De los puntos N°. 2, 6, 8 y 12, se adjuntan los correspondientes “Planes de Acción” específicos con el detalle de actividades, responsables y tiempos de respuesta para el adecuado desarrollo de cada una de las actividades; a estos planes se les dará el seguimiento respectivo de forma mensual y se mantendrá informada a la SUPEN del avance de estos.

c. Sobre el punto N°. 1 conviene destacar que se encuentra pendiente la definición por parte de Corte Plena sobre el accionar de la Auditoria Judicial o en su defecto la inclusión de plazas específicas para este servicio a partir del periodo 2023; para la atención del punto N.° 3 se remite el oficio N°. 0079-DJA-2022 mediante el cual se aportan los elementos necesarios para el análisis y aprobación respectiva de la JUNAFO, por último, se destaca que sobre el requerimiento del punto N°. 7 se le solicitó prórroga la SUPEN para su cumplimiento mediante oficio N°. 0068-DJA-2022 del 04 de marzo del 2022, con el fin de poder incorporar al Comité de Riesgos al nuevo asesor externo que inicia labores a partir del 13 de marzo de 2022.

Conforme a los puntos anteriormente enumerados se estima que son atendidos los requerimientos de la Superintendencia de Pensiones en el oficio N°. SP-135-2022, en razón de la cual se remiten la matriz de control anexa a este oficio para el análisis y aprobación del cuerpo colegiado que usted preside.

En espera de que la información le resulte de utilidad, me despido.

TABLA DE ANEXOS

	DESCRIPCI
	DOCUMENTO

	[bookmark: _Hlk95479139]DESCRIPCION
	DOCUMENTO

	ANEXO 1
MATRIZ DE ATENCIÓN SP-135-2022
	




…”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0086-DJA-2022 del 4 de marzo de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Aprobar la matriz de atención al oficio N°. SP-135-2022 de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, en consecuencia, encomendar a dicha Dirección para que rinda respuesta formal a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XXI
Documento Nº 263-2022 / 266-2022
[bookmark: _Toc96008225]En sesión N° 8-2022 del 21 de febrero de 2022, artículo XI, en lo conducente de reiteró a la Corte Plena, el interés de los integrantes suplentes que representan a dicha Corte, por pasar a ser titulares, dada la experiencia lograda en los meses de existencia de esta Junta.
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk96946584]“En sesión extraordinaria de la Corte Plena N° 43-18 celebrada el 17 de setiembre de 2018, artículo XII, se aprobó el Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en lo que interesa, en su artículo 14 establece lo siguiente:

“Artículo 14.- Integración y votaciones del Tribunal Electoral Judicial. El Tribunal Electoral Judicial estará integrado por cinco miembros a saber, una persona representante del Consejo de la Judicatura, una del Ministerio Público, una de la Defensa Pública, una del Organismo de Investigación Judicial y la persona a cargo de la Dirección Ejecutiva.
 
Cuando el Tribunal Electoral Judicial así lo requiera, la persona Directora Jurídica, la persona Directora de Tecnología de la Información y la persona Directora de Gestión Humana, participarán -en calidad de asesores- en las sesiones con voz pero sin voto. 
 
[bookmark: _Hlk96940127]Para realizar la integración, el Consejo Superior hará una atenta instancia al Consejo de la Judicatura, a la Jefatura de la Fiscalía General de la República, a la Dirección de la Defensa Pública, a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y a la Dirección Ejecutiva, para que comunique al Consejo Superior, si va a asumir directamente o bien va a designar a una persona para que lo represente, en la integración del Tribunal Electoral Judicial. El Consejo Superior, mediante acuerdo, aprobará la integración del Tribunal Electoral Judicial.
 
El Tribunal Electoral Judicial nombrará en su seno y en forma conjunta a quien ejerza la Presidencia, la Vicepresidencia, la Secretaría, la Vocalía Primera y la Vocalía Segunda.
 
Los acuerdos se tomarán por mayoría simple.
 
Los cargos del Tribunal Electoral Judicial no recibirán remuneración de ningún tipo.”
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Se adjunta el reglamento

[image: ]

De conformidad con lo establecido en el artículo 14 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se entra a conocer el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 14-2022 celebrada el 17 de febrero de 2022, artículo XLV, que dice:

“La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-RS-0000-2022 del 3 de febrero de 2022, comunicó:

“En atención a las renuncias que se han presentado en los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial específicamente en la parte del colectivo judicial con respecto a los candidatos suplentes que actualmente todos están ocupan el puesto de titular dejando sin suplencias para atender alguna ausencia de los actuales ocupantes, es que se solicita a tan estimable órgano superior activar el Tribunal Electoral Judicial. 

Lo anterior de conformidad con lo que establece el Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su artículo 5 que indica:

“La Junta Administradora estará integrada por seis miembros titulares, además habrá seis miembros suplentes, quienes serán nombrados por períodos de cinco años, pudiendo ser reelectos. Los suplentes deberán cumplir los mismos requisitos que la ley establece para los integrantes titulares. Se requiere un suplente para cada integrante titular, para que le sustituya en sus ausencias.”

Igualmente, el Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su artículo N° 13 señala en lo que nos interesa: el Tribunal Electoral Judicial será el órgano superior del Poder Judicial para organizar, dirigir y vigilar el proceso electoral, mediante el cual se determinará el resultado de la voluntad del colectivo judicial.

Asimismo, en el Artículo 34 del Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial establece:

Corresponderá al Tribunal Electoral Judicial organizar, dirigir y vigilar la etapa preelectoral, la cual va desde la publicación que da inicio al proceso electoral, hasta la elaboración de la lista de elegibles.

La etapa preelectoral comprende los siguientes pasos:

a) El Tribunal Electoral Judicial publicará dando aviso del inicio del proceso electoral y dará un plazo para la inscripción de las postulaciones.

b) Las personas interesadas deberán presentar ante el Tribunal Electoral Judicial su postulación, así como los documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 240 de la ley número 9544.

Debido a lo señalado líneas antes se solicita al órgano superior que se active el Tribunal Electoral Judicial para que se pueda organizar el proceso para elegir los suplentes que hacen falta para atender las ausencias de los que ocupan la titularidad actualmente.”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y hacerla de conocimiento de la Corte Plena para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.”

-0-

De conformidad con lo establecido en el artículo 14 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se acordó: 1.) Dejar sin efecto el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 14-2022 celebrada el 17 de febrero de 2022, artículo XLV. 2.) Acoger la solicitud presentada por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-RS-0000-2022 del 3 de febrero de 2022, respecto a activar el Tribunal Electoral Judicial a fin de elegir los integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Solicitar a las jefaturas del Consejo de la Judicatura, la Fiscalía General de la República, la Defensa Pública, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección Ejecutiva, comuniquen a este Consejo Superior, si van a asumir directamente o bien van a designar a una persona para que los represente, en la integración del Tribunal Electoral Judicial. Lo anterior, en el entendido que una vez que este Consejo cuente con esa información, aprobará la integración del citado Tribunal.

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Dirección Jurídica y la Dirección de Tecnología de la Información, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”
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Mediante correo electrónico del 4 de marzo de 2022, se recibió el acuerdo oficio N° 38-P-2022 de la Comisión de Nombramientos de puestos de elección de Corte que dice:
[image: ]
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[image: ]
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022. 2.) Tomar nota del oficio N° 38-2022 de la Comisión de Nombramientos, y aclarar que el licenciado Freddy Chacón Arrieta, es integrante suplente de esta Junta Administradora. 3.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que realice lo correspondiente a la contratación, para dotar el recurso de la plataforma de votación, referido.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XXII
Documento Nº 264-2022
La señora Rocío Aguilar M, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-237-2022 recibido el 4 de marzo de 2022, dirigido a la presidencia de la Corte Suprema de Justicia, con copia a esta Junta, comunicó:
“Mediante oficio DJ-2891-2020 del 04 de setiembre de 2020, suscrito por el Director Jurídico a.i. señor Rodrigo Campos Hidalgo, se comunica a la Secretaría General de la Corte que usted preside, el informe referente a la denominada regla cuarta.

Del informe citado se destaca lo siguiente: 

“(…) Mediante oficio PJ-DGH-AP-2767-2020 de fecha 15 de julio de 2020, la Dirección de Gestión Humana hace llegar a esta Dirección la lista de las personas a las cuales se les llegó a aplicar la indicada regla IV (…) “un total de 180 jubilaciones se aplicó la denomina “Regla IV” de forma incorrecta, esto debido a que los servidores y servidoras no contabilizan 20 años de servicio al 01 de enero de 1994, pero los cálculos del monto de beneficio se realizaron con base en el promedio de los últimos doce salarios y una asignación del 100%.” (…) “En razón de lo anterior, se estima necesario que la Corte Suprema de Justicia adopte la estimación que considere procedente respecto de los actos creadores de derechos en cuanto a la diferencia a favor de los 180 servidores, conforme el acuerdo de sesión 050-2014 de 27 de octubre de 2014, artículo único.”

Dado lo anterior, se le solicita que, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibido de esta comunicación, se pronuncie con respecto al trámite que le va a dar la Corte Suprema de Justicia a lo solicitado en el informe de la División Jurídica del Poder Judicial.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar M, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-237-2022 recibido el 4 de marzo de 2022, dirigido a la presidencia de la Corte Suprema de Justicia, con copia a esta Junta y estar a la espera de lo que resuelva el Poder Judicial.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XXIII
Documento Nº 274-2022
La señora Rocío Aguilar M, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-A-252-2022 recibido el 4 de marzo de 2022, comunicó:
“DISPOSICIONES RELATIVAS A LA PLANIFICACIÓN DE LAS COMPRAS Y VENTAS DE DOLARES POR PARTE DE LAS ENTIDADES REGULADAS Y DEBERES DE INFORMACIÓN A LA SUPERINTENDENCIA DE PENSIONES

Superintendencia de Pensiones, al ser las quince horas del día tres de marzo del año dos mil veintidós.

CONSIDERANDO:

1. El inciso b) del artículo 60 de la Ley de Protección al Trabajador establece, como uno de los principios rectores de las inversiones de los fondos, que estos sean invertidos para el provecho de los afiliados, procurando el equilibrio necesario entre seguridad, rentabilidad y liquidez, de acuerdo con su finalidad y respetando los límites fijados por la ley y las normas reglamentarias que la Superintendencia de Pensiones dicte sobre el particular.

1. El artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador señala que la Superintendencia de Pensiones podrá autorizar la inversión de hasta de un veinticinco por ciento del activo del fondo en valores de emisiones extranjeras que se negocien en mercados de valores organizados en el territorio nacional o el extranjero. Dicho porcentaje podrá ser ampliado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero hasta en un cincuenta por ciento, de acuerdo con las disposiciones reglamentarias que emitirá.

1. El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 5 del acta de la sesión 1452- 2018, celebrada el 16 de octubre de 2018, aprobó el Reglamento de Gestión de Activos, el cual fue publicado en el diario oficial La Gaceta Nº 203 del 02 de noviembre de 2018, Alcance 192.

El inciso b) del artículo 67 del reglamento en comentario establece, como límite en las inversiones de los fondos en valores emitidos en los mercados internacionales, hasta un 25%, porcentaje que puede ser ampliado hasta un 50%, “…demostrando, con base en el cumplimiento de las disposiciones previstas en el “Título II. Gobierno de las Inversiones”, que la ampliación del límite cumple con lo establecido en el artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador…”.

Adicionalmente, su artículo 15 indica que los valores y los activos subyacentes en que invierten los fondos pueden estar denominados en cualquier moneda, correspondiéndole al Órgano de Dirección justificar su uso, demostrando que se analizaron elementos como la liquidez y/o volumen transado, y que existe la posibilidad de realizar coberturas por riesgo de tipo de cambio para estas, norma que aplica tanto a emisiones locales como a extranjeras. 

1. Los incisos a) y b) del artículo 11 del Reglamento de Gestión de Activos, señalan la obligación del Comité de Inversiones de asesorar al Órgano de Dirección en la planificación estratégica de las inversiones y en la definición de la asignación estratégica de activos y de los fondos administrados, así como proponer, para discusión y aprobación del Órgano de Dirección, la política de inversión de cada uno de ellos. Dicha política debe ser revisada por el Órgano de Dirección, como mínimo, de manera anual.

1. El inciso e) del artículo 5 del anteriormente citado reglamento ordena que, la planificación estratégica de las inversiones, como mínimo debe, entre otros, definir la asignación estratégica de activos, la cual debe incluir, acorde con el apetito de riesgo y la diversificación, los tipos de inversión que permitan el logro de los objetivos estratégicos, tomando en cuenta países, monedas, plazos, sectores, clase de activos, sus índices de referencia, niveles de liquidez, tipo de instrumentos, tipo de gestión, fuentes de rentabilidad, entre otros, así como límites y activos que son restringidos para las inversiones de la entidad regulada.

1. La asignación estratégica de los activos debe estar alineada a las políticas de inversión de los fondos. Además, deberán definir los aspectos específicos para cada tipo de inversión que debe ser tomada en cuenta para la ejecución del proceso de inversiones, tales como los porcentajes a invertir por clase de activos y, dentro de estos, por tipo de instrumento, plazos al vencimiento, monedas, tipo de emisor, montos de emisión y emisores, sectores, países, liquidez, calificaciones de riesgo y cualquier otra que sea relevante para la administración de los activos (incisos b] y c] del artículo 6 del Reglamento de gestión de activos).

1. Los activos administrados por los fondos de pensiones han ganado relevancia a lo largo de los años, con tasas de crecimiento interanual superiores al once por ciento (11%) en los últimos años, superando, en el 2021, el cincuenta por ciento (50%) del Producto Interno Bruto. Este ritmo de crecimiento hace que, aproximadamente cada seis años, los activos de los fondos de pensiones se dupliquen, crecimiento que, dado el tamaño de nuestra economía y las opciones de inversión en el mercado de valores local, requiere que una parte de estos recursos deba ser invertida en los mercados internacionales donde, mayoritariamente, las transacciones son realizadas en dólares, moneda de los Estados Unidos de América.

1. Los tres principales gestores del sistema de pensiones administran en total el cincuenta y siete por ciento (57%) del total de activos al 30 de noviembre del 2021, convirtiéndolos en agentes económicos con posibilidades de influir en la formación de los denominados macro precios de la economía, dentro de los cuales se incluye el precio del dólar.

La importancia y peso que tienen los fondos que administran dichas entidades cuentan con el potencial de provocar volatilidades importantes en el precio de esta divisa, cuando realizan operaciones de compra o de venta en el mercado de cierta relevancia, transmitiendo riesgos cambiarios a los fondos propiedad de los afiliados y pensionados en determinados espacios temporales, que pueden materializarse en minusvalías. A estas operaciones deben sumarse las que realizan los demás fondos administrados por otras entidades reguladas quienes pueden concurrir al mercado, simultáneamente con aquellas, o en su subconjunto, con similares efectos.

1. Los incisos o) y p) del artículo 38 de la ley Régimen Privado de Pensiones Complementarias, No. 7523, consagran, como parte de las atribuciones del Superintendente de Pensiones, dictar las resoluciones que resulten necesarias, evaluar la solidez financiera de los regímenes supervisados, así como fiscalizar la inversión de los recursos de los fondos administrados por los entes supervisados y la composición de su portafolio de inversiones.

1. El inciso g) del artículo 42 de la Ley de Protección al Trabajador, establece la obligación de las entidades autorizadas de suministrar a la Superintendencia de Pensiones la información que esta requiera, dentro del plazo y condiciones dispuestos al efecto.

1. Que al tenor de lo que establecen los artículos 56 y el inciso c) del artículo 60, ambos de la Ley de Protección al Trabajador, y de las correspondientes disposiciones contenidas en el Reglamento de gestión de activos, la compra o venta de dólares en el mercado cambiario no constituyen inversiones al no reunir estos la necesaria condición de valor, según define el artículo 2 de la Ley Reguladora del mercado de valores y los artículos 2, 3 y 4 del Reglamento de oferta pública de valores.

1. El artículo 33 de la ley No. 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, señala que a la Superintendencia de Pensiones le será aplicable lo establecido en el artículo 151 de la ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997, encontrándose sujetos el superintendente, el intendente, los empleados, los asesores y cualquier otra persona, física o jurídica, que preste servicios a la Superintendencia de Pensiones, a la prohibición de divulgar información, prevista en el artículo 166 de esa ley, con excepción de la divulgación de la información estadística agregada.

1. Para ejercer sus funciones de supervisión de los riesgos del sistema, la Superintendencia de Pensiones requiere contar con información oportuna sobre los programas de compra de dólares en el mercado, por parte de las entidades reguladas, para anticipar los eventuales riesgos que pueden generarse por transacciones en el mercado cambiario que, por su relevancia, puedan causar volatilidades en el precio de la divisa que puedan traducirse en la materialización de riesgos en el patrimonio de los afiliados y pensionados de manera que, de requerirse, pueda dictar medidas de carácter cautelar que sean pertinentes para evitarlas o amortiguarlas. 

Esta información puede, y debe, ser compartida, de forma estrictamente agregada y confidencial, con el Banco Central de Costa Rica, para que mediante una planificación oportuna y adecuada gestión de su tesorería y de sus calces de plazos, pueda contar, al menor costo posible, con la liquidez requerida para atender la demanda de dólares requerida por participantes de gran importancia relativa, como son los fondos de pensiones y, si así lo considera oportuno, hacer uso de las facultades legales con que cuenta para intervenir en el mercado cambiario a fin de evitar volatilidades que, en lo que concierne al Sistema Nacional de Pensiones, puedan afectar negativamente a los fondos y materializar pérdidas cambiarias en perjuicio de los afiliados y pensionados.

POR TANTO:

Primero. Planificación de compras de monedas extranjeras

Las entidades reguladas que, como parte de la planificación y la asignación de las inversiones de los fondos administrados, aprobadas por los Órganos de Dirección, en consonancia con los artículos 5, 6 y 7 del Reglamento de Gestión de Activos, requieran comprar o vender dólares en el mercado cambiario, deberán contar con un programa de compras y de ventas de esta moneda. Esta programación se realizará sobre la base de una proyección de compras esperadas, la cual podrá estar sujeta a ajustes en el tiempo. Tanto los ajustes como la programación original deberán justificarse de forma técnica, clara y congruente con los correspondientes ajustes a la planificación estratégica de las inversiones y, consecuentemente, deberán ser aprobados por los órganos de dirección de las entidades reguladas.

Segundo. Deberes de información

1. Las entidades reguladas deberán remitir a la Superintendencia de Pensiones la programación de las compras y ventas de dólares, en términos nominales y como porcentaje del activo administrado.

La programación deberá contener la información de las compras y ventas máximas esperadas, semanales y diarias, por cada fondo y la justificación asociada, de acuerdo con la planificación y la política de inversiones aprobadas para cada uno de ellos.

El plazo para comunicar el programa de compras y ventas a la Superintendencia de Pensiones es de un trimestre móvil. Deberá remitirse mensualmente, dentro de los primeros cinco días hábiles posteriores al cierre de cada mes. 

1. Adicionalmente, las entidades reguladas deberán comunicar el viernes de cada semana, con corte al jueves inmediato anterior, las compras de dólares efectivamente ejecutadas durante la semana, indicando los importes de compras diarias, así como la plaza de ejecución de estas transacciones (Monex o ventanilla de un intermediario).

1. Los ajustes a la programación de compra de dólares deberán ser comunicados a la SUPEN dentro de los siguientes tres días hábiles a la fecha en que sean aprobados por el órgano de dirección respectivo.

Tercero. Confidencialidad de la información

La SUPEN podrá comunicar al Banco Central de Costa Rica, de forma estrictamente confidencial, el dato agregado de la programación de las compras y ventas de divisas, comprensivo de la totalidad del sector de pensiones, para que dicha entidad pueda gestionar lo atinente con respecto a la política cambiaria bajo su responsabilidad.

Cuarto. Obligaciones de la SUPEN

En consonancia con lo señalado en el artículo 166 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, la Superintendencia de Pensiones, ni ninguno de sus funcionarios, podrán divulgar a terceros la información relativa a la programación de las compras y ventas de dólares de un fondo o una entidad regulada en particular.

Quinto: Exclusiones

Se exime de estas disposiciones al Fondo de Ahorro, Préstamo, Vivienda, Recreación y Garantía de los Trabajadores de RECOPE y al Fondo de Pensiones del Benemérito Cuerpo de Bomberos de Costa Rica. 

Rige a partir del 1° de abril de 2022.

Comuníquese.

- 0 -
Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar M, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-A-252-2022 recibido el 4 de marzo de 2022, y encomendar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que realice la ejecución de las actividades establecidas en el citado oficio, en el entendido que ya se realizan por parte de la Administración.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
B-o0o-
A las doce horas cuarenta y cuatro minutos terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís        Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora       Secretario Junta Administradora
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I. INFORMACION GENERAL.

1.1 Antecedente:

En atencién a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial en sesion N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 articulo VI,
la Direccion de la Junta Administradora del FJPPJ, Subproceso Administrativo
Financiero, realiz6 el analisis comparativo de titulos valores de las inversiones relativas
al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por
el BCR Custodio.

Asimismo, en cumplimiento con lo establecido en el Reglamento de Gestién de Activos
articulo N.° 53 sobre el control de cumplimientos de las condiciones del servicio de

custodia de valores, que establece:

“...Las entidades reguladas deben observar que las entidades de custodia, a lo largo del
tiempo cumplan con lo siguiente:

a. El envio por parte de las confirmaciones de cualquier movimiento en las cuentas de
los fondos, luego que estos se produzcan.

b. Reporte periédico a la entidad regulada del detalle de titulos bajo su custodia, asi
como los ingresos y salidas de efectivo producto del pago de intereses, dividendos,
comisiones y cualquier otro que corresponda.

c. Control de las transacciones que registra la entidad de custodia. Para lo anterior, los
mecanismos de control deben procurar al menos la conciliacion diaria de las
posiciones.

d. Las operaciones con valores por cuenta de los fondos administrados deben ser
aceptadas por la entidad regulada ante la entidad de custodia, dentro de los plazos del
ciclo de liquidacion...”

1.2 Procedimiento:

El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que
respaldan las inversiones con titulos valores desmaterializados', asi como los titulos
valores fisicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos
econdmicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; lo anterior, de

acuerdo a la informacioén obtenida con corte al 31 de enero de 2022.

1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento fisico.
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1.3 Situaciones detectadas:

En cuanto a los cupones se realizaron varios intentos con el propésito de determinar el
método mas adecuado para ejecutar la conciliacion de éstos, lo cual generd la inversion
de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la informacion contenida

en el estado de cuenta, producto de lo cual se identifico:

v' Los cupones se reflejaban agrupados por nimero de ISIN y fecha de vencimiento
por lo que no es factible conciliarlos individualmente.

v' Se identificéd que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que difieren
levemente a los registrados en el Sistema Integrado de Carteras de Inversion

(diferencias en decimales).

Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses
anteriores, correspondian a la diferencia en la metodologia del calculo de intereses para
inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme a reunién sostenida con el BCR
Custodio se determin6é que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses
proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada cupén),

por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente conciliacion.

Para este periodo, el analisis comparativo de la informacién brindada por los emisores
y ente custodio, contra los controles que para los efectos se llevan de los instrumentos
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se presenta diferencias de

escasa relevancia, a continuacion, el detalle:
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Proceso Tesoreria-Subproceso de Ingresos

Unidad de Cuentas por Cobrar

Principales
Intereses

Total registrado

BCR Custodio
Diferencia en principales
Diferencias en tasas de interés
Diferencias de redondeo
Diferencias de redondeo
Consultas Efectuadas

Diferencia por metodologia
Inversiones de otras dependencias

Saldos ajustados

Diferencia
Notas:

Internacionales.

Notas

Analisis comparativo de Titulos Valores
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Al 31 de enero de 2022

COLONES DOLARES UDES Participaciones Fl (2)
LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS
476,200,715,200.05 |  476,200,715,198.01 63,470,556.79 63,470,556.78 0.00 - 571,957.00 | 571,957.00
205,473,827,704.17 | 205,473,615,700.51 9,982,374.05 9,982,622.84 0.00 0.00
©681,674,542,904.22 | ¢681,674,330,898.52 | $73,452,930.84|  $73,453,179.62 - - 571,957.00 | 571,957.00
2.04 0.01
212,003.66 | ($248.79) -]
©681,674,542,904.22 | (681,674,542,904.22 | $73,452,930.84| $73,452,930.84 - - 571,957.00 | 571,957.00

I

(1) Las diferencias indicadas corresponden a ajustes de redondeo en el proceso de convertir tasas brutas a netas conforme la exoneracion de impuesto de la renta que goza el FJPPJ.

(2) Se refiere a los Fondos de inversion cerrados adquiridos a través de las sociedades administradoras de Fondos de inversion (SAFI), asi como las participaciones en inversiones de Mercados

-3-
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Il. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES

En términos generales se considera que los resultados del analisis comparativo de
instrumentos son satisfactorios, con excepcion de la conciliacion de los cupones, siendo

que hay diferencias no significativas las cuales se deben a:

e EIl Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no
contiene toda la informacion necesaria, para conciliar con el Sistema de Cartera

de Inversiones (SCI).

e En algunos cupones, se presentan diferencias entre el monto del Sistema de
Cartera de Inversiones (SCI) y el contenido en los estados de cuenta del BCR,
esto producto de ajustes en el proceso de convertir tasas brutas a tasa neta,

conforme la exoneracién del impuesto sobre la renta que goza el FJPPJ.

e Se dara seguimiento en conjunto con el BCR Custodio respecto a las diferencias

detectadas producto del proceso de conciliacion.

En complemento a lo anterior, se determind que las diferencias encontradas son
justificables, para lo cual se subsanaron las diferencia que existia en los cupones en

colones.
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Fondo

		Orden Aplicación		Descripción Deducción		Ent. Deductora		Nombre Entidad Deductora

		1		FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, % Jubilado		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		2		FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, % Pensionado		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		3		APORTE JUNTA ADMINISTRATIVA FJP		45		APORTE JUNTA ADMINISTRADORA FJP

		4		IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO		31		TESORERIA NACIONAL-IMP.SOBRE LA RENTA DE MENOS

		5		FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA		29		PODER JUDICIAL-FONDO DE SOCORRO MUTUO

		6		SEGURO DE ENFERMEDAD Y MATERNIDAD		33		CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL-IVM

		7		CONTRIBUCIÓN SOLIDARIA		46		CONTRIBUCIÓN SOLIDARIA FJP

		8		PENSION ALIMENTARIA		1		PODER JUDICIAL

		9		Rebajo Retroactivo - Pensión Alimentaria		1		PODER JUDICIAL

		10		FONDO PENSIONES POD. JUDICIAL, PORC. FIJO ACTIVOS		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		11		FONDO DE SOCORRO MUTUO-FONDO DE RESERVA		29		PODER JUDICIAL-FONDO DE SOCORRO MUTUO

		12		FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUENTAS POR COBRAR		29		PODER JUDICIAL-FONDO DE SOCORRO MUTUO

		13		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-FJP (EMPL. ACTIVOS)		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		14		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ MONTO VAR.-FJP (EMP.ACT.)		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		15		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-FJP Jubilados		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		16		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-FJP (JUBILADOS)		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		17		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-FJP Pensionados		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		18		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ MONTO VARIABLE-FJP (JUB.)		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		19		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ MONTO VARIABLE-FJP Jubila		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		20		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ MONTO VARIABLE-FJP Pensio		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		21		REINTEGROS MONTO FIJO AL FONDO DE JUBILACIONES		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		22		REINTEGROS PORCENTUALES AL FONDO DE JUBILACIONES		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		23		REINTEGROS AL ESTADO -FINANCIERO CONTABLE		30		PODER JUDICIAL-REINTEGROS AL ESTADO

		24		CUENTAS POR COBRAR. FONDO DE JUBILAC.Y PENSIONES		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		25		IMP.SOBRE LA RENTA COBR. DE MENOS. FONDO DE JUBIL.		31		TESORERIA NACIONAL-IMP.SOBRE LA RENTA DE MENOS

		26		AMORTIZACIÓN A PREST. CONVENIO ANEJUD-PODER JUD.		27		Anejud-Convenio Poder Judicial

		27		RECUPERACION DE CUENTAS POR COBRAR CCSS		33		CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL-IVM

		28		POLIZA COLECTIVA. ANEJUD		9		ANEJUD

		29		CUOTAS ASOCIADOS. ANEJUD		9		ANEJUD

		30		AMORTIZACION A PRESTAMOS. ANEJUD		9		ANEJUD

		31		CUOTAS FIJA ASEJUQUE		24		ASEJUQUE

		32		CUOTA ASOCIADO ASOJUPEN		17		ASOJUPEN

		33		MORTUAL ASOJUPEN		17		ASOJUPEN

		35		AMORTIZACION A PRESTAMOS. ASOSEJUD		19		ASOSEJUD

		36		CUOTAS ASOCIADOS. ANIC		20		A.N.I.C

		38		OPERACIONES BANCO POPULAR		5		BANCO POPULAR-CREDITOS

		39		FONDO PENS. COMPLEMENTAR. BANCO POPULAR		14		BANCO POPULAR-OPERADORA PENS.COMPLEM.

		40		AHORRO VOLUNTARIO BANCO POPULAR		5		BANCO POPULAR-CREDITOS

		41		PLAN BN VITAL. BANCO NACIONAL		12		BN VITAL, BANCO NACIONAL

		42		COMPRA ACCIONES CAPREDE-Porcentaje variable		11		CAPREDE

		43		AHORROS Y AMORTIZACIONES DIVERSAS CAPREDE		11		CAPREDE

		44		AMORTIZACION A PRESTAMO CAPREDE		11		CAPREDE

		45		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEALIANZA R.L.		18		COOPEALIANZA R.L.

		46		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOCIQUE R.L.		10		COOCIQUE R.L.

		47		CREDITO VIVIENDA BANCO DE COSTA RICA		16		BANCO DE COSTA RICA

		48		AMORTIZACION A PRESTAMO COOP.SERVIC.COOPERAT. R.L.		13		COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 

		49		AMORTIZACION A PRESTAMO COOPENAE R.L.		22		COOPENAE R.L.

		50		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO ASOJUPEN		17		ASOJUPEN

		51		AMORTIZACION A PRESTAMO COOPEMEX R.L.		21		COOPEMEX R.L.

		52		AMORTIZACION A PRESTAMO COOPEJUDICIAL R.L.		8		COOPEJUDICIAL R.L.

		53		DEDUCCIONES COOPESERVIDORES R.L.		7		COOPESERVIDORES R.L.

		54		AMORTIZACIÓN PRÉSTAMOS COOPEAFM		25		COOPEAFM R.L.

		55		AMORTIZACIÓN PRESTAMOS COOPECAJA R.L.		23		COOPECAJA R.L.

		56		AMORTIZACIÓN PRESTAMOS COOPEANDE No.5		28		COOPEANDE No.5 R.L.

		57		AHORRO COOP. SERVICIOS COOPERATIVOS		13		COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 

		58		AHORRO COOP. NL. EMPLEADOS SECTOR SALUD		21		COOPEMEX R.L.

		59		AHORRO COOPENAE R.L.		22		COOPENAE R.L.

		60		APORTE ASOCIADO COOPEANDE No.5		28		COOPEANDE No.5 R.L.

		61		CAPTACION ASOCIADO COOPEANDE No.5		28		COOPEANDE No.5 R.L.

		62		Aporte Patronal Empleados Activos		1		PODER JUDICIAL

		63		Aporte Patronal Sobre Salario Escolar		1		PODER JUDICIAL

		64		Aporte Estatal Sobre Salario Normal		1		PODER JUDICIAL

		65		Aporte Estatal Sobre Salario Escolar		1		PODER JUDICIAL

		66		Aporte Estatal Salario Normal Empleados TSE		1		PODER JUDICIAL

		67		Aporte Patronal Salario Normal Empleados TSE		1		PODER JUDICIAL

		68		Traslado Cuotas Otro Régimen - Empleados Activos		1		PODER JUDICIAL

		69		Traslado Cuotas Otro Régimen - Jubilados		1		PODER JUDICIAL

		70		Porcentaje Fijo Sobre Salario Escolar-Empleados		1		PODER JUDICIAL

		71		Cuenta por Pagar - Liquidaciones		2		PODER JUDICIAL-FONDOS

		72		CUOTA ASOCIADO. COLEGIO DE ABOGADOS		26		COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA

		73		INS Pensiones Operadora de Pensiones Complementari		34		INS Pensiones Operadora de Pensiones Complementarias

		74		INS POLIZAS		15		INS

		75		AMORTIZACION VIVIENDA INVU		6		INVU-HIPOTECARIO

		76		AHORRO COOPEESPARTA R.L.		32		COOPEESPARTA R.L.

		77		AHORRO NAVIDEÑO-COOPESPARTA R.L.		32		COOPEESPARTA R.L.

		78		SOMUCOOP-COOPESPARTA R.L.		32		COOPEESPARTA R.L.

		79		AMORTIZACION PRESTAMO, ASEJUQUE		24		ASEJUQUE

		80		AMORTIZACION A PRESTAMO-COOPESPARTA R.L.		32		COOPEESPARTA R.L.

		81		Traslado Cuotas Otro Régimen - Pensionados		1		PODER JUDICIAL

		82		Ahorro Coopejudicial R.L		8		COOPEJUDICIAL R.L.

		83		Cuota Asociados Asoc. Deport. del Poder Judicial		35		Asociación Deportiva de los Empleados del Poder Judicial

		84		Amortización a Préstamo Coopemapro R.L.		36		COOPEMAPRO R.L.

		85		Ahorro Coopemapro R.L.		36		COOPEMAPRO R.L.

		86		Amortización préstamos, ahorro y cuotas Coopenac.		37		COOPENACIONAL R.L.

		87		AMORT. PREST. COOP. SERV.MULT. COOPESANGABRIEL R.L		38		COOPE SANGABRIEL R.L

		88		Cuota de afiliaciòn		39		SINDICATO DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL PODER JUDICIAL

		89		FONDO COLECTIVO DE AYUDA ASEJUQUE		24		ASEJUQUE

		90		CUOTA AFILIADO ASODEJUG		40		ASOCIACION DE EMPLEADOS JUDICIALES DE GUANACASTE

		91		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPESANRAMON R.L.		41		COOPESANRAMON R.L.

		92		AHORRO COOPESANRAMON R.L.		41		COOPESANRAMON R.L.

		93		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEMEP R.L.		42		COOPEMEP R.L.

		94		AHORRO COOPEMEP R.L.		42		COOPEMEP R.L.

		95		FONDO DE DESARROLLO COOPEMEP R.L.		42		COOPEMEP R.L.

		96		ACCIONES CUOTA FIJA CAPREDE		11		CAPREDE

		97		Ahorro COOPEANDE N° 1 		43		COOPEANDE N° 1 R.L.

		98		Amortización a préstamo COOPEANDE N° 1		43		COOPEANDE N° 1 R.L.

		99		Cuota fija COOPESERVICIOS R.L.		44		COOPESERVICIOS R.L.

		100		Desapoderamiento Juzgado Concursal		47		Juzgado Concursal Desapoderamiento

		101		Deducciones Varias CAPREDE		11		CAPREDE

		102		APORTE CAPITAL SOCIAL COOPEANDE N° 7 R.L.		48		COOPEANDE N° 7 R.L.

		103		AMORTIZACION PRESTAMO COOPEANDE N° 7 R.L.		48		COOPEANDE N° 7 R.L.

		104		AMORTIZACION PRESTAMO PRODEM		49		PROMOTORA DEL DESARROLLO EMPRESARIAL R.L.

		105		CAPREDE ALIANZA		11		CAPREDE
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Aa

Anexo II

Modificación orden de prelación

		

		Ubicación

Nueva

		Ubicación Anterior

		Descripción Deducción

		Nombre entidad deductora



		

		Grupo I



		=

		1

		1

		FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, % Jubilado

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		2

		2

		FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, % Pensionado

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		3

		3

		APORTE JUNTA ADMINISTRATIVA FJP

		APORTE JUNTA ADMINISTRADORA FJP



		=

		4

		4

		IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO

		TESORERIA NACIONAL-IMP.SOBRE LA RENTA DE MENOS



		=

		5

		5

		FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUOTA ORDINARIA

		PODER JUDICIAL-FONDO DE SOCORRO MUTUO



		=

		6

		6

		SEGURO DE ENFERMEDAD Y MATERNIDAD

		CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL-IVM



		=

		7

		7

		CONTRIBUCIÓN SOLIDARIA

		CONTRIBUCIÓN SOLIDARIA FJP



		=

		8

		8

		PENSION ALIMENTARIA

		PODER JUDICIAL



		=

		9

		9

		Rebajo Retroactivo - Pensión Alimentaria

		PODER JUDICIAL



		=

		10

		10

		FONDO PENSIONES POD. JUDICIAL, PORC. FIJO ACTIVOS

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		11

		11

		FONDO DE SOCORRO MUTUO-FONDO DE RESERVA

		PODER JUDICIAL-FONDO DE SOCORRO MUTUO



		=

		12

		12

		FONDO DE SOCORRO MUTUO-CUENTAS POR COBRAR

		PODER JUDICIAL-FONDO DE SOCORRO MUTUO



		=

		13

		13

		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-FJP (EMPL. ACTIVOS)

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		14

		14

		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ MONTO VAR.-FJP (EMP.ACT.)

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		15

		15

		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-FJP Jubilados

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		16

		16

		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-FJP (JUBILADOS)

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		17

		17

		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ (%)-FJP Pensionados

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		18

		18

		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ MONTO VARIABLE-FJP (JUB.)

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		19

		19

		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ MONTO VARIABLE-FJP Jubila

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		20

		20

		OBLIG. POR COBRAR-RTSFPJ MONTO VARIABLE-FJP Pensión

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		21

		21

		REINTEGROS MONTO FIJO AL FONDO DE JUBILACIONES

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		22

		22

		REINTEGROS PORCENTUALES AL FONDO DE JUBILACIONES

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		23

		23

		REINTEGROS AL ESTADO -FINANCIERO CONTABLE

		PODER JUDICIAL-REINTEGROS AL ESTADO



		=

		24

		24

		CUENTAS POR COBRAR. FONDO DE JUBILAC.Y PENSIONES

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		=

		25

		25

		IMP.SOBRE LA RENTA COBR. DE MENOS. FONDO DE JUBIL.

		TESORERIA NACIONAL-IMP.SOBRE LA RENTA DE MENOS



		=

		26

		26

		AMORTIZACIÓN A PREST. CONVENIO ANEJUD-PODER JUD.

		Anejud-Convenio Poder Judicial



		=

		27

		27

		RECUPERACION DE CUENTAS POR COBRAR CCSS

		CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO SOCIAL-IVM



		

		Grupo II



		↑

		28

		35

		AMORTIZACION A PRESTAMOS. ASOSEJUD

		ASOSEJUD



		↑

		29

		82

		Ahorro Coopejudicial R.L

		COOPEJUDICIAL R.L.



		↑

		30

		52

		AMORTIZACION A PRESTAMO COOPEJUDICIAL R.L.

		COOPEJUDICIAL R.L.



		↑

		31

		32

		CUOTA ASOCIADO ASOJUPEN

		ASOJUPEN



		↑

		32

		33

		MORTUAL ASOJUPEN

		ASOJUPEN



		↑

		33

		50

		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO ASOJUPEN

		ASOJUPEN



		↑

		34

		42

		COMPRA ACCIONES CAPREDE-Porcentaje variable

		CAPREDE



		↑

		35

		43

		AHORROS Y AMORTIZACIONES DIVERSAS CAPREDE

		CAPREDE



		↑

		36

		44

		AMORTIZACION A PRESTAMO CAPREDE

		CAPREDE



		↑

		37

		96

		ACCIONES CUOTA FIJA CAPREDE

		CAPREDE



		↑

		38

		101

		Deducciones Varias CAPREDE

		CAPREDE



		↑

		39

		105

		CAPREDE ALIANZA

		CAPREDE



		↓

		40

		28

		POLIZA COLECTIVA. ANEJUD

		ANEJUD



		↓

		41

		29

		CUOTAS ASOCIADOS. ANEJUD

		ANEJUD



		↓

		42

		30

		AMORTIZACION A PRESTAMOS. ANEJUD

		ANEJUD



		↓

		43

		31

		CUOTAS FIJA ASEJUQUE

		ASEJUQUE



		↓

		44

		36

		CUOTAS ASOCIADOS. ANIC

		A.N.I.C



		↑

		45

		79

		AMORTIZACION PRESTAMO, ASEJUQUE

		ASEJUQUE



		↑

		46

		90

		CUOTA AFILIADO ASODEJUG

		ASOCIACION DE EMPLEADOS JUDICIALES DE GUANACASTE



		↑

		47

		83

		Cuota Asociados Asoc. Deport. del Poder Judicial

		Asociación Deportiva de los Empleados del Poder Judicial



		↑

		48

		88

		Cuota de afiliación

		SINDICATO DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL PODER JUDICIAL



		↑

		49

		89

		FONDO COLECTIVO DE AYUDA ASEJUQUE

		ASEJUQUE



		

		Grupo III



		↓

		50

		38

		OPERACIONES BANCO POPULAR

		BANCO POPULAR-CREDITOS



		↓

		51

		39

		FONDO PENS. COMPLEMENTAR. BANCO POPULAR

		BANCO POPULAR-OPERADORA PENS.COMPLEM.



		↓

		52

		40

		AHORRO VOLUNTARIO BANCO POPULAR

		BANCO POPULAR-CREDITOS



		↓

		53

		41

		PLAN BN VITAL. BANCO NACIONAL

		BN VITAL, BANCO NACIONAL



		↓

		54

		45

		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEALIANZA R.L.

		COOPEALIANZA R.L.



		↓

		55

		46

		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOCIQUE R.L.

		COOCIQUE R.L.



		↓

		56

		47

		CREDITO VIVIENDA BANCO DE COSTA RICA

		BANCO DE COSTA RICA



		↓

		57

		48

		AMORTIZACION A PRESTAMO COOP.SERVIC.COOPERAT. R.L.

		COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 



		↓

		58

		49

		AMORTIZACION A PRESTAMO COOPENAE R.L.

		COOPENAE R.L.



		↓

		59

		51

		AMORTIZACION A PRESTAMO COOPEMEX R.L.

		COOPEMEX R.L.



		↓

		60

		53

		DEDUCCIONES COOPESERVIDORES R.L.

		COOPESERVIDORES R.L.



		↓

		61

		54

		AMORTIZACIÓN PRÉSTAMOS COOPEAFM

		COOPEAFM R.L.



		↓

		62

		55

		AMORTIZACIÓN PRESTAMOS COOPECAJA R.L.

		COOPECAJA R.L.



		↓

		63

		56

		AMORTIZACIÓN PRESTAMOS COOPEANDE No.5

		COOPEANDE No.5 R.L.



		↓

		64

		57

		AHORRO COOP. SERVICIOS COOPERATIVOS

		COOP.SERVICIOS COOPERAT. R.L.-SERVICOOP 



		↓

		65

		58

		AHORRO COOP. NL. EMPLEADOS SECTOR SALUD

		COOPEMEX R.L.



		↓

		66

		59

		AHORRO COOPENAE R.L.

		COOPENAE R.L.



		↓

		67

		60

		APORTE ASOCIADO COOPEANDE No.5

		COOPEANDE No.5 R.L.



		↓

		68

		61

		CAPTACION ASOCIADO COOPEANDE No.5

		COOPEANDE No.5 R.L.



		=

		69

		69

		Traslado Cuotas Otro Régimen - Jubilados

		PODER JUDICIAL



		=

		70

		71

		Cuenta por Pagar - Liquidaciones

		PODER JUDICIAL-FONDOS



		

		Eliminar[footnoteRef:1] [1:  Se propone eliminar ya que corresponden a deducciones que solo aplican para funcionarios activos. ] 


		62

		Aporte Patronal Empleados Activos

		PODER JUDICIAL



		

		

		63

		Aporte Patronal Sobre Salario Escolar

		PODER JUDICIAL



		

		

		64

		Aporte Estatal Sobre Salario Normal

		PODER JUDICIAL



		

		

		65

		Aporte Estatal Sobre Salario Escolar

		PODER JUDICIAL



		

		

		66

		Aporte Estatal Salario Normal Empleados TSE

		PODER JUDICIAL



		

		

		67

		Aporte Patronal Salario Normal Empleados TSE

		PODER JUDICIAL



		

		

		68

		Traslado Cuotas Otro Régimen - Empleados Activos

		PODER JUDICIAL



		

		

		70

		Porcentaje Fijo Sobre Salario Escolar-Empleados

		PODER JUDICIAL



		↑

		71

		72

		CUOTA ASOCIADO. COLEGIO DE ABOGADOS

		COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA



		↑

		72

		73

		INS Pensiones Operadora de Pensiones Complementaria

		INS Pensiones Operadora de Pensiones Complementarias



		↑

		73

		74

		INS POLIZAS

		INS



		↑

		74

		75

		AMORTIZACION VIVIENDA INVU

		INVU-HIPOTECARIO



		↑

		75

		76

		AHORRO COOPEESPARTA R.L.

		COOPEESPARTA R.L.



		↑

		76

		77

		AHORRO NAVIDEÑO-COOPESPARTA R.L.

		COOPEESPARTA R.L.



		↑

		77

		78

		SOMUCOOP-COOPESPARTA R.L.

		COOPEESPARTA R.L.



		↑

		78

		80

		AMORTIZACION A PRESTAMO-COOPESPARTA R.L.

		COOPEESPARTA R.L.



		↑

		79

		81

		Traslado Cuotas Otro Régimen - Pensionados

		PODER JUDICIAL



		↑

		80

		84

		Amortización a Préstamo Coopemapro R.L.

		COOPEMAPRO R.L.



		↑

		81

		85

		Ahorro Coopemapro R.L.

		COOPEMAPRO R.L.



		↑

		82

		86

		Amortización préstamos, ahorro y cuotas Coopenac.

		COOPENACIONAL R.L.



		↑

		83

		87

		AMORT. PREST. COOP. SERV.MULT. COOPESANGABRIEL R.L

		COOPE SANGABRIEL R.L



		↑

		84

		91

		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPESANRAMON R.L.

		COOPESANRAMON R.L.



		↑

		85

		92

		AHORRO COOPESANRAMON R.L.

		COOPESANRAMON R.L.



		↑

		86

		93

		AMORTIZACIÓN A PRESTAMO COOPEMEP R.L.

		COOPEMEP R.L.



		↑

		87

		94

		AHORRO COOPEMEP R.L.

		COOPEMEP R.L.



		↑

		88

		95

		FONDO DE DESARROLLO COOPEMEP R.L.

		COOPEMEP R.L.



		↑

		89

		97

		Ahorro COOPEANDE N° 1 

		COOPEANDE N° 1 R.L.



		↑

		90

		98

		Amortización a préstamo COOPEANDE N° 1

		COOPEANDE N° 1 R.L.



		↑

		91

		99

		Cuota fija COOPESERVICIOS R.L.

		COOPESERVICIOS R.L.



		↑

		92

		100

		Desapoderamiento Juzgado Concursal

		Juzgado Concursal Desapoderamiento



		↑

		93

		102

		APORTE CAPITAL SOCIAL COOPEANDE N° 7 R.L.

		COOPEANDE N° 7 R.L.



		↑

		94

		103

		AMORTIZACION PRESTAMO COOPEANDE N° 7 R.L.

		COOPEANDE N° 7 R.L.



		↑

		95

		104

		AMORTIZACION PRESTAMO PRODEM

		PROMOTORA DEL DESARROLLO EMPRESARIAL R.L.
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[bookmark: _Toc95902836]Introducción: 



La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, prestará el servicio de deducciones automatizadas, para todas aquellas Entidades Deductoras, con personería jurídica de derecho privado o público que soliciten este servicio, para lo cual deben reunir los requerimientos indicados en el presente documento, donde se indican las normas que rigen para la operación del Servicio de Deducciones Automáticas a las entidades que están reconocidas por Ley. Este documento se estructura considerando las diferentes etapas y operaciones requeridas para la prestación del servicio.



En virtud de lo anterior, de conformidad con la normativa que regula la materia, aplicará las deducciones de las asignaciones de las personas jubiladas y pensionadas judiciales, correspondientes a las cuotas que éstos se hayan comprometido a pagar a la Entidad Deductora, referente a créditos, aportes mensuales, ahorros u otras retenciones voluntarias legalmente autorizadas, servicio que se denominará para efectos de la presente norma como “Servicio de Deducciones Automáticas”.

































[bookmark: _Toc95902837]Justificación:



Estas disposiciones de carácter operativo son para la prestación del Servicio de Deducciones Automáticas y se han definido, como “Política para el Servicio de Deducciones Automáticas”, las cuales se harán del conocimiento de las Entidades Deductoras. Para efectos de la utilización del Servicio de Deducciones Automáticas, la Entidad Deductora tiene la responsabilidad de cumplir con los requisitos definidos en el presente documento.



Para obtener el Servicio de Deducciones Automáticas, la Entidad Deductora se compromete a gestionar ante las instancias correspondientes la respectiva solicitud de otorgamiento de los códigos de deducción requeridos, indicando que acepta los términos, requerimientos y procesos incluidos en la presente Política.



[bookmark: _Toc95902838]Definiciones



Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial: fondo de retiro de las personas trabajadoras del Poder Judicial, incluye a las personas beneficiarias por pensión en caso de fallecimiento de la persona jubilada judicial o servidora activa. 



JUNAFO: Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Órgano Colegiado encargado de administrar el régimen de pensiones de este Poder de la República. 



Dirección de la JUNAFO: Equipo Administrativo de apoyo a las labores designadas por Ley N°. 9544 a la JUNAFO. 



Jubilado (a): Persona exfuncionaria del Poder Judicial, que cumplió los requisitos para optar por el beneficio de la jubilación. 



Pensionado (a): Persona que, de acuerdo con la legislación vigente, cuenta con el derecho de recibir el beneficio de pensión a raíz del fallecimiento de la persona jubilada judicial o servidora activa. 

Entidad deductora: Institución o Ente autorizado para deducir de la asignación de las personas jubiladas y pensionadas judiciales, las cuotas que éstos se hayan comprometido a pagarles referentes a créditos, aportes mensuales, ahorros u otras retenciones voluntarias o legalmente autorizadas. 



Deducciones de Ley: todo aquel rebajo que sea establecido mediante una Ley de la República y que sea obligatoria. 



Deducciones voluntarias: todos aquellos acuerdos entre la persona beneficiaria del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y la entidad deductora (ya sea financiera o no financiera, gremial o colegio profesional)



[bookmark: _Toc95902839]Responsabilidad de las Entidades Deductoras



Será responsabilidad de la entidad deductora elegir el sistema más seguro y de establecer los mecanismos de contingencia necesarios, de tal forma que cumpla y facilite los requisitos establecidos en el documento de “Requerimientos de Servicio de Deducciones Automáticas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, con el afán de hacer efectivo el servicio.



[bookmark: _Toc95902840]Fechas de recepción y entrega de documentos



a) Anualmente la Dirección de la JUNAFO definirá el calendario, se indicarán las fechas límite para la presentación de los archivos con deducciones por parte de las Entidades Deductoras y que será cargado en la página Web.



b) En caso de que por alguna razón se tuviese que modificar la fecha programada, la Dirección de la JUNAFO lo comunicará por los medios oficiales correspondientes.



c) Las Entidades Deductoras se comprometen a cargar la información para la aplicación de las deducciones, al Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, utilizando los medios electrónicos estipulados en el anexo “Requerimientos de Servicio de Deducciones Automáticas” de este documento, respetando las fechas establecidas, en el entendido que de no cargarse dentro del calendario estipulado, no serán aplicadas.



d) Las deducciones deberán ser cargadas mediante un archivo electrónico a través del sitio Web (Internet), en formato cifrado (.cif) y durante los días establecidos para cada período.



e) La carga del archivo electrónico con las propuestas de deducción debe ser realizada por una persona funcionaria autorizada por la entidad deductora, a la cual la Dirección de la JUNAFO le asignará el usuario para que posteriormente establezca la clave de ingreso al portal. Para esta asignación, la entidad deberá remitir una solicitud formal a dicha oficina con la información indicada en el anexo “Requerimientos de Servicio de Deducciones” de este documento.



[bookmark: _Toc95902841]Envío y recepción de información



a) Para los efectos de facilitar la comunicación y coordinación de información entre ambos entes, la Entidad Deductora será responsable de mantener actualizada ante la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones la información que se indica en el anexo “Requerimientos de Servicio de Deducciones Automáticas” de este documento.



b) En los casos en que la Dirección de la JUNAFO considere conveniente hacer modificaciones en el Servicio de Deducciones Automáticas, que conlleven ajustes en los sistemas automatizados de la Entidad Deductora, éste se compromete a informarlo a la Entidad Deductora con la suficiente antelación, a efecto de que se realicen los ajustes pertinentes. Dicha comunicación se podrá realizar por los medios oficiales.





[bookmark: _Toc95902842]Responsabilidad de la propuesta de deducción para un período de pago por parte de la Entidad Deductora.



a) La Entidad Deductora será la responsable por el contenido de los datos e información cargada en el sitio Web. La Dirección de la JUNAFO facilitará el servicio de aplicar las propuestas de deducciones solicitadas por las entidades deductoras sobre las asignaciones que perciben las personas jubiladas y pensionadas del Poder Judicial, que resulten procedentes luego de aplicar las deducciones autorizadas por ley. Así mismo, una vez efectuado el pago de la planilla del periodo respectivo, la Dirección JUNAFO suministrará a las entidades, un archivo con la información de las deducciones que fueron aplicadas satisfactoriamente y que les serán acreditadas.



b) Asimismo, la Entidad Deductora será la responsable por la información cargada en el portal que para tal efecto se ha definido, referente a los montos fijos o porcentuales que legalmente le corresponde rebajar a las personas beneficias jubiladas y pensionadas, así como de la identificación del período de pago en que deben aplicarse los rebajos.



c) En caso de presentarse errores en cuanto a las sumas, porcentajes y/o sujetos, la Entidad Deductora deberá responder ante la persona el perjudicada, por los inconvenientes y daños causados, siendo la Entidad Deductora la responsable de atender y resolver el reclamo de manera directa.



d) La Entidad Deductora será responsable de comprobar que las deducciones que solicita aplicar, son las establecidas por los estatutos o contratos respectivos. Para tal efecto, la Entidad Deductora será la responsable de resguardar toda la documentación que respalde los rebajos solicitados, la cual debe estar a disposición de la Dirección de la JUNAFO, cuando así lo requiera.



e) La Entidad Deductora se obliga a deducir solamente aquellas retenciones que hayan sido debidamente autorizadas por la persona interesada, que se refieran a obligaciones contraídas entre la persona jubilada o pensionada Judicial y la Entidad Deductora. En los casos en que se demuestre que el Servicio de Deducción Automática es utilizado a favor de terceros no autorizados, la Dirección de la JUNAFO procederá a suspender el servicio.



f) Una vez cargada la información de las deducciones a aplicar por parte de la Entidad Deductora y validada la información solicitada en el presente documento, la Dirección de la JUNAFO, de así requerirlo la Entidad Deductora podrá indicar por los medios de comunicación oficiales, el monto depositado en la Cuenta IBAN autorizada por la Entidad Deductora, en un plazo razonable posterior al pago de los beneficios de las personas jubiladas y pensionadas judiciales, salvo casos expresos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente comprobados.



g) Como mecanismo de seguridad, la Dirección de la JUNAFO facilita a las Entidades Deductoras una herramienta que permite encriptar y desencriptar el archivo de deducciones y el resultado de la carga de este. El documento “Manual Intercambio Seguro de Archivos .doc” contiene el detalle de la utilización de esta herramienta. Así mismo, será responsabilidad de la Entidad Deductora velar por la correcta creación y manipulación de los archivos.
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I. Pagos de Jubilación o Pensión que no corresponden



En aquellos casos en los que se determinen acreditaciones que no corresponden en los pagos de jubilación o pensión, deberán acatarse las siguientes acciones: 



a. La persona receptora de un pago por concepto de jubilación o pensión que no corresponde, será la primera responsable de devolver la suma correspondiente a la acreditación que no le corresponde, mediante depósito a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a las cuentas corrientes autorizadas, o en su defecto dar la autorización por escrito para que se deduzca por nómina el neto, e informará sobre dicha devolución a la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones, dentro de los ocho días siguientes a la acreditación realizada a su favor. 



b. De no concretarse el reintegro por parte de la persona receptora, conforme lo dispuesto en el inciso anterior, las personas servidoras encargadas de la Unidad de Pagos de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de JUNAFO, notificarán a la receptora respecto de la suma percibida indebidamente y su respectiva devolución mediante depósito a las cuentas corrientes autorizadas o deducción por planilla del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. En caso de no prosperar el procedimiento seguido por las personas encargadas de la unidad de pagos; para la recuperación de dichas acreditaciones, estos últimos deberán trasladar el expediente al Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica o a la oficina que determine la Junta Administradora, para lo que corresponda.



II. Acreditaciones a entidades deductoras que no corresponden:

En aquellos casos en los que se determinen acreditaciones que no corresponden a entidades deductoras, deberán observarse las siguientes acciones:



a. Los representantes legales de las entidades deductoras o a quienes éstos hayan autorizado, una vez notificado el monto acreditado indebidamente por parte de la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones, deberán proceder a depositar en las cuentas corrientes autorizadas, a más tardar el día hábil siguiente al de la comunicación.



b. En caso de no recuperarse las sumas acreditadas que no le corresponden a la Unidad o Entidad Deductora, en el plazo señalado en el inciso anterior, la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones procederá a efectuar la deducción en la planilla siguiente, sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales en que incurran los representantes legales por esa acción u omisión. 
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a. Determinación de responsabilidad: Toda responsabilidad será determinada de acuerdo con los procedimientos administrativos de la Ley General de la Administración Pública y demás normativa aplicable a la entidad competente, asegurando a las partes en todo momento, las garantías constitucionales relativas al debido proceso y la defensa previa, real y efectiva y sin perjuicio de las medidas preventivas procedentes.



b. Responsables del Sistema de Control Interno: Los titulares subordinados encargados de los procesos de las acreditaciones de conformidad al ámbito de su competencia serán los responsables de velar por el control interno de su gestión.



c. Sistemas de Archivo: El archivo de documentos o electrónico que mantiene la Administración relacionado con el proceso de acreditaciones que no corresponden, deberá garantizar la custodia de la información desde la producción, recuperación y seguimiento, para contar con información confiable y oportuna, disponiendo la persona responsable de un sistema de archivo que permita la fácil localización de documentos, según lo establecido en la Ley General de Archivo Nacional N°. 7202.



d. Información: La persona responsable institucional de la gestión de acreditaciones que no correspondan deberá mantener la información atinente al proceso respectivo a disposición de los entes de fiscalización y de otros entes de control.
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Para la definición del orden de prelación, las deducciones a la asignación son aplicadas de acuerdo con los lineamientos establecidos con los siguientes niveles de prioridad:



1. Impuesto sobre la renta y deducciones de Ley (Aporte al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a la Junta Administradora del FJPPJ, contribución solidaria, Seguro SEM de la C.C.S.S.), así como el Fondo de Socorro Mutuo. Sumas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial l. Embargos por Pensiones Alimentarias en caso de que la persona beneficiaria las tenga (ordenado por un mandamiento judicial).

2. Deducciones de instituciones y gremios del colectivo judicial, distribuido en dos subgrupos:

a.) Asociaciones financieras, la primacía serán las organizaciones financieras del Poder Judicial con aporte estatal y luego los demás entes gremiales financieros, así como la Asociación de Jubilados y Pensionados (ASOJUPEN).

b.) Las organizaciones gremiales de tipo asociativas del Poder Judicial y de seguido las otras asociaciones.

3. Deducciones a terceros conforme las personas beneficiarias del Fondo se hayan comprometido a pagar a la entidad deductora (colegios profesionales y resto de instituciones financieras y no financieras del país).



Las deducciones de prioridad 1 son aplicadas en forma automática en el sistema de pagos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Las deducciones del grupo 2 y 3 (deducciones a terceros) se aplican a solicitud de las entidades deductoras que carguen a través del portal Web, el archivo de las deducciones por aplicar, el cual queda de manera simultánea en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, siendo estas entidades jurídicas las responsables de las aplicaciones que soliciten.



Se procurará mantener la relación con respecto a la asignación efectuada por el Poder Judicial con respecto a las deducciones.  El análisis de la composición de esta asignación se realizará de manera anual, con el fin de revisar este orden de prelación. 
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a. En la prestación del Servicio de Deducciones Automáticas, la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial será responsable por la aplicación de las deducciones indicadas por la entidad deductora, de la realimentación del resultado de la aplicación de las deducciones y de la respectiva comunicación a las entidades bancarias para la acreditación de los fondos en la cuenta IBAN cliente definida por la entidad deductora, todo ello en la medida que se cumplan los requisitos definidos en este documento.



b. La entidad deductora autoriza a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para transferir por medio de las entidades bancarias los montos deducidos a su favor, a la cuenta IBAN cliente respectiva.



c. Cuando por motivos de fuerza mayor o caso fortuito que impidan la aplicación de las deducciones según los plazos indicados, se harán todas las gestiones a su alcance para corregir la situación presentada, sin que ello implique incurrir en responsabilidad alguna por lo suscitado; asimismo, la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no se hará responsable en caso de que los desembolsos no se realicen en el plazo dispuesto por parte de la entidad bancaria.





d. La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial una vez que se realice el respectivo rebajo, se hará responsable de presentarle a la entidad deductora, el detalle de forma electrónica de las deducciones aplicadas por el medio más idóneo. 



e. En caso de que posterior a haberse efectuado la transferencia se identifique que se han trasladado a la entidad deductora sumas por deducciones que no corresponden, la entidad se compromete a resarcir el monto correspondiente a más tardar el día hábil siguiente del recibo de la gestión.



f. Queda a criterio de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, optar por no prestar el Servicio de Deducciones Automáticas, en caso de imperante necesidad institucional, a través de un acto debidamente justificado, el cual será comunicado a la Entidad Deductora en un plazo razonable por los medios oficiales.
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ANEXO 

Requerimientos de Servicio de Deducciones Automáticas.



Requisitos para que una Entidad Deductora sea acreedora a los Servicios de Deducciones Automáticas.



a. La Entidad Deductora interesada en obtener el Servicio de Deducciones Automáticas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deberá solicitar por escrito a la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones, su interés en ser reconocida como tal e indicar que acepta los términos, requerimientos y procesos incluidos en la Política para el servicio de deducciones automáticas; asimismo, debe solicitar la adjudicación de los códigos respectivos según sus necesidades.



b. Esta solicitud debe firmarla el representante legal de la entidad.



c. Aunado a lo anterior, debe indicar lo siguiente:



· Domicilio Social de la Entidad Deductora

· Descripción del concepto de deducción

· Determinación del tipo de deducción (monto fijo o porcentual)

· Número de cuenta IBAN y el nombre del representante legal o persona jurídica a quien se le acredita la cuenta, para efectos de ser depositados los fondos por las deducciones aplicadas en su favor.

· Número de Cédula, Nombre y Puesto que desempeña, del representante autorizado de la entidad, que en su nombre podrán realizar la entrega y recepción de archivos electrónicos para las propuestas de deducción.

· Número de Teléfono

· Número de Fax

· Dirección de correo electrónico

· Nombre y Firma del Representante Legal



d. Por otra parte, debe adjuntar al oficio, los documentos que a continuación se detallan, según corresponda.



· Copia certificada del acta constitutiva que le dio origen a la organización

· Certificación de personería jurídica vigente

· Certificación del banco respectivo, donde se indique el número de cuenta IBAN y el nombre de la persona jurídica, a quien se le acreditará los fondos a su favor.



Trámite de la solicitud



Una vez que reúne todos los documentos anteriormente citados, la Unidad de Pagos de Jubilaciones y Pensiones analizará y resolverá lo correspondiente, lo que será comunicado a la Entidad Deductora.











Asignación de Código Entidad Deductora



a. Una vez que sea aprobada la solicitud de deducciones, la Entidad Deductora debe coordinar con la Unidad de Pagos de Jubilaciones y Pensiones, para que se asigne los códigos respectivos para realizar los rebajos correspondientes.



b. El código de deducción, es un número de seis dígitos asignado a determinados conceptos de deducción. Cabe destacar que estos Códigos son indispensables para la prestación del servicio, y serán utilizados para la comunicación de las deducciones a aplicar en determinado período.



c. La Unidad de Pagos de Jubilaciones y Pensiones asignará un máximo de 10 códigos de deducción por entidad, la cantidad se asignará en consideración a las necesidades de la respectiva entidad; asimismo, en aquellos casos en que los códigos de deducción debidamente asignados no hayan sido utilizados por la Entidad Deductora en un período máximo de tres meses, se procederá sin previa comunicación a deshabilitarlos.





Carga de archivo de deducciones a través del portal de Internet



a. La persona autorizada por la entidad ingresa con el usuario y la clave proporcionada.
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b. Se despliega la pantalla en la cual debe realizar la carga del archivo por aplicar, según el calendario de pagos, que se encuentra adjunto en esa misma pantalla. Los días que la persona encargada puede cargar archivos se muestran resaltados en color naranja.
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c. Se procede con la carga del archivo en el formato establecido (.cif) 376
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d. El sistema permite la carga de un solo archivo por mes, por lo que en caso que se requiera realizar una corrección en el archivo, se debe eliminar la carga existente y posteriormente cargar el archivo nuevamente.



e. La pantalla mostrará los resultados de la carga. Una vez cargado exitosamente el archivo, se mostrará en pantalla un resumen con la información procesada y la lista de inconsistencias que se presentaron en la carga del archivo, en caso de existir.
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f. En la pantalla también se muestran las personas servidoras en la Dirección de la JUNAFO, sus teléfonos y correos electrónicos, en caso de que tenga alguna duda.



g. La persona usuaria de la entidad deductora podrá eliminar la carga y volverla a realizar mientras el rango de fechas de carga así se lo permita. 



Si se cargó un archivo incorrecto y no se eliminó, el sistema tomará la carga como válida y realizará las deducciones respectivas.



h. Todas las deducciones que sean validadas correctamente, serán registradas en el sistema y contempladas a la hora en que se realiza la emisión del pago, en el tanto que el saldo de la asignación de la persona jubilada o pensionada sea suficiente para cubrir las deducciones presentadas.





Formato de Archivos



La entidad deberá estructurar el archivo según las especificaciones técnicas estandarizadas, a saber:



1. Archivo de Deducciones para la carga inicial



El archivo tipo texto deberá ser cargado sin encabezado y los campos del mismo, separados por un tab.



El nombre del archivo tiene la siguiente estructura, respetando los guiones y punto:



E-UUUUUUUUUU-AAAAMMDD-cc.txt



Donde:

E: Constante que indica que es un archivo de Entrada.

UUUUUUUUUU: Código asignado por el Poder Judicial, consta de diez dígitos.

aaaammdd: Año, mes y día en que el archivo es cargado.

Cc: Número de archivo cargado en el día por la Entidad Deductora.



El archivo que cargue la Entidad Deductora debe contener la siguiente estructura:









Cédula: Cédula de la funcionario persona a quién se le aplicará la deducción. El formato es el estándar, caracteres y sin guiones, consta de diez dígitos a saber:





	0102220333



									Asiento

                                                                                    

                                                       Tomo

                                    

                                   Provincia



Código de Deducción: Este Código indica el tipo de deducción y consta de seis dígitos.  Estos códigos serán definidos por la Dirección de la JUNAFO, por lo cual, para obtener el código correcto y utilizarlo en la interfaz, se debe coordinar con ese ente para la obtención y poder utilizarlo al momento en que entre la operación el sistema.



Valor: Este campo numérico indicará el valor de la deducción. Podrá ser porcentual o un monto fijo y de acuerdo con el código de deducción determinará como interpretar este dato numérico. Si el valor corresponde a un monto, el campo valor indicará el monto a deducir, este campo permite la presencia de decimales, hasta un máximo de cuatro decimales, utilizando el punto como separador de decimales, los cuales deberán ser un número par, esto por si la aplicación es quincenal. Si el valor es un porcentaje éste se encontrará en el rango definido entre el cero y el cien por ciento.



Tipo Aplicación: será el campo que indica la quincena en la cual debe aplicarse la deducción, es un campo numérico con tres posibles valores a saber:

· Un valor de 1: La deducción deberá aplicarse en la primera quincena

· Un valor de 2: Deberá aplicarse en la segunda quincena

· Un valor de 0: El valor deber ser aplicado en las dos quincenas y por tanto, en caso de ser un monto fijo, el sistema dividirá en forma automática este monto entre dos, para aplicar una parte para cada quincena.





Institución: En blanco





A manera de ejemplo, se muestra a continuación cómo se vería estructurado un archivo con el formato indicado:



E-123456789-20020917-22

0702340111		312512		32750.50	0

0101280232		311222		52320.00	2

0101110111		321588		  2321.25	1

0101110111		321531		              5    0

Nota: Con la utilización del carácter TAB, la visualización del archivo real no será columnar, como se ve en el ejemplo.





2. Archivo de errores en la carga de deducciones



El portal en que se realiza la carga de las deducciones generará un archivo con los errores encontrados al momento de cargar el archivo de deducciones que no fueron cargadas al archivo maestro. Entre ellos tenemos:



· Validar la cédula de la persona beneficiaria. La cédula deberá concordar con una persona contenida en el sistema de pagos.



· Validar el código de la deducción: El código de la deducción deberá estar contenido en el sistema de pagos, y deberá ser propiedad de la entidad deductora.



· Validar el monto: es necesario garantizar que si la deducción es porcentual, éste se encuentre en el rango determinado entre 0 – 100. Además, si el valor corresponde a un monto, éste no debe ser menor a 0 (cero).



· Validar el tipo de aplicación. Deberá corresponder a 0 (cero), 1 (uno) ó 2 (dos).



· Se validará que la persona beneficiaria posea, solamente, una deducción a lo sumo, para un concepto específico.



· Si el código de institución es distinto de cero, se verificará que sea una institución válida.



3. Archivo de Resultado de la Aplicación de Deducciones



Una vez que se aplique el respectivo rebajo, la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones, facilitará vía correo electrónico, el resultado y detalle de la aplicación a las Entidades Deductoras.



En caso que la Entidad Deductora requiera esta información a través de un dispositivo USB u otro medio, deberá apersonarse a las instalaciones de la Dirección de la JUNAFO para el respectivo trámite.



Cuando se genera el pago, el sistema permite enviar al correo electrónico asignado por la Entidad Deductora, el archivo de las deducciones aplicadas a cada entidad. Esto se efectúa a solicitud de cada Ente Deductor.



El nombre del archivo tiene la siguiente estructura:



R-UUUUUUUUUU-AAAAMMDD-cc.txt



R: constante que indica que es el archivo de resultados de aplicación de deducciones.



UUUUUUUUUU: Código asignado por el Poder Judicial.



Aaaammdd: Año, mes y día en que el archivo es entregado



Cc: Número de archivo enviado en el día por la Entidad Deductora.



La estructura del archivo es:



Cédula: Cédula de la persona beneficiaria a quién se le aplicará la deducción. El formato es el estándar, caracteres y sin guiones.



Código de Deducción: este Código indica el tipo de deducción. Estos códigos serán definidos por la Dirección de la JUNAFO; por lo cual, para obtener el código correcto y utilizarlo en la interfaz, se debe coordinar con ese ente para la obtención y poder utilizarlo en el momento en que entre en operación el sistema.



Monto aplicado: Corresponde a la cantidad de dinero rebajado a la persona beneficiaria con número de cédula indicado en el campo de cédula.



Fecha de aplicación: Corresponde a la fecha de aplicación de la deducción. Lo anterior significa la fecha en que el proceso de emisión tomó el registro de autorización de deducción a la aplicación. Esta fecha estará ordenada por día, mes y año.





La Dirección de la JUNAFO custodiará por un período máximo de un mes, aquellos documentos que contienen archivos de salida de una aplicación o validación, y que no fueron entregados en su oportunidad a la Entidad Deductora; así las cosas, la Entidad Deductora deberá retirar esa documentación en el término referido.



Contingencias



En caso que el sitio web donde se cargan los archivos de deducciones no se encuentre disponible, se procederá a activar el mecanismo alterno, que consiste en utilizar el procedimiento de envío y recepción de propuestas de deducciones a la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones, por los medios alternos, a saber: unidades de almacenamiento externo USB o correo electrónico, conforme las fechas establecidas en el calendario de recepción de deducciones.





Otras disposiciones



Una vez cargadas las deducciones a aplicar por parte de la Entidad Deductora y validada la información solicitada en el presente documento, la Dirección de la JUNAFO se compromete a acreditar a la Cuenta IBAN autorizada por la Entidad Deductora el monto correspondiente en un plazo máximo de cinco días hábiles posteriores al respectivo pago a las personas jubiladas y pensionadas judiciales, salvo casos expresos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente comprobados.



Para los efectos de facilitar la comunicación y coordinación, así como el envío y recepción de información entre ambos entes, la Entidad Deductora debe mantener actualizada la información referente a: 



Domicilio social

Representantes debidamente autorizados para realizar trámites

Nombre del Representante Legal

Número de Teléfono

Número de Fax

Dirección Electrónica

Domicilio financiero (cuenta Cliente)



El cambio en la cuenta IBAN lo debe comunicar la Entidad Deductora, con al menos diez días hábiles de anticipación a la fecha del pago en que se pretende sea considerada.



Al finalizar cada año, la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones definirá el calendario de recepción y entrega de documentos, para el año siguiente. En ella se indicará la fecha límite para la carga de los archivos que contienen las propuestas de deducciones por parte de las Entidades Deductoras.





Cédula





Código





Valor





Tipo





Institución
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Articulo 232 de la Lley
Orgénica del Poder Judicial,
Ley N° 7333.

Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:
ado les da derecho a sus
a una pension.

La designacién se hace por escrito y dirigida al Consejo.
Toda asignacién caducard por la muerte del beneficiario,
salvo los hijos o hijas que sean invalidos. /

o Vincenzi

fallecimiento del sefior
Pefiaranda, padre de Luis Carlos, fue el 25 de noviembre del

El 6 de julio del 2015, la sefiora Lylia Antillén Pérez, madre
de Luis Carlos promueve el proceso de declaratoria de

(Mediante la sentencia N° 539-2017 del 17 de junio de 2017
del Juzgado Primero de Familia del 1.C.J.S.)., resuelve con
indicando que, estd
debidamente demostrada la incapacidad mental del sefior

El 22 de mayo del 2018 entra en vigencia la Ley Orgénica del

La fecha del
2001
2001.
Afio 2015
insania de Luis Carlos.
Afio 2017 lugar la solicitud de salvaguardia
\Luis Carlos Vincenzi Antillon.
Afio 2018

El articulo 228, de la Ley N°
9544, ley que reforma el
Régimen de Jubilaciones y
Pensiones del Poder
Judicial, contenido en la Ley

Poder Jud

N° 9544 del 24 de abril de 2018.

~

Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:

Tienen derecho a pensién por orfandad, las y los hijos
mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante,
se encuentren invalidos e incapaces para ejercer labores

J

N°7333. / remuneradas.
1 La fecha del fallecimiento de la sefiora Lylia Antillén Pérez,
madre de Luis Carlos, fue el 3 de abril del 2021.
Afio 2021 e

El 25 de octubre de 2021, se trasladé a la Junta\
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la
gestion presentada por el sefior Luis Carlos Vincenzi Antillén
para que se establezca si se aprueba o deniega la pensién a

su favor.

J
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Cuadro comparativo del Régimen de Jubilaciones   y Pensiones del Poder Judicial:  

Ley Nº 7333  Ley  N° 9544   R eforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial .    

ARTICULO 232. -    Artículo 228. -    

El fallecimiento de un a   persona  servidor a   judicial, activo o  jubilado,  da  derecho   a sus beneficiarios a una pensión .       Por  beneficiarios , se entienden las personas que el  servidor o exservidor judic ial  designe , si se tratare de su  cónyuge,  a la   persona  compañera de convivencia durante  al menos  2   años, de sus hijos o de sus padres.      Tal  designación deberá hacerse por escrito y dirigida al  Consejo   Superior .     A falta de esa designación ,   se tendrá por beneficiarios a la  o las  personas dichas y se distribuirá la pensión entre ellas,  en la forma en que el Consejo reglamente y que se ajuste,  en lo posible, a   los presuntos deseos del fallecido y a las  necesidades familiares.      No podrá ser beneficiario   quien no forme parte del grupo  de personas a que se refiere este artículo, ni aquél que no  necesite de la pensión, porque su trabajo o sus rentas le  permiten pr oveer sus alimentos sin ella, a no ser que el  trabajo o las rentas que reciba sean insuficientes, en cuyo  caso el Consejo rebajará la pensión en el tanto que estime  necesario.      Toda asignación  caducará por la muerte del beneficiario ;   en cuanto a los hijos de uno u otro sexo, por la mayoridad,  salvo que sean   inválidos   o que no hubieren terminado sus  estudios para una profesión u oficio , mientras obtengan  buenos rendimientos en e llos y no sobrepasen la edad de  25  años.     Tienen derecho a pensión por orfandad:     Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante,  dependían económicamente de este ,  en el caso de los h i jos  m ayores de edad que,  pr evio   al fallecimiento del causante, se  encuentren  inválidos e incapaces   para ejercer labores  remuneradas.   E l  a rtículo 37   nuevo   Reglamento Gener al del Régimen de  Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial   agrega los  siguientes requisi tos :   El derecho de la pensión  regirá al día siguiente   del fallecimiento   de   l a   persona  exservidor  judicial  siempre y cuando tanto el  causante, como la persona solicitante ,  cumplan con todos los  requisitos establecidos tanto en la LOP J ,  este reglamento   y  demás normativa aplicable, para el goce de tal beneficio.     L a solicitud  debe   presente durante los primeros  15   días hábiles  de acontecida la muerte de la persona jubilada o servidora  activa .   Cuando  la solicitud se present a   posterior a  los 15   días  plazo, el  beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la  respectiva gestión.    Para el supuesto de que, con posterioridad a la distribución  inicial realizada por la Junta Admini stradora, se presenten  solicitudes de personas beneficiarias con derecho a pensión,  éstos sólo podrán hacer efectivo el beneficio, con perjuicio de la  distribución inicial, a partir de la fecha de la respectiva gestión.   T iene derecho al beneficio de pensión por orfandad, los hijos o  hijas que, al momento del fallecimiento de la persona causante,  de pendían económicamente de este .  En e l caso de  las   p ersonas  m ayores de edad que,  previo al fallecimiento   de la persona  causante, se encuentren  inválidas e incapaces para ejercer  labores remuneradas ,  además  debe presentar una  certificación  emitida por el Consejo Nacional de Personas con Discapacidad   (CONAPDIS) .  
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se ha mantenido a mi hermano y representado impedido de
acceder al bienestar que le significa recibir mensualmente la
‘pensién que por ley e corresponde.

- Articulo 51, que provee a las personas con discapacidad de una
especialproteccién por parte delEstado. s claro que al omitirse
Ia apr de lo petic se ha violentado el
fundamental indicado, con evidente afectacion de la calidad de
vida de mi representado.

Noes excusable que esta Junta esté la espera de un criterio legal. Dado que no
tenemos evidencia de que esa peticion haya obtenido respuesta, lo cual agrava
la imposibilidad de atender mis obligaciones legales como garante de mi
hermano, les solicito de nuevo y con total respeto, interponer sus buenos
oficios, para que esa Direccidn Juridica de la respuesta solicitada, y de esa
forma, se nos pueda otorgar la pensidn solictada. Ante la clara violacién de
derechos fundamentales con evidente perjuicio para a dignidad, la calidad de
vida o saud e benestar e una persana con capacdades especies, me
acudir aotras instancias en. de sus. caso,
endemoscoplsdo e o 1 Dt e s g et compes
Iaexistencia de derechos fundamentales violentados.
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Clasificador del Gasto





0-Remuneraciones





1.Servicios.





2. Materiales y Suministros.





3.Intereses y Comisiones.





4.Activos Financieros.





5-Bienes Duraderos.





6-Trasfererencias Corrientes.





7-Trasferencias de Capital.





8-Amortización.





9 Cuentas Especiales







































































Oficina: Dirección de la JUNAFO

		Partida		Descripción		Presupuesto 2022		Presupuesto 2023		Diferencia Absoluta		Diferencia Relativa

		 Partida : 0		Remuneraciones		1 204 209 981,00		1 558 700 948,22		354 490 967,22		29,44%

		 Partida : 1  		Servicios		323 686 792,00		485 219 922,00		161 533 130,00		49,90%

		 Partida : 2  		Materiales y Suministros		2 000 000,00		14 447 889,00		12 447 889,00		622,39%

		 Partida : 5  		Bienes Duraderos		165 826 121,00		156 329 334,00		-9 496 787,00		-5,73%

		 Partida : 6  		Transferencias Corrientes		26 303 485,00		26 303 485,00		0,00		0,00%

		 		 		₡1 722 026 379,00		₡2 241 001 578,22		₡518 975 199,22		30,14%
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Oficina: Dirección de la JUNAFO
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Diferencia Absoluta	

Remuneraciones	Servicios	Materiales y Suministros	Transferencias Corrientes	Bienes Duraderos	354490967.22000003	161533130	12447889	0	-9496787	







Detalle por clasificador
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Conclusiones Generales



El presupuesto del año 2023 de la Dirección de la JUNAFO asciende a ₵2.241.001.578,22. Ahora bien, si lo compramos con el presupuesto del año anterior exhibe un incremento de ₵518.975.199.22 principalmente por los gastos relacionados de remuneraciones, alquiler  y otros servicios del Edificio Impala. 



Se estima un incremento razonable del 30,14% considerando la nueva  estructura de la Dirección de la JUNAFO.
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Comparativos Presupuestos  periodos (2022-2023)..pdf
2" PODER
' JUDICIAL

Republica de Costa Rica

Direccion de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

del Poder Judicial

Republica de Costa Rica

A continuacién, se detalla una tabla comparativa entre los presupuestos de los afnos
2022y 2023.

Partida : 0

Partida : 1

Grupo: 101

Subpartida:
10101

Tabla N°1 Comparativo Presupuestos de la JUNAFO

Periodos 2022-2023

Comparativo Presupuestos de la JUNAFO periodos 2022-2023

Partida Descripcion Presupuesto 2022 | Presupuesto 2023 DI ENEmER leerenma Observaciones
Absoluta Relativa

Remuneraciones

Servicios
ALQUILERES

Alquiler de edificios,
locales y terrenos

1204 209 981,00

0,00

1558 700 948,22

124 736 349,00

354 490 967,22

124 736 349,00

29,44%

100,00%

Segun acuerdo sesién 10-22
articulo XIV del 28 de febrero
del 2022.

Segln acuerdo sesion 03-22

articulo XVI del 17 de enero
del 2022.

Grupo: 102

SERVICIOS BASICOS

3788 473,00

3788 473,00

100,00%

Subpartida: | Servicio de aguay 0,00 792 158,00 792 158,00 100,00%
10201 alcantarillado Segln acuerdo sesion 03-22
fg;opzartldai szcvtlﬁlcz de energia 0,00 1 857 040,00 1 857 040,00 100,00% 3ft|i02l(1)|2°2XV' del 17 de enero
- . . e .
Subpartida: | Servicio de 0,00 1139 275,00 1139 275,00 100,00%
10204 telecomunicaciones
SERVICIOS
Grupo: 103 COMERCIALES Y 59 985 752,00 56 145 154,00 -3.840 598,00 -6,40%
FINANCIEROS
fgs?opla”'da: Informacién 13 426 188,00 12 726 188,00 -700 000,00 521%
Subpartida: | Publicidad y 15 000 000,00 15 000 000,00 0,00 0,00%
10302 propaganda
Subpartida: | Impresién Segun acuerdo sesion 03-22
P . P v 0,00 2 030 000,00 2 030 000,00 100,00% | articulo X del 17 de enero
10303 encuadernacién y otros
del 2022.
fg?f’opf”'da: Transporte de bienes 600 000,00 0,00 -600 000,00 -100,00%
Subpartida: Comisiones y gastos
1030p6 " | porservicios financieros 1440 000,00 1200 000,00 -240 000,00 -16,67%
y comerciales
Subpartida: | Servicios de tecnologias | 54 519 564 00 25 188 966,00 -4 330 598,00 14,67%
10307 de informacion
s SERVICIOS DE )
Grupo: 104 2ot B0 oV 138 192 704,00 163 133 401,00 24 940 697,00 18,05%
fgfopza”'da: Servicios juridicos 31 994 820,00 31 994 820,00 0,00 0,00%
Subpartida: | Servicios en ciencias 66 197 884,00 56 832 455,00 -9 365 429,00 -14,15%
10404 econdémicas y sociales
fgfo%amda: Servicios informaticos 40 000 000,00 45 200 000,00 5 200 000,00 13,00% |AvuAm ento por lainclusion de
Subpartida: | Servicios generales, o Segur} acuerdolsesmn 03-22
10406 Vigilanciay Limpioza 0,00 13 788 929,00 13788929,00 | 100,00% | articulo XVI del 17 de enero
del 2022.
_— L Reclasifica 1.04.04 y se
fgfgpga”'da' S;rs‘ziséf]e;";g'(fysode 0,00 15317 197,00 15317197,00 | 100,00% |incluye servicio de perfil

financiero.

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519 Fax: 2549-1591 Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr
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Partida

Grupo: 105

Comparativo Presupuestos de la JUNAFO periodos 2022-2023

Descripcion

GASTOS DE VIAJE Y DE

TRANSPORTE

1700 000,00

Presupuesto 2022

Presupuesto 2023

2000 000,00

Diferencia
Absoluta

300 000,00

Diferencia

Relativa

17,65%

Observaciones

Grupo: 106

Subpartida:
10601

Grupo: 107

SEGUROS,
REASEGUROS Y
OTRAS OBLIGACIONES

Seguros

CAPACITACION Y

PROTOCOLO

30639 078,00

30639 078,00

59 454 587,00

30639 078,00

30639 078,00

59 454 587,00

0,00

Subpartida: | Transporte dentro del 0,00 1000 000,00 1000 000,00 100,00%
10501 pais
fgsbopza”'da: Viaticos dentro del pais 1700 000,00 1,000 000,00 -700 000,00 -41,18%

0,00%

0,00%

Grupo: 108

MANTENIMIENTO Y
REPARACION

Mantenimiento y

1000 000,00

1000 000,00

Subpartida: | Actividades de

10701 capacitacion 50 354 587,00 50 354 587,00 0,00 0,00%
Subpartida: | Actividades . 9100 000,00 9100 000,00 0,00 0,00%
10702 protocolarias y sociales

100,00%

Partida : 2

Grupo: 201

Materiales y Suministros

PRODUCTOS QUIMICOS
Y CONEXOS

2000 000,00

14 447 889,00
509 435,00

12 447 889,00
509 435,00

622,39%
100,00%

f(‘)‘gopf”'da: reparacion de equipo y 0,00 1 000 000,00 1 000 000,00 100,00%
mobiliario de oficina
‘ Grupo: 199  SERVICIOS DIVERSOS 33714 671,00 44 322 880,00 10 608 209,00 31,46%
Subpartida: | g0\ icios de regulacion | 33714 671,00 43 322 880,00 9 608 209,00 28500 | Estimaciondeincremento
19901 promedio.
Subpartida: | Otros servicios no 0,00 1000 000,00 1000000,00 | 100,00%
19999 especificados

Subpartida: Tlntas pinturas y

Grupo: 202
Subpartida:
20203

Grupo: 203

Subpartida:
20304

ALIMENTOS Y
PRODUCTOS
AGROPECUARIOS

Alimentos y bebidas

MATERIALES Y
PRODUCTOS DE USO
EN LA CONSTRUCCION
Y

Materiales y productos

eléctricos, telefénicos y
de cémputo
TILES, MATERIALES Y
MINISTROS
DIVERSOS

5000 000,00

5000 000,00

100,00%

Atencion de sesiones
0,
“ > 000 000,00 > 000 000,00 100.00% |_presenciales dela JUNAFO. |

0,00

2000 000,00

802 386,00

8136 068,00

802 386,00

802 386,00

6 136 068,00

100,00%

100,00%

306,80%

Subpartida: | Utiles y materiales de S

29901 oficinay cémputo 2 000 000,00 7 636 068,00 5636 068,00 281,80% Adquisicion de Headset.
Subpartida: | Otros .ut.lles, mgterlales 0,00 500 000,00 500 000,00 100,00%

29999 y suministros diversos

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519

Fax: 2549-1591

Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr
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Direccion de la Junta Administradora
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones

del Poder Judicial
Republica de Costa Rica

Comparativo Presupuestos de la JUNAFO periodos 2022-2023

Diferencia

Diferencia

Partida Descripcién Presupuesto 2022 | Presupuesto 2023 Absalluia Relativa Observaciones
Partida: 5  Bienes Duraderos 165 826 121,00 156 329 334,00 -9 496 787,00

Subpartida: | Equipo de 0,00 1309 195,00 1309 195,00 100,00%

50103 comunicacion

Subpartida: | Equipo y mobiliario de . —
50104 oficina 0,00 6 236 377,00 6 236 377,00 100,00% Equipo ergonémico
gngpSartlda: Equipo de cémputo 20 882 400,00 6 364 328,00 14518 072,00 | -69,52%

Subpartida: | gi0h 6 intangibles 144 943 721,00 142 419 434,00 -2 524 287,00 -1,74%

59903
Partida : 6

Transferencias
Corrientes

Transf. corrientes a

26 303 485,00

26 303 485,00

0,00%

Subpartida: | Instituciones

60103 Descentralizadas no 2154 139,00 2154 139,00 0,00 0,00%
Empresariales
Transferencias

Subpartida: | corrientes a otras o

60404 entidades privadas sin 12 149 346,00 12 149 346,00 0,00 0,00%
fines de lucro

gggopla”'da: Indemnizaciones 12 000 000,00 12 000 000,00 0,00 0,00%

Presupuesto total

C1722 026 379,00

¢2241001578,22

‘ Costo de las 18 Plazas antiguas

Resumen del presupuesto plazas antiguas y costo total recursos JUNAFO

| €507 195 281,00 | (€507 195 281,00

Costo total con recursos de JUNAFO ‘ €1 214 831 098,00 ‘ €1 733806 297,22

Presupuesto Total 1722026 379,00 | ¢2241001578,22

€518 975 199,22

Estabilidad y compromiso para un futuro mejor

Teléfonos: 2549-1519

Fax: 2549-1591

30,14%

Correo electrénico: direccion_junafo@poder-judicial.go.cr
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Perfil Gerente PWC.pdf
Manual de Puestos

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Nombre del Puesto: Gerente General
Area/Departamento: | Gerencia General
Reporta a: Junta Administradora
Reportes directos: No aplica

Nivel en escala 6

salarial:

Elaborado el: Noviembre 2020 Actualizado el:

1. OBJETIVO PRINCIPAL DEL PUESTO

Manejar relaciones con la Junta Administradora y los colaboradores del Fondo en
general, organiza y dirige los procesos de planificacion operativa y temas
administrativos de distinta indole. Emite lineamientos para la operacion del Fondo,
propone y aprueba estrategias de fortalecimiento y mecanismos para la administracion
de las inversiones y riesgos.

2. RESPONSABILIDADES

Estrategia y politicas

 Asesorar a la Junta Administradora en la toma de decisiones, asi como formular
las recomendaciones que considere mas convenientes para la sostenibilidad del
fondo en el tiempo.

* Coordinar la elaboracion del presupuesto anual y someterlo a aprobacion de la
Junta Administradora, en relacion directa con los planes estratégicos y los
objetivos establecidos.

» Liderar el proceso de formulacion del plan estratégico del Fondo.

* Mantener seguimiento continuo sobre el desarrollo de la actividad del area de
inversiones del Fondo de acuerdo a los planes, y tomar acciones correctivas
necesarias.

« Crear en conjunto con sus reportes directos, un plan de trabajo anual, en el que se
incluyan mediciones especificas y objetivas de valoracién o logro de metas, a
corto, mediano y largo plazo.

* Implementar la gestion integral de los riesgos a que estan expuestos los fondos
administrados por la entidad regulada.

» Asegurar que las practicas y politicas laborales estén acorde con la legislacion
nacional, fomentando la relacién armoniosa del Fondo con sus colaboradores.

» Supervisar peridédicamente el sistema de identificacion de oportunidades de
crecimiento y desarrollo para los niveles de jefaturas, asociandolo a un plan de

25





carrera y sucesion para aquellas personas con potencial de asumir mayores
responsabilidades dentro de la organizacion.

* Proveer periédicamente reportes e informes de los resultados reales contra los
objetivos, planes y presupuestos asi como de los estados financieros de ambos
fondos.

» Garantizar la implementacion de un sistema de informacién competente para la
adecuada gestion administrativa del Fondo y procurar la innovacion tecnolégica y
permanente para mejorar la atencién a los usuarios.

» Supervisar la adecuada atencion de los jubilados, pensionados y cotizantes por
medio del area de Jubilaciones y Pensiones.

Inversiones

* Revisar, aprobar y someter a aprobacién del Comité de Inversiones y la Junta (en
conjunto con el Jefe de inversiones) la estrategia y plan de inversiones de corto,
mediano y largo plazo.

» Gestionar las actividades de la entidad regulada de forma coherente con la
estrategia de Inversiones y las politicas aprobadas por la Junta con respecto a la
estrategia de inversiones de los fondos administrados.

* Velar por el establecimiento y aplicacion de procedimientos para maximizar la
rentabilidad y sostenibilidad de las inversiones.

* Proporcionar informacion suficiente, oportuna y precisa a la Junta, comités
técnicos, unidades de apoyo, entidades supervisoras y a los afiliados o
pensionados, que les permitan tomar decisiones, evaluar las estrategias de
inversiones definidas, o realizar analisis relacionados a inversiones (en conjunto
con el jefe de inversiones), segun corresponda.

Gestion de Riesgos

+ Gestionar las actividades de la entidad regulada de forma coherente con el Apetito
de Riesgo y las politicas aprobadas por la Junta con respecto a la gestién de
riesgos de los fondos administrados.

* Velar por la implementacion de la gestion integral de los riesgos a que estan
expuestos los fondos administrados por la entidad regulada.

* Proporcionar a la Junta la informacion necesaria para llevar a cabo sus funciones y
cumplir sus responsabilidades. Dentro de esta informacién se encuentran las
desviaciones en la estrategia de gestién de riesgos y en el Apetito de Riesgo
declarado.

* Aprobar los controles necesarios para que las decisiones de inversidon se tomeny
se ejecuten en el marco de la declaracién del apetito de riesgo y de las politicas de
inversion aprobadas. Igualmente debe establecer los controles necesarios para
que se lleve a cabo una gestion adecuada de los riesgos a los que estan
expuestas las inversiones.

* Velar por el establecimiento y aplicacion de procedimientos para prevenir,
identificar e informar oportunamente a la Junta, sobre irregularidades en la
generacion de la informacion financiera o actividades fraudulentas relacionadas.

» Identificar, gestionar, controlar y dar seguimiento a los factores de riesgo operativo
que pudieran obstaculizar o impedir el logro de los objetivos de la organizacion.
Los factores de riesgo incluyen, entre otros: fraude, relaciones laborales o
contractuales, errores del recurso humano, estructura organizacional, cambios en
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Otros

la industria. regulacién, tecnologia de la informacion, avances tecnologicos, fallos y
errores en los sistemas de informacién y de contabilidad y, eventos externos.
Supervisar la identificacion y gestién de situaciones que puedan ocasionar
exposicion a litigios, sanciones, o reclamos de cualquier naturaleza, que puedan
generar eventuales consecuencias financieras y de reputacion.

Velar porque se disponga de un patrimonio suficiente para cubrir eventuales
pérdidas derivadas de su giro de negocio o de otras fuentes.

Establecer planes de contingencia y de continuidad de las actividades
significativas, que aseguren su capacidad operativa y limiten las pérdidas en caso
de una interrupcién de sus operaciones.

Velar porque exista un proceso de reclutamiento y seleccion que permita contratar
el personal con las competencias, cualidades morales, la independencia y los
conocimientos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades. De igual
manera, debe mantener un proceso de induccidn, capacitacién periodica y
evaluacion del desempefio para todos los colaboradores. En dicha induccién y
capacitacion periddica, debe incluirse a los miembros de la Junta y de los comités
técnicos.

Proporcionar informaciéon suficiente, oportuna y precisa a la Junta, comités
técnicos, unidades de apoyo, entidades supervisoras y a los afiliados o
pensionados, que les permitan tomar decisiones, evaluar las estrategias de gestion
de riesgos definidas, o realizar analisis generales, segun corresponda.

Gestionar la seguridad de la informacién mediante medidas preventivas,
correctoras y compensatorias que le permitan resguardar y proteger la
informacién, buscando su confidencialidad, disponibilidad e integridad.

Implementar un marco para la gestion de los recursos de infraestructura
tecnolégica que asegure la continuidad, disponibilidad y oportunidad de los
recursos de Tecnologias de Informaciéon que dan soporte a la entidad regulada y a
los fondos administrados.

Participar en el proceso de reclutamiento y seleccion de personal clave
conjuntamente con el area de Recursos Humanos.

Autorizar y aprobar los despidos de funcionarios del Fondo en el nivel de reporte
directo (con el aval de la Junta).

Realizar otras funciones relacionadas al puesto, o aquellas que le sean
designadas por la Junta Administradora.

AREAS CLAVE DE RENDICION DE CUENTAS

Cumplimiento de la misién, vision, estrategia y valores del Fondo.
Sostenibilidad del Fondo.

Cumplimiento del plan de negocio y apetito de riesgo.
Cumplimiento del presupuesto consolidado.

Cumplimiento de la normativa nacional aplicable.

Imagen del Fondo ante las diferentes partes interesadas.
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4. PERFIL DEL PUESTO

Formacion
Académica

Licenciatura Universitaria en Administracién de Negocios o
carrera afin al puesto que lo faculte para el ejercicio de la
posicion

Preferiblemente con Maestria en Administracion de

Negocios con diversos énfasis 0 maestria en areas afines

Entorno de negocios de Fondos de Pensiones

Administracién de negocios financieros y/o no financieros

Certificaciones o cursos relevantes en materia de riesgos
y/o inversiones

Experiencia
Laboral

Al menos 10 afos de trayectoria exitosa y ascendente en
posiciones de alta gerencia en companias del sector
financiero, Fondos de Pension y/o similares, de los cuales
al menos cinco afios como Gerente General o Gerente de
una unidad de negocios con responsabilidad integral sobre
todas sus actividades y resultados.

Experiencia en temas de riesgos y/o inversiones

Manejo de personal ejecutivo altamente independiente y
enfocado en metas.

Otros
requerimientos

Incorporacion al colegio profesional respectivo y que no
cuente con sanciones en el mismo.

No haber sido condenado por algun delito, en especial
delitos de estafa o fraude

Coaching y mentoring a ejecutivos

Amplios conocimientos financieros
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5. PERFIL DE CLASIFICACION DE PUESTO

Factor Puntaje

Conocimiento Técnico 11
Conocimiento Corporativo 9
Competencia Social 9
Amplitud de Pensamiento 11
Grado de Dificultad 9
Autonomia en la Toma de Decisiones 10
Area de Influencia 3
Impacto 9






Escala Salarial: P.25 como punto medio

SALARIO MEDIO

SALARIO MAXIMO

SALARIO MINIMO
SALARIAL

Informacion confidencial solo para uso y beneficio de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

PwC

GRUPO (Percentil 25)
A Cc
80% 90% P25
421,031 473,660 526,289

P25
499,585 562,033 624,481
P25
830,118 933,883 1,037,648
P25
950,729 1,069,570 1,188,411
P25
1,534,566 1,726,386 1,918,207
P25
5,191,774 5,840,746 6,489,718

110%

578,918

686,929

1,141,413

1,307,252

2,110,028

7,138,690

120%

631,547

749,377

1,245,177

1,426,093

2,301,848

7,787,662

130%

684,175

811,825

1,348,942

1,544,935

2,493,669

8,436,633
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Escala Salarial: P.50 como punto medio

SALARIO MEDIO SALARIO MAXIMO

SALARIO MINIMO

Informacion confidencial solo para uso y beneficio de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

PwC

GRUPO (Percentil 50)
SALARIAL
A Cc
80% 90% P50 110% 120% 130%

1 447,173 503,070 558,966 614,863 670,760 726,656
P50

2 616,728 693,818 770,909 848,000 925,091 1,002,182
P50

3 964,936 1,085,553 1,206,170 1,326,787 1,447,404 1,568,022
P50

4 1,282,515 1,442,829 1,603,143 1,763,458 1,923,772 2,084,086
P50

5 1,752,015 1,971,017 2,190,019 2,409,021 2,628,022 2,847,024
P50

6 5,290,585 5,951,908 6,613,231 7,274,554 7,935,877 8,597,200
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Escala Salarial: P.75 como punto medio

SALARIO MEDIO

SALARIO MINIMO SALARIO MAXIMO

Informacion confidencial solo para uso y beneficio de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

PwC

GRUPO (Percentil 75)
SALARIAL
A C
80% 90% P75 110% 120% 130%

1 488,287 549,323 610,359 671,395 732,431 793,467
P75

2 680,157 765,176 850,196 935,216 1,020,235 1,105,255
P75

3 1,145,829 1,289,058 1,432,286 1,575,515 1,718,744 1,861,972
P75

4 1,534,361 1,726,156 1,917,951 2,109,746 2,301,541 2,493,336
P75

3] 2,472,489 2,781,550 3,090,611 3,399,673 3,708,734 4,017,795
P75

6 6,248,594 7,029,669 7,810,743 8,591,817 9,372,891 10,153,966
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Percentiles de Mercado

En el siguiente recuadro se presentan los percentiles 25, 50 y 75 de mercado:

Informacion confidencial solo para uso y beneficio de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

PwC

CATEGORIA
1 Asistencial 526,289 558,966 610,359
2 Apoyo 624,481 770,909 850,196
3 Profesional 1,037,648 1,206,170 1,432,286
4 Profesional Sr 1,188,411 1,603,143 1,917,951
) Nivel de Jefatura 1,918,207 2,190,019 3,090,611
6 Nivel de Gerencia General 6,489,718 6,613,231 7,810,743
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PODER
JUDICIAL

Gestion Humana

APARTADO
POSTAL
80-1003
SAN JOSE,
COSTA RICA

TELEFONOS
295-3591
295-3948

FAX
257-2967
221-8962

Departamento de Personal
GESTION HUMANA
Investigacion y Desarrollo Humano

DIRECTOR EJECUTIVO

NATURALEZA DEL TRABAJO

Planeamiento, organizacion,

direccién, coordinacion y supervision de las labores

administrativas, contables y financieras del Poder Judicial.

TAREAS TIPICAS

v

Planificar, organizar, dirigir, coordinar y supervisar las funciones administrativas de las
dependencias subordinadas a la Direccion Ejecutiva.

Establecer politicas y directrices referentes al funcionamiento de las dependencias
subordinadas a la Direccion Ejecutiva.

Definir normas para la coordinacién de las funciones con otras dependencias del Poder
Judicial.

Vigilar porque se cumplan los acuerdos del Consejo referentes a la administracion del
Poder Judicial.

Asistir a las sesiones del Consejo, con voz pero sin voto.

Autorizar los gastos que deban realizarse en las oficinas judiciales con motivo de
peritajes, honorarios, copias, diligencias y otros servicios de la misma indole.

Dictar los acuerdos de pago, una vez que los gastos hayan sido debidamente
aprobados y autorizados.

Invertir las reservas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
conforme a las normas que dicte el Consejo Superior.

Conceder asuetos por festejos civicos o religiosos a los servidores de los respectivos
lugares, de acuerdo con la ley.

Ejercer el régimen disciplinario sobre los jefes de las dependencias subordinadas a la
Direccidn, lo mismo que en cuanto al personal de ésta, sin perjuicio de las potestades
atribuidas a la Inspeccién Judicial, al Consejo Superior y al Presidente de la Corte.

Conceder licencias con goce de sueldo, por enfermedad comprobada, a todos los
servidores judiciales, excepto tratdndose de los Magistrados.

Otorgar permisos, sin goce de sueldo, por periodos no mayores de seis meses, al
personal de la Direccién y a los jefes de las dependencias subordinadas a ésta.

“Justicia: Un pilar del desarrollo”





PODER
JUDICIAL
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APARTADO
POSTAL
80-1003
SAN JOSE,
COSTA RICA

TELEFONOS
295-3591
295-3948

FAX
257-2967
221-8962

Director Ejecutivo
-2.-

Proponer al Consejo Superior el nombramiento del Subdirector y de los jefes de los
departamentos administrativos subordinados a la Direccién, mediante el sistema de
ternas y, de acuerdo con el Estatuto de Servicio Judicial, asimismo del personal de la
Direccion Ejecutiva conforme a las normas establecidas.

Formular los programas que sean necesarios para el mejor aprovechamiento de los
bienes y servicios del Poder Judicial, sin perjuicio de los proyectos que el Consejo
encomiende a comisiones especiales.

Firmar las reservas de crédito, solicitudes de mercancias y todos los demas
documentos para la ejecucién del presupuesto.

Firmar los giros que expida el Departamento Financiero Contable de conformidad con
las normas presupuestarias y los que emitan contra el Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial y de Socorro Mutuo.

Endosar los giros que se extiendan a favor de los fondos antes mencionados, para su
depésito en las cuentas respectivas.

Proponer al Consejo reglas para organizar y uniformar los servicios administrativos de
las oficinas judiciales de toda la Republica, especialmente en lo que se refiere a
sistemas de registro, clasificacion, circulacién y archivo de expedientes, oyendo el
criterio de los jefes de esas oficinas.

Resolver sobre los pagos que deban hacerse contra el Fondo de Socorro Mutuo. Si se
planteare discusién sobre el mejor derecho al beneficio o en otros casos especiales que
puedan ofrecer alguna duda, el Director elevara el asunto al Consejo para que éste
decida.

Integrar diversas comisiones y grupos de trabajo.

Atender y evacuar consultas relacionadas con las tareas del puesto.

Rendir informes diversos.

Realizar otras labores propias del cargo.

RESPONSABILIDADES Y OTRAS CARACTERISTICAS

v

Trabaja con amplia independencia, siguiendo instrucciones generales de los superiores,
las normas que se dicten al efecto y los procedimientos técnicos, administrativos y
legales.

Supervisa a un numero variable de servidores.

En el desempeno de las funciones debe viajar a diversos lugares del pais.

La labor es evaluada mediante el analisis de los informes que rinda y la apreciacion de

los resultados obtenidos.

“Justicia: Un pilar del desarrollo”
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APARTADO
POSTAL
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257-2967
221-8962

Director Ejecutivo
-3-

REQUISITOS

v Licenciatura en Derecho, con conocimientos y experiencia en administracion, o
Licenciatura en Ciencias Econdmicas con especialidad en Administracion.

v"Incorporado al Colegio respectivo.
v Experiencia en labores administrativas de alto nivel y en supervisién de personal.

v Costarricense, mayor de 30 afos.

¢ Modificada en sesion del Consejo Superior N° 14-96 del 15 de febrero de 1996,
articulo XIX.

“Justicia: Un pilar del desarrollo”
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Manual de Puestos



Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial





		Nombre del Puesto:

		[bookmark: _heading=h.6p9fe2te6r5s]Gerente General



		Área/Departamento:

		[bookmark: _heading=h.b7e9cd9z3w4l]Gerencia General



		Reporta a:

		[bookmark: _heading=h.f2uahac1yc4c]Junta Administradora



		Reportes directos:

		[bookmark: _heading=h.iob70pfp6vi8]No aplica



		Nivel en escala salarial:

		[bookmark: _heading=h.s38kajhqdltk]6



		Elaborado el: 

		Noviembre 2020

	

		Actualizado el:

		







1. [bookmark: _heading=h.pccvck7yix5o]OBJETIVO PRINCIPAL DEL PUESTO



[bookmark: _heading=h.hg1blziaf52d]Manejar relaciones con la Junta Administradora y los colaboradores del Fondo en

[bookmark: _heading=h.w1vrhor5nqbp]general, organiza y dirige los procesos de planificación operativa y temas

[bookmark: _heading=h.ol9xsw9peis5]administrativos de distinta índole. Emite lineamientos para la operación del Fondo,

[bookmark: _heading=h.9ejigyczhczd]propone y aprueba estrategias de fortalecimiento y mecanismos para la administración

[bookmark: _heading=h.h5ecopuvghy]de las inversiones y riesgos. 



2. [bookmark: _heading=h.qppdvwn0nypo]RESPONSABILIDADES



Estrategia y políticas



· Asesorar a la Junta Administradora en la toma de decisiones, así como formular las recomendaciones que considere más convenientes para la sostenibilidad del fondo en el tiempo.

· Coordinar la elaboración del presupuesto anual y someterlo a aprobación de la Junta Administradora, en relación directa con los planes estratégicos y los objetivos establecidos.

· Liderar el proceso de formulación del plan estratégico del Fondo.

· Mantener seguimiento continuo sobre el desarrollo de la actividad del área de inversiones del Fondo de acuerdo a los planes, y tomar acciones correctivas necesarias.

· Crear en conjunto con sus reportes directos, un plan de trabajo anual, en el que se incluyan mediciones específicas y objetivas de valoración o logro de metas, a corto, mediano y largo plazo.

· Implementar la gestión integral de los riesgos a que están expuestos los fondos administrados por la entidad regulada.

· Asegurar que las prácticas y políticas laborales estén acorde con la legislación nacional, fomentando la relación armoniosa del Fondo con sus colaboradores.

· Supervisar periódicamente el sistema de identificación de oportunidades de crecimiento y desarrollo para los niveles de jefaturas, asociándolo a un plan de carrera y sucesión para aquellas personas con potencial de asumir mayores responsabilidades dentro de la organización.

· Proveer periódicamente reportes e informes de los resultados reales contra los objetivos, planes y presupuestos así como de los estados financieros de ambos fondos.

· Garantizar la implementación de un sistema de información competente para la adecuada gestión administrativa del Fondo y procurar la innovación tecnológica y permanente para mejorar la atención a los usuarios. 

· Supervisar la adecuada atención de los jubilados, pensionados y cotizantes por medio del área de Jubilaciones y Pensiones.



Inversiones



· Revisar, aprobar y someter a aprobación del Comité de Inversiones y la Junta (en conjunto con el Jefe de inversiones) la estrategia y plan de inversiones de corto, mediano y largo plazo.

· Gestionar las actividades de la entidad regulada de forma coherente con la estrategia de Inversiones y las políticas aprobadas por la Junta con respecto a la estrategia de inversiones de los fondos administrados.

· Velar por el establecimiento y aplicación de procedimientos para maximizar la rentabilidad y sostenibilidad de las inversiones.

· Proporcionar información suficiente, oportuna y precisa a la Junta, comités técnicos, unidades de apoyo, entidades supervisoras y a los afiliados o pensionados, que les permitan tomar decisiones, evaluar las estrategias de inversiones definidas, o realizar análisis relacionados a inversiones (en conjunto con el jefe de inversiones), según corresponda.



Gestión de Riesgos



· Gestionar las actividades de la entidad regulada de forma coherente con el Apetito de Riesgo y las políticas aprobadas por la Junta con respecto a la gestión de riesgos de los fondos administrados.

· Velar por la implementación de la gestión integral de los riesgos a que están expuestos los fondos administrados por la entidad regulada.

· Proporcionar a la Junta la información necesaria para llevar a cabo sus funciones y cumplir sus responsabilidades. Dentro de esta información se encuentran las desviaciones en la estrategia de gestión de riesgos y en el Apetito de Riesgo declarado.

· Aprobar los controles necesarios para que las decisiones de inversión se tomen y se ejecuten en el marco de la declaración del apetito de riesgo y de las políticas de inversión aprobadas. Igualmente debe establecer los controles necesarios para que se lleve a cabo una gestión adecuada de los riesgos a los que están expuestas las inversiones.

· Velar por el establecimiento y aplicación de procedimientos para prevenir, identificar e informar oportunamente a la Junta, sobre irregularidades en la generación de la información financiera o actividades fraudulentas relacionadas.

· Identificar, gestionar, controlar y dar seguimiento a los factores de riesgo operativo que pudieran obstaculizar o impedir el logro de los objetivos de la organización. Los factores de riesgo incluyen, entre otros: fraude, relaciones laborales o contractuales, errores del recurso humano, estructura organizacional, cambios en la industria. regulación, tecnología de la información, avances tecnológicos, fallos y errores en los sistemas de información y de contabilidad y, eventos externos.

· Supervisar la identificación y gestión de situaciones que puedan ocasionar exposición a litigios, sanciones, o reclamos de cualquier naturaleza, que puedan generar eventuales consecuencias financieras y de reputación. 

· Velar porque se disponga de un patrimonio suficiente para cubrir eventuales pérdidas derivadas de su giro de negocio o de otras fuentes.

· Establecer planes de contingencia y de continuidad de las actividades significativas, que aseguren su capacidad operativa y limiten las pérdidas en caso de una interrupción de sus operaciones.

· Velar porque exista un proceso de reclutamiento y selección que permita contratar el personal con las competencias, cualidades morales, la independencia y los conocimientos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades. De igual manera, debe mantener un proceso de inducción, capacitación periódica y evaluación del desempeño para todos los colaboradores. En dicha inducción y capacitación periódica, debe incluirse a los miembros de la Junta y de los comités técnicos.

· Proporcionar información suficiente, oportuna y precisa a la Junta, comités técnicos, unidades de apoyo, entidades supervisoras y a los afiliados o pensionados, que les permitan tomar decisiones, evaluar las estrategias de gestión de riesgos definidas, o realizar análisis generales, según corresponda.

· Gestionar la seguridad de la información mediante medidas preventivas, correctoras y compensatorias que le permitan resguardar y proteger la información, buscando su confidencialidad, disponibilidad e integridad.



Otros



· Implementar un marco para la gestión de los recursos de infraestructura tecnológica que asegure la continuidad, disponibilidad y oportunidad de los recursos de Tecnologías de Información que dan soporte a la entidad regulada y a los fondos administrados.

· Participar en el proceso de reclutamiento y selección de personal clave conjuntamente con el área de Recursos Humanos.

· Autorizar y aprobar los despidos de funcionarios del Fondo en el nivel de reporte directo (con el aval de la Junta).

· Realizar otras funciones relacionadas al puesto, o aquellas que le sean designadas por la Junta Administradora.





3. [bookmark: _heading=h.5b2zzqzazboe]ÁREAS CLAVE DE RENDICIÓN DE CUENTAS



· Cumplimiento de la misión, visión, estrategia y valores del Fondo.		

· Sostenibilidad del Fondo.

· Cumplimiento del plan de negocio y apetito de riesgo.				

· Cumplimiento del presupuesto consolidado.

· Cumplimiento de la normativa nacional aplicable.

· Imagen del Fondo ante las diferentes partes interesadas.







4. PERFIL DEL PUESTO





		Formación Académica

		· [bookmark: _heading=h.98gdg5hclxj7]Licenciatura Universitaria en Administración de Negocios o carrera afín al puesto que lo faculte para el ejercicio de la posición

· [bookmark: _heading=h.ru52t9ksb2du][bookmark: _heading=h.uff018nlbuyw]Preferiblemente con Maestría en Administración de Negocios con diversos énfasis o maestría en áreas afines

· [bookmark: _heading=h.w8xu5dfspoaw][bookmark: _heading=h.llzon0whu1an]Entorno de negocios de Fondos de Pensiones

· [bookmark: _heading=h.j75g2kvyti10][bookmark: _heading=h.qhub5728y20a]Administración de negocios financieros y/o no financieros

· [bookmark: _heading=h.vta69vhk6r4j]Certificaciones o cursos relevantes en materia de riesgos y/o inversiones





		Experiencia Laboral

		

· Al menos 10 años de trayectoria exitosa y ascendente en posiciones de alta gerencia en compañías del sector financiero, Fondos de Pensión y/o similares, de los cuales al menos cinco años como Gerente General o Gerente de una unidad de negocios con responsabilidad integral sobre todas sus actividades y resultados.



· Experiencia en temas de riesgos y/o inversiones



· Manejo de personal ejecutivo altamente independiente y enfocado en metas.





		Otros requerimientos

		

· Incorporación al colegio profesional respectivo y que no cuente con sanciones en el mismo.



· No haber sido condenado por algún delito, en especial delitos de estafa o fraude



· Coaching y mentoring a ejecutivos



· Amplios conocimientos financieros



















5. PERFIL DE CLASIFICACIÓN DE PUESTO





		Factor

		Puntaje



		Conocimiento Técnico

		11



		Conocimiento Corporativo

		9



		Competencia Social

		9



		Amplitud de Pensamiento

		11



		Grado de Dificultad

		9



		Autonomía en la Toma de Decisiones

		10



		Área de Influencia 

		3



		Impacto

		9
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1. [bookmark: _Toc451255842][bookmark: _Toc451257121][bookmark: _Toc52277626][bookmark: _Toc318731783][bookmark: _Toc318734743][bookmark: _Toc318811541][bookmark: _Toc323028179]Introducción:



En el ejercicio de su función como personas servidoras judiciales, se pueden presentar algunas situaciones que requieran que las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se inhiban del conocimiento de algunos temas. 



Podrían establecerse los siguientes supuestos:



a. Persona servidora judicial es integrante de la JUNAFO.

b. Persona servidora judicial tiene un cargo dentro del Poder Judicial. 

c. La Junta Administradora debe conocer un caso, informe, oficio o cualquier otra gestión en que se vea involucrada la persona servidora judicial integrante.



2. [bookmark: _Toc52277627]Suministros:

Para este procedimiento se utilizan los insumos del “Reglamento de Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, aprobado por la Junta Administradora en la sesión N°. 41-2021, del 11 de octubre de 2021, artículo XV.



3. [bookmark: _Toc52277629]Proceso: 

Procedimiento para que las personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial comuniquen al Órgano de Dirección cuando se encuentren con una causal de inhibición por el desempeño de su cargo como persona servidora del Poder Judicial



Detalle del Proceso: 





		PASO

		RESPONSABLE

		DESCRIPCIÓN



		1

		Persona servidora judicial integrante de la JUNAFO

		Conoce del trámite que debe ser gestionado por la oficina u despacho judicial donde labora, ante la Junta Administradora y determina que existe un conflicto de interés conforme lo señala el artículo N° 3 y siguientes del Reglamento de Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial. 

 



		2











		Persona servidora judicial integrante de la JUNAFO

		De acuerdo con el artículo N° 8 y 9 de dicho reglamento, puede proceder de dos formas:



a. Justifica ante su superior jerárquico para que se designe a otra persona del trámite y tenga la posibilidad de votar en la sesión de la Junta Administradora.  



b. Comunica mediante correo electrónico u oficio a la Presidencia de la JUNAFO, la justificación para inhibirse en el conocimiento del trámite, en la sesión de la Junta.



		3

		Jefatura de la persona servidora judicial  en el Poder Judicial

		Si se da la opción a. del punto N° 2, procede a aceptar la asignación del trámite a otra persona servidora, que no posea la limitante o justificar la denegatoria ante la persona servidora, de conformidad con el artículo N° 12 del Reglamento de Conflictos de Interés.





		4

		Persona servidora judicial  en el Poder Judicial, integrante de la JUNAFO

		Si se acepta la asignación a otra persona, le comunica a esta para que el trámite continúe su curso y en caso de ser denegada la justificación por parte de su jefatura, se acoge a la opción b. del punto N° 2. 





		5

		Presidencia de la JUNAFO.

		Si se da la opción b. del punto anterior, procede a aceptar o denegar la inhibitoria debidamente justificada, de conformidad con el artículo N° 12 del Reglamento de Conflictos de Interés.





		6

		Prosecretaria de la JUNAFO

		Deja constancia en el acta de la decisión que se tome en dicho acuerdo y si hubo inhibitoria de la persona servidora integrante de la JUNAFO.





		7

		Personas integrantes de la JUNAFO o persona servidora judicial

		De acuerdo al artículo N° 10 del Reglamento de Conflictos de Interés, cualquier persona que labore en el Poder Judicial, así como en la JUNAFO deberá estar atento y denunciar, ante la JUNAFO, las situaciones de conflicto de intereses que afecten a las personas servidoras judiciales que integren dicho cuerpo colegiado. 











4. [bookmark: _Toc52277631]Salida: 



Producto: Acuerdo de inhibitoria de la persona servidora judicial integrante de la JUNAFO.



5. [bookmark: _Toc52268293][bookmark: _Toc52277633]Control de cambios
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Matriz de Atención SP-135-2022.pdf
MATRIZ DE ATENCION SP-135-2022

EVIDENCIAS DE ATENCION DE REQUERIMIENTOS

HECHO OBSERVADO REQUERIMIENTO OBSERVACION JUNAFO DOi:I\EII)I(Eg;OS ESTATUS NIVEL
Con oficio N.°0062-DJA-2022 se le informo a la SUPEN que para enero del 2022, se
obtienen los cddigos de plaza necesarios para proceder a formalizar la estructura -
administrativa de la JUNAFO, siendo que a partir del 10 de enero de 2022 que se procede %'ZC;’ angﬁ'c?u]::
con el nombramiento de las nuevas plazas requeridas por este nuevo érgano del Poder Adm. JUNAFO.odf
Judicial, designando en la plaza encargada de atender la “Funcion de Cumplimiento” a la
Licenciada Vanessa Mesén Arroyo.
bor
1) La Junta Administradora no ha 1) Se solicita informar las fechas en En el mismo oficio se informa referente a la funcion de Auditoria Interna, conviene destacar gi'rgac'gi'g;aé"ls_
contratado o nombrado los . .._|que Consejo Superior de Poder Judicial en sesion 073-2021 articulo XXIll, traslada a Corte
. que estara contratando al Auditor S y 3 . JUNAFO 2022.odf
colaboradores que ejecuten el puesto Interno y el responsable de Ia funcion Plena el criterio juridico N. DJ-C-421-2021, las manifestaciones del master Robert Garcia
de la funcién de cumplimiento ni el Gonzélez Auditor Judicial, las pretensiones de la JUNAFO para que se determine la En Proceso 67%

auditor interno, conforme lo
establecido en el Reglamento de
Gobierno Corporativo.

de cumplimiento para el Fondo.

Plazo de atencion: 15 dias habiles.

inclusién de este 6rgano de desconcentracién maxima del Poder Judicial dentro del
universo auditable de la Auditoria Judicial, cesion de plazas respectivas o eventual
contratacién con recursos propios de la JUNAFO. Este tema se encuentra en agenda de
Corte Plena para ser conocido proximamente.

Como prevencién ante una negativa en las pretensiones de la JUNAFO, se decide
incorporar en la tramitacién del presupuesto del afio 2023, la inclusién de tres plazas para
la creacion de una Auditoria Interna propia. De tal forma, en el peor escenario posible, la
JUNAFO contaria con le servicio de Auditoria Interna a partir de la primera quincena del
mes de enero del afio 2023.

[
Acta de Consejo

Superior N° 073-
2021 Art 23.odf

2) El Plan estratégico 2020-202
incluye el Plan Anual Operativo, en el
cual para, el mediano plazo (un afio),
establecio las siguientes actividades:
. Manuales de  Procedimientd
(operativos varios).
« Politica de Comunicacién, Conflictd
de Interés y de Valores Eticos.
«Cadigo de Conducta.

« Elaboracién de documentacion d
calidad.

2.1)  Remitir un plan de accion con
responsables y plazos para desarrollar|
las politicas, los manuales de
procedimientos (para las actividades
significativas: gestion de activos,
acumulaciéon, des acumulacién vy
comunicacion) y el establecimiento de
un sistema de gestion de la calidad.

Para la atencién del requerimiento 2.1, se adjunta el detalle del Plan de Accién FJPPJ016,
el cual contiene la descripcion, fechas y responsables para la atencion del desarrollo de
procedimientos y del sistema de gestién de calidad, los cuales se adjuntan en esta matriz.

Se brindara seguimiento mensual al respectivo plan de accion detallado.

Plan de Accién
FIPPJ016 -1

Procedimientos. pdf

Plan de Accién
FIPPJ016 -2 Gestion
de Calidad.odf

Atendido

« Establecimiento de sistema d
gestion de la calidad.

Sin embargo, al final del 2021, todas
las acciones antes detalladas no se
han desarrollado ni implementado.

2.2) Establecer los mecanismos de
control necesarios que aseguren el
cumplimiento del plan anual operativo.
Plazo de atencion: 15 dias habiles.

2.2 La Direccion de la JUNAFO establecié el Plan Anual Operativo (PAO) del periodo 2022.
Se destaca que, que de manera trimestral se genera una sesion de trabajo a nivel de las
Jefaturas donde se revisa el nivel de avance y cumplimiento del mismo, generando
evidencia mediante minuta de reunién. Asi mismo de manera anual se presenta ante la
JUNAFO el resultado general de cumplimiento.

PAO Direccién de la
JUNAFO 2022.pdf

Atendido

3) La Junta Administradora no le
encomendd al director a. i. (Alta
Gerencia) las responsabilidades del
Manual de puestos, ademas en dicho

manual no consta el control de
versiones ni las respectivas
aprobaciones.

3) Se solicita incorporar en el Manual
de puestos, la revision y la aprobacion
con la finalidad de oficializarlo,
seguidamente, hacer de conocimiento
de los futuros colaboradores las
responsabilidades que debera cumplir
en concordancia con el perfil del
puesto contratado.

Plazo de atencion: 15 dias habiles.

Para la atencién de este requerimiento, la Direccién de la JUNAFO remite oficio N° 0079-
DJA-2022, mediante el cual se detallan los ajustes necesarios, con el fin de ser valorados
por la JUNAFO en sesioén formal del dia 07 de marzo de 2022.

Oficio 0079-DJA-
|2022 Requerimiento

SUPEN Alta

Proceso 50%

4) En las actas de las sesiones del
Organo de Direccién y de los comités
técnicos, no se evidencia el andlisis
que se realiza sobre los informes
presentados por los Comités de
Riesgos y de Inversiones.

4) En las actas del Organo de
Direccion, debe quedar evidencia del
andlisis y las discusiones que se
realicen sobre los principales temas
tratados en los informes presentados
por los Comités de Riesgos y de
Inversiones.

Plazo de atencion: 15 dias habiles.

Es de vital importancia destacar que, en las respectivas grabaciones de cada sesion de la
JUNAFO, a las cuales la SUPEN mantiene acceso de consulta constante, se evidencia
todas las manifestaciones presentadas por cada participante. No obstante lo anterior, con
el fin de atender este requerimiento, a partir del mes de febrero 2022, se ha modificado la
forma de redaccion de las actas tanto de la JUNAFO como de los Comités Técnicos, con el
fin de que se registren todas las participaciones de los miembros dentro de la sesién y que
el acta quede lo mas detallada posible evidenciando el analisis y discusiones que se
realizan.

Acta JUNAFO N 07-
2022 del 14 de
febrero de 2022.ndf'

Atendido

5) La Funcién de Riesgos presenta
un conflicto de interés, pues el jefe de
dicha Funcion tiene a cargo procesos
operativos, tales como la Unidad de
pago de jubilaciones y pensiones y la
Unidad de Contabilidad, lo cual se
contrapone a lo establecido en el
Reglamento de Riesgos.

5) En atenciéon al Reglamento de
Riesgos, informar las acciones que se
llevaran a cabo para corregir el
conflicto de interés que se presenta en
la Funcion de Riesgos, por la
ejecucion de procesos operativos.

Plazo de atencion: 15 dias habiles.

Es importante resaltar que, conforme se expuso en sesién N°. 18-2021, articulo VI del 26
de abril de 2021, la estructura administrativa "Temporal" que utilizaria la Direccion de la
JUNAFO durante ese periodo, utilizaria al Jefe de Proceso de Riesgos (dado su rango
administrativo y la carencia de otro recurso humano), para que asumira las labores de
jefatura (no operativas) relacionadas con unidades que eran trasladas a esta Direccion.
Para le mes de enero del 2022, una vez realizado el trdmite de presupuesto
correspondiente, se obtienen los cédigos de plaza necesarios para proceder a formalizar la
estructura administrativa de la JUNAFO, siendo que a partir del 10 de enero de 202 el Jefe
del Proceso de Riesgos no tiene a cargo ningin proceso, unidad u area administrativa
diferente a lo que su especializada y enfoque requiere, es decir la Gestién de Riesgos.
Como comprobante de lo anterior, se remite el organigrama oficial de la Direccion de la
JUNAFO para el periodo 2022, asi como el citado acuerdo donde se esFO. Este tema se
encuentra en agenda de Corte Plena

JUNAFO 2022.pdf

Organigrama
Direccion DIR-

N° 448-2021
JUNAFO.pdf

Atendido

lde3
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MATRIZ DE ATENCION SP-135-2022

EVIDENCIAS DE ATENCION DE REQUERIMIENTOS

HECHO OBSERVADO

REQUERIMIENTO

OBSERVACION JUNAFO

DOCUMENTOS
ANEXOS

ESTATUS

NIVEL

6) La Junta Administradora no ha
impulsado el desarrollo de una cultura
de riesgos, aunque cuenta con una
metodologia para valorar los riesgos
no financieros (operativos) los
mismos no han sido valorados ni
cuantificados, tampoco se han
implementado, procesos de
autoevaluacioén de riesgos del Fondo,
politicas de cumplimiento y el sistema
de control interno.

6) Conforme lo establecido en el
articulo 6 Responsabilidades del
Organo de Direccién del Reglamento
de Riesgos, se solicita un plan de
accion con plazos y responsables para
implementar la metodologia para la
valoracion de los riesgos no
financieros, y los procesos de
autoevaluacién de riesgos del Fondo
que contribuyan con el sistema de
control interno.

Plazo de atencion: 15 dias habiles.

A partir del periodo 2022, el Proceso de Riesgos cuenta con una plaza adicional para la
implementacion del control, medicién y seguimiento de los riesgos operativos, debido a lo
cual es a partir de dicho periodo que inicia la incorporacién del control sobre estos
aspectos. Para la atencién del requerimiento de SUPEN, se adjunta el plan de accién
especifico, en el cual se detallan los tiempos de respuesta, responsables y actividades
necesarias.

Se brindara seguimiento mensual al respectivo plan de accion detallado.

Plan de Accién
FJPPJ018-Cultura de

Riesaos.ndf

Plan de Accién
FJPPJ018-Riesgos
No Financieros.pdf

Plan de Accién

Atendido

7) La Declaratoria de apetito por|
riesgo, en lo que respecta al riesgo de
tasa de interés y de crédito, bajo la
metodologia cuantitativa, indica que
no se establecen limites de apetito,
tolerancia ni de capacidad porque
dependen de la estrategia de
inversion, asi mismo, sefiala que la

7) Se solicita realizar las
modificaciones pertinentes en la
declaratoria de apetito por riesgo para
el establecimiento de limites de
apetito, tolerancia y capacidad para la

De acuerdo al punto anterior con el fin de analizar y aplicar los cambios que correspondan
se solicita un plazo adicional de 20 dias al plazo ya otorgado, esto debido a que las
modificaciones y cambios que se solicitan deben ser presentadas en el Comité de Riesgos
durante la sesion del mes de marzo 2022, aunado a lo anterior, este mes se esta
finalizando el contrato del actual miembro externo del Comité de Riesgos, por lo que para el

Oficio N°. 0068-DJA-
2022 Prorroga SP-
135-2022.ndf

35%

exposicion al riesgo de crédito se|metodologia cuantitativa para lafmes de marzo se espera contar con nuevo miembro externo de dicho comité, existiendo un Proceso
determina mediante el Coeficiente de|medicién de los riesgos de tasa de[periodo de transicién, capacitaciéon y conocimiento mutuo con dicho asesor, lo que nos
Riesgo de Crédito, esta metodologia|interés y de crédito, este Ultimo|impide realizar en las primeras semanas del citado mes alguna sesioén extraordinaria para
se contrapone al calculo de la pérdida|alineado a la NIIF 9. presentar las modificaciones que se realicen a los distintos documentos.
esperada bajo la NIIF 9 que el Fondo
calcula mensualmente y es registrada|Plazo de atencion: 20 dias habiles. Este requerimiento se estima atendido en el mes de abril 2022.
contablemente, pero que no es
valorada ni medida por parte de la
Funcién de Riesgos.
8) Se solicita informar las acciones
8) El sistema SIFA-Fondo no se|que se llevardan a cabo, para(Para la atencion respectiva de este punto, es necesario realizar la programacion a nivel de .
encuentra configurado para realizar el{automatizar el célculo de la jubilacién|sistemas de una serie de mejoras que automaticen el proceso. Dado lo anterior, se remite
calculo de la jubilacion por vejez|por vejez conforme la Ley 9544, con lafel respectivo plan de accion con el detalle de tiempos, responsables y actividades Plan de Acci6n .
. P : : . " FIPPIO17 - Mejoras Atendido
conforme la Ley 9544, por lo que seffinalidad de minimizar el riesgo|necesarias para su ejecucion. o Lelv
utilizan hojas de Excel para los|operativo.
respectivos célculos. Se brindara seguimiento mensual al respectivo plan de accion detallado.
Plazo de atencion: 15 dias habiles.
9) Los procesos de afiliacion, . . Es importante destacar que mensualmente el Subproceso Adm. Financiero (Unidad de
. . . 9) Indicar los mecanismos de control . X P .
recaudacién e imputacién  son|. . Contabilidad y Presupuesto) de la JUNAFO, realiza una conciliacién en conjunto con el
5 . interno que establecera el Fondo, con o ) . PT-1907-SAF-
realizados por Gestion Humana del N N Subproceso de Contabilidad del Departamento Financiero Contable (FICO), donde se 01Condiliacion de
L N la finalidad de garantizar la . Lo " .
Poder Judicial, sin embargo, el Fondo - R .. _|determina si existen o no diferencias en el aporte Patronal y el Aporte Estatal (cxc contra Aportes del .
; . confiabilidad de la informacion ’ . L ) ) } Atendido
no ha implementado mecanismos de " cxp), debido a lo cual se documenta el procedimiento utilizado y se adjunta evidencia de la ~
" procesada por Gestion Humana. A .
control que permitan asegurar la conciliacién mensual realizada. X
exaclitud e integridad  de  18|py., e atencion: 20 dias habiles. 12. DIc 2021
informacion. Conciliacién de
aportes FIPP] v
En sesion N°. 41-2021, articulo XV del 11 de Octubre de 2021, la JUNAFO decide acoger 906-2021.pdf
10) Los miembros de la Junta como propio el REGLAMENTO DE REGULACION PARA LA PREVENCION,
Administradora que tienen dentro de " IDENTIFICACION Y LA GESTION ADECUADA DE LOS CONFLICTOS DE INTERES EN
3 .~ ~|10) Formalizar el proceso para que los . . R .
sus labores como funcionarios| . EL PODER JUDICIAL, debido a lo cual se ajusta a la normativa y procedimientos
P N P miembros de la Junta Administradora Lo . N " . . . 3 =
judiciales,  gestiones  especificas . N P Institucionales establecidos para este tipo de situaciones. Se adjunta la evidencia .
N comuniquen si se inhibieron como . Reglamento de Atendido
relacionadas con el proceso de . respectiva. glam
” . ., |parte de sus labores o si lo haran en la Conflicto de
contratacion de la valuacién actuarial, Junta Administradora Intereses odf
deben comunicar a la Junta : Asi mismo, se remite oficio N°. 0084-DJA-2022 mediante el cual se documento el
Administradora dicha situacion. procedimiento correspondiente para casos de inibitorias, con el fin de ser valorado por la
JUNAFO en sesion del 07 de marzo de 2022. L
Of. 0084-DJA-2022
Procedimiento
inhibitorias
11) Falta de procedimiento con los|11) Formalizar el proceso de revisién
aspectos a revisar y recibir a|delinforme de la valuacion actuarial, al{La Direccion de la JUNAFO formalizé un procedimiento para la revision del informe de la .
P . ) . L e . " . ! L ) Atendido
cion el informe de la valuacién|menos, con los criterios minimos afvaluacion actuarial. Se adjunta el proceso de revision del informe de la valuacion actuarial. PT-1907-UAC-01
actuarial. revisar. Revision del
Informe de
12) Incluir la Politica de Solvencia
dentro del seguimiento que realiza la Plan de Accién
12) La funcién de riesgos no realiza|funcion de riesgos, asi como estudios . » . - . » L FIPPI018-
L o . N Para la implementacion del requerimiento definido, se remite plan de accién especifico con Politica
un seguimiento a la Politica de|especiales (con la frecuencia Y| - .
A X . . e . el detalle de actividades y tiempo de desarrollo. .
Solvencia ni estudios o andlisis|tematica que decida la Junta Atendido
relacionados con la  situacién|Administradora, el Comité de Riesgos

financiera y actuarial del Fondo.

ylo esta funcién) relacionados con
posibles afectaciones a la situacion
financiera y actuarial del Fondo.

Se brindara seguimiento mensual al respectivo plan de accion detallado.

Plan de Accion
FIPPJ018-Situacién
Financiera v

2de3
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MATRIZ DE ATENCION SP-135-2022

EVIDENCIAS DE ATENCION DE REQUERIMIENTOS

HECHO OBSERVADO

REQUERIMIENTO

OBSERVACION JUNAFO

DOCUMENTOS
ANEXOS

ESTATUS NIVEL

13) Incumplimientos a los
requerimientos de la  SUPEN|13)

actuariales, al seguimiento de las|forma,

Establecer los

los requerimientos

procesos
correspondientes a las valuaciones|necesarios para cumplir en tiempo vy

de

la

acciones para atender las|SUPEN, el seguimiento a las acciones
recomendaciones de la valuacién|para atender las recomendaciones de
actuarial, asi como al articulo 12 del|la valuacion actuarial y los planes de
Reglamento  Actuarial, relacionado|recuperacion.

con el Plan de Recuperacion.

En enero 2022 se nombra de forma interina en la plaza de Funcién de Cumplimiento a la
Licda. Vanessa Mesén Arroyo la cual continua con los controles y seguimientos que se
llevan para atender los requerimientos de la SUPEN, se mantiene para este fin una matriz!
con el detalle de los oficios remitidos, los tiempos de entrega, los departamentos
involucrados y el estatus del lineamiento, asi como si se encuentra atentido o pendiente de
tramitar. De igual forma se implementa a partir del mes de febrero 2022 un Informe de
Seguimiento y Control a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del

PJ.

Control y
Seguimiento

SUPEN.pdf

Informe
Seguimiento
Funcién de

Atendido

3de3
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Cantidad casos Período Monto Ajustado

46 II Semestre 2021 540,710,590.94   

Total General 540,710,590.94  


image2.emf
N° de referencia Año Nombre Cédula Monto ajustado

1 544 2021 Ethel Eduardo Campos Bolivar 603290564 4,967,795.19                         

2 543 2021 Luis Diego Rodríguez Quesada 113060849 18,159,969.91                       

3 542 2021 Edwin Alberto Porras Chaves 114530006 6,918,437.05                         

4 541 2021 Cesar Andrés Vega Barrera 206890108 8,631,217.28                         

5 533 2021 Jorge Luis Parra Zúñiga 604070881 11,264,406.88                       

6 570 2021 Jose Abel Morales Loria 304600176 13,501,286.43                       

7 586 2021 Renan G. Alvarado Rojas 113330553 401,481.18                            

8 544 2021 Carlos Guillermo Gonzalez Fuentes 503560083 15,301,149.90                       

9 616 2021 Carlos Boza Araya 206640291 16,041,842.12                       

10 577 2021 Jorge Murillo Chaves 603810097 11,334,053.59                       

11 595 2021 Leandro Esteban García Arias 113630875 18,454,931.19                       

12 688 2021 Manuel Ulate López 206160428 10,824,607.08                       

13 689 2021 Harold Ulate López 206540218 6,511,637.22                         

14 609 2021 Hazel Noelia Ortega Mora 304490149 9,827,925.10                         

15 610 2021 Victor Moreno Rojas 111110584 6,385,967.80                         

16 611 2021 Denis Salas Arias 206890232 12,250,201.35                       

17 745 2021 Ayrton Rodríguez Sánchez 603770535 10,729,467.76                       

18 708 2021 Gustavo Alonso Mora Vindas 114380110 10,025,540.10                       

19 744 2021 Rafael Alberto Alvarado Monge 115050422 12,288,878.04                       

20 772 2021 Gebrini Mauricio Jiménez Jiménez 701460009 7,011,829.54                         

21 771 2021 Ivan Andres Solis Mendez 303780297 5,571,741.57                         

22 770 2021 Adán Mondoza González  701540861 1,677,278.82                         

23 773 2021 Guillermo Oreamuno Sánchez 205140094 3,893,070.37                         

24 779 2021 Herbey David Segura MadrigaL 206180750 4,819,227.80                         

25 796 2021 Andrey Garita Serrano 304200380 3,777,945.63                         

26 797 2021 Jonathan Salazar Chavaría 113890858 13,537,515.95                       

27 810 2021 Victor Ivan Arias Valverde 701910691 9,804,433.28                         

28 811 2021 Alfi Esteban Araya Abarca 112130097 21,919,759.05                       

29 805 2021 Denis Antonio Hidalgo Sibaja 109460355 10,417,584.98                       

30 804 2021 Jaime Francisco Hidalgo Arrieta 112430287 4,271,829.59                         

31 816 2021 Carlos Andrés Barrantes Araya 503750527 1,879,417.82                         

32 819 2021 Carlos Andrés Campos Castro 112230533 16,739,011.87                       

33 830 2021 Carlos Daniel Rodríguez Mena 401980119 12,562,494.90                       

34 832 2021 Juan Gabriel Mena Muñoz 603870349 3,750,925.61                         

35 833 2021 Jorge Vargas Angulo  205320833 30,852,473.12                       

36 831 2021 Jeremy Cubillo Solano 114380042 6,489,195.77                         

37 866 2021 Juan Paulo Vega Arce 303850473 19,948,559.06                       

38 873 2021 Steve Ramón Molina Serrano 206390766 20,669,853.27                       

39 880 2021 Bryan Alberto Blanco Rodríguez 113870847 2,664,305.70                         

40 892 2021 Danilo Antonio González Araya 304430546 20,138,092.27                       

41 891 2021 Luis Carlos Rojas Jiménez 304180758 19,267,415.15                       

42 899 2021 Julio César Jiménez Gamboa 110080234 4,471,743.81                         

43 951 2021 Carlos Alberto Cerdas Quiros 111850160 806,751.50                            

44 975 2021 Oscar Rodrigo Montenegro Delgado 112980322 14,263,342.20                       

45 955 2021 Henry Guillermo Segura Pereira 107240394 10,432,065.22                       

46 964 2021 Teodoro Enrique Hidalgo Zuñiga 603030316 65,251,931.93                       

540,710,590.94                  

Anexo N° 1

Total de monto ajustado de RTS dejados sin efecto

Fuente: Auxiliar contable obtenido del Sistema Contable


